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I. ASISTENCIA 
 

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (111) 
 
NOMBRE (Partido* Región Distrito) 
 
Acuña Cisternas, Mario PDC IX 52 
Aguiló Melo, Sergio PS VII 37 
Alessandri Valdés, Gustavo RN RM 20 
Alvarado Andrade, Claudio IND X 58 
Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro RN VII 38 
Álvarez Zenteno, Rodrigo IND XII 60 
Arratia Valdebenito, Rafael PDC VI 35 
Ascencio Mansilla, Gabriel PDC X 58 
Ávila Contreras, Nelson PPD V 11 
Bartolucci Johnston, Francisco UDI V 13 
Bertolino Rendic, Mario RN IV 7 
Bustos Ramírez, Juan PS V 12 
Caminondo Sáez, Carlos RN X 54 
Caraball Martínez, Eliana PDC RM 27 
Cardemil Herrera, Alberto RN RM 22 
Ceroni Fuentes, Guillermo PPD VII 40 
Coloma Correa, Juan Antonio UDI RM 31 
Cornejo González, Aldo PDC V 13 
Cornejo Vidaurrazaga, Patricio PDC V 11 
Correa De la Cerda, Sergio UDI VII 36 
Cristi Marfil, María Angélica RN RM 24 
Delmastro Naso, Roberto IND X 53 
Díaz Del Río, Eduardo DEL SUR IX 51 
Dittborn Cordua, Julio UDI RM 23 
Elgueta Barrientos, Sergio PDC X 57 
Encina Moriamez, Francisco PS IV 8 
Errázuriz Eguiguren, Maximiano RN RM 29 
Espina Otero, Alberto RN RM 21 
Fossa Rojas, Haroldo RN VIII 46 
Galilea Carrillo, Pablo RN XI 59 
Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49 
García García, René Manuel RN IX 52 
García Ruminot, José RN IX 50 
García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro UCCP VI 32 
Girardi Lavín, Guido PPD RM 18 
González Román, Rosa IND I 1 
Guzmán Mena, Pía RN RM 23 
Hales Dib, Patricio PPD RM 19 
Hernández Saffirio, Miguel PDC IX 49 
Huenchumilla Jaramillo, Francisco PDC IX 50 
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Ibáñez Santa María, Gonzalo IND V 14 
Jaramillo Becker, Enrique PPD X 54 
Jarpa Wevar, Carlos Abel PRSD VIII 41 
Jeame Barrueto, Víctor PPD VIII 43 
Jiménez Villavicencio, Jaime PDC RM 31 
Jocelyn-Holt Letelier, Tomás PDC RM 24 
Krauss Rusque, Enrique PDC RM 22 
Kuschel Silva, Carlos Ignacio RN X 57 
Leay Morán, Cristián UDI RM 19 
León Ramírez, Roberto PDC VII 36 
Letelier Morel, Juan Pablo PS VI 33 
Longton Guerrero, Arturo RN V 12 
Longueira Montes, Pablo UDI RM 30 
Luksic Sandoval, Zarko PDC RM 16 
Martínez Labbé, Rosauro IND VIII 41 
Martínez Ocamica, Gutenberg PDC RM 21 
Melero Abaroa, Patricio UDI RM 16 
Mesías Lehu, Iván PRSD VIII 42 
Molina Sanhueza, Darío UDI IV 9 
Monge Sánchez, Luis IND IX 48 
Montes Cisternas, Carlos PS RM 26 
Mora Longa, Waldo PDC II 3 
Moreira Barros, Iván UDI RM 27 
Muñoz Aburto, Pedro PS XII 60 
Muñoz D'Albora, Adriana PPD IV 9 
Naranjo Ortiz, Jaime PS VII 39 
Navarro Brain, Alejandro PS VIII 45 
Núñez Valenzuela, Juan PDC VI 34 
Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55 
Olivares Zepeda, Carlos PDC RM 18 
Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25 
Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44 
Ovalle Ovalle, María Victoria UCCP VI 35 
Palma Flores, Osvaldo RN VII 39 
Palma Irarrázaval, Andrés PDC RM 25 
Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7 
Pareto González, Luis PDC RM 20 
Paya Mira, Darío UDI RM 28 
Pérez Arriagada, José PRSD VIII 47 
Pérez Lobos, Aníbal PS VI 32 
Pérez San Martín, Lily RN RM 26 
Pérez Varela, Víctor UDI VIII 47 
Pollarolo Villa, Fanny PS II 3 
Prochelle Aguilar, Marina RN X 55 
Prokurica Prokurica, Baldo RN III 6 
Recondo Lavanderos, Carlos UDI X 56 
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Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56 
Rincón González, Ricardo PDC VI 33 
Riveros Marín, Edgardo PDC RM 30 
Rocha Manrique, Jaime PRSD VIII 46 
Rojas Molina, Manuel UDI II 4 
Saa Díaz, María Antonieta PPD RM 17 
Salas De la Fuente, Edmundo PDC VIII 45 
Sánchez Grunert, Leopoldo PPD XI 59 
Sciaraffia Estrada, Antonella PDC I 2 
Seguel Molina, Rodolfo PDC RM 28 
Silva Ortiz, Exequiel PDC X 53 
Soto González, Laura PPD V 14 
Tuma Zedan, Eugenio PPD IX 51 
Ulloa Aguillón, Jorge UDI VIII 43 
Urrutia Cárdenas, Salvador PPD I 1 
Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4 
Van Rysselberghe Varela, Enrique UDI VIII 44 
Vargas Lyng, Alfonso RN V 10 
Vega Vera, Osvaldo RN VII 40 
Velasco De la Cerda, Sergio PDC V 15 
Venegas Rubio, Samuel IND V 15 
Vilches Guzmán, Carlos RN III 5 
Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48 
Walker Prieto, Ignacio PDC V 10 
Walker Prieto, Patricio PDC IV 8 
 
 -Asistieron, además, el Ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Sergio Henríquez, y el 
Senador señor Jorge Pizarro. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                   
* PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; 

RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido   
Radical Social Demócrata; IND: Independiente. 

 



CÁMARA DE DIPUTADOS 12 

II. APERTURA DE LA SESIÓN 
 
 -Se abrió la sesión a las 11.07 horas. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En el nombre de Dios y de la 
Patria, se abre la sesión. 
 
 

III. ACTAS 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- El acta de la sesión 21ª se 
declara aprobada. 
 El acta de la sesión 22ª queda a disposi-
ción de las señoras diputadas y de los seño-
res diputados. 
 
 

IV. CUENTA 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- El señor Prosecretario va a dar 
lectura a la Cuenta. 
 
 El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da 
lectura a los documentos recibidos en la 
Secretaría. 
 
AMPLIACIÓN DE PLAZO A COMISIÓN 
ESPECIAL INVESTIGADORA. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- La Comisión especial investi-
gadora de la administración que hace la Em-
presa Metropolitana de Residuos Sólidos, 
Emeres, del vertedero ubicado en el fundo 
Lepanto, solicita el acuerdo de la Sala para 
que se le prorrogue el plazo para el cumpli-
miento de su cometido hasta el 14 de octu-
bre. 
 ¿Habría acuerdo? 
 Acordado. 
 

TRATAMIENTO DE PROYECTO SOBRE 
FILIACIÓN. Acuerdo de los Comités. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Informo a la Sala que los Co-
mités parlamentarios acordaron que la se-
sión de mañana miércoles se destinará ente-
ramente al tratamiento, hasta su total despa-
cho, del proyecto de filiación. 
 
RÉPLICA A EXPRESIONES DEL DIPUTA-
DO HALES. Aplicación del artículo 34 del Re-
glamento. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- De acuerdo con el artículo 34 
del Reglamento, tiene la palabra el Diputado 
señor Seguel por cinco minutos. 
 
 El señor SEGUEL.- Señor Presidente, en 
los últimos días, el Diputado señor Jaime 
Jiménez y quien habla hemos sido blanco de 
duras críticas de artillería pesada de parte de 
algunos colegas de la Concertación. 
 En verdad, en otras ocasiones he recibido 
fuertes críticas de distintos ámbitos, las cua-
les he escuchado con mucho respeto. No 
obstante, me ha llamado la atención la de 
una persona a quien tengo gran respeto y 
mucha estima, al igual que a su padre y a su 
familia, como es el Diputado señor Patricio 
Hales, por lo que él representa o representó 
cuando trabajamos juntos durante muchos 
años. Por sus palabras y el tono usado, por 
primera vez responderé a críticas que se me 
formulan. 
 Lo voy a disculpar, porque entiendo que 
sus expresiones se pueden deber a desespe-
ración y a preocupación. No contestaré a 
otros críticos, porque la verdad es que pesan 
tan poco que no tienen ninguna importancia. 
 Si bien es cierto que junto con el Diputa-
do señor Jiménez hemos decidido postergar 
la presentación de una petición de investiga-
ción profunda a distintas áreas y materias... 
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 -Hablan varios señores diputados a la vez. 
 
 El señor MONTES.- ¡Queremos que la 
presente ahora! 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Ruego a los señores diputados 
guardar silencio. 
 
 El señor SEGUEL.- No se desesperen ni 
se preocupen. La vamos a presentar en el 
momento oportuno. No vamos a decir a qué 
se refiere ni las personas a las cuales esta-
mos investigando. Cuando tengamos los 
resultados, los daremos a conocer, primero a 
la bancada de mi partido, y luego, a la opi-
nión pública. No haremos “show”, y vamos 
a hacer notar la diferencia que existe entre 
nosotros y otros parlamentarios en materia 
de investigación. No queremos que de algu-
nas reparticiones públicas nos pongan de 
patitas en la calle como ya lo han hecho con 
otros. Si esa fiscalización afecta a personas 
o instituciones, no tengan la menor duda de 
que haremos público su resultado. No me 
amedrento ni me asusto con los gritos y las 
amenazas. He pasado tiempos peores y éste 
es uno más.  
 Por lo tanto, quiero decir que la tranqui-
lidad demostrada y el hecho de haber guar-
dado silencio no significan en absoluto te-
mor o bajar la posibilidad de hacer la inves-
tigación. 
 He dicho.  
 
 

V. ORDEN DEL DÍA 
 
SUPRESIÓN DEL SUFRAGIO OBLIGATO-
RIO. Primer trámite constitucional. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Corresponde conocer, en pri-
mer trámite constitucional, el proyecto de 
reforma constitucional, iniciado en moción, 
que suprime el sufragio obligatorio. 

 Diputado informante de la Comisión de 
Constitución, Legislación y Justicia es el 
señor Iván Moreira. 
 
 Antecedentes: 
 -Moción, boletín Nº 2049-07, sesión 15ª, 
en 3 de julio de 1997. Documentos de la 
Cuenta Nº 9. 
 -Informe de la Comisión de Constitución, 
sesión 19ª, en 21 de julio de 1998. Docu-
mentos de la Cuenta Nº 3. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Tiene la palabra el señor dipu-
tado informante. 
 
 El señor MOREIRA.- Señor Presidente, 
paso a informar sobre el proyecto de refor-
ma constitucional que suprime el sufragio 
obligatorio, iniciado en moción de los Dipu-
tados señores Víctor Pérez, Pablo Longueira, 
Patricio Melero, Francisco Bartolucci, Darío 
Paya, Juan Masferrer, Jaime Orpis, Cristián 
Leay, Sergio Correa y quien habla, y apro-
bado por la Comisión de Constitución, Le-
gislación y Justicia. 
 La iniciativa persigue un triple objetivo. 
lº Establecer, dentro de las bases de la insti-

tucionalidad, el deber del Estado de pro-
mover la formación y la participación 
ciudadana, para lo cual se agrega un inci-
so final en el artículo 1º de la Carta Fun-
damental. 

2º Restablecer la exigencia contemplada en 
la Constitución de 1925 de estar inscrito 
en los registros electorales para los efec-
tos de adquirir la calidad de ciudadano. 
Con ese fin se modifica el inciso primero 
del artículo 13. 

3º Disponer que en las votaciones populares 
el sufragio será personal, igualitario, li-
bre, secreto e informado, para cuyo efec-
to se sustituye el inciso primero del artí-
culo 15. 

 Esta reforma constitucional concitó un 
amplio consenso en el seno de la Comisión 
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y fue aprobada en forma casi unánime, pues 
contó con el voto favorable de los Diputados 
presentes señores Aldo Cornejo, Sergio  
Elgueta, Zarko Luksic, de la Diputada seño-
ra Laura Soto y de quien habla, con la sola 
abstención del Diputado señor Francisco 
Bartolucci. 
 Hago presente que esta iniciativa cuenta 
con el informe favorable de destacados profe-
sores, como lo señores Humberto Nogueira y 
Ricardo Israel, como asimismo de los insti-
tutos Libertad y Libertad y Desarrollo. 
 También manifestó su apoyo el ex Minis-
tro del Interior, don Carlos Figueroa Serrano, 
quien se comprometió, en nombre del Ejecu-
tivo -en el curso de una entrevista que sos-
tuvo con la Comisión-, a enviar, durante 
agosto, un proyecto de ley que establezca un 
sistema de inscripción automática en los 
registros electorales, una vez superados los 
problemas relativos a la determinación del 
domicilio, lo que, a juicio de las autoridades 
de los Registros Civil y Electoral, no reviste 
mayores inconvenientes.  
 En Chile el sufragio es obligatorio sólo 
para los ciudadanos, sin que exista en la 
práctica una obligatoriedad automática, ya 
que para que esa obligación constitucional 
se materialice es indispensable una actua-
ción previa y voluntaria del ciudadano: ins-
cribirse en los registros electorales. Es razo-
nable, entonces, que se imponga a las perso-
nas esa obligación, porque para contar con 
un sistema electoral público, transparente y 
eficiente, es necesario tener determinado el 
cuerpo de electores. Vale decir, entonces, la 
inscripción en los registros se puede impo-
ner porque efectivamente de ella deriva un 
beneficio social; pero, una vez efectuada y, 
por lo tanto, estando cumplido el deber indi-
vidual que permite a todos tener la opción 
real de participar en elecciones transparen-
tes, no hay razón para obligar a votar. 
 Ha de recordarse que la Constitución de 
1925 exigía, como requisito de la ciudada-
nía, estar inscrito en los registros electorales. 

Actualmente se tiene la calidad de ciudada-
no al cumplir mayoría de edad, sin que sea 
necesario estar inscrito. Por esta razón, un 
millón y medio de personas, que cumplen 
con las exigencias para ser ciudadanos, no 
están inscritas en los registros electorales. 
 El artículo 15 de la Constitución Política 
de la República establece la obligatoriedad 
del sufragio, lo que resulta contradictorio 
con los principios de una sociedad libre e, 
incluso, con las bases del sistema democrá-
tico. La posibilidad de los ciudadanos de 
participar en la elección de las autoridades 
del país debe entenderse siempre como un 
derecho y no como una carga pública im-
puesta en forma coactiva. Es evidente tam-
bién que este sistema importa una contradic-
ción de las propias normas constitucionales, 
ya que el artículo 13 señala que la calidad de 
ciudadano otorga los derechos del sufragio 
y, en forma perentoria, que en las votaciones 
populares el sufragio será personal, igualita-
rio y secreto. Para los ciudadanos será, ade-
más, obligatorio. 
 Un sistema democrático sano no requiere 
obligar a las personas a participar en los pro-
cesos electorales, pero si esa participación se 
consigue sólo sobre la base del apremio y la 
coerción punitiva del Estado, en sí misma no 
es una garantía política de estabilidad o de 
madurez social. Conocidas democracias occi-
dentales muestran una enorme solidez, a pe-
sar de que el porcentaje de participación elec-
toral no alcanza al 50 por ciento de los poten-
ciales electores. Ello se explica porque lo que 
verdaderamente otorga estabilidad es la per-
cepción de legitimidad que las personas 
tienen respecto de sus autoridades a partir de 
la forma en que éstas accedieron al poder y 
de cómo lo ejercen. Por eso, un Estado que 
entrega mayores espacios de libertad y posi-
bilidades de participación a sus habitantes 
en las decisiones que les afectan, en la me-
dida en que ella sea espontánea y libre, ten-
drá autoridades con mayor grado de legiti-
midad ante los gobernados. 
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 Tan evidente es esto que el propio legis-
lador ha debido buscar un resquicio para no 
imponer el voto en forma absoluta, hacién-
dolo obligatorio sólo para aquellos que se 
hubieren inscrito en los registros electorales. 
Se ha adoptado así la peor opción, tanto 
desde el punto de vista conceptual como 
desde una perspectiva práctica. 
 Por lo mismo, en materia de sufragio debe 
estimarse que la regla general es su volunta-
riedad, a la que el ciudadano renuncia irrevo-
cablemente en el momento en que opta por 
inscribirse en los registros electorales.  
 Para ello, resultaría indispensable el esta-
blecimiento de una regulación del sufragio 
que asuma cabalmente las dos dimensiones 
anotadas: irrenunciabilidad del derecho, que 
se materializaría en la obligatoriedad de la 
inscripción en los registros electorales, in-
cluida aquí la posibilidad de inscribir auto-
máticamente a los ciudadanos, y voluntarie-
dad en su ejercicio, tal como lo propone la 
moción en informe. 
 Los planteamientos anteriores fueron 
ampliamente compartidos por el señor Mi-
nistro del Interior, quien opinó que el pro-
yecto debería ser complementado con una 
reforma legal que establezca un sistema de 
inscripción automática de todos los ciudada-
nos, para así disponer de un cuerpo de ciu-
dadanos electores fidedigno. 
 Se planteó en la Comisión que el tema 
del sufragio voluntario u obligatorio consti-
tuye un aspecto secundario de regulación 
discrecional por cada sociedad política, sin 
que ello incida en la naturaleza democrática 
del sistema político. Un sistema político es 
democrático cuando, implícita o explícita-
mente, tiene como valores superiores de su 
ordenamiento, la dignidad de la persona, su 
libertad y la igualdad de oportunidades en 
todos los ámbitos de la vida nacional, lo que 
se concreta en los principios de autodeter-
minación del cuerpo político de la sociedad, 
en el respeto, garantía y promoción de los 
derechos humanos, y cuyas reglas de proce-

samiento determinan el gobierno de la ma-
yoría respetando los derechos de las minorí-
as, el pluralismo político e ideológico, la 
resolución pacífica de los conflictos a través 
de elecciones libres, competitivas y limpias; 
la autonomía relativa de los cuerpos inter-
medios de la sociedad y la práctica efectiva 
del estado de derecho. 
 El carácter de voluntariedad u obligato-
riedad del sufragio depende de la naturaleza 
jurídica que se le asigne. La concepción del 
sufragio obligatorio se conecta con la pers-
pectiva del sufragio como función y deber, 
en la cual la Nación asume como un ente 
distinto de los ciudadanos que la componen, 
ya que ella es la única soberana. De allí de-
riva la separación entre el derecho de ser 
ciudadano y el de ser elector. De acuerdo 
con esta concepción, son titulares del sufra-
gio los ciudadanos que reúnan las condicio-
nes determinadas por el legislador, que los 
coloca en la situación de elegir a los gober-
nantes. En tal perspectiva, no se ejerce nin-
gún derecho personal, sino que actúan en 
nombre y por cuenta de la Nación. El sufra-
gio es un deber jurídico estricto; no un dere-
cho disponible por el individuo, sino una 
obligación jurídica impuesta al ciudadano en 
beneficio del funcionamiento de la sociedad 
política. 
 Una constitución que afirme la concep-
ción de la soberanía popular es aquella que 
más coherentemente afirma el sufragio vo-
luntario. La opción por el sufragio volunta-
rio es legítima y válida dentro de un sistema 
constitucional democrático, siendo necesario 
evaluar si ella estimulará o no el hábito polí-
tico de la participación o de la apatía, como 
asimismo reflexionar sobre si el electorado, 
luego de un largo período autoritario, ha 
adquirido suficiente conciencia de sus fun-
ciones y responsabilidades en una sociedad 
democrática. 
 En todo caso, cualquiera que sea la deci-
sión del constituyente desde el punto de 
vista de la legitimidad democrática, basta 
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con posibilitar el derecho de participación 
de todos los ciudadanos a través del sufragio 
igualitario, para que el proceso electoral en 
sí y sus resultados no puedan ser objeto de 
tacha de ilegitimidad.  
 La obligatoriedad formal que existe para 
ejercer el derecho de sufragio no es consis-
tente con la práctica reiterada en la historia 
nacional, puesto que cada vez que ha habido 
una elección en que sea obligatorio votar, se 
dicta posteriormente una ley de amnistía 
para los infractores de la obligación. De ahí 
que no se justifique contar con una norma 
constitucional que obligue a sufragar, si 
sistemáticamente es vulnerada y dejada sin 
aplicación práctica.  
 Sin embargo, la razón última para conve-
nir en la voluntariedad del sufragio no es 
solamente la reiterada dictación de leyes de 
amnistía, sino, principalmente, la esencia del 
concepto de libertad aplicado a una demo-
cracia. 
 Sufragar es una alternativa frente a no 
sufragar, que es válida en la medida en que 
se crea en la capacidad de las personas para 
decidir por sí mismas. Cuando el Estado 
subroga a las personas en esta decisión, se 
invade un aspecto personalísimo de la liber-
tad del individuo. A éste -y no al Estado- le 
compete decidir si participa o no en un acto 
eleccionario.  
 El proyecto es el inicio de un proceso de 
modificación de instrumentos legales. Para 
que tenga el mejor sentido y cumpla con los 
objetivos que se plantean, esta reforma debe 
ser acompañada por una serie de iniciativas 
legales, tales como:  
1. La educación cívica, que incluya el nivel 

universitario. 
2. La promoción de la votación de los chi-

lenos residentes en el extranjero. Ésta es 
una situación muy especial, porque mu-
chos chilenos que están en el país no 
quieren votar y decenas de miles de chi-
lenos que viven en el extranjero quieren 
mantener vínculos con el país y, en la ac-

tualidad, no tienen la posibilidad de 
hacerlo. 

3. Señales importantes de democratización 
profunda para evitar la caída del interés. 
Frente a una merma en las votaciones, 
debe tenerse presente el caso de Estados 
Unidos, en donde el voto es facultativo, 
presentándose gran desinterés por las vo-
taciones nacionales y gran interés por las 
locales, lo que otorga un poder desusado 
en algunas elecciones a ciertos grupos de 
interés y de presión.  

 Éste es el punto de partida de un proce-
so de adaptación de la actitud de la política 
y de nuestra legislación a un cambio que 
refleje las modificaciones de la sociedad 
chilena. Mirados desde este punto de vista, 
los cambios deben apuntar a reforzar el 
concepto de ciudadano, no formal, sino 
real, en un país en el cual la gente se limita 
a tener una participación formal y no real.  
 Es cierto que el problema de la inscrip-
ción en relación con el domicilio es grave, si 
se piensa en términos de la representación y 
en el hecho de la división de las circunscrip-
ciones. Puede existir una gran cantidad de 
personas que votan en circunscripciones que 
no les corresponden, distorsionando la vo-
luntad de la mayoría. Desde otro punto de 
vista, ese hecho pierde importancia, porque 
la gente normalmente vota en los lugares 
donde vive, reside o trabaja, por lo que pue-
de ser un hecho secundario, que refleje de 
manera estricta el verdadero interés de la 
gente por votar en el lugar donde realmente 
reside.  
 Sólo me resta decir que este proyecto de 
reforma constitucional fue aprobado en el 
seno de la Comisión prácticamente por una-
nimidad. 
 Es todo lo que puedo informar.  
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Para iniciar el debate, tiene la palabra el 
honorable Diputado señor Ignacio Walker. 



SESIÓN 27ª, EN MARTES 18 DE AGOSTO DE 1998 17

 El señor WALKER (don Ignacio).- Se-
ñor Presidente, por tratarse de una materia 
que incide en lo más medular de una demo-
cracia republicana, quiero iniciar este debate 
tan fundamental explicando a los honorables 
colegas -por lo que recabo su atención para 
que podamos dialogar- por qué llegamos a 
esta conclusión, es decir, por qué tanto en la 
votación general como en la particular del 
proyecto en la Comisión de Constitución, 
Legislación y Justicia, hubo una aprobación 
prácticamente unánime, ya que sólo se regis-
tró una abstención. 
 ¿De qué se trata? No sólo de este proyec-
to de reforma constitucional en particular, 
sino del sistema que la Comisión de Consti-
tución está proponiendo a la honorable Cá-
mara, para enfrentar un problema que va 
mucho más allá y que es mucho más com-
plejo que determinar si el acto de votar debe 
ser obligatorio o facultativo. 
 Como diputado democratacristiano y ha-
blando a título personal, pero representando -
insisto- el parecer casi unánime de la Comi-
sión de Constitución, quiero explicar breve-
mente a los honorables colegas qué vamos a 
discutir y votar esta mañana -a sabiendas de 
que no soy coautor del proyecto, porque junto 
con la Diputada Antonella Sciaraffia y los 
Diputados Silva y Aldo Cornejo somos auto-
res del proyecto que figura en el número 2 de 
la tabla, que elimina las sanciones asociadas 
al incumplimiento de la obligación de sufra-
gar- y por qué, apartándonos de nuestras pos-
turas iniciales, llegamos -con una sola absten-
ción- a un consenso en esta materia. 
 Nuevamente recabo la atención de los 
diputados para que podamos conversar y 
reflexionar sobre el tema, tal como lo hici-
mos en la Comisión.  
 Quiero pedir a los colegas que lean el 
final de la página 21 del informe, que dice: 
“En definitiva, vuestra Comisión aprobó, en 
reemplazo del articulado propuesto en la 
moción -que era la moción original de los 
diputados de la UDI-, un proyecto de ley 

que consta de un artículo único, por el cual 
se introducen las siguientes modificaciones 
a la Constitución Política del Estado:”. 
 ¿Por qué esto es tan importante? Porque 
si el proyecto aprobado en definitiva -quiero 
ser muy claro al respecto- hubiera sido el 
presentado por el colega Iván Moreira junto 
con otros diputados de la UDI, muchos par-
lamentarios habríamos tenido que votar en 
contra, por dos razones: primero, porque el 
fundamento original de la moción era que el 
voto obligatorio atentaba contra los princi-
pios de la sociedad libre, con lo cual muchos 
estamos en franco desacuerdo; y segundo, 
porque tampoco estábamos dispuestos a 
aprobar la eliminación de la obligatoriedad 
de votar, sin hacer efectiva la constitución 
en nuestro país de un cuerpo universal de 
ciudadanos.  
 Y fue a partir de esa flexibilidad de todas 
las posiciones; del informe -por qué no de-
cirlo- del Ministro del Interior de la época, 
señor Carlos Figueroa, quien, en representa-
ción del Gobierno, dio su aprobación al fun-
damento del proyecto resultante; de las opi-
niones de constitucionalistas tan eminentes 
como Humberto Nogueira, quien señaló       
-citaré sólo una sola frase suya-: “Una Cons-
titución que afirme la concepción de la sobe-
ranía popular es aquella que más coherente-
mente afirma el sufragio voluntario.”; del 
informe del Director del Servicio Electoral, 
que, dejando de lado el proyecto inicial, que 
muchos rechazábamos por considerarlo 
errado en su fundamento y parcial en lo que 
proponía, y teniendo también en cuenta el 
proyecto que habíamos presentado con la 
Diputada señorita Sciaraffia y los Diputados 
señores Aldo Cornejo y Silva, tendiente a 
eliminar solamente las sanciones aplicadas a 
quienes no hubieren hecho ejercicio de la 
obligatoriedad del voto, llegamos a un con-
senso en torno a un sistema, del cual forma 
parte este proyecto de reforma constitucio-
nal que -insisto- fue aprobado en términos 
distintos del propuesto inicialmente y en 
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consonancia con lo que conversamos con los 
directores del Servicio Electoral y del Regis-
tro Civil. 
 ¿Cuáles son, en lo medular, las bases de 
este consenso que proponemos en un tema 
que es esencialmente opinable y no dogmáti-
co? 
 En primer lugar, muchos sostenemos que 
el sufragio es, a la vez, un derecho y un de-
ber ciudadano. Pero, el que sea considerado 
un derecho ciudadano no es sinónimo de 
obligatoriedad o de aplicación del aparato 
coactivo del Estado a través de una sanción. 
Es decir, hay otras formas de despertar la 
conciencia ciudadana y de hacer efectivo el 
sufragio como derecho y como deber ciuda-
dano. 
 ¿Cuál es nuestro punto de partida? Esto 
muchas veces se nos olvida. Hoy, estamos 
en el peor de los mundos. Me explico. Es 
voluntario inscribirse en los registros electo-
rales -facultad concedida por la Constitución 
y la ley orgánica-, y es obligatorio el sufra-
gio para quienes están inscritos en los regis-
tros electorales. Esto, obviamente, es un 
resquicio existente en el artículo 15 de la 
Constitución Política, que señala que para 
los ciudadanos el voto es obligatorio -norma 
constitucional-; pero, en la práctica, es obli-
gatorio sólo para quienes están inscritos en 
los registros electorales. Es el peor de los 
mundos, no sólo porque es un resquicio, 
sino, fundamentalmente, porque esta norma 
es contraproducente e ineficaz. 
 ¿Por qué en la actualidad en Chile hay 
1,5 millones de chilenos -fundamentalmente 
jóvenes- que no se han inscrito en los regis-
tros electorales? Porque ellos saben o se 
imaginan -en ningún caso les gusta- que, 
una vez inscritos, quedan como atados, suje-
tos a notificaciones administrativas, a mul-
tas, a procesos judiciales. Entonces, ¿por 
qué optan? Por no inscribirse. 
 Es decir, si lo que queremos como ciuda-
danos de una república democrática es alen-
tar a la gente para que se inscriba, especial-

mente a los jóvenes, en la práctica, hoy ocu-
rre lo contrario. De allí el efecto perverso 
del actual sistema que, queriendo promover 
la conciencia ciudadana a través de la obli-
gatoriedad del voto y de este resquicio, ter-
mina siendo contraproducente, a la vez que 
ineficaz. ¿En qué termina todo esto? En 
amnistías o indultos generales, la última de 
las cuales fue aprobada por el Congreso en 
1993. 
 Por lo tanto, tenemos que sincerarnos y 
mirar la realidad a partir de un objetivo, de 
un ideal, de un principio democrático, como 
es introducir incentivos para que la gente 
participe electoralmente, pero no necesaria-
mente a través del garrote, del aparato coac-
tivo del Estado, porque ese resultado será 
contraproducente e ineficaz. 
 Hablemos de la realidad del Chile de 
hoy: cuerpo potencial de ciudadanos, 9,6 
millones de chilenos mayores de 18 años; 
cuerpo real, 8,1 millones. Primer problema: 
hay 1,5 millón de chilenos que no se han 
inscrito en los registros electorales. Es decir, 
es un cuerpo parcial. 
 ¿Qué proponemos? ¿En qué estamos 
trabajando y avanzando con el Ministerio 
del Interior? Vamos hacia la configuración, 
por primera vez en Chile, en términos reales, 
de un cuerpo de ciudadanos universal, es 
decir, compuesto no por 8,1 millones de 
chilenos, como es hoy, sino por 9,6 millones 
de chilenos, que son los mayores de 18 años. 
 ¿Cómo lo estamos haciendo? -muchas de 
estas medidas son administrativas; otras 
requerirán de reforma legal-: a través del 
sistema de inscripción voluntaria, es decir, 
que todo chileno llegado a la edad de 18 
años, automáticamente pase a formar parte 
de un cuerpo de ciudadanos efectivamente 
universal, precisamente porque creemos que 
el sufragio es un derecho, a la vez que un 
deber ciudadano. 
 Por ello, en el proyecto de reforma cons-
titucional que proponemos, se sugiere -me 
remito a la página 23- incorporar a la defini-
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ción actual del artículo 13, sobre ciudadanía 
-que es incompleta- lo siguiente: “que estén 
inscritos en los registros electorales.”. 
 Primer aspecto de esta reforma constitu-
cional: queremos constituir un cuerpo de 
ciudadanos efectivamente universal, a través 
de la inscripción automática y, en ese senti-
do, habríamos cumplido con uno de nuestros 
objetivos. 
 Ayer me comuniqué con don Juan Ignacio 
García, Director del Servicio Electoral, 
quien me informó que están en un estado 
avanzado de conversaciones y trabajo con la 
Dirección del Registro Civil, para configurar 
este cuerpo universal de ciudadanos a través 
de la inscripción automática. ¿Por qué? Por-
que para ser ciudadano hay que estar inscrito 
en los registros electorales. ¿Quiénes van a 
estar inscritos? Todo chileno mayor de 18 
años. 
 Primera parte de esta reforma constitu-
cional y del sistema que estamos promo-
viendo: incorporar a la ciudadanía a la ins-
cripción en el registro electoral. Pero falta la 
segunda parte, porque uno bien puede pen-
sar que tenemos un cuerpo universal de ciu-
dadanos: todo mayor de 18 años; inscripción 
automática. Pero ¿qué pasa con el deber 
ciudadano de sufragar? Pues bien, hemos 
incorporado un segundo aspecto en esta 
reforma constitucional -insisto, página 23- 
en las bases de la institucionalidad, en el 
artículo 1º de la Constitución, como deber 
del Estado, cuestión que hoy no existe, 
“promover la formación y la participación 
ciudadana”, que son dos cosas distintas: 
¿qué pasa con el menor de 18 años? No sig-
nifica que por no poder inscribirse en el 
Registro Electoral, va a dejar de tener con-
ciencia ciudadana. Por eso, se habla de for-
mación, además de participación ciudadana; 
es decir, además de participación electoral. 
En el tiempo, conllevará todo un desafío, 
por ejemplo, para los programas educacio-
nales. Hemos hablado de objetivos mínimos, 
contenidos fundamentales, temas transversa-

les, pero ¿dónde cabe la educación cívica 
hoy en nuestras escuelas? Es decir, creemos 
que es más efectivo, democrático, real y 
libre avanzar hacia el deber ciudadano de 
sufragar, a través de la pedagogía, persua-
sión, el deber del Estado de propender a la 
formación y participación ciudadana. Sólo 
en ese contexto -y no en otro-, habiendo 
desechado la idea original del proyecto de 
reforma constitucional, porque era parcial y 
muchos no compartíamos sus fundamentos, 
debe entenderse la modificación -también 
significativa- del artículo 15, que señala que 
en las votaciones populares, el sufragio será 
personal, igualitario, libre, secreto e infor-
mado. Es decir, nuestra conclusión es que el 
deber ciudadano no es sinónimo de obligato-
riedad y de aplicación del aparato coercitivo 
del Estado, de sanción. Primero, porque no 
se cumple, es ineficaz; segundo, porque es 
contraproducente y la gente termina por no 
inscribirse -drama actual entre los jóvenes-, 
y, tercero, porque hay otras formas de pro-
pender a que el sufragio sea, a la vez, dere-
cho y deber ciudadano. 
 En esta oportunidad, no me referiré al 
segundo proyecto que figura en tabla a 
continuación, que se refiere al tema de la 
sanción. Ahí ya no se elimina la obligato-
riedad de la Constitución, sino la sanción 
respecto de aquellos que, estando obligados 
a sufragar, no concurren a hacerlo. Es tam-
bién la realidad de Venezuela, República 
Dominicana, Puerto Rico, Colombia, la 
mayoría de los países europeos, incluso, 
aquellos que, muchas veces, consideran el 
voto como algo obligatorio o deber ciuda-
dano, pero que no han contemplado san-
ciones concretas o específicas, porque han 
constatado, al poco andar, que eso es per-
fectamente ineficaz y hasta puede ser con-
traproducente. 
 En síntesis, aquí no estamos votando a 
favor de un proyecto inicial de la UDI, que 
contemplaba una sola cuestión: eliminar la 
obligatoriedad, y sólo un fundamento, por-
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que eso atenta contra los principios de la 
sociedad libre. Muchos no estamos de 
acuerdo ni con esa fundamentación ni con 
ese contenido. Por eso, por unanimidad, la 
Comisión de Constitución, Legislación y 
Justicia, con una sola abstención, viene en 
proponer a esta honorable Cámara aprobar 
este proyecto de reforma constitucional tal 
cual como lo proponemos, después de un 
consenso con las autoridades de Gobierno, 
del Ministerio del Interior, del Servicio 
Electoral, del Registro Civil, para constituir 
un verdadero cuerpo de ciudadanos univer-
sal de 9,6 millones, y no de ocho, como 
existe hoy, y enfrentar el objetivo del deber 
ciudadano, a través de la persuasión, peda-
gogía y el deber del Estado de promover la 
formación y la participación ciudadana. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el Diputado señor Elgueta. 
 
 El señor ELGUETA.- Señor Presidente, 
en primer lugar, quiero clarificar que en la 
votación realizada en la Comisión de Cons-
titución, Legislación y Justicia di las razones 
que me llevaban a cuestionar el proyecto, y 
si aparezco votando favorablemente fue con 
el exclusivo objeto de que se tratara y discu-
tiera en la Sala, como lo estamos haciendo. 
 Pienso que el fundamento del proyecto 
es la acentuación del mayor individualismo 
posible en el desarrollo de cualquier comu-
nidad. Estamos en una especie de sociedad 
concebida por Juan Jacobo Rousseau, en la 
que el hombre nacía bueno y la sociedad lo 
hacía malo. En consecuencia, no se trata de 
exigirle participación, sino que cada uno 
puede hacer lo que le plazca. Desde ese 
punto de vista, tal como lo expresé en la 
Comisión, el proyecto merece serias dudas. 
 Quiero hacer un poco de historia respecto 
de esta materia, porque es una verdadera 
novedad que la UDI aparezca reformando la 
Constitución de 1980, ya que cada vez que 

alguien impulsa una reforma constitucional, 
sus autores manifiestan que se la está des-
mantelando, desarticulando y quitándole su 
armonía. Sin embargo, estamos en presencia 
de un proyecto impulsado por esa colectivi-
dad. 
 Quiero señalar que si el voto debía ser 
obligatorio o facultativo fue una materia de 
ardua discusión entre los constituyentes de 
1980. De ello trata la sesión 73ª de la Comi-
sión Ortúzar, de 26 de septiembre de 1974, 
en la que el único que manifestó dudas acer-
ca del establecimiento del voto obligatorio, 
pero que terminó apoyando la redacción de 
la actual Constitución, fue precisamente el 
ex Senador Jaime Guzmán, fundador de la 
UDI, quien, dudando de esta obligatoriedad, 
señalaba que el sufragio no debe tener carác-
ter obligatorio, porque la experiencia ha 
demostrado su ineficacia práctica, ya que 
quien no desea votar no lo hace, sin que sea 
posible aplicarle sanciones por las dificulta-
des de orden práctico que existen para ello, 
lo que es una realidad conocida por todos 
los que han vivido bajo el sistema de sufra-
gio obligatorio. 
 Sin embargo, al concluir esa larga sesión, 
el mismo comisionado señor Guzmán expre-
só que deseaba intervenir brevemente con el 
objeto de clarificar o precisar que sólo mani-
festó una inquietud sobre la materia en dis-
cusión, señalando, al mismo tiempo, que su 
opinión tenía carácter provisional, y terminó 
sus apreciaciones con una pregunta, que 
confirmaba las dudas que le asistían y conti-
nuaba teniendo, aun cuando reconocía que 
los argumentos aportados eran muy sólidos 
y le inclinaban en mayor grado a favorecer 
la idea del sufragio obligatorio. 
 Agrega que por tal circunstancia, en lugar 
de hacerlo inclinarse provisionalmente por 
la no obligatoriedad del sufragio, como lo 
había hecho hasta ese momento, lo decidiría 
por su obligatoriedad, no obstante que no 
era un ardiente partidario de ella. En conclu-
sión, terminó apoyando la obligatoriedad del 
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sufragio, con lo que en esa sesión se logró la 
unanimidad, expresada por los comisionados 
señores Ovalle, Evans, Ortúzar y Alejandro 
Silva Bascuñán, quienes dieron una serie de 
razones que hoy podríamos reeditar en esta 
discusión. 
 Por ejemplo, el señor Ovalle “estima 
indispensable que el sufragio sea obligatorio 
y secreto para todos los chilenos. Hace pre-
sente que quienes se desentienden del ejer-
cicio de este particular derecho, denominado 
de sufragio, son los grupos de ciudadanos 
que están satisfechos con la estructura jurí-
dica, política y social que tiene el Estado, 
desinterés que no atañe a lo profundo de la 
cosa pública o al problema de la conducción 
del país, sino que trasunta una actitud de 
satisfacción y de conformidad con el régi-
men social y político; es decir, en otros tér-
minos, se trata de ciertos ciudadanos que, en 
un plano general, prefieren disfrutar de un 
día de recreación o descanso antes que reali-
zar el mínimo sacrificio de concurrir a ex-
presar su opinión, en la que se encuentra 
involucrado algo más que una mera decisión 
intelectual, como es la manifestación de su 
actitud frente a la sociedad de que forma 
parte”. 
 Más adelante señala que “los ciudadanos 
tienen la obligación de expresar su posición, 
porque si el sufragio no fuera obligatorio, 
significaría dejar abierta la posibilidad a los 
activistas de siempre, que siendo minorías 
en las colectividades políticas democráticas, 
las manejan conforme a su voluntad, ante la 
inercia, la inoperancia y el desinterés de 
quienes debieran defenderlas, que son preci-
samente aquellos que se encuentran confor-
mes con la sociedad, de lo que resulta que 
una forma de constreñirlos a expresar esa 
satisfacción es, justamente, no sólo inducir-
los a sufragar, sino que compelerlos a ello”. 
 Considera también, como lo ha dicho el 
Diputado señor Ignacio Walker, que “aquí 
se están confundiendo las cosas. Una cues-
tión es la inscripción, que debiera ser au-

tomática, y otra, es la ineficacia de las san-
ciones en caso que no se cumpla con el 
deber de sufragar. Y la ineficacia de las 
sanciones para esa actitud es una situación 
distinta, que se puede abordar, tal vez, en 
otra sesión, o en ésta, o mediante un pro-
yecto de ley que incentive el voto y, a su 
vez, señale algunas sanciones para el caso 
de que la persona no cumpla, como ocurre 
en otros países”. 
 Al respecto, quiero señalar que en todos 
los países de América Latina, como lo rese-
ña el informe, salvo Costa Rica, el voto es 
obligatorio. Y me añade el Diputado señor 
Walker que también en Colombia el voto es 
libre. Pero en dicho país estamos en presen-
cia de una sociedad absolutamente desacre-
ditada en el orden democrático, y es sabido 
que allá cuesta mucho dinero conducir a la 
gente a votar. 
 El señor Ortúzar también señala que el 
voto debe ser obligatorio, opinión que com-
parte don Alejandro Silva Bascuñán, quien, 
además, manifiesta que le agrada el hecho 
de que se estén discutiendo estas cuestiones 
relativas al sufragio y que sería gravísimo 
para el orden social que el voto no fuera 
obligatorio. Cree que el sufragio puede ser 
facultativo para quienes integran grupos o 
sociedades en que estén comprometidos 
valores simplemente facultativos u optativos 
a su respecto. 
 “Estima, en cambio, que cuando el voto 
de esa persona concierne a la sociedad polí-
tica, están comprometidos los valores más 
fundamentales, obligatorios y necesarios, 
acerca de los que debe pronunciarse, pues su 
propio desarrollo humano se encuentra invo-
lucrado en ello”. 
 Termina señalando que “dejar entregado 
el sufragio a la libre voluntad del ciudadano 
significa volver a una concepción que podría 
explicarse en una sociedad puramente aristo-
crática o de elite, pero de ningún modo en 
una democracia en la que todos sus integran-
tes están llamados a participar, lo que contri-
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buiría a desatar precisamente, en último tér-
mino, una lucha entre los polos opuestos, que 
sienten con gran fuerza y energía las condi-
ciones extremas de la sociedad y que jamás se 
abstendrán de votar. Señala que lo anterior 
significaría polarizar la vida política nada más 
que en aquellos grupos que se encuentran 
más afiebrados con ciertas situaciones y plan-
teamientos ideológicos, hecho que sería, a su 
juicio, profundamente grave”. 
 Lo mismo señala, en expresiones pareci-
das, el comisionado Evans, quien recuerda 
el hecho -muy publicitado- de que uno de 
los candidatos que se presentó a la elección 
presidencial de 1970 perdió porque miles de 
chilenos sentían su candidatura segura, ra-
zón por la cual muchos se fueron a las mon-
tañas a esquiar, otros a la playa y, en gene-
ral, viajaron por todo el país. O sea, el día en 
que la gente debía participar en una jornada 
cívica, se dedicaron a la recreación y al tu-
rismo, pensando que la elección estaba ase-
gurada. En la noche, tuvieron la desagrada-
ble sorpresa, según cuenta el comisionado, 
de encontrarse que su voto era fundamental 
para haber trastrocado el resultado electoral. 
 Pregunto: ¿qué pasará en las zonas rura-
les al tener el voto libre? El día más caro de 
la época de campaña va a ser el día de la 
elección, en que se va a pagar para que la 
gente vaya a votar o para que no lo haga. 
¿Qué sucederá en las elecciones, por ejem-
plo, de concejales, en los cuales los resulta-
dos, ante la dispersión de votos, general-
mente, son estrechos? ¿Qué pasaría en este 
sistema binominal, mediante el cual se eli-
gen los parlamentarios, en que es posible 
que alguien compre la voluntad popular para 
que se favorezca o no a determinado candi-
dato, alterando, en consecuencia, la voluntad 
de la ciudadanía? 
 Don Alejandro Silva Bascuñán, en su 
obra reciente, “Tratado de Derecho Consti-
tucional”, se vuelve a manifestar partidario 
de la obligatoriedad de votar. Dice que la 
cuestión sobre la imperatividad del ejercicio 

del derecho que parecía así tan clara en 
nuestra tradición ciudadana -recogiendo lo 
que también aquí dijo el Diputado señor 
Ignacio Walker- se torna desconcertante, 
porque la ley Nº 18.556 no contiene una 
norma expresa que obligue a los ciudadanos 
a inscribirse en los registros electorales ni 
castiga al que no se inscribe. Sin embargo, 
se sanciona el hecho de no votar. 
 En cuanto a la inscripción, se resuelve 
mediante el establecimiento de un proceso 
automático, pero eso no libera a que la per-
sona, posteriormente, esté obligada a sufra-
gar. Él considera que es fundamental que el 
ciudadano vote el día de la elección, ya que, 
de esa manera, está participando en los 
asuntos de interés público y político, que 
son los que fijan las grandes pautas del futu-
ro para la vida de nuestra sociedad. 
 También quiero señalar que nuestro sis-
tema, cuando obliga a votar, es incompleto. 
En nuestro país no se ha dictado una ley que 
limite los gastos electorales, o una normati-
va que financie la existencia de los partidos 
democráticos para que verdaderamente ten-
gamos libertad e igualdad en la participación 
cívica. En consecuencia, no basta con decir 
que el voto es libre o, incluso, obligatorio. 
Es necesario complementar nuestro sistema 
electoral con incentivos para que la gente 
concurra a votar, o con castigos, tales como 
la exigencia de la papeleta o el certificado de 
haber votado para cumplir determinados 
trámites administrativos, porque dentro de 
nuestra idiosincrasia está radicada la cos-
tumbre de que, si no se priva de libertad a 
una persona, ésta no está obligada a cumplir 
con su deber. 
 Por ejemplo, si alguien no se inscribe en 
el cantón de reclutamiento correspondiente o 
no se presenta a cumplir con el servicio mili-
tar una vez inscrito, tiene pena privativa de 
libertad, de manera que no se conoce o se 
conoce de pocas personas que no han cum-
plido con esa obligación. Otra cosa es que 
busquen alguna excusa para no cumplirla, 
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pero se inscriben y, además, concurren al 
llamado. 
 No sucede lo mismo en el sistema electo-
ral, porque allí no hay pena privativa de 
libertad. La no inscripción no está sanciona-
da y el hecho de no votar implica una multa, 
pero debido al gran número de personas 
citadas a los juzgados de policía local por 
esta razón, generalmente se dificulta su co-
bro. Pero ése es otro problema que debería-
mos estudiar para modificar la ley electoral. 
 La solución debería ser eliminar la multa, 
como se propone en otra iniciativa y, quizás, 
exigir un certificado que acredite haber vo-
tado para que la gente pueda efectuar deter-
minada tramitación. 
 Consideramos inconveniente suprimir el 
voto obligatorio, porque el cohecho, como 
señalé, aumentaría en forma considerable. 
Se entronizaría en nuestro país la plutocra-
cia, porque el que tuviera más dinero tendría 
más posibilidad de representar a los chile-
nos. 
 Termino señalando, después de un estu-
dio mucho más reflexivo sobre la materia, 
que en esta oportunidad votaré en contra del 
proyecto de reforma constitucional. 
 He dicho. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Como ha terminado el Orden 
del Día, queda pendiente una larga lista de 
oradores para el momento en que el proyec-
to sea puesto nuevamente en tabla. 
 
CALIDAD DE LA CONSTRUCCIÓN DE LAS 
VIVIENDAS SOCIALES AFECTADAS POR 
TEMPORALES. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Corresponde conocer el in-
forme de la Comisión de Vivienda y Desa-
rrollo Urbano, recaído en la investigación 
sobre la calidad de la construcción de las 
viviendas sociales afectadas por los tempo-
rales. 

 Antecedentes: 
 -Informe de la Comisión Especial. Do-
cumentos de la Cuenta Nº 8 de esta sesión. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Recuerdo a los señores diputa-
dos y al público que nos acompaña, en rela-
ción con las manifestaciones producidas en la 
sesión anterior en que se iba a conocer el 
tema, que el artículo 88 del Reglamento de la 
Cámara prescribe: “Queda estrictamente 
prohibido a las personas que concurran a las 
tribunas, realizar cualquier manifestación de 
aprobación o desaprobación durante la sesión. 
 “En caso de infracción, el Presidente 
podrá mandar despejar, total o parcialmente, 
las tribunas, y suspenderá la sesión para 
hacer cumplir la orden”. 
 El espíritu de la Cámara es dar la mayor 
transparencia a todos sus debates y estamos 
muy contentos tanto de que ellos sean 
transmitidos por televisión como de que 
quienes lo estimen nos acompañen durante 
el desarrollo de las sesiones acatando las 
normas reglamentarias establecidas, las cua-
les estoy obligado a hacer cumplir. 
 
 La señora PÉREZ (doña Lily).- Pido la 
palabra para plantear una cuestión reglamen-
taria. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Tiene la palabra su Señoría. 
 
 La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor 
Presidente, éste es un tema que causó alarma 
y conmoción nacional. Desde ese punto de 
vista, me parece que no es aconsejable que 
los diputados tengan tiempo limitado para 
intervenir, ya que muchos desean participar 
en este debate. 
 Por lo tanto, le solicito recabar la unani-
midad de la Sala para que todos puedan ex-
presar sus puntos de vista sobre un tema tan 
importante. 
 Muchas gracias. 
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 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Solicito la unanimidad de la 
Sala para modificar el acuerdo sobre la dis-
tribución del tiempo. 
 No hay acuerdo. 
 Tiene la palabra la Diputada informante 
de la Comisión de Vivienda y Desarrollo 
Urbano, señora Eliana Caraball. 
 
 La señora CARABALL (doña Eliana).- 
Señor Presidente, la Comisión de Vivienda y 
Desarrollo Urbano pasa a informaros sobre 
la misión que la Sala de la honorable Cáma-
ra tuvo a bien encomendarle en orden a in-
vestigar los problemas de calidad de la cons-
trucción de los conjuntos habitacionales de 
viviendas sociales afectados por los tempo-
rales ocurridos en el país en los meses de 
invierno de 1997. 
 La Comisión se constituyó en julio de 
1997; funcionó durante noventa días, y ter-
minó su acción en octubre de 1997 sin haber 
llegado a conclusiones. 
 Inaugurado el actual período parlamenta-
rio, en marzo de 1998, la nueva Comisión de 
Vivienda estimó que todos los antecedentes 
recopilados necesariamente debían tener 
conclusiones. Por lo tanto, solicitó a la Sala 
la autorización para que en sesenta días emi-
tiera un informe, al cual estoy dando lectura 
en este momento. 
 Antes de entrar al detalle de las conclu-
siones, la Comisión quiere dejar establecido 
que, con justa razón, las personas damnifi-
cadas han exigido al Gobierno una solución, 
una respuesta y una responsabilidad por los 
daños sufridos en sus viviendas. Éstas fue-
ron construidas por contratos en que el man-
dante de las diferentes empresas constructo-
ras involucradas mayoritariamente fue el 
Serviu, y la gente recibió sus viviendas por 
medio de un programa habitacional del Go-
bierno. El Gobierno ha sido su interlocutor 
directo y es legítimo que le exijan respuesta 
y solución. La Comisión constató que el 
Gobierno asumió esa tarea y ha conducido 

las reparaciones que han estado ejecutando 
casi todas las empresas constructoras invo-
lucradas. 
 Establecido lo anterior, la Comisión de 
Vivienda y Desarrollo Urbano, en su carác-
ter de investigadora, procedió al análisis de 
los antecedentes recogidos durante la inves-
tigación, como también al estudio de las 
declaraciones vertidas por las personas que 
concurrieron a las sesiones de trabajo. 
 Para esta Comisión, la satisfacción de las 
necesidades de una vivienda digna para 
aquellos chilenos que requieren del apoyo 
del Estado para lograrlo, es el fundamento 
de la acción que debe desarrollar el Ministe-
rio de Vivienda y Urbanismo en esta mate-
ria. 
 En tal sentido, los estándares deben defi-
nir una vivienda que cuente con las dimen-
siones, diseño, resistencia a los sismos y a 
otros desastres naturales, como el que dio 
origen a esta investigación; calidad de mate-
riales y de construcción, como también las 
instalaciones e infraestructuras que permitan 
el desarrollo de una vida familiar acorde con 
las exigencias de una sana convivencia entre 
sus integrantes y que, a la vez, refleje las 
condiciones de desarrollo socioeconómico 
que ha ido alcanzando el país. 
 A este respecto, no debe confundirse 
estándares con calidad. Los estándares dicen 
relación con los tamaños de los espacios 
habitables, el tipo de materiales y elementos 
constructivos, durabilidad y grado de termi-
nación que tendrán las viviendas, pero, 
cualquiera que sea su estándar, éste debe 
materializarse conforme a reglamento para 
garantizar el cumplimiento de las normas 
técnicas. La Comisión entiende que las fa-
llas de construcción pueden darse en vivien-
das de bajo o alto estándar, sin perjuicio de 
lo cual el Estado, en su misión de otorgar 
soluciones habitacionales que dignifiquen 
verdaderamente a sus propietarios, debe 
persistir en una política de mejora de están-
dares, pues mientras más bajo es éste, más 
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alto es el riesgo de incurrir en fallas o vicios 
de la construcción. 
 La calidad se refiere a la idoneidad con 
que deben ejecutarse las obras de construc-
ción para el cumplimiento de los estándares 
determinados. 
 La Comisión entiende las restricciones 
que significan para el cumplimiento de lo 
señalado las limitaciones económicas y fi-
nancieras que objetivamente tienen tanto los 
usuarios como el Estado para hacer frente a 
la gran demanda existente. 
 Sin embargo, también entiende que esas 
restricciones no pueden afectar las condicio-
nes mínimas de habitabilidad, tanto en es-
tándares como en calidad, que deben tener 
los distintos tipos de vivienda que ofrecen 
tanto los Serviu como el sector privado para 
ser adquiridas con subsidio estatal. 
 Dicho mandato de construcción del Go-
bierno involucró a las empresas constructo-
ras, a los fabricantes de los materiales utili-
zados en las construcciones, a los diseñado-
res de los proyectos, a los organismos gu-
bernamentales que elaboraron las bases téc-
nicas generales y las especificaciones, a los 
funcionarios que controlaron el proceso y 
recepción de las obras, tanto de las empresas 
constructoras, del mandante, como de los 
municipios; involucró los procedimientos de 
ejecución, los de administración de los con-
tratos y las normas vigentes en Chile para 
los materiales y para construir. 
 Es decir, en el producto final de las vi-
viendas, intervinieron muchos responsables. 
La Comisión escuchó y estudió, por eso 
mismo, a las siguientes personas, institucio-
nes y documentos: 
 Las respuestas de los diferentes organis-
mos y personas especializadas consultados 
por la Comisión dejaron establecido, tal como 
consta en las actas y antecedentes acumulados 
en la investigación, que la humedad y el agua 
que dañó a las viviendas fue producto de va-
rios factores y no sólo de uno. Sin embargo, a 
juicio de la Comisión, aun cuando las respon-

sabilidades de origen pudieran, de acuerdo a 
los especialistas, estar repartidas entre diver-
sos actores, ha sido correcto que las empresas 
constructoras asumieran la reparación de los 
daños bajo el mandato y administración del 
Ministerio de Vivienda. 
 En opinión de la Comisión, la mayor 
agravante hubiese sido que una responsabi-
lidad repartida, justificada por muchos espe-
cialistas, se hubiera traducido en que nadie 
se hubiese hecho cargo de reparar las vi-
viendas y que las personas que las habitaban 
no hubieran encontrado interlocutor para 
constatar sus daños y obtener la reparación 
de las mismas. 
 La Comisión conoce de la existencia de 
sumarios internos en el Servicio de Vivienda 
y Urbanización Metropolitano, Serviu Me-
tropolitano, a propósito de los controles, y 
de querellas entre el Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo y algunas empresas constructo-
ras, especialmente el referido a la empresa 
Copeva, respecto de las responsabilidades 
por los daños. Esta Comisión estará atenta a 
la labor de la justicia. 
 Bajo estas premisas y teniendo presentes 
los antecedentes recopilados por la Comi-
sión, hemos llegado a las siguientes aprecia-
ciones y conclusiones: 
 Como lo señalara el informe de la Con-
traloría General de la República a nuestra 
Comisión, los severos temporales de lluvia y 
viento de junio de 1997 dejaron al descu-
bierto insuficiencias que ocasionaron graves 
daños a no menos de 40 mil viviendas socia-
les de más de 65 villas o poblaciones distin-
tas, construidas por no menos de 67 empre-
sas constructoras a lo largo del país, debi-
damente inscritas en los registros respecti-
vos a cargo del Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo. 
 En el caso de la Región Metropolitana, 
las viviendas afectadas son alrededor de 25 
mil, construidas por no menos de 17 empre-
sas constructoras, cuya lista detallada se 
encuentra in extenso en el informe. 
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 Con independencia de las “singularida-
des”, como las denomina el Serviu al refe-
rirse a los daños específicos en cada caso 
analizado, la mayoría de las viviendas socia-
les afectadas lo fueron por la penetración de 
aguas lluvias a través de los muros perime-
trales tratados con pintura hidrorrepelente 
por la absorción ejercida por los bloques de 
hormigón, dada su permeabilidad. 
 A este respecto, es preciso señalar que, 
según declaraciones del Serviu, en 1989 y a 
raíz de la escasez de ladrillos que presentaba 
el mercado, la autoridad permitió el uso de 
bloques de cemento para evitar que se detu-
viera el flujo de construcciones de viviendas 
sociales, los que, hasta los temporales de 
1997, tuvieron, en general, un buen compor-
tamiento. 
 Revisados los informes técnicos entrega-
dos a la Comisión por diversos organismos e 
instituciones especializados, cabe señalar 
que respecto al bloque de hormigón no exis-
te norma oficial alguna sobre índice de per-
meabilidad permitido. En este sentido, se 
requiere que, junto con limitar el volumen 
total de poros que presenta el material, deba 
controlarse la forma y dimensión de dichos 
poros y capilares. Son factores de importan-
cia crucial, ya que determinan la capacidad 
de succión o velocidad de absorción de agua 
de los bloques en este caso, propiedad direc-
tamente relacionada con la facilidad de pe-
netración y saturación de agua de los mis-
mos.  
 La norma internacional considera como 
requisito para calificar la aptitud de los blo-
ques o unidades de albañilería que quedarán 
expuestos a la intemperie -muros de fachada 
no estucados-, un valor máximo para la tasa 
de absorción de agua por capilaridad que 
ninguno de los bloques utilizados en el caso 
chileno ha cumplido. 
 Las filtraciones se agravan cuando di-
cho bloque se pega con un mortero inade-
cuado o se lo coloca mal. Pero cuando el 
mortero fue adecuado y la colocación co-

rrecta, también ocurrieron filtraciones en 
dicha albañilería.  
 Por el contrario, las albañilerías de ladri-
llo construidas por algunas constructoras no 
presentan los daños de las viviendas que las 
mismas empresas construyeron con bloques. 
 La norma chilena que formaliza la autori-
zación del uso de materiales para construir, en 
este caso al Ministerio de Vivienda y Urba-
nismo, autoriza colocar en sus especificacio-
nes técnicas el uso del bloque en las albañile-
rías y permite que las constructoras ofrezcan 
dicho bloque en sus proyectos, en sus concur-
sos ofertas, en sus propuestas públicas, y per-
mite que las empresas privadas construyan 
muros exteriores con ese material en albañile-
ría en sus propios proyectos. 
 La norma chilena, al no especificar la 
capacidad de absorción de agua, ha permiti-
do que el bloque se utilice y haya sido la 
causa fundamental de los graves daños su-
fridos por las viviendas que analizamos. 
 Es posible afirmar que se usó un material 
no experimentado en Chile para planes habi-
tacionales de tan gran magnitud y, sobre 
todo, en regiones en que su uso no era ex-
tensivo, como en el norte del país.  
 La Comisión considera urgente incorpo-
rar este factor a la norma chilena, para hacer 
obligatorio su cumplimiento en las bases 
generales para la construcción de viviendas 
subsidiadas por el Estado. A la fecha, los 
distintos Serviu del país simplemente han 
prohibido la utilización de bloques de hor-
migón en las licitaciones a que están lla-
mando, lo que a nuestro juicio es un error, 
porque el bloque es un buen elemento de 
construcción, pero debe exigirse que cumpla 
una norma para hacerlo impermeable.  
 La sensibilidad social que inspiró al Go-
bierno para asumir un plan habitacional, 
nunca visto en la historia de Chile, pasando 
de promedios de 20 mil a 120 mil viviendas 
anuales, superando lejos los récord de cons-
trucción de 30 ó 40 mil viviendas construi-
das en los mejores momentos en la historia 
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de la construcción, requería de un país mejor 
preparado en este rubro. Los temporales de 
1997 dejaron a la vista las inadecuaciones de 
la estructura para cumplir con estas metas.  
 No basta con el prestigio de nuestras 
empresas constructoras o con la tradición 
del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, 
heredada de la antigua Corvi y puesta en 
práctica por empresarios que llevan décadas 
en la actividad constructora. Dar un salto tan 
grande en la cantidad a construir, a lo me-
nos, requería: 
1. Tener experiencia en los materiales expe-

rimentados. 
2. Especializar rápidamente las cantidades 

de obreros que exige tanta construcción. 
Los oficios artesanales se forman en el 
tiempo. 

3. Disponer de municipios efectivamente 
capacitados para hacer recepciones fina-
les masivas. 

4. Una planta de inspectores funcionarios 
de mayor magnitud y dedicación. 

5. Un país más preparado para un plan tan 
ambicioso. 

 
Acciones de la autoridad. 
 El país ha conocido particularmente lo 
sucedido con las viviendas construidas por 
Copeva. Respecto de ellas, el Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo entabló, en el 24º 
Juzgado Civil de Santiago, una demanda 
civil en juicio ordinario contra la empresa 
Copeva S.A., para obtener que se declarara 
judicialmente el incumplimiento de los con-
tratos por los cuales se le encargó la urbani-
zación y construcción de 2.306 viviendas 
básicas en la población Volcán San José, de 
la comuna de Puente Alto, solicitando, ade-
más, que se le condenara a pagar por los 
perjuicios causados. La causa rol Nº 2236-
97 está caratulada “Serviu Metropolitano 
con la Constructora Copeva S.A.”. 
 El Ministerio debería informar al país 
para dar a conocer claramente los resultados 
de esa acción en los tribunales.  

 Las viviendas afectadas por los tempora-
les de junio de 1997 adolecen de diversos 
defectos constructivos, que tanto la inspec-
ción técnica de los Servicios de Vivienda y 
Urbanización como la recepción de las Di-
recciones de Obras Municipales fueron insu-
ficientes para detectarlos. La Comisión con-
sidera que tanto la inspección técnica de los 
Servicios de Vivienda y Urbanización como 
la recepción de las Direcciones de Obras 
Municipales tienen responsabilidades mayo-
res que las que han asumido hasta la fecha 
respecto de las viviendas básicas, por lo que 
es indispensable reforzar ambas instancias 
por parte de los Serviu y de las municipali-
dades. 
 Lo anterior, en caso alguno puede servir 
de excusa a las empresas constructoras, las 
cuales, independientemente de las instancias 
de fiscalización, deben cumplir a cabalidad 
con las bases, especificaciones y normas apli-
cables. Más aún, además del imperativo legal 
que obliga a los órganos del Estado a efectuar 
las investigaciones correspondientes, lo que 
puede llegar a establecer responsabilidades 
legales y, en consecuencia, sanciones jurídi-
cas, la calidad de la construcción conlleva 
también un asunto de ética y seriedad profe-
sional que obliga a que las empresas cons-
tructoras ejecuten las obras conforme a las 
mejores prácticas, cumpliendo con las norma-
tivas y haciendo presente a su mandante las 
deficiencias que pudieren advertir. 
 En oficio respuesta del Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo a la Comisión, entre 
otras cosas señala que, tras una serie de con-
versaciones con la Cámara Chilena de la 
Construcción, se firmó, en julio de 1997, un 
protocolo con las empresas constructoras 
involucradas, por el cual los Serviu financia-
rían, mediante préstamos subvencionados o 
aumentos de obras, una serie de obras de 
mejoramiento, de acuerdo a las característi-
cas de cada conjunto, entre las que se conta-
ban canales y bajadas de aguas lluvia, siste-
mas de recepción y drenaje de aguas lluvia, 
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colocación de impermeabilizantes en las 
albañilerías de bloques de cemento -previa 
reparación de grietas y fisuras, de cuyo co-
sto se descontaba el valor de esta partida en 
el presupuesto global original, de modo que 
la empresa constructora respondiera por la 
calidad de lo construido-, y colocación de 
celosías en loggias. Además, las empresas se 
comprometieron a reparar, a su cargo, todas 
las singularidades de cada vivienda relacio-
nadas con techumbres, alféizares, canterías 
de pega de albañilerías y fisuras de muros. 
 Para posibilitar ese acuerdo, se dictó el 
decreto supremo Nº 79, de Vivienda y Ur-
banismo, publicado en el Diario Oficial de 4 
de agosto de 1997, mediante el cual se con-
cedió un crédito no reembolsable, equiva-
lente a 12 unidades de fomento, suma que 
los destinatarios debían utilizar en la repara-
ción y mejoría de estándares de sus propias 
viviendas. 
 Este sistema permitió que la generalidad 
de las viviendas básicas que resultaron afec-
tadas en los temporales de junio de 1997 
esté reparada y que las que aún faltan se 
encuentren en proceso de reparación, sin 
perjuicio de lo cual aún queda una cantidad 
de propietarios que están en proceso de con-
tratación de sus arreglos y mejoría de están-
dares con alguna empresa constructora de su 
confianza. 
 
Responsabilidades. 
 La Comisión hace suyos los plantea-
mientos que respecto de las responsabilida-
des que recaen en cada uno de los entes que 
participan en el desarrollo y materializa-
ción de los proyectos de construcción de 
viviendas básicas modalidad Serviu, ha 
hecho la Contraloría General de la Repú-
blica en su informe del 25 de agosto de 
1997 y que hiciera llegar a la Comisión de 
Vivienda y Desarrollo Urbano de la Cáma-
ra de Diputados, mediante oficio Nº 29024, 
del 5 septiembre de 1997, en cuanto a lo 
siguiente: 

A. Respecto de los municipios, la Comisión 
considera que existe algún grado de res-
ponsabilidad en estos casos específicos, 
por cuanto, aunque los contratistas ejecu-
taron las obras conforme a los proyectos 
presentados para obtener los permisos de 
edificación respectivos, en su recepción 
final se debe levantar un acta de detalle 
del cumplimiento de las especificaciones 
técnicas entregadas con el proyecto para 
obtener el permiso de construcción res-
pectivo. 

 En este punto, es procedente señalar que, 
en general, las direcciones de obras munici-
pales son prácticamente pasadas a llevar por 
los servius, puesto que éstos hacen entrega 
de las viviendas sin la recepción municipal, 
y en los casos en que ésta opera, lo hace 
normalmente después de que han sido reci-
bidas por los servius, y aquéllas, en general, 
asumen lo que éstos efectúan. 
 Sobre esta materia, cabe hacer presente 
que las direcciones de obras de los munici-
pios, si bien es cierto que, de acuerdo con la 
normativa vigente, sólo rechazan la recep-
ción final cuando la obra no se ajusta al pro-
yecto aprobado o faltan los certificados de 
recepción de las instalaciones que hubiere y 
de ensaye de los hormigones empleados en 
la obra, en conformidad con las normas ofi-
ciales, situación que no se dio en la especie, 
según los antecedentes obtenidos por Con-
traloría, no es menos efectivo que deben 
revisar el cumplimiento de las especifica-
ciones técnicas, como se señaló anterior-
mente. 
 Éste es un punto importante, porque, 
desgraciadamente, muchos de los errores de 
construcción podrían salvarse si las direc-
ciones de obras pudieran cumplir a cabali-
dad su labor; pero, desgraciadamente, por 
las prácticas que existen, son superadas y no 
pueden realmente ejercer un control en la 
recepción final, situación que ha hecho, en 
muchos de los casos, que estas viviendas 
aparezcan con recepción final, no obstante 
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no cumplir muchas veces con las especifica-
ciones técnicas con las que fueron contrata-
das las diversas empresas; todo ello, con 
claro detrimento de los derechos de los po-
bladores. 
B. Referente a las responsabilidades de los 

contratistas y arquitectos de los conjuntos 
habitacionales revisados, es evidente que 
si hubieran estado en condiciones de me-
jorar en los proyectos las insuficiencias 
comprobadas de las bases generales del 
Servicio de Vivienda y Urbanización, se 
habrían evitado las situaciones ocurridas. 

 La participación de los arquitectos en 
este tipo de proyectos es muy limitada, ya 
que son contratados por las empresas cons-
tructoras o inmobiliarias sólo para el diseño 
del proyecto y poco o nada tienen que ver 
con la ejecución de la obra. Ello, derivado 
de lo exiguo de los montos que las empresas 
están dispuestas a pagar por honorarios de 
dichos profesionales, con el objeto de reba-
jar los costos de los proyectos y hacerlos 
más competitivos en las licitaciones. 
 En cuanto a los problemas de ejecución 
de las obras que podrían adolecer de vicios 
ocultos de construcción o incumplimiento 
respecto de la calidad de los materiales -pese 
a que el Serviu, al devolver las garantías un 
año después de recibidas las obras, verificó 
su buen comportamiento- deberían consta-
tarse a través de ensayes de materiales espe-
cíficos, dirigidos a determinar fehaciente-
mente que los elementos cuestionados no se 
ajustaron a lo dispuesto en las bases genera-
les del Serviu. 
 A este respecto, cabe consignar que el 
Instituto de Investigación y Ensaye de Mate-
riales, Idiem, de la Universidad de Chile, en 
las viviendas que examinó, determinó que se 
había dado cumplimiento a las bases genera-
les del Serviu en todos los aspectos evalua-
dos. 
C. En relación con la responsabilidad de los 

servius, cabe puntualizar que la regla-
mentación que rigió estos contratos, es-

pecíficamente las bases generales Serviu 
respecto de la permeabilidad del envol-
vente, no precisó ni la calidad ni la dura-
ción exigibles a los sellos y al material 
repelente del agua, aplicado normalmente 
este último en conjunto con la pintura ex-
terior. 

 Por otra parte, las especificaciones técni-
cas definían la obligación del contratista de 
destacar en la obra, a lo menos, un profesio-
nal responsable con asistencia permanente. 
Sin embargo, es evidente que dicha exigen-
cia debió ser proporcional a la cantidad de 
viviendas por ejecutar, a fin de asegurar una 
buena supervisión de las faenas. No es lo 
mismo tener un inspector para 100 vivien-
das, que para 1.500 ó 2.000, como sucedió 
en estos proyectos. 
 Asimismo, la Comisión Técnica debió 
ser más acuciosa en la revisión del proyecto, 
especialmente en lo que se refería a la solu-
ción adoptada para los muros perimetrales o 
fachadas, con lo que se habrían evitado fil-
traciones relacionadas, por ejemplo, con el 
diseño de ventanas y loggias. 
 El Ministerio ha asumido la responsabili-
dad de esta situación, por lo que ha hecho 
colocar techos sobre las loggias y las cajas 
de escalas, y ha mejorado el estándar de las 
viviendas, lo que ha aumentando sus valores 
en un 20 por ciento. Desgraciadamente, se 
necesitó que sufriera mucha gente para darse 
cuenta de que el nivel de viviendas sociales 
que se habían construido no era el adecuado. 
 Por su parte, la Inspección Técnica de 
Obras y la Comisión Receptora debieron 
haber sido más rigurosas al fiscalizar la co-
rrecta aplicación de materiales repelentes del 
agua, aun cuando no se contemplara efectuar 
controles de calidad según normas sancio-
nadas por el Instituto Nacional de Normali-
zación. Ello, sin perjuicio de reconocer que 
las muchísimas funciones que desempeñan 
las inspecciones técnicas de obras incidieron 
en su permanencia relativa en terreno, lo que 
no garantiza un control adecuado, más aún 
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si para ello no contaban con procedimientos 
previamente establecidos para ejercer sus 
funciones -manual de inspección técnica- ni 
con elementos o instrumentos técnicos que 
les permitiesen realizar controles de calidad 
in situ, optimizando así el proceso de ins-
pección. 
 Finalmente y reconociendo que los pro-
pietarios de estas viviendas de interés social, 
cuyo valor mínimo se aproxima a 3 millones 
de pesos, son personas que disponen de re-
cursos muy limitados, es oportuno, como 
resultado del estudio efectuado, referirse 
también a la mantención de las viviendas. 
 Las viviendas tipo A y B, construidas por 
diferentes empresas, pese a contar con más 
de dos años en su recepción, presentan pro-
blemas menores en su comportamiento fren-
te a la acción de las aguas lluvia que las tipo 
C, que son las viviendas en altura. Incluso, 
se han ejecutado simultáneamente. Este me-
jor comportamiento se debe a que la mayo-
ría de las viviendas A y B han tenido una 
mantención adecuada, especialmente en lo 
que se refiere a pintura exterior con repelen-
te al agua y cubierta, como consecuencia del 
régimen de propiedad individual al que se 
acogen. Por el contrario, las viviendas de 
tipo C, en altura, reguladas por el régimen 
de copropiedad, generalmente no han tenido 
mantención de ninguna especie. 
 Manifestamos nuestra preocupación por 
el hecho de que los dos sumarios que se han 
instruido en el Servicio de Vivienda y Urba-
nización Metropolitano no han establecido 
responsabilidades concretas en los funciona-
rios que no detectaron oportunamente las 
deficiencias de las viviendas sociales cons-
truidas, especialmente por la Empresa Co-
peva en la comuna de Puente Alto. 
 Sin perjuicio de que el señor Ministro de 
Vivienda ha pedido la reapertura de los su-
marios, incluso nombrando un nuevo fiscal a 
cargo de la investigación, la Comisión esti-
ma imprescindible hacer todas las diligen-
cias necesarias para que el resultado de esa 

investigación establezca a los responsables 
del caso. 
 
Proposiciones. 
a) Acoger, en lo que corresponda, los plan-

teamientos que formula el informe del 
25 de agosto de 1997 de la Contraloría 
General de la República, especialmente 
en lo referente a la exigencia que debe 
hacer el Serviu a los contratistas en 
cuanto a que el número de profesionales 
a cargo de cada obra debe ser propor-
cional al volumen de la misma y no a la 
cantidad de obras que dicha empresa 
tiene contratadas con el Estado, y a que 
se instruya a los destinatarios de las vi-
viendas básicas acerca de la mantención 
que deben hacérseles para una adecuada 
conservación. 

b) Crear canales para consensuar las suge-
rencias formuladas por el Idiem, la Cá-
mara Chilena de la Construcción y la 
Comisión Tecnológica del Colegio de 
Arquitectos de Chile a fin de introducir 
mejorías estándares en la construcción de 
viviendas sociales. 

c) Instruir al Departamento de Inspección 
del Servicio de Vivienda y Urbanización 
Metropolitano y de los servius regionales 
para que sean más rigurosos en las ins-
pecciones que deban realizar a las obras 
ejecutadas por los contratistas. A su per-
sonal habrá que dotarlo de los elementos 
y equipos necesarios para que pueda des-
arrollar su labor con independencia de los 
contratistas y más eficientemente. 

 Cabe señalar al respecto que los inspecto-
res deben solicitar el apoyo técnico de las 
propias empresas constructoras, lo que 
significa, como esta honorable Sala en-
tenderá, que la independencia que tienen 
ellos es bastante limitada, pues dependen 
de las propias empresas para desarrollar 
su labor. 

d) Concertarse, asimismo, con entes espe-
cializados para que se dicten normas ofi-
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ciales acerca de la calidad de los elemen-
tos por emplearse en la construcción de 
viviendas sociales, de modo que, por 
ejemplo, no sólo se establezcan requisitos 
respecto de su resistencia, sino también 
de su permeabilidad, etcétera. 

e) Instruir, como lo sugiere la Dirección de 
Extensión de Construcción Civil de la 
Pontificia Universidad Católica de Chile, 
Decon, a los propietarios de viviendas 
respecto del fenómeno de condensación, 
el cual en muchos casos es la causa de la 
humedad interior de las viviendas. 

f) Las bases técnicas generales para vivien-
das básicas debieran prohibir expresa-
mente el uso de materiales de construc-
ción que carezcan de normas técnicas 
oficiales y que no estén debidamente re-
glamentados, con excepción de las vi-
viendas básicas rurales aisladas, que de-
ben tener bases especiales de acuerdo con 
la disponibilidad y uso de materiales. Es-
to, en el entendido de que los programas 
de viviendas básicas rurales tienen condi-
ciones muy distintas de las que se han 
analizado en este caso. 

 Es todo cuanto puedo informar. 
 
 El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor 
Presidente, solicito la palabra para plantear 
una cuestión reglamentaria. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Tiene la palabra su Señoría. 
 
 El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor 
Presidente, creo que no es adecuado ni con-
veniente restringir a una hora el análisis de un 
tema tan interesante e importante para los 
pobladores del país. Por lo tanto, sugiero 
ampliar los tiempos -espero que la Concerta-
ción también dé su aprobación- para que po-
damos discutirlo en profundidad, sin las limi-
taciones establecidas en esta oportunidad. 
 
 -Aplausos. 

 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Me permito recordar a los 
invitados que se encuentran en las tribunas 
lo que dije al comienzo de la sesión, y les 
reitero que está prohibida la realización de 
manifestaciones. 
 Diputado señor García-Huidobro, el tema 
que usted plantea no es cuestión de Regla-
mento. 
 Además, debo recordarle que se solicitó 
el acuerdo de la Sala para dicho efecto y que 
no lo hubo. 
 
 El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Po-
dría solicitarlo nuevamente, señor Presiden-
te? 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Solicito por segunda vez el 
acuerdo de la Sala. 
 No hay acuerdo. 
 En el tiempo del Comité Demócrata Cris-
tiano, tiene la palabra el Diputado señor 
Patricio Walker hasta por cuatro minutos. 
 
 -Hablan varios señores diputados a la 
vez. 
 
 El señor WALKER (don Patricio).- 
Señor Presidente, en cuanto al informe de 
la Comisión de Vivienda y Urbanismo, 
recaído en la investigación sobre la calidad 
de la construcción de las viviendas dañadas 
por los temporales que afectaron al país 
durante el invierno de 1997, es justo que 
los pobladores y los propietarios afectados 
por los daños sufridos exijan una respuesta 
clara y precisa respecto de los hechos ocu-
rridos y de las responsabilidades que ca-
ben. Sin duda alguna, por modestos que 
sean los pobladores, tienen derecho, como 
toda persona, a una vivienda digna y a que 
se reconozca y considere el esfuerzo que 
han hecho, al igual que otras familias chi-
lenas, para ser beneficiarios del subsidio 
habitacional. 
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 Pude constatar en terreno y en forma 
personal la gravedad de los daños que sufrió 
parte de las 40 mil viviendas afectadas el 
año pasado. En la comuna de Ovalle, a la 
cual tengo el honor de representar como 
diputado, un importante número de benefi-
ciarios del subsidio habitacional de la pobla-
ción Cancha Rayada vieron sus casas inun-
dadas, si bien con ocasión de los temporales, 
por la mala calidad de las viviendas. 
 Debo reconocer -y así lo expresaron los 
dirigentes de dicha población en la Comisión 
de Vivienda y Urbanismo- que las reparacio-
nes se efectuaron adecuadamente y a satisfac-
ción de los pobladores. Sin embargo, a pesar 
de reconocer este hecho, los afectados de Can-
cha Rayada y del país en general, requieren de 
una respuesta clara sobre los hechos ocurridos 
y las responsabilidades que caben. 
 ¿Quiénes son los responsables? Hay res-
ponsabilidades claras y precisas, las que 
están establecidas en el informe de la Con-
traloría General de la República. 
 En primer lugar, las direcciones de obras 
municipales tienen una responsabilidad, si 
bien no es la más importante, en la recep-
ción definitiva de las obras. Ella se ve agra-
vada por el hecho de que no ejercen control 
alguno, dejando solos a los servicios de vi-
vienda y urbanización en la labor de revisar 
el cumplimiento de las especificaciones téc-
nicas del caso. 
 En segundo lugar, hay una responsabili-
dad de los servius. Las bases generales del 
Servicio, respecto de la permeabilidad de los 
envolventes, no precisan ni la calidad ni la 
duración exigible a los sellos y al material 
repelente del agua. Normalmente, este último 
se aplica en conjunto con la pintura exterior. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente). Le queda un minuto, señor 
diputado. 
 
 El señor WALKER (don Patricio).- Me 
alegro de que el señor Ministro de Vivienda 

haya ordenado la reapertura de los sumarios 
y nombrado asimismo un nuevo fiscal más 
diligente; pero nosotros, como Comisión de 
Vivienda, pedimos formalmente que haya 
sanciones claras y precisas a la brevedad. 
 En tercer lugar, también hay responsabi-
lidad de las empresas constructoras -sin per-
juicio de la que corresponde al Idiem, que 
autoriza construir con determinados materia-
les-, puesto que en este caso no han estable-
cido normas explícitas sobre cómo se deben 
compactar los bloques de cemento. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor 
diputado. 
 
 El señor WALKER (don Patricio).- Con 
esto termino, señor Presidente. 
 Efectivamente, en este caso hay empresas 
que, con los mismos materiales, construye-
ron bien y mal, como es el caso emblemáti-
co de la empresa Copeva y de otras diecisie-
te más. 
 He dicho. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En el tiempo del Comité De-
mócrata Cristiano, tiene la palabra, hasta por 
ocho minutos, el Diputado señor Jaime   
Jiménez, 
 
 El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, 
¿puedo hacer uso de la palabra en la segun-
da vuelta? 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Existe la disposición reglamen-
taria que lo permite; pero tal decisión debe 
hacérsela saber a la Mesa. Los Comités me 
han entregado la nómina de los diputados sin 
mencionar cuándo harán uso de la palabra. 
 
 El señor PARETO.- Señor Presidente, 
pido la palabra para plantear un punto de 
Reglamento. 
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 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Tiene la palabra su Señoría. 
 
 El señor PARETO.- Señor Presidente, 
en la oportunidad me acerqué a usted para 
decirle que aquí se pedía una segunda ronda 
de intervenciones. Si lamentablemente no se 
percató, se lo solicito ahora. No se requiere 
unanimidad. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- No nos habíamos dado cuenta 
de ello, señor diputado. 
 Bien, ¿el Comité Demócrata Cristiano va 
a hacer uso del resto del tiempo en esta pri-
mera vuelta? 
 
 El señor PARETO.- No; en la segunda 
vuelta. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Ruego a los señores Comités 
que, para evitar lo sucedido, me hagan indi-
cación si alguno va a hacer uso de parte de 
su tiempo en la segunda vuelta. 
 En el tiempo del Comité de Renovación 
Nacional, tiene la palabra, hasta por ocho mi-
nutos y medio, la Diputada señora Lily Pérez. 
 
 La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor 
Presidente, hubiera querido escuchar, de 
parte de diputados democratacristianos, 
miembros de la Comisión de Vivienda, ha-
cer presente su pensamiento con la misma 
dureza en la Comisión y no hoy, cuando hay 
gente damnificada, en un discurso para la 
galería. 
 
 -Aplausos. 
 
 La señora PÉREZ (doña Lily).- Al es-
cuchar el informe de la Presidenta de la 
Comisión de Vivienda, da la impresión de 
que la calidad y el estándar de las viviendas 
damnificadas, de norte a sur en Chile, son 
estupendos y que incluso algunas de ellas 

podríamos arrendarlas como casas mode-
los. 
 También quiero precisar que con el Dipu-
tado señor Alejandro García-Huidobro pe-
dimos a la Sala la unanimidad para debatir 
de cara al país un asunto sensible, pero fue-
ron diputados democratacristianos los que 
de nuevo se opusieron. Eso es corrupción. 
 
 -Hablan varios señores diputados a la vez. 
 
 La señora PÉREZ (doña Lily).- Después 
se pueden querellar y hacer todas esas cosas 
a las que estamos acostumbrados cada vez 
que decimos algo que no les gusta. Cuando 
el pueblo se expresa y a la Concertación no 
le gusta, ¡es un “show”!; pero cuando se 
expresa y a la Concertación le gusta, ¡es la 
gente! ¡Por favor, no seamos cínicos! 
 Señor Presidente, la Comisión de Vi-
vienda había dejado inconclusa su investiga-
ción el año pasado y la reanudó en marzo de 
este año. Es muy importante que la Sala 
sepa qué miembros de esta Comisión, por-
menorizados en el voto de minoría, nos  
reunimos con el ex Ministro Edmundo   
Hermosilla; con el señor Francisco Pérez 
Yoma, dueño de la empresa constructora 
Copeva; con la señora Clara Szczaranski, 
presidenta del Consejo de Defensa del Esta-
do, y con el Ministro de Vivienda aquí pre-
sente, después de invitarlo tres veces conse-
cutivas a la Comisión -a las cuales no asis-
tió-. También efectuamos visitas a terreno    
-es decir, nuestro informe no fue redactado 
desde un escritorio aquí en Valparaíso- y 
nos reunimos con los dirigentes y las perso-
nas afectadas, sin discriminar partido políti-
co ni preferencia; porque a algunos les gusta 
la democracia cuando votan por ellos y son 
de su conglomerado, y desprecian a quienes, 
teniendo una opción política distinta, formu-
lan críticas al gobierno de turno. 
 Asimismo, obtuvimos mucha informa-
ción de la Comisión que comenzó su trabajo 
en el período parlamentario anterior. 



CÁMARA DE DIPUTADOS 34 

 De igual modo, revisamos acuciosamente 
el expediente que está en los tribunales de 
justicia respecto de cuál fue el accionar de 
los abogados del Serviu cuando el 1º de 
julio del año pasado anunciaron, con bom-
bos y platillos, a través de los medios de 
comunicación, un juicio contra la empresa 
Copeva. 
 Después de hacer este trabajo de seis 
meses, nos formamos la íntima convicción 
política de que aquí hay responsables que 
deben dar la cara y poner su nombre, porque 
la vivienda no es un regalo del Gobierno ni 
del Fisco, sino producto del esfuerzo de 
personas modestas que pagan dividendos, y 
no hay derecho de que no haya pasado nada 
después de quince meses en que todo el país 
se conmocionó al ver lo que sucedió no sólo 
en Puente Alto. No hay responsables, no hay 
juicio activo; no ha pasado nada. 
 El ex Ministro Hermosilla -que a estas 
alturas nos parece casi un chivo expiatorio, 
porque salió del Ministerio por el asunto del 
obsequio del caballo; no por las casas mal 
construidas- anunció tres medidas que no se 
han cumplido: querellarse contra la empresa 
Copeva -el juicio ha estado inactivo-; su-
primir o suspender a dicha empresa, al me-
nos de los registros de contratistas, para que 
no siga cometiendo los errores en que incu-
rrió -ni ninguna otra empresa-, e instruir 
sumarios administrativos, los cuales, des-
pués de quince meses, todavía no tienen 
resultados. Más aún, porque nosotros, dipu-
tados de la Comisión, preguntamos qué ocu-
rría en el Ministerio, se reactivaron dichos 
sumarios, cambiaron al fiscal y reabrieron 
uno que, incluso, lo habían cerrado sin resul-
tado. 
 ¿Esto es lo que queremos entregar al país? 
Por lo menos, como diputada nueva, quiero 
integrar una Cámara cuyas comisiones inves-
tigadoras o especiales lleguen a resultados y 
no intenten tapar el sol con un dedo. 
 Recordaré algunas cosas que se dijeron el 
año pasado. El ex Ministro Hermosilla 

anunció que iba a crear un comité de emer-
gencia, dirigido por el Subsecretario del 
Interior, señor Velasco, que analizaría la 
situación, diariamente, a las 9 de la mañana, 
durante los meses que fuera necesario. ¿Cuál 
fue la realidad? Nada. Ese comité nunca 
funcionó. 
 ¿Qué más dijo el ex Ministro de Vivienda 
en esa época? Que los dividendos de las vi-
viendas afectadas, incluidas las PET, iban a 
ser congelados. ¿Cuál es la realidad? La gente 
ha seguido pagando sus dividendos, que fluc-
túan entre 14 mil y 19 mil pesos mensuales. 
Por tanto, eso tampoco se cumplió. 
 El Gobierno también dijo que nunca reti-
raría la demanda contra Copeva y que la 
solución del conflicto solamente debiera ser 
resuelta por los tribunales de justicia. ¿Cuál 
es la realidad? El proceso fue abandonado 
entre noviembre de 1997 y fines de mayo de 
1998, y las tres veces en que los magistrados 
debieron ir a terreno a comprobar los daños 
de las viviendas -consta en el expediente del 
24º juzgado civil de Santiago-, fueron sus-
pendidas las visitas por un acuerdo escrito 
entre el Serviu y Copeva. 
 ¿Qué más anunció el Ministro de Vivien-
da de la época? Sumarios para determinar 
las responsabilidades. ¿Y cuál es la reali-
dad? Los sumarios, después de 15 meses, 
todavía no arrojan resultados. 
 ¿Y qué ha dicho el actual Ministro de 
Vivienda, aquí presente, señor Henríquez, 
con respecto a este caso? Lo primero, que 
Copeva era un invento de la prensa, y la 
realidad es que el estado de las viviendas     
-nosotros las hemos visto con nuestros pro-
pios ojos; no nos han contado una película-, 
es deplorable, no solamente por las huellas 
imborrables de la humedad, sino porque 
hemos visto cómo los pobladores, con sus 
propios medios, han debido poner pilares 
para sostener techos que se vienen abajo o 
losas deslizadas. 
 También afirmó que intervinieron va-
rios factores, entre ellos San Isidro. Yo, 
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realmente, lamento que un ministro diga 
que sólo los temporales son los grandes 
causantes de desastres: aquí hay responsa-
bilidades de las autoridades y no sólo co-
incidencias. 
 También el ministro dijo, cuando asumió, 
que -hay testimonios gráficos de esto-, en 60 
días hábiles más, sin lluvias, todas las vi-
viendas iban a estar reparadas. Nosotros 
hemos visto que no todas lo están y que las 
reparaciones efectuadas no han sido del gus-
to de sus usuarios. 
 También es importante decir que aquí 
hay una empresa constituida por gente del 
Gobierno que tiene vínculos comerciales 
con la empresa Copeva. Esto, pese a ser 
desmentido, lo ha reconocido su propio ex 
gerente, señor Gómez, pero en el sentido 
de que se trata de operaciones de poco 
monto. 
 Quiero terminar esta parte de mi inter-
vención preguntando: ¿Acaso la ética está 
basada en los montos... 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Ha terminado su tiempo, seño-
ra diputada. 
 
 La señora PÉREZ (doña Lily).- ...o en 
los hechos? 
 Creo que aquí hay un problema de ética 
tremendo. No estamos hablando del desfalco 
de Esval o de Codelco, casos en los cuales 
todos los chilenos somos los perjudicados, 
sino de gente con nombre y apellido que 
postuló a una vivienda social, PET o básica, 
que hoy se encuentra damnificada, y sólo 
porque son personas de escasos recursos y 
no tienen recursos para acudir a medios de 
comunicación importantes, ni la Cámara de 
Diputados ha demostrado gran considera-
ción del caso ni el Gobierno ha hecho lo que 
debe hacer. 
 He dicho. 
 
 -Aplausos. 

 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En el tiempo del Comité de 
Renovación Nacional, tiene la palabra, hasta 
por dos minutos, el Diputado señor Alejandro 
García-Huidobro. 
 
 El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor 
Presidente, lamento disponer de sólo dos 
minutos, pero los pobladores entenderán que 
en dicho tiempo no podré dar a conocer sus 
problemas debido a quienes impidieron que 
pudiéramos discutir más en esta sesión. 
 Quiero aprovechar estos segundos para 
manifestar mi profunda preocupación por la 
situación de las poblaciones “Vicuña     
Mackenna” 1, 2 y 3 de mi comuna de Ran-
cagua, “Costa del Sol”, “Villa los Parques”, 
“Villa Cordillera”, “Villa Don Mateo”, 
“Baltasar Castro”, entre otras, que no sólo 
sufrieron las inclemencias del tiempo, sino 
la irresponsabilidad de quienes debieron 
haber fiscalizado la construcción de esas 
viviendas. 
 Hay un juicio interpuesto por los pobla-
dores justamente para defenderse de los 
responsables de la virtual estafa que se co-
metió con ellos. Esperamos que la justicia 
entregue su veredicto a la brevedad, porque 
los pobladores no tienen responsabilidad 
alguna; pusieron sus ahorros de toda una 
vida, pero sus casas, inmediatamente des-
pués de la entrega, y ante la primera incle-
mencia del tiempo, prácticamente se destru-
yeron. 
 La Contraloría General de la República 
dice que en la población “Vicuña Macken-
na” las dosificaciones fueron absolutamente 
inadecuadas; que en la pega de morteros no 
se realizó ninguna fiscalización; el concreto 
se desprendía con los dedos, porque las do-
sificaciones no eran las adecuadas; en reali-
dad, lo que se encontraba entre los ladrillos 
tenía más arena que cemento. 
 El informe agrega que, incluso, el Serviu 
modificó las enfierraduras sin autorización 
formal; es decir, los fierros que estaban pues-
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tos eran distintos de los que estaban autoriza-
dos en el proyecto original. Eso ni siquiera se 
fiscalizó y no aparece en el informe. 
 Lamento no tener más tiempo; pero pido 
que este informe se adjunte a mi interven-
ción, con el fin de que quede absolutamente 
establecida la responsabilidad del Serviu y 
de las empresas constructoras que estafaron 
a los pobladores de Rancagua y de otras 
ciudades del país. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Señor diputado, ya lleva tres 
minutos. Le concedí un minuto adicional 
para que redondeara la idea, pero no pode-
mos extendernos más. 
 
 El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor 
Presidente, sólo deseo terminar la idea. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Señor diputado, no quiero des-
contar el tiempo que ocupe al Comité de Re-
novación Nacional. Por lo tanto, le ruego que 
termine su intervención en diez segundos. 
 
 El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor 
Presidente, sólo quiero agregar que esas 
casas fueron mal construidas, sin control, y 
que las reparaciones efectuadas son una 
“mano de gato” que no sirven absolutamente 
para nada. 
 En definitiva, hubo un robo a los más 
pobres y a todos los contribuyentes del país. 
¿Qué es lo que queremos? Que se rebajen 
los dividendos al valor real y que no se sigan 
cobrando... 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Señor diputado, no es posible 
concederle más tiempo.  
 En el tiempo del Comité de la Unión 
Demócrata Independiente, tiene la palabra, 
por seis minutos, el Diputado señor Víctor 
Pérez. El Comité reserva los minutos restan-
tes para la segunda ronda. 

 El señor PÉREZ (don Víctor).- Señor 
Presidente, en primer lugar, lamento dispo-
ner de tan poco tiempo para referirme a un 
tema de tanta trascendencia, en el cual, 
además, ha trabajado intensamente la Comi-
sión de Vivienda de la Cámara. 
 En segundo lugar, nuestros reclamos 
efectuados en la sesión pasada eran absolu-
tamente razonables. En el informe que los 
colegas tienen en su poder consta la opinión 
de los diputados de Oposición. La maniobra 
que se intentó llevar a cabo la semana pasa-
da apuntaba a que, en el momento de debatir 
el tema, la Sala sólo conociera la de un sec-
tor.  
 En tercer lugar, llamo a todos los diputa-
dos a rechazar el informe en discusión, 
puesto que su aprobación implicaría agregar 
a toda la ignominia que han debido sufrir 
miles de personas de escasos recursos una 
especie de camión que frenaría toda posibi-
lidad de investigar realmente los hechos 
ocurridos y de perseguir las responsabilida-
des de instituciones, empresas y personeros 
políticos que, de una u otra manera, han 
dejado sus huellas en este escándalo que 
llamó la atención de toda la opinión pública. 
 El informe aprobado por la mayoría de la 
Concertación y que hoy pretende que tam-
bién sea aprobado por la Sala, busca, princi-
palmente en su acápite sobre las responsabi-
lidades, dejar limpias a empresas y a autori-
dades. 
 El informe dice que hace suya la opinión 
de la Contraloría General de la República, 
agregando, sibilinamente, sólo “en cuanto a 
lo siguiente.”. 
 Con respecto a los municipios, la Contra-
loría es clara al expresar que no se advierte 
responsabilidad en este caso. La mayoría de 
la Concertación discrepa de la Contraloría 
sobre este punto; pero lo hace de una mane-
ra muy sui géneris: dice que los municipios, 
principalmente sus direcciones de obras 
municipales, tienen alguna responsabilidad. 
¿De qué estamos hablando, señores diputa-
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dos? Cuando establecemos responsabilida-
des de carácter político, administrativo o 
legal, éstas deben precisarse; pero no es 
serio decir que las municipalidades -al tratar 
de presentarlas como chivos expiatorios del 
escándalo conocido por todos y que muchos 
chilenos han sufrido- tienen alguna respon-
sabilidad, porque ellos saben que con esa 
frase están diciendo que no tienen responsa-
bilidad alguna, que de nada sirve decir eso, 
porque no se precisa. Por lo tanto, lo único 
que se pretende es enredar el tema con la 
incorporación de un elemento adicional que 
jamás fue discutido al interior de la Comi-
sión. 
 Sin embargo, lo peor del informe de ma-
yoría -me atrevo a llamar a los colegas a que 
lo rechacen- es aquella parte que se refiere a 
las responsabilidades de contratistas y arqui-
tectos. También hace suyo el informe de 
Contraloría, pero la Concertación excluye la 
frase que establece con precisión quién debe 
responder por los daños sufridos por las 
viviendas sociales de miles y miles de chile-
nos. 
 Al referirse a la responsabilidad de los 
contratistas y arquitectos de los conjuntos 
habitacionales revisados, la Contraloría dice 
que resulta evidente que si hubieran mejora-
do en sus proyectos las deficiencias obser-
vadas en las bases técnicas del Serviu o las 
hubieran hecho presentes oportunamente, se 
habrían evitado las situaciones ocurridas. 
Ahí es donde la Concertación hace punto 
aparte. Sin embargo, lo importante, sustanti-
vo y esencial es lo que sigue, por cuanto, de 
acuerdo con la normativa vigente, los con-
tratistas y los arquitectos, en última instan-
cia, son los únicos responsables de los erro-
res de diseño y de los vicios de construc-
ción.  
 ¿Qué pretende la mayoría al tratar de 
excluir este elemento, esencial en el informe 
de la Contraloría General de la República? 
Sumarse a lo que, a nuestro juicio, ha sido 
una campaña evidente para proteger particu-

larmente a una empresa que tiene muchas 
vinculaciones políticas, la única contra la 
cual el Ministerio de Vivienda inició una 
demanda civil, cuya tramitación -como dijo 
la Diputada señora Lily Pérez- ha sido sos-
pechosamente abandonada.  
 En este voto de mayoría, los diputados de 
la Concertación tratan de tender un manto de 
protección hacia los contratistas. ¡Pero si 
son ellos, como dice la Contraloría, los úni-
cos responsables frente a este hecho tan 
evidente! Por supuesto, la Concertación trata 
de limpiar esa responsabilidad, porque exis-
ten vinculaciones políticas y financiamiento 
de campañas políticas.  
 Son muchos más los elementos que po-
drían hacerse valer para llamar a los diputa-
dos, en especial a los de la Concertación, a 
que voten en contra de este informe. Uno de 
ellos es que la mayoría de la Concertación 
no se hizo cargo de la inexplicable pasividad 
gubernamental para perseguir responsabili-
dades en el proceso civil. Hasta la fecha, 
nadie ha podido dar una explicación razona-
ble de por qué debió esperarse cinco meses 
para que los abogados del Ministerio de 
Vivienda hicieran notificar una resolución. 
 Pero lo que es peor -con esto termino-, 
cuando la Cámara consulta oficialmente al 
Ministro de Vivienda sobre el particular, 
éste responde, mediante oficio de fecha 14 
de mayo, una cuestión absolutamente distin-
ta: que el proceso se encontraba en etapa de 
discusión, en circunstancias de que ésta 
había terminado el 5 de diciembre de 1997. 
Esto, unido al hecho de que los pobladores 
siguen recibiendo en sus boletas de pago      
-tengo en mi poder una boleta de la familia 
García, de la población Parinacota- avisos 
de demanda judicial por el no pago de los 
dividendos, a pesar de que sus viviendas aún 
no han sido reparadas. 
 He dicho. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En el tiempo del Comité del 
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PPD, tiene la palabra, por nueve minutos, el 
Diputado señor Patricio Hales.  
 
 El señor HALES.- Señor Presidente, 
nuestra bancada comparte la justa indigna-
ción de la gente cuyas casas sufrieron daños, 
lo que generó desconfianza, y nos parece 
que con justa razón la ciudadanía ha exigido 
al Gobierno responsabilidad, que ordene la 
reparación de las viviendas y que conduzca 
el problema, por sobre las empresas cons-
tructoras que debían responder. Nos ha pa-
recido justo que sea así, porque la gente 
firmó los contratos con un ente de Gobierno 
y no con uno abstracto, ni siquiera con las 
empresas constructoras. 
 Nuestra bancada comparte esa indigna-
ción, pero el centro de nuestra preocupa-
ción son las personas, y en esa línea tene-
mos que plantear, a lo menos, tres cuestio-
nes. 
1. La necesidad de exigir y estar alerta res-

pecto de las reparaciones de todos los 
daños sufridos por las viviendas. 

2. La revisión de las responsabilidades, a 
fin de sacar lecciones y de que los res-
ponsables sean sancionados. 

3. Nuestra bancada quiere proponer cómo 
debe construirse en el futuro y, en nuestra 
modesta opinión, qué debería hacerse.  

 Si alguien ha insinuado aquí que tiene 
antecedentes verdaderos sobre corrupción, 
estoy seguro de que nuestra bancada -al 
igual que todas las de la Concertación- apo-
yará su investigación, pero no compartimos 
que se haga uso del dolor de la gente, des-
viando la atención con un informe de mino-
ría que eludió nombrar a las 17 constructo-
ras involucradas en este problema para con-
centrarse en una que, por supuesto, no de-
fendemos de manera aislada. Hay 17 cons-
tructoras -10 de las cuales pertenecen a la 
Región Metropolitana- y 46 obras de cons-
trucción que es necesario fiscalizar. 
 No venimos a limpiar a Copeva; por el 
contrario, exigimos que esta empresa res-

ponda como deben hacerlo todos los respon-
sables, incluido el Gobierno y las construc-
toras. Pero no acepto que se invaliden las 
observaciones del Diputado Patricio Walker, 
al decirse que son inoportunas, poniendo, 
por lo tanto, en duda su honorabilidad por-
que supuestamente no las habría hecho pre-
sentes en la Comisión. 
 Por eso, nuestra bancada contribuyó a 
establecer claramente las responsabilidades 
y concurrió a indicar doce que, a nuestro 
juicio, corresponden al Serviu: 
1) Que se usó un bloque no experimentado. 
2) Que la inspección técnica fue insuficien-

te. 
3) Que deben aumentarse las responsabili-

dades de los inspectores y receptores.  
4) Que deben construirse viviendas de me-

jor calidad, porque ésta ha sido insufi-
ciente. 

5) Que las bases técnicas generales del Ser-
viu fueron insuficientes. En nuestro in-
forme manifestamos que se habrían evi-
tado efectivamente los daños producidos. 

6) Que se cometió un error al devolver ga-
rantías sin exigir ensaye. 

7) Que el reglamento y las bases no precisa-
ron los sellos de impermeabilización. 

8) Que hay desproporción respecto de la 
cantidad de profesionales por obra, por-
que se indica que debe haber uno por 
obra, sean éstas cien, doscientas o dos 
mil. 

9) Que existió poca acuciosidad de la comi-
sión técnica. 

10) Que hubo escaso rigor en la inspección 
técnica de la comisión receptora en lo re-
lativo a la fiscalización de repelentes. 

11) Que debemos exigir los sumarios res-
pectivos. 

12) Que debe investigarse a los responsa-
bles. 

 Estas doce responsabilidades están con-
tenidas en el informe. 
 Además, indicamos que existe responsa-
bilidad municipal. No es como lo señaló el 
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Diputado Víctor Pérez, que manifestó que 
no indicamos responsables; por el contrario, 
decimos doce veces que hay responsabilida-
des del Serviu. 
 
 El señor LONGTON.- Dé los nombres. 
 
 El señor HALES.- En cinco casos exis-
ten responsabilidades, y exigimos sumarios  
-el colega me pide que dé nombres-, investi-
gación y sanciones. Hay cinco responsabili-
dades de los municipios: 1) En las recepcio-
nes finales; 2) En las recepciones y en el 
acta de recepción; 3) En el otorgamiento de 
permisos; 4) En las especificaciones técni-
cas; 5) En la escasa confianza que nos mere-
ce lo obrado por los municipios. 
 Pero, además, el país debe saber que en 
este caso ha faltado experiencia para abordar 
un plan de 120 mil viviendas. Este país ha 
pretendido saltar de 30 ó 40 mil viviendas a 
120 mil; hay una historia de construcción, de 
responsabilidad de la Corvi, del Serviu y del 
patrimonio extraordinario del conjunto de 
empresas constructoras que trabajan en este 
tipo de obras. No obstante, resulta claro que 
si se pretende construir 120 mil viviendas, no 
habrá el número necesario de obreros espe-
cializados para construirlas, ni con la expe-
riencia para utilizar el bloque y tampoco, por 
supuesto, los controles suficientes. 
 El Diputado señor Víctor Pérez dice que 
parece que el responsable fuera Dios. No es 
así. Hay que ser serio para señalar que existe 
un conjunto de responsables y la gente debe 
conseguir la indemnización correspondiente, 
la reparación total y el saneamiento de todos 
sus daños. 
 
 -Aplausos en las tribunas. 
 
 El señor HALES.- Queremos que el pa-
trimonio de las empresas constructoras sea 
cuidado e integrarlo a las definiciones técni-
cas de las propuestas. Hay responsabilidad 
de las propias empresas constructoras, por-

que en muchos casos no hay morteros sufi-
cientes para la albañilería y en muchos 
otros, insuficiente contratación de mano de 
obra. Esto hay que decirlo. No se puede 
destruir el esfuerzo que hacemos todos los 
chilenos. Se debe responder a la gente y 
corregir los errores. 
 También hay responsabilidad del Institu-
to Nacional de Normalización, porque se 
normó un bloque, se le fijó una norma a un 
material que no fue suficientemente ensaya-
do para las condiciones de inclemencia que 
sufrió. 
 En consecuencia, proponemos las si-
guientes medidas: 
1º Asegurar que los afectados reciban la 

completa reparación de sus viviendas. 
 
 El señor PÉREZ (don Víctor).- Eso no 
está en el informe. 
 
 El señor HALES.- Nuestra bancada pro-
pone... 
 
 El señor PÉREZ (don Víctor).- ¡Está 
mintiendo! 
 
 El señor HALES.- Si sigue gritando, no 
va a aprender nada de lo que estamos tratan-
do de decir. 
2º Que no se detengan los planes de cons-

trucción, pero con la adecuada calidad de 
los espacios para la vida de las personas. 

3º Aun cuando la Cámara es un órgano polí-
tico y no técnico, nuestra bancada propo-
ne lo siguiente: 
1. Modificar el bloque utilizado, de mane-

ra que se asegure su impermeabilidad; 
no podemos decir que no se va a ocupar 
más. Bien dice la Diputada señora Ca-
raball: hay que reparar el bloque o po-
nerle el impermeabilizante respectivo, 
porque no hay ladrillos para construir. 

2. Ampliar la capacidad de la norma chi-
lena a las condiciones adecuadas de 
cada región. 
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3. Vincular las políticas habitacionales a 
las políticas productivas de materiales. 

4. Poner término a las recepciones de 
papel que hacen los municipios que no 
son capaces de hacerlas como corres-
ponde, porque no cuentan con los re-
cursos necesarios. 

5. El prestigio y el peso productivo de 
las empresas privadas de la construc-
ción son un valioso patrimonio -a jui-
cio de nuestra bancada- con que Chile 
y el Estado deben contar. Tienen ca-
pacidad de contribuir formalmente en 
las discusiones técnicas, en los insu-
mos y en la tecnología para mejorar 
las viviendas. 

 Finalmente, la Cámara debe proponer 
que se mejore la nivelación de los estándares 
y la calidad de las viviendas. A un país que 
le va bien, debe tener mejores viviendas. 
Los índices de calidad de vida con que hoy 
se evalúa la mejoría en el nivel de Chile 
tienen su correspondencia en la vivienda. 
Cuando se construye tanto en tan poco tiem-
po, por sensibilidad social y compromiso 
con la gente, el plan debe tener cuidado, 
porque la sensibilidad social no sólo es ha-
cer 120 mil casas, sino que hacerlas habita-
bles, de acuerdo con el nivel del país, cuyo 
índice dice que le va bien. 
 He dicho. 
 
 -Aplausos en las tribunas. 
 
 El señor PÉREZ (don Víctor).- ¡Eso no 
está en ninguna parte! 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En el tiempo del Comité del 
Partido por la Democracia, tiene la palabra, 
hasta por un minuto, el Diputado señor Aníbal 
Pérez. 
 
 El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor 
Presidente, en el breve tiempo de que dis-
pongo quiero referirme exclusivamente a lo 

ocurrido a las viviendas básicas de Ranca-
gua, en particular de las poblaciones “Vicu-
ña Mackenna” 1, 2 y 3, “Los Parques”, 
“Claudio Arrau” y otras. Tuve la oportuni-
dad, junto a los dirigentes poblacionales, a 
los pobladores y a los diputados de la Comi-
sión, de constatar en el terreno los gravísi-
mos daños que provocaron los temporales 
en esas viviendas básicas de Rancagua. 
 Al respecto, han sucedido dos hechos 
graves. 
 En primer lugar, las reparaciones que se 
hicieron en Rancagua no fueron gratuitos. 
Las empresas recibieron 11 unidades de 
fomento por cada casa que reparaban; sin 
embargo, hasta hoy esas reparaciones no son 
efectivas: siguen las grietas, la humedad y 
los daños. Existe responsabilidad, primero, 
de la empresa constructora y, segundo, de 
los organismos encargados de fiscalizar es-
tas reparaciones. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Tiempo, señor diputado. 
 
 El señor PÉREZ (don Aníbal).- Con esto 
termino, señor Presidente. 
 Segundo hecho gravísimo que ocurre en 
Rancagua: no se está cumpliendo con lo que 
el propio Presidente Frei señaló, es decir, 
que los dividendos se condonarían. Como no 
se ha procedido así, las casas de algunos 
pobladores están sujetas a remate judicial 
por su no pago. Por lo tanto, solicito al señor 
Ministro -presente en esta Sala- que, mien-
tras no se clarifique el tema de los dividen-
dos, se suspendan esos remates. 
 He dicho. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En el tiempo del Comité Socia-
lista, tiene la palabra el Diputado señor Juan 
Bustos, hasta por cinco minutos y medio. 
 
 El señor BUSTOS (don Juan).- Señor 
Presidente, hablaré en representación de la 
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Diputada señora Isabel Allende, quien se 
encuentra enferma y envió su intervención 
por escrito, a la cual daré lectura: 
 “Señor Presidente, como representante de 
las comunas de Puente Alto y La Pintana, 
con dolor he compartido la frustración y 
desesperanza de miles de pobladores. 
 “Más del 37 por ciento de las viviendas 
afectadas son de Puente Alto y La Pintana, y 
más del 60 por ciento de ellas resultaron 
dañadas. Una vez más, son los pobres de 
este país quienes han resultado más perjudi-
cados; son ellos quienes han visto sus sue-
ños de una casa propia y sus ahorros de toda 
una vida perdidos por un cúmulo de errores 
y falencias compartidas, tanto en el sector 
privado como en el público. Del análisis de 
las causas de lo sucedido con las viviendas 
sociales, se puede afirmar, enfáticamente, 
que existió una responsabilidad compartida 
y solidaria entre el Ministerio de Vivienda, 
el Serviu y las distintas empresas construc-
toras. 
 “En el caso particular de la responsabili-
dad de las empresas, es importante resaltar 
que ella se desprende de dos hechos. El pri-
mero, relacionado con la aceptación de ba-
ses insuficientes. No resulta explicable que 
empresas con años de experiencia en el ám-
bito de la construcción hayan aceptado eje-
cutar obras a sabiendas de la insuficiencia de 
las mismas y propuesto especificaciones 
mínimas que disminuyen naturalmente sus 
costos, sin hacer presente, en ningún mo-
mento, la precariedad de las mismas. Me 
pregunto ¿por qué recién ahora se han dado 
cuenta de que las bases eran insuficientes? 
 “El segundo punto se relaciona con las 
fallas en el proceso de ejecución de las 
obras, ya que el hecho de que no haya habi-
do una adecuada fiscalización pública o 
privada de las mismas, no excluye el deber 
de hacer igualmente bien el trabajo. ¡Y se 
habla tanto de la iniciativa privada y de sus 
bondades! Ahora bien, desde la perspectiva 
de la responsabilidad estatal, ésta se des-

prendería no sólo de la elaboración insufi-
ciente de las bases, hecho que se agrava si 
pensamos que varios de los problemas acae-
cidos fueron abordados y sugeridos por la 
Comisión de la calidad de la vivienda en 
1992, sino también, y hay que decirlo así, de 
su falta de prevención y resguardo en rela-
ción con la elevación de la calidad de las 
viviendas, junto con una falta de fiscaliza-
ción adecuada de los procesos de construc-
ción. 
 “Para mí no es posible formular una polí-
tica adicional masiva como la que tenemos, 
si a la vez no se toman los resguardos acerca 
de la calidad de la misma. 
 “Por otra parte, las soluciones adoptadas 
tampoco fueron las que correspondían, ya 
que, en definitiva, aquí debió haber habido 
un reconocimiento de la responsabilidad 
solidaria, tanto del sector público como del 
privado, en los hechos sucedidos. En este 
sentido, los principios básicos de equidad y 
justicia nos indican que, en el caso de las 
indemnizaciones, no sólo deberían haber 
abarcado el monto de los daños sufridos por 
las viviendas, sino todos aquellos aspectos, 
tanto materiales como humanos, que se de-
rivan de los mismos: enfermedades respira-
torias, pérdida y deterioro de los enseres del 
hogar, justamente todo aquello que más 
afecta a las personas en su vida diaria. Si lo 
mismo hubiera pasado con conjuntos habita-
cionales de niveles sociales altos, estoy se-
gura de que ello habría sido así. 
 “Por eso, las medidas que conviene re-
calcar son las siguientes: en primer lugar, 
urge realizar un análisis acabado y completo 
de las normas de construcción en el país. En 
segundo lugar, importante resulta estudiar 
una modificación al sistema de subsidios, 
con el objeto de que sea lo suficientemente 
equitativo. En este sentido, es también fun-
damental continuar con el aumento progre-
sivo del valor de las viviendas sociales, de 
tal forma de llegar, en el mediano plazo, a 
un estándar medio superior al de hoy. 



CÁMARA DE DIPUTADOS 42 

 “Por otra parte, sería relevante estudiar 
una reforma a las bases de las licitaciones de 
los subsidios. En definitiva, se trata de 
aprender de la experiencia, con el objeto de 
mejorar las políticas habitacionales, pero 
para ello debemos ser capaces, antes que 
todo, de reconocer nuestros propios errores 
y responsabilidades, punto que, a mi modo 
de ver, aún está pendiente. 
 “Queremos mejores viviendas y las po-
demos hacer. Ésa es nuestra responsabilidad, 
la responsabilidad de los gobiernos y tam-
bién de los privados. 
 He dicho”. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En el tiempo del Partido Radi-
cal, tiene la palabra el Diputado señor Sa-
muel Venegas, por dos minutos y medio. 
 
 El señor VENEGAS.- Señor Presidente, 
la mía, realmente, es una visión distinta a las 
apasionadas que he escuchado en esta opor-
tunidad. 
 He participado, ya por segundo período, 
en la Comisión de Viviendas y Desarrollo 
Urbano, y he tenido también la suerte de 
haber formado parte de la Comisión investi-
gadora, junto a colegas que, en forma acu-
ciosa y con fines muy claros y patrióticos, 
fueron entregando las distintas visiones, 
después de haber conocido el hecho en te-
rreno, en distintas sesiones que se realizaron 
con personeros que tuvieron contacto directo 
con esta situación. Hoy me extraña escuchar 
los planteamientos que se formulan, que 
distan tanto de ese grado de patriotismo, que 
desconocen la verdadera situación que llevó 
al país a tener que construir, en forma acele-
rada, el número de viviendas necesarias para 
satisfacer la gran demanda: la tremenda ne-
cesidad de los más pobres de nuestro pue-
blo, aquellos con los cuales compartí, que 
vivían hacinados, como allegados, en las 
peores condiciones en que puede vivir un ser 
humano. Cuando asumió un gobierno que 

dio prioridad a satisfacer esta necesidad de 
nuestro pueblo y que trató de avanzar verti-
ginosamente para cubrir ese déficit inmenso 
de cerca de un millón de viviendas faltantes 
para los más humildes, ni los organismos del 
Estado ni los privados estaban preparados 
para llevar a cabo estas construcciones. Es 
algo que deberíamos tomar en considera-
ción, antes de emitir juicios y cometer agre-
siones que tienden a dividir a las personas 
más que a aunarlas y a tratar de producir 
aquella reconciliación que muchos predica-
mos. Queremos que se pueda vivir con la 
mayor serenidad posible, sin palabras agre-
sivas ni abuso de la necesidad ajena, para 
especular en un planteamiento político en 
esta Cámara. 
 Estoy consciente de que el Gobierno está 
preocupado por solucionar estos temas, pues 
he participado directamente en comisiones y 
reuniones analizando la materia. Mi con-
fianza es grande, por lo que pido solidari-
dad, voluntad y comprensión para aquellos 
hermanos nuestros que fueron dañados y 
afectados por el temporal de lluvias, a fin de 
mejorarles su situación y, a la vez, seguir 
construyendo para aquellos que no tienen la 
vivienda hoy, pero que necesitamos que la 
puedan tener en el futuro. 
 He dicho. 
 
 -Aplausos. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En el tiempo del Comité del 
partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra 
el Diputado señor Jaime Jiménez. 
 
 El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, 
como mi colega Lily Pérez, soy diputado 
por primera vez. En primer lugar, deseo 
hacer un público reclamo a los colegas que 
en la anterior Comisión, cuando se inició el 
problema, no terminaron la investigación, 
prolongando, a mi juicio, en forma artificial 
-por las razones que fuesen, aunque algunos 
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aducen que fue por el período electoral de 
fines del año pasado- no sólo el sufrimiento 
y la expectativa de la gente afectada, sino 
que también el conflicto que atañe a toda la 
sociedad en su conjunto. 
 También quiero señalar mi extrañeza por 
el doble discurso que en esta Sala han man-
tenido los parlamentarios de la Oposición. 
Sinceramente se lo digo a la Diputada Lily 
Pérez, porque para hablar de estos temas y 
reclamar con justa razón, hay que decir la 
verdad, que no sólo significa decir lo que a 
uno le parece, sino que decir lo que realmen-
te ha ocurrido. 
 Me parece raro que no hubieran estado 
en la Comisión donde se discutió el tema, 
pues cuando descalifican al Diputado señor 
Patricio Walker no se dice la verdad. Justa-
mente fue él quien propuso establecer res-
ponsabilidades frente a este tema. 
 Leeré textualmente el informe donde 
aparece su intervención: “Manifestamos 
nuestra preocupación por el hecho de que 
los dos sumarios que se han instruido en el 
Servicio de Vivienda y Urbanización Me-
tropolitano no han arribado a establecer res-
ponsabilidades concretas de los funcionarios 
que no detectaron oportunamente las defi-
ciencias de las viviendas sociales construi-
das especialmente por la empresa Copeva, 
de la comuna de Puente Alto. Sin perjuicio 
que el señor Ministro de Vivienda ha pedido 
la reapertura de los sumarios, incluso nom-
brando un nuevo Fiscal a cargo de la inves-
tigación, estimamos necesario que se hagan 
todas las diligencias necesarias para que el 
resultado de esta investigación establezca 
los responsables de este caso”. 
 Entonces, si realmente decimos que es-
tamos de parte de las personas que han sido 
perjudicadas, debemos decir toda la verdad 
y no sólo parte de ella. 
 Exijo autoridad moral para referirse a 
estos temas, pues los mismos que hoy re-
claman respecto de estas viviendas que se 
están construyendo con mayor preocupa-

ción, en mayor cantidad, con mayor equi-
pamiento por los Gobiernos de la Concerta-
ción, aunque sea en silencio, deben recordar 
los desastres producidos por aquellos mis-
mos que hoy detentan esa posición. 
 Solamente un botón de muestra. Nos 
estarán viendo seguramente por televisión 
los vecinos del Cerro 18, en Lo Barnechea, 
donde se terminaron construyendo durante 
el gobierno militar viviendas sociales que 
costaron definitivamente 900 unidades de 
fomento, pues no se construyeron las barre-
ras de contención y las viviendas de esas 
familias se exponían a venirse cerro abajo. 
 Cuando no decimos que las viviendas de 
ese tiempo tenían solamente 18 metros cua-
drados y hoy tienen 40; que se construían 40 
mil viviendas y, hoy, se están construyendo 
120 mil, es, justamente, mantener un doble 
estándar. Eso lo saben los diputados aquí 
presentes, sobre todo los colegas Lily Pérez 
y Víctor Pérez. 
 También deberían haber dicho que este 
informe se aprobó sin debate, pues cuando 
propusimos consensuarlo, avanzar en las 
conclusiones y hacer uno solo para dar más 
fuerza justamente al reclamo de los poblado-
res, se opusieron. 
 
 La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Mentira! 
 
 El señor JIMÉNEZ.- Está en las actas. 
 Luego, se propuso un informe de Oposi-
ción y uno de Gobierno. Eso es faltar a la 
verdad y no tener autoridad moral. 
 Quiero decir, además, que aquí sólo se 
señala una empresa. Está bien, hagámoslo, 
pero también digamos que la empresa Bio-
bío construyó 3.500 viviendas defectuosas; 
que también está involucrada Concreta con 
700 viviendas; que también está Litco, con 
2.300; Magal, con 1.800; Maya, con 3.900; 
Procade, con 900; Proctora, con 696; SAG 
S.A., con 468, Transex, con 2.600; Wail, 
con 108 y también, por supuesto, Copeva, 
con 6.500. 
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 Digamos la verdad y asumamos las res-
ponsabilidades. Digamos que no sólo -y es 
bueno que lo sepan los pobladores, incluso, 
los que han sido traídos en buses desde dis-
tintos sectores de la Región Metropolitana a 
estas tribunas- se intercedió por las vivien-
das de ellos. También se habló por las vi-
viendas PET, que son por subsidios priva-
dos. Pues bien, las personas citadas, don 
Patricio Reyes, entre otros, en representa-
ción de su esposa; doña Elizabeth Alarcón 
Valenzuela, don Arturo Ramírez, en repre-
sentación de su esposa; Arlette Fuenzalida 
Valenzuela, don Eduardo Olivares Flores, 
todos ellos dijeron que sus viviendas daña-
das finalmente han sido reparadas y que hay 
un compromiso... 
 
 -Hablan varios señores diputados a la vez. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Pido mantener silencio en la 
Sala. 
 Puede continuar el Diputado señor Jiménez. 
 
 El señor JIMÉNEZ.- Eso está en las 
actas. 
 Y más que mirar las caras del electorado 
que hemos traído a estas tribunas, miremos 
al país y digamos la verdad. 
 Se ha dicho también en esta sesión que 
había una garantía y un compromiso con las 
empresas comprometidas en el convenio que 
se firmó con la Cámara Chilena de la Cons-
trucción, de responder hasta por un plazo de 
cinco años por posibles futuros desperfectos 
que las viviendas tuvieran. 
 Entonces, yo exijo, en primer lugar, auto-
ridad moral para reclamar sobre estos temas; 
enseguida, decir la verdad, y por último, 
asumir la responsabilidad en conjunto como 
país. 
 Aquí se ha aludido a las direcciones de 
obras municipales, a los contratistas y ar-
quitectos, a las empresas y también al Mi-
nisterio de Vivienda y Urbanismo, porque 

tenemos que decir y reiterar que nuestro 
informe parte con lo siguiente: “Antes de 
entrar al detalle de las conclusiones -que la 
Oposición obligó a votar en bloque Go-
bierno-Oposición-, la Comisión quiere de-
jar establecido que, con justa razón, las 
personas han exigido al Gobierno una solu-
ción, una respuesta y una responsabilidad 
por los daños sufridos en sus viviendas. 
Éstas fueron construidas por contratos en 
que el mandante de las diferentes empresas 
constructoras involucradas, mayoritaria-
mente fue el Servicio de Vivienda y Urba-
nización y la gente recibió sus viviendas 
por medio de un programa habitacional del 
Gobierno”. ¿Esto no es asumir la responsa-
bilidad? 
 “El Gobierno ha sido su interlocutor di-
recto y es legítimo que de él se exijan res-
puesta y solución”. ¿Esto no es asumir la 
responsabilidad? 
 “La Comisión constató que el Gobierno 
asumió esa tarea y ha conducido las repara-
ciones que han estado ejecutando casi todas 
las empresas constructoras”. 
 Por lo tanto, al asumir el Ministerio de 
Vivienda también su tarea, deseo resaltar el 
rol fundamental que tuvo en un minuto un 
personero de Gobierno -en nombre del Go-
bierno de la Concertación, del Gobierno del 
Presidente Frei, justamente realzando la 
labor pública, velando por las viviendas de 
las familias afectadas-, el ex Ministro Ed-
mundo Hermosilla, quien interpuso una de-
manda judicial en contra de una de las em-
presas involucradas. ¿Esto no es asumir la 
responsabilidad? 
 Entonces, yo reclamo seriedad y altura de 
miras, reclamo no jugar con el dolor de la 
gente. Por eso, hoy, en este día tan especial... 
 
 -Hablan varios señores diputados a la vez. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Pido silencio en la Sala. 
 Tiene la palabra el Diputado señor Jiménez. 
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 El señor JIMÉNEZ.- Reclamo del Dipu-
tado señor Longton que se ajuste al Regla-
mento y dé a los diputados el trato que co-
rresponde. 
 Por eso, en nombre de la bancada de la 
Democracia Cristiana, justamente en este día 
tan especial, el Día de la Solidaridad, no 
podemos dejar de hacer nuestro el dolor de 
las familias afectadas. 
 Y solidaridad significa realmente alegrar-
se con el que se alegra, pero también sufrir 
con el que sufre y no abusar de este dolor 
ajeno, utilizando a las personas con fines 
electorales. 
 Por eso, en primer lugar, rechazamos 
categóricamente que en el país se pueda 
desarrollar un programa de servicio público 
regido sólo por las leyes del mercado, que 
los parlamentarios de Oposición han endi-
osado hasta el cansancio y del cual hoy reci-
bimos sus consecuencias. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Tiempo, señor diputado. 
 
 El señor JIMÉNEZ.- Voy a ocupar dos 
minutos del tiempo del Diputado señor Pareto. 
 En segundo lugar, queremos pedir que el 
Ministerio de Vivienda informe al país del 
resultado final de la acción judicial inter-
puesta por el ex Ministro don Edmundo 
Hermosilla, para saber con transparencia 
cuáles fueron las conclusiones a que se lle-
garon. 
 En tercer lugar, quiero manifestar expre-
samente nuestra preocupación por la dismi-
nución del servicio público de aquellos que 
endiosan el mercado en contra del Estado. En 
este caso, el Ministerio de Vivienda ni siquie-
ra tiene funcionarios para fiscalizar adecua-
damente los programas que desarrolla. 
 Por último, quiero pedir al Ministerio de 
Vivienda, en nombre de mi bancada, no sólo 
la suspensión del pago de los dividendos, 
sino que, en el caso de las familias cuyas 
viviendas han sido seriamente afectadas por 

los temporales, se evalúe, definitivamente, 
su eliminación. Así estaremos asumiendo 
con visión de país, de conjunto, cada una de 
las responsabilidades, pero no utilizando el 
dolor ajeno para sacar un dividendo electo-
ral. Saquemos con responsabilidad las con-
clusiones que correspondan. 
 He dicho. 
 
 -Aplausos. 
 
 -Manifestaciones en la Sala y en las tri-
bunas. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Tiene la palabra el Diputado 
señor Krauss. 
 
 El señor KRAUSS.- Señor Presidente, 
incuestionablemente el tema que hoy convo-
ca es gravitante, serio y merece nuestra más 
alta consideración. 
 La vivienda ciertamente es el ámbito 
esencial para el desarrollo de la familia y es 
una aspiración que todos los chilenos legí-
timamente tratan de alcanzar, y en la cual 
han encontrado el eco auspicioso de las polí-
ticas desarrolladas por los gobiernos de la 
Concertación. 
 En ese sentido, queremos señalar nuestro 
apoyo al informe de mayoría, que ubica el 
sentido de responsabilidad con que se tiene 
que acometer el análisis de problemas como 
éste; en que sitúa la responsabilidad de de-
terminadas instancias del Gobierno, especí-
ficamente del Serviu, de las municipalida-
des, del Instituto de Normalización y, por 
cierto, la de las empresas constructoras, que 
no sólo es Copeva, como parecen entender 
algunos obnubilados colegas. 
 Adicionalmente, quiero hacer referencia 
a una imputación que, en la intervención de 
la Diputada señora Lily Pérez, se dejó tras-
lucir, respecto de supuestas conductas con-
trarias a la ética asumidas por funcionarios 
de gobierno. Ella ha insistido en imputacio-
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nes formuladas, a través de declaraciones 
públicas en conjunto con el colega señor 
Víctor Pérez, que incluso están hoy someti-
das al conocimiento de los tribunales de 
justicia, en virtud de que se ha incoado un 
proceso por el delito de injurias graves co-
metidas con publicidad. 
 Sobre esa materia, para que quede cons-
tancia, quiero declarar que es falso que Cave 
S.A., empresa a la cual se vincula a funcio-
narios de gobierno, haya vendido hidrorre-
pelentes a la firma Copeva y que ésta, a su 
vez, los haya empleado en la impermeabili-
zación de las viviendas sociales ubicadas en 
la población El Volcán de Puente Alto, que 
motivó el origen de esta investigación. 
 Es falso que estos altos funcionarios de 
gobierno hayan comercializado productos o 
insumos destinados a la construcción de 
viviendas sociales. 
 Es falso que existan informes técnicos 
que establezcan que la sociedad Cave haya 
comercializado el producto empleado por 
Copeva para impermeabilizar las viviendas 
sociales, hoy objeto de investigación. 
 Es falso que algún funcionario, específi-
camente me refiero al Subsecretario del In-
terior, don Belisario Velasco, haya hecho 
valer influencia ilegítima para abortar una 
eventual investigación a la empresa Copeva. 
 Belisario Velasco y otros funcionarios, 
en cumplimiento de la norma portaliana, han 
ejercido la acción en contra de quienes han 
formulado este cargo. 
 Hoy, en el testimonio de la Cámara polí-
tica de nuestro sistema, quiero dejar cons-
tancia de la incoherencia entre lo que se 
sostiene por algunos y lo que se ha afirma-
do clara y contundentemente por los afec-
tados. 
 En todo caso, no tratamos de encubrir 
responsabilidades, sino todo lo contrario, 
pues nuestro compromiso está con quienes, 
lamentablemente, han sido afectados por los 
hechos que motivaron esta investigación. 
 He dicho. 

 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En el tiempo de Renovación 
Nacional, tiene la palabra el Diputado señor 
René Manuel García. 
 
 El señor GARCÍA (don René Manuel).- 
Señor Presidente, he escuchado con mucha 
atención a mis colegas de Gobierno, quienes 
se han expresado con un cinismo atrevido. 
 La gente que ingresa a las tribunas se ale-
gró mucho cuando supo que la Cámara de 
Diputados haría una investigación concienzu-
da del problema que afecta y sigue afectando 
sus viviendas. Pero con qué desazón se irán 
hoy a sus casas, al darse cuenta de que se 
equivocaron de camino al acudir a la Cámara, 
pues aquí se ampara siempre a la gente de 
Gobierno, a pesar de las fechorías que comete. 
 
 -Aplausos y manifestaciones en las tribu-
nas. 
 
 El señor GARCÍA (don René Manuel).- 
La gente no tiene a quién recurrir para que le 
solucionen sus problemas, pues sólo consi-
gue gestos de buena voluntad, de buenas 
intenciones. 
 Miraba y escuchaba al Diputado señor 
Patricio Hales con qué fuerza exponía, pero 
se equivocó de informe, porque estaba leyen-
do el nuestro, en el cual decíamos que se debe 
arreglar la situación de estos pobladores. 
 Es muy fácil que la gente se dé cuenta quién 
está a su favor y quién en su contra. Claramente 
el informe está en su contra. En consecuencia, 
quienes lo voten a favor, estarán en contra de 
los pobladores y de los afectados por la mala 
construcción de sus viviendas. 
 
 -Manifestaciones en la Sala y en las tri-
bunas. 
 
 El señor GARCÍA (don René Manuel).- 
Para concluir, debo decir que quienes voten 
en contra del informe son los que están con 
los pobladores. 
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 También quiero expresar al colega que 
me está increpando, que yo fui el presidente 
de la Comisión que inició esta investigación, 
cuyo informe es de doscientas páginas, y 
todo lo que ellos han dicho que se debe ha-
cer, no por extraña coincidencia está dentro 
de la investigación que presidí. 
 Por lo tanto, en la Comisión trabajé para 
todos y cada uno de los chilenos, y no para 
defender la corrupción, como hoy lo están 
haciendo los partidos de Gobierno. 
 He dicho. 
 
 -Aplausos en las tribunas. 
 
 El señor HALES.- Señor Presidente, ¿me 
permite la palabra sólo por un minuto? 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Tiene la palabra el Diputado 
señor Errázuriz. 
 
 El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presiden-
te, sólo para decir que la responsabilidad de 
la construcción de estas viviendas de mala 
calidad en La Pintana, Puente Alto y otras 
comunas de la capital es del Gobierno. Pero, 
mientras los diputados democratacristianos 
han asumido su responsabilidad, los de la 
Izquierda aprovechan todos los beneficios 
del Gobierno, son los más combativos, pero 
no han sido capaces de asumir la propia 
responsabilidad que les corresponde como 
diputados de Gobierno. Eso se llama des-
lealtad. 
 He dicho. 
 
 -Manifestaciones en la Sala y en las tri-
bunas. 
 
 El señor HALES.- Señor Presidente, 
¿puedo contestar la alusión del Diputado 
señor René Manuel García? 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- No, señor diputado, porque se 

está interviniendo de acuerdo con los tiem-
pos asignados a los Comités. 
 Tiene la palabra la Diputada señora Rosa 
González. 
 
 La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- 
Señor Presidente, yo también soy diputada 
por primera vez, independiente,... 
 
 -Manifestaciones en la Sala. 
 
 La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- 
...y siento vergüenza por lo manifestado por 
mi colega Hales, quien en busca de aplausos 
y faltando a la verdad, ha dado argumentos 
que no figuran en el informe, que sólo han 
logrado desconcertar a los pobladores pre-
sentes. 
 ¿Quién cree usted, señor diputado, que es 
el responsable? 
 De acuerdo con el informe, el único res-
ponsable es Dios, que envió un temporal 
localizado, especialmente en las casas cons-
truidas por Copeva. Así lo determinó el Mi-
nisterio al iniciar una demanda en su contra, 
por considerar, junto con la Contraloría, que 
era el único responsable. 
 Soy una de las diputadas del voto de mi-
noría y siento profunda vergüenza por el 
informe; vergüenza por los parlamentarios 
de la Concertación que apoyan tan firme-
mente en público a los pobladores, y en pri-
vado protegen intereses partidistas; ver-
güenza por lo expresado por el Ministro de 
Vivienda y Urbanismo, en el sentido de que 
los directores del Serviu le informan cuándo 
quieren y lo que quieren. ¡Eso no es posible! 
 Junto con sentir profunda pena por todos 
y cada uno de los pobladores que día a día 
sufren por sus viviendas, hago el más fer-
viente llamado a los Diputados señores 
Hales, Jiménez, Krauss y Juan Bustos, y a 
todos los diputados de la Concertación, para 
que voten en contra el informe -así como lo 
han manifestado-, y de esa forma den una 
prueba de que están protegiendo a la gente y 
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no intereses partidistas o a los responsables 
del problema. 
 ¡Por favor, señores diputados, protejan a 
los pobladores y no a los miembros de su 
partido! 
 He dicho. 
 
 -Aplausos y manifestaciones en las tribu-
nas. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Tiene la palabra el Diputado 
señor Víctor Pérez. 
 
 El señor PÉREZ (don Víctor).- Señor 
Presidente, sólo para decir que quienes vo-
tan a favor del informe están sepultando las 
aspiraciones de los pobladores. 
 ¿Qué fue lo que ellos aprobaron? ¿Qué 
propone la mayoría? Acoger el informe de 
la Contraloría -que ya lo cercenaron-, con 
dos finalidades: una, para que los contratis-
tas tengan mayor número de inspectores en 
las obras -obvio-, y dos, para que se instru-
ya a los destinatarios, es decir, a los pobla-
dores, a usar adecuadamente la vivienda.  
 ¿Qué hay detrás de eso? Un intento de 
responsabilizar a los pobladores de los pro-
blemas producidos en las viviendas. 
 ¡Eso es lo que escribió el Diputado señor 
Hales!  
 
 -Aplausos y manifestaciones en las tribu-
nas. 
 
 El señor PÉREZ (don Víctor).- ¡Eso es 
lo que está en el voto de mayoría! ¡Por eso 
llamamos a rechazar el informe! ¡No mienta 
más señor Hales, porque lo que está buscan-
do es responsabilizar a los pobladores! ¡Eso 
es lo que está en el voto y que la mayoría de 
la Concertación propone! ¡Eso es lo que se 
trata de buscar, que los responsables de los 
daños en las viviendas sean los pobladores! 
¡Si lo dijeron varias veces y lo consignaron 
en el informe! 

 Por lo tanto, hay que rechazarlo. 
 He dicho. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- En votación el informe. 
 
 -Durante la votación: 
 
 El señor PÉREZ (don José).- Señor Pre-
sidente, falta mi voto. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Se computará el voto a favor 
del señor José Pérez. 
 
 El señor PROKURICA.- ¿El Ministro 
no va a intervenir? 
 
 -Efectuada la votación en forma econó-
mica, por el sistema electrónico, dio el si-
guiente resultado: por la afirmativa, 53 
votos; por la negativa, 45 votos. Hubo 1 
abstención. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Aprobado. 
 Se suspende la sesión por cinco minutos. 
 
 -Votaron por la afirmativa los siguientes 
señores Diputados: 
 Acuña, Arratia, Ascencio, Bustos (don 
Juan), Caraball (doña Eliana), Ceroni,    
Cornejo (don Patricio), Cornejo (don Aldo), 
Elgueta, Hales, Hernández, Huenchumilla, 
Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, 
Krauss, León, Letelier (don Juan Pablo), 
Luksic, Martínez (don Gutenberg), Mesías, 
Montes, Mora, Muñoz (doña Adriana),   
Naranjo, Núñez, Ojeda, Olivares, Ortiz, 
Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), 
Pareto, Pérez (don Aníbal), Pérez (don   
José), Pollarolo (doña Fanny), Reyes,     
Rincón, Riveros, Rocha, Saa (doña María 
Antonieta), Salas, Sciaraffia (doña Antonella), 
Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, 
Urrutia, Valenzuela, Velasco, Venegas,  
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Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker 
(don Patricio). 
 
 -Votaron por la negativa los siguientes 
señores Diputados: 
 Alessandri, Alvarado, Álvarez, Álvarez-
Salamanca, Bartolucci, Bertolino, Caminon-
do, Coloma, Correa, Cristi (doña María  
Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Errá-
zuriz, Fossa, Galilea (don Pablo), Galilea (don 
José Antonio), García (don René Manuel), 
García (don José), García-Huidobro, Gonzá-
lez (doña Rosa), Ibáñez, Leay, Longton, 
Longueira, Martínez (don Rosauro), Melero, 
Molina, Monge, Moreira, Orpis, Ovalle (do-
ña María Victoria), Palma (don Osvaldo), 
Paya, Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), 
Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recon-
do, Rojas, Ulloa, Van Rysselberghe, Vargas, 
Vega y Vilches. 
 
 -Se abstuvo el Diputado señor Sánchez. 
 
 -Transcurrido el tiempo de suspensión: 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Se reanuda la sesión. 
 Ruego guardar silencio a los asistentes a 
tribunas y bajar los cartelones.  
 
 -Manifestaciones en las tribunas. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Por segunda vez, ruego guardar 
silencio en las tribunas y bajar los cartelones. 
 
 -Manifestaciones en las tribunas. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- Por tercera vez, ruego guardar 
silencio en las tribunas y bajar los cartelones. 
 
 -Manifestaciones en las tribunas. 
 
 El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg 
(Presidente).- De acuerdo con el Nº 8º del 

artículo 53 del Reglamento, ordeno desalo-
jar las tribunas. 
 Se suspende la sesión. 
 
 -Transcurrido el tiempo de suspensión: 
 
 

VI. PROYECTOS DE ACUERDO 
 
FINANCIAMIENTO DE LA MANTENCIÓN 
Y RESTAURACIÓN DE LOS BIENES DE-
CLARADOS MONUMENTOS NACIONALES 
O HISTÓRICOS. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Continúa la sesión. 
 El señor Prosecretario dará lectura al 
primer proyecto de acuerdo. 
 
 El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Pro-
yecto de acuerdo Nº 105, de los señores 
Velasco, Correa, Krauss, señorita Sciaraffia, 
doña Antonella; señores Valenzuela, Ortiz, 
Hales, Riveros, señora Caraball, doña Eliana, 
y señor Jarpa. 
 
 “Considerando: 
1º Que es menester del Estado preservar 

para el patrimonio cultural de Chile, los 
bienes declarados monumentos naciona-
les o históricos. 

2º Que el Consejo de Monumentos Nacio-
nales ha declarado una serie de inmue-
bles como un acervo arquitectónico de 
gran relevancia cultural y trascendencia 
para las futuras generaciones de chilenos. 

3º Que los dueños de estos edificios, cuyo 
carácter es público o privado, carecen de 
todo aliciente o ayuda fiscal para su pre-
servación, incluso aun cuando lo deseen 
y puedan. 

4º Que sobre el o los propietarios recaen 
obligaciones y prohibiciones que privan 
al bien objeto de tal declaración de mo-
numento nacional de casi todo valor co-
mercial. 
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5º Que otros inmuebles, pertenecientes a 
instituciones o a iglesias del país no pue-
den mantener, ni restaurar estos monu-
mentos arquitectónicos, porque los costos 
suelen ser muy elevados y las erogacio-
nes con tal fin no están afectas a ningún 
tratamiento especial. 

6º Que debido a falta de presupuesto fiscal, 
la decadencia y la ruina progresiva de es-
tos monumentos nacionales es la regla 
general. 

 
 La Cámara de Diputados acuerda: 
 Solicitar a su Excelencia el Presidente de la 
República que, a través del señor Ministro de 
Hacienda, envíe a esta honorable Cámara de 
Diputados una indicación que perfeccione y 
amplíe la ley Nº 18.995 a fin de que este bene-
ficio se extienda al financiamiento de la man-
tención y restauración de los bienes declara-
dos monumentos nacionales o históricos”. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el Diputado señor Sergio 
Velasco para hablar a favor del proyecto de 
acuerdo. 
 
 El señor VELASCO.- Señor Presidente, 
este proyecto de acuerdo es extraordinaria-
mente importante, ya que la ley Nº 18.995 
permite que los privados realicen aportes 
para la cultura, pero no contempla el finan-
ciamiento para la mantención y restauración 
de los bienes declarados monumentos na-
cionales o históricos. Incluso, pronto la 
Unesco declarará la ciudad de Valparaíso 
patrimonio histórico de la humanidad. Pero 
todos esos monumentos nacionales, califica-
dos así por la Dirección de Bibliotecas, Ar-
chivos y Museos, Dibam, y el Consejo de 
Monumentos Nacionales, a través de Chile 
no tienen el financiamiento para ser mante-
nidos y conservados como patrimonio cultu-
ral de nuestro país. 
 La idea de solicitar a su Excelencia el 
Presidente de la República y al señor Minis-

tro de Hacienda que envíen una indicación 
que amplíe la ley Nº 18.995, tiene por objeto 
-aparte de lo que hoy permite la ley Valdés- 
incluir financiamiento para la mantención y 
restauración de todos los monumentos na-
cionales y del patrimonio arquitectónico de 
la Nación. 
 En relación con un proyecto de ley que 
enviará el Ejecutivo sobre cultura, se pre-
tende que formule indicación respecto del 
tema, por lo que necesitamos el apoyo de la 
Sala para que muchos de nuestros monu-
mentos nacionales que están en la ruina 
puedan ser conservados y mantenidos por 
las instituciones pertinentes. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el Diputado señor Errázuriz 
para hablar a favor del proyecto de acuerdo. 
 
 El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presiden-
te, quiero manifestar nuestro apoyo a este 
proyecto de acuerdo presentado por el Dipu-
tado Velasco, por cuanto es efectivo que 
muchos monumentos se declaran nacionales 
o históricos, pero no hay ningún tipo de 
financiamiento para su mantención. Para qué 
mencionar algunos, cuando otros están en la 
misma situación. 
 Por eso -repito- los diputados de Renova-
ción Nacional vamos a aprobar el proyecto. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Ofrezco la palabra para hablar en contra del 
proyecto de acuerdo. 
 Ofrezco la palabra. 
 Cerrado el debate. 
 En votación. 
 
 -Efectuada la votación en forma econó-
mica, por el sistema electrónico, dio el si-
guiente resultado: por la afirmativa, 32 
votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abs-
tención. 
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 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Por no haberse reunido el quórum, se repeti-
rá la votación. 
 
 -Repetida la votación en forma económi-
ca, por el sistema electrónico, dio el siguiente 
resultado: por la afirmativa, 30 votos; por la 
negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Por no haberse reunido nuevamente el quó-
rum, se llamará a los señores diputados por 
cinco minutos. 
 
 -Transcurrido el tiempo reglamentario: 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Se reanuda la sesión. 
 En votación el proyecto de acuerdo. 
 
 -Repetida la votación en forma económi-
ca, por el sistema electrónico, dio el siguiente 
resultado: por la afirmativa, 34 votos. No 
hubo votos por la negativa ni abstenciones. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
De acuerdo con el artículo Nº 113 del Re-
glamento de la Corporación, por no haberse 
reunido el quórum requerido, ha concluido 
el tiempo destinado a los proyectos de 
acuerdo y se pasa a Incidentes. 
 
 

VII. INCIDENTES 
 
INTEGRACIÓN DE MUJERES AL ALTO 
MANDO DEL EJÉRCITO. Oficio. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
En Incidentes, el primer turno corresponde 
al Comité del Partido por la Democracia. 
 Ofrezco la palabra. 
 Ofrezco la palabra. 
 En el turno siguiente, correspondiente al 
Comité del Partido Socialista, tiene la pala-
bra la Diputada señora Fanny Pollarolo. 

 La señora POLLAROLO (doña Fan-
ny).- Señor Presidente, en esta oportunidad 
quiero referirme a lo que constituye, sin 
duda, una muy buena noticia para todas las 
mujeres. Deseo valorar una información, 
conocida a través de los medios de comuni-
cación y entregada por el Comandante en 
Jefe del Ejército, General Izurieta, quien nos 
ha dicho que en diez años más -ojalá pudiera 
ser en un tiempo más breve- tendremos no 
sólo generales sino también generalas. Es 
decir, las mujeres también integrarán el Alto 
Mando del Ejército y no se descarta -dijo- 
que alguna de ellas pueda ser Comandante 
en Jefe del Ejército.  
 Reitero que ojalá el plazo pudiera ser más 
breve, pero, sin duda, ésta es una muy buena 
noticia. Significa que, aunque sea con lenti-
tud, las mujeres avanzamos hacia la plena 
ciudadanía; se abren espacios que antes sólo 
estaban reservados para los varones. Esto 
quiere decir que por capacidad y no por ra-
zones de género, las mujeres llegarán a los 
altos grados y a los niveles mayores de res-
ponsabilidad en instituciones y también en 
las Fuerzas Armadas, donde la cultura pa-
triarcal es más fuerte. 
 Quiero recordar la enorme satisfacción 
que el año recién pasado nos diera una mu-
jer, la doctora Michelle Bachelet, quien 
ocupó el primer lugar en el curso de alto 
mando de Seguridad Nacional y alcanzó las 
más altas calificaciones en relación con una 
cantidad muy importante de varones, en su 
mayor parte uniformados. Por ocupar ese 
lugar tan destacado, fue premiada con un 
curso de Seguridad de nivel superior, deno-
minado “Seguridad hemisférica”, que se 
acaba de realizar en Washington. 
 Probablemente, entre otras, ésta puede 
haber sido una de las razones que impulsa-
ra al General Izurieta y al alto mando del 
Ejército a dar el importante paso de decidir 
que acabara el freno, el muro, el obstáculo 
que hasta ahora impedía a las mujeres al-
canzar el más alto grado en el Ejército, 
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cuestión que ya ha sido superada en Cara-
bineros. 
 En nombre de las mujeres de la Concer-
tación y, a lo mejor, de todas las de la Cá-
mara de Diputados, manifestamos nuestra 
satisfacción por esta decisión del Ejército, 
haciéndola extensiva a todas las mujeres que 
integran las Fuerzas Armadas y de Orden, 
cuyo trabajo he podido conocer y valorar, 
especialmente en mi distrito. 
 Solicito que, en nombre de las diputadas 
de la Concertación y, si se adhieren, también 
de la Oposición, hagamos llegar este saludo, 
esta felicitación y nuestra alegría al alto 
mando del Ejército a través de su Coman-
dante en Jefe. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su Seño-
ría, no sólo con la adhesión de las mujeres, 
sino también de todos los hombres presentes 
en este momento en la Sala. 
 
MEDIDAS PARA PALIAR EFECTOS DE LA 
SEQUÍA EN EL VALLE CENTRAL. Oficios. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido Socia-
lista, tiene la palabra el honorable Diputado 
señor Juan Pablo Letelier. 
 
 El señor LETELIER (don Juan Pablo).- 
Señor Presidente, el impacto que la evolu-
ción climática puede tener sobre la agricul-
tura, específicamente la escasez de lluvia del 
último invierno, es muy severo. Es necesario 
que se tomen medidas para preverlo y, muy 
en particular, para atenuar su impacto nega-
tivo en el trabajo de las zonas rurales y en 
las condiciones de vida de las familias cam-
pesinas. 
 En la Sexta Región, esa situación está 
llegando a niveles críticos, al igual que en 
sectores de la Quinta Región, así como en la 
Séptima Región norte. 

 También, a raíz de dicha situación, en la 
provincia de Cardenal Caro, en la zona de 
secano costero, en general en la del valle 
central, se está viviendo una de sus peores 
sequías desde 1920. Dicha zona depende en 
un ciento por ciento del régimen de lluvia y 
hoy existe un déficit de más de 70 por cien-
to. 
 En las provincias de Cachapoal y de Col-
chagua, en la Sexta Región, así como en la 
provincia de Talca, la situación es dramáti-
ca, por cuanto no existe nieve en la cordille-
ra que garantice las posibilidades de riego 
entre septiembre y diciembre. 
 Quiero llamar la atención sobre esta rea-
lidad y solicitar que se oficie, en mi nombre, 
al Presidente de la República para que decla-
re zonas de catástrofe aquéllas de secano 
costero del valle central, y de emergencia la 
zona de riego del valle central, de manera de 
precipitar las acciones y medidas necesarias 
para paliar los dramáticos efectos, tanto la-
borales como agrícolas, que sufriremos du-
rante la próxima temporada. Asimismo, pe-
dir a los Ministerios de Obras Públicas y de 
Agricultura que nos informen mensualmente 
sobre la evolución de la situación de agua y 
de nieve en las tres regiones señaladas. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su 
Señoría, con la adhesión de los Diputados 
señores Errázuriz, Delmastro, Sánchez,  
Navarro y de la Diputada señora Lily Pérez. 
 
INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS PARA 
AHORRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA. Ofi-
cios. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Mixto, tiene la pa-
labra el Diputado señor Navarro. 
 
 El señor NAVARRO.- Señor Presidente, 
quiero referirme al ahorro de energía, tema 
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que en estos momentos resulta muy impor-
tante para el país. 
 Hace pocas horas se realizó un importante 
seminario en la Cepal, en el cual los expertos, 
tanto de Gobierno como de empresas priva-
das, debatieron una materia que resulta vital 
en estos días, a raíz de otros conflictos exis-
tentes, como el caso Ralco: cuánta energía 
necesita el país y cómo la está empleando. 
 En verdad, está muy claro que, cuando se 
lo proponen, los gobiernos son capaces de 
ahorrar sumas millonarias en energía, para el 
país como para los consumidores. 
 Pues bien, a pesar de que se está llevando 
a cabo una política de ahorro energético, 
tanto por parte de la Comisión Nacional de 
Energía como por un variado espectro del 
sector privado, ella todavía resulta absolu-
tamente insuficiente. Los programas piloto 
efectuados por algunos municipios mediante 
el cambio de luminarias en el alumbrado 
público les han permitido importantes aho-
rros, situación que ha ocurrido en comunas 
de altos recursos. Es claro que se requiere 
una política de apoyo similar, de subsidio 
directo, para que los municipios pequeños y 
pobres accedan al ahorro de energía eléctri-
ca. 
 Por lo tanto, quiero pedir, por su inter-
medio, que se envíen los siguientes oficios: 
 A la Comisión Nacional de Energía, a fin 
de que nos informe detalladamente sobre los 
programas de apoyo a municipios de escasos 
recursos que está desarrollando, respecto del 
ahorro de energía en el área indicada, desde 
cuándo y cómo se están llevando a cabo y de 
cuántos recursos adicionales disponen. En 
definitiva, que envíe toda la información 
necesaria para tener un panorama claro so-
bre el tema. 
 A la Asociación Nacional de Municipios 
y, especialmente, a los municipios de la pro-
vincia de Concepción, Coronel, Penco, To-
mé, Hualqui, Florida, Santa Juana, Talca-
huano y Concepción, a fin de que nos in-
formen sobre el gasto de energía eléctrica 

que han tenido mensual y anualmente en los 
últimos cuatro años; si han realizado inver-
siones tendientes a reducir los costos de 
energía eléctrica en alumbrado público y 
cuáles son las proyecciones y programas a 
futuro, si no los hubieren realizado. Es im-
portante tener estos datos, a fin de solicitar 
mayores recursos al Gobierno. 
 Por último, al Ministro de Economía, 
Fomento y Reconstrucción, con el objeto de 
que el Sernac nos informe si ha realizado 
estudios sobre el uso de energía eficiente a 
nivel de hogar; si ha hecho un análisis sobre 
los aparatos electrodomésticos que consu-
men menos energía, con el objeto de que 
cuando el usuario vaya a comprar un televi-
sor, un refrigerador o un aparato de radio, 
aparte de la marca, de la información adi-
cional o de la contenida en los folletos, se le 
señale claramente si dicho artefacto usa efi-
cientemente la energía eléctrica y si es posi-
ble reducirla mediante la tecnología dispo-
nible en el mundo. Esto, a fin de posibilitar 
que los usuarios, especialmente los de me-
nores recursos, tengan la posibilidad de con-
sumir menos energía, pues así se benefician 
ellos y también el país. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su 
Señoría, con la adhesión del Diputado señor 
Ortiz. 
 
INCUMPLIMIENTO DE PROYECTOS DE 
TELEFONÍA RURAL. Oficio. 
 
 El señor NAVARRO.- Señor Presidente, 
el siguiente asunto dice relación con una 
materia que estoy seguro que también inter-
esa a su Señoría, puesto que es diputado por 
sectores rurales. 
 Me refiero al programa -aprobado por el 
Parlamento- sobre destinación de fondos 
para la telefonía rural en 1995. 
 No obstante haberse informado que mu-
chos de los proyectos debían comenzar en 
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agosto de 1998, las empresas que se los ad-
judicaron todavía no empiezan los trabajos. 
En realidad, a los campesinos se les ha veni-
do diciendo reiteradamente que quedarán 
integrados a la modernidad mediante el de-
sarrollo telefónico; sin embargo, siguen es-
perando, y ya van tres años. 
 Por lo tanto, pido que se oficie a la Sub-
secretaría de Telecomunicaciones con el 
objeto de que informe sobre las medidas 
adoptadas, especialmente respecto de las 
multas o sanciones reglamentarias aplica-
das a estas empresas. Se trata de saber si 
efectivamente cumplirán con las fechas 
fijadas y qué tipo de fiscalización se está 
haciendo para que los proyectos se lleven a 
cabo. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su Seño-
ría, con la adhesión del Diputado señor  
Ortiz. 
 
ASESINATO DE EMPRESARIO DEL TRANS-
PORTE DE PASAJEROS. Oficios. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Demócrata Cristia-
no, tiene la palabra el Diputado señor 
Krauss. 
 
 El señor KRAUSS.- Señor Presidente, el 
día de ayer, a mansalva y en una demostra-
ción de inquina social increíble, fue asesina-
do en Santiago un empresario de la locomo-
ción colectiva.  
 Alexis Marinakis Alcalde, joven y esforza-
do trabajador, integrante de una familia vincu-
lada al sector del transporte colectivo de pasa-
jeros, fue víctima del ensañamiento e irracio-
nalidad que, lamentablemente, está caracteri-
zando a un sector de nuestra sociedad. 
 Naturalmente, este hecho, que provoca 
indignación, desagrado y hasta ira, en este 
caso se ve agravado por la referida circuns-

tancia de tratarse de un empresario vincula-
do a una familia que desde hace muchos 
años ha participado en la conducción del 
gremialismo de ese sector de la economía 
nacional. 
 Su padre, don Juan, fue dirigente del 
sector durante muchos años. Su hermano, 
Demetrio, es presidente de la Asociación 
Metropolitana de Transportes y presidente 
del consejo superior. Si la muerte en las 
referidas condiciones, producto de la insania 
delincuencial, siempre produce reacción, en 
este caso ella es mayor. 
 Por eso, solicito que se hagan llegar a la 
Asociación Metropolitana de Transporte de 
Pasajeros y a la familia del señor Marinakis, 
nuestras expresiones de solidaridad en este 
doloroso momento. 
 Asimismo, que se oficie al Ministro del 
Interior, a fin de que las autoridades policia-
les realicen, con la mayor celeridad y escru-
pulosidad, las investigaciones tendientes a 
esclarecer este hecho, a fin de que sus res-
ponsables sean sancionados severamente. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su 
Señoría, con la adhesión de la Diputada se-
ñorita Sciaraffia y de los Diputados señores 
Ortiz, Errázuriz y del que habla. 
 
INSTALACIÓN DE “MALL” DE ZONA FRAN-
CA EN ARICA. Oficio. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la Diputada señorita Anto-
nella Sciaraffia. 
 
 La señorita SCIARAFFIA (doña Anto-
nella).- Señor Presidente, hace algunos días, 
en un noticiario de Megavisión, un breve 
programa dirigido y presentado por el señor 
Julio López Blanco hacía referencia a la 
grave y preocupante situación que vive la 
ciudad de Arica.  
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 Creo que todos los que vimos dicho es-
pacio compartimos la preocupación de su 
realizador. Sin embargo, al final de él se 
incurrió en un error muy grave, al decirse 
que Arica tenía dos enemigos: por el norte, a 
los peruanos, que presionaban, y por el sur, 
a los iquiqueños, que eran egoístas y que 
estaban en contra de Arica. En mi calidad de 
representante del distrito Nº 2 y de iquique-
ña nacida en esa tierra, no puedo permitir ni 
dejar pasar una referencia tan irrespetuosa y 
alejada de la verdad. 
 En primer lugar, en Iquique no estamos 
en contra de nuestros amigos, hermanos y 
vecinos de Arica. Hemos estado particular-
mente preocupados de su situación. Además, 
muchas familias ariqueñas se han trasladado 
a vivir a Iquique, y muchos iquiqueños tie-
nen parientes en Arica. Por lo tanto, su si-
tuación nos preocupa, y queremos que, oja-
lá, se supere de la mejor forma posible. 
 En segundo lugar, afirmar que somos 
egoístas es no conocer la realidad. Nosotros 
sabemos que el Gobierno ha considerado la 
adopción de cerca de 50 medidas para forta-
lecer la situación de Arica, y los gremios de 
Iquique y, en general, la comunidad organi-
zada las apoyan.  
 Sin embargo, ha sido una de esas medi-
das la que ha generado toda la polémica: la 
instalación de un “mall” con características 
de zona franca en Arica, respecto de lo cual 
se han manifestado en contra los gremios de 
Iquique y de Arica.  
 Arica tiene un comercio establecido que 
ha sobrevivido con muchas dificultades, y 
pensamos que instalar más de lo mismo, es 
decir, más comercio, y, además, en condi-
ciones de zona franca, creará una compe-
tencia que generará mayor desempleo. Al 
final, será peor el remedio que la enferme-
dad. 
 En cuanto a los iquiqueños, no estamos 
de acuerdo; pero no por egoísmo, sino por-
que la gente que ha llegado a vivir a Iquique 
y los inversionistas han confiado en un sis-

tema estable con reglas claras que no se 
pueden cambiar a mitad de camino. 
 Pensamos que la decisión de instalar un 
“mall” de zona franca es una medida equivo-
cada y, técnicamente, no resolverá el proble-
ma de Arica. Además, generará focos de ce-
santía que ya estamos enfrentando en otras 
actividades como la pesca, que se ha visto 
particularmente muy afectada, y como la mi-
nería, donde hay empresas mineras que ya han 
dejado la etapa de construcción para dedicarse 
sólo a la elaboración, lo que ha dejado a mu-
cha gente desempleada. Creemos que es un 
error desestabilizar el sistema de zona franca 
y, finalmente, generar otro foco de cesantía. 
 Los iquiqueños están defendiendo legíti-
mamente su fuente de trabajo. De hecho, los 
trabajadores de la zona franca han organizado 
para mañana una marcha hacia la intendencia, 
con el objeto de hacerle presente al intendente 
regional su molestia y preocupación. 
 Además, los gremios iquiqueños organi-
zados han pedido una audiencia al Presidente 
Frei; estamos aguardando y esperamos tener 
noticias positivas. Ya nos reunimos con el 
Ministro del Interior, y confiamos en que las 
autoridades recapaciten y se den cuenta de 
que una medida no deseada por iquiqueños y 
ariqueños no puede ser correcta. 
 La gente sabe lo que le ha costado salir 
adelante. Como iquiqueños, siempre hemos 
sido solidarios, y por eso estamos con nues-
tros amigos y vecinos ariqueños; pero no se 
puede desvestir un santo para vestir otro. No 
se trata de desestabilizar una economía que 
ha costado construir, para dar a Arica algo 
que ni siquiera necesita y que, lejos de eso, 
le puede crear más problemas. 
 Señor Presidente, solicito que se remita 
copia de mi intervención al Presidente de la 
República. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Se procederá en la forma solicitada por su 
Señoría. 
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ORIENTACIÓN DE FONDO DE REINTE-
GRO SIMPLIFICADO A LAS PYMES. Ofi-
cios. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el Diputado señor Ortiz. 
 
 El señor ORTIZ.- Señor Presidente, ha-
go esta intervención en nombre de la banca-
da democratacristiana, compuesta por 38 
diputados y, en particular, de nuestro Presi-
dente nacional, colega Enrique Krauss. 
 La apertura de la economía chilena y su 
inserción en la economía internacional se 
vieron fortalecidas, a partir de 1990, con 
nuestra reinserción política.  
 Este hecho derivó en un sustantivo in-
cremento de nuestros mercados en el mun-
do. Mientras en 1975 no más de 200 empre-
sas exportaban 500 productos a 50 merca-
dos, el año recién pasado casi 6 mil empre-
sas exportaron más de 3.700 productos a 
160 mercados.  
 Sin embargo, pese a los importantes lo-
gros que ha alcanzado el proceso de interna-
cionalización de la economía chilena, se 
pueden detectar dos debilidades en el mode-
lo exportador implementado. 
 En primer lugar, la subsistencia de una 
alta concentración en productos, empresas y 
mercados, en el cual cinco productos con-
centran el 48,7 por ciento de las exportacio-
nes; 25 empresas, el 52,6 por ciento del vo-
lumen exportado, y diez países son el desti-
no del 70 por ciento de nuestras exportacio-
nes. 
 En segundo lugar, se observa un estan-
camiento en el proceso de la diversificación 
de las exportaciones, con un rendimiento 
marginal decreciente en la diversificación de 
productos, empresas y mercados. 
 Lo anterior obedece a diversos factores 
internos y externos. En efecto, los internos 
son los siguientes: primero, la competencia 
internacional, sin discusión, se ha agudizado 
por la adopción generalizada, por un gran 

número de países, de estrategias de inserción 
y de apertura exportadoras. Segundo, el des-
plazamiento de los factores de competitivi-
dad, desde los basados en recursos naturales 
y costo de mano de obra, hacia los que se 
sustentan en el aumento de la productividad 
del trabajo, calidad, diseño, seguridad y 
preocupación por el medio ambiente. 
 En el fondo, se observa cierta saturación 
en el crecimiento de algunos sectores expor-
tadores, debido a una mayor sofisticación de 
la demanda externa y mayor especificidad 
de los productos demandados. 
 Por eso, en 1990, cuando era Presidente 
de la República don Patricio Aylwin, Minis-
tro de Hacienda don Alejandro Foxley, Mi-
nistro del Interior nuestro actual colega y 
presidente del PDC Enrique Krauss, fuimos 
capaces -y nos sentimos honrados y orgullo-
sos- de encabezar en la Cámara la continua-
ción del reintegro simplificado, que vencía 
el último día de mayo, y a continuación sa-
car una ley, aún vigente, que comenzó a 
operar el 1º de enero de 1991. 
 El reintegro simplificado constituye en la 
actualidad un instrumento de apoyo al sector 
de la pequeña y mediana empresa, en espe-
cial para las empresas exportadoras de pro-
ductos no tradicionales, y durante 1997 im-
plicó recursos por 130 millones de dólares, 
alcanzando el 30 por ciento de los incentivos 
que otorga el Fisco al fomento exportador, a 
través de un sencillo mecanismo de opera-
ción: premios a exportaciones efectivas, y 
los beneficiarios pueden asignar esos recur-
sos en forma libre, según sus necesidades. 
Lamentablemente, este instrumento de apo-
yo, según los acuerdos de nuestro país con 
la Organización Mundial del Comercio, 
debe ser eliminado en forma gradual en el 
período comprendido entre 1998 y 2002. Por 
eso, los democratacristianos consideramos 
que la eliminación del reintegro simplificado 
a las Pymes puede significar serios proble-
mas para la pequeña y mediana empresa, 
más aún cuando constituyen el 90 por ciento 
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de las empresas del país, sin contar la mi-
croempresa; además, provee el 80 por ciento 
de los empleos. Dicha eliminación la afecta-
rá en forma directa, con un impacto negativo 
en la economía del país, por las siguientes 
razones: disminuye el incentivo de los em-
presarios pequeños y medianos en la expor-
tación; reduce el incentivo empresarial para 
el desarrollo de nuevos productos, lo que 
mantiene la concentración en nuestra oferta 
exportable, y disminuye la capacidad de 
acumulación de las empresas exportadoras. 
 Por eso, en nombre de los 38 diputados 
democratacristianos, solicitamos que se en-
víe oficio al Ministro de Hacienda para que 
el uso del Fondo del Reintegro Simplificado 
se oriente a la ampliación de la base expor-
tadora, a fin de facilitar una mayor incorpo-
ración de nuevas empresas al proceso expor-
tador, con mayor énfasis en las localizadas 
en regiones, y con el propósito de aumentar 
las 5.800 Pymes exportadoras, en un univer-
so de 150 mil empresas existentes en el país. 
 Además, consolidar y desarrollar la base 
exportadora, lo que se traduce en iniciativas 
que favorezcan, en primer lugar, el mejora-
miento de la competitividad de las empresas, 
tanto en el mercado nacional como interna-
cional, mediante la complementación de los 
esfuerzos orientados al fomento productivo, 
que permitan un mayor desarrollo de la ofer-
ta exportable e integrar y articular los es-
fuerzos entre los instrumentos de fomento, 
oferta pública y privada existentes; entre 
ellos, los de ProChile, Corfo, Fundación 
Chile y Sercotec, que deben ser de fácil ac-
ceso y bajo costo de tramitación y opera-
ción. 
 En segundo término, mejorar la comer-
cialización exterior de las empresas, para 
potenciar su directo y efectivo posiciona-
miento en los canales de distribución exter-
nos, por sobre el esquema productor-
exportador. 
 En tercer lugar, mejorar la asociatividad 
sectorial de las ofertas, considerándola des-

de el punto de vista empresarial y de los 
entes públicos y privados, como una estrate-
gia que permitirá a la pequeña y mediana 
empresa competir en mejores condiciones en 
los mercados externos, fortaleciendo nuestra 
economía con actores dinámicos, flexibles a 
las necesidades del mercado personalizado y 
cambiante de los consumidores y a las capa-
cidades creativas para responder a las rápi-
das mutaciones del entorno. La utilización 
de estos recursos significará modernizar la 
pequeña empresa, crear nuevas fuentes de 
trabajo y, en especial, cuidar factores muy 
importantes: la creatividad, la inteligencia y 
la capacidad de trabajo de los pequeños em-
presarios del país. 
 Solicito que se envíe al Ministro de Ha-
cienda el texto íntegro de esta intervención 
en nombre de la bancada de la Democracia 
Cristiana, a fin de que se contemple en el 
protocolo del proyecto que se encuentra en 
discusión en la Corporación, relacionado 
con el tema de las rebajas arancelarias. 
 Del mismo modo, solicito que el texto 
sea enviado al Directorio Nacional de 
Asexma, como también a su directorio re-
gional de la Octava Región. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su 
Señoría con el texto íntegro de su interven-
ción al Ministerio de Hacienda, al Directorio 
Nacional de Asexma y a su Directorio Re-
gional de la Octava Región. 
 
HOMENAJE EN MEMORIA DE SOR IGNAZIA 
COSTA, RECIENTEMENTE FALLECIDA. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
En el tiempo del comité de Renovación Na-
cional, tiene la palabra el Diputado señor 
Prokurica. 
 
 El señor PROKURICA (de pie).- Señor 
Presidente, desde esta alta Corporación, 
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deseo rendir un breve homenaje a una reli-
giosa y educadora fallecida el 11 de agosto 
en curso en Valparaíso. 
 Me refiero a Sor Ignazia Costa, religiosa 
de la Congregación de Santa Marta, y de 
quien tuve el honor de ser su alumno. 
 Sor Ignazia Costa nació en San Colom-
bano, Italia, el 9 de diciembre de 1912. A 
los 20 años, ingresó como novicia de la 
Congregación de Religiosas de Santa Marta, 
en Chiavari. 
 En 1935 recibe su título de profesora 
básica, y en 1941, después de haber realiza-
do sus votos de profesión perpetua, se titula 
de doctora en matemáticas, física y ciencias 
naturales. 
 A partir de 1943, y durante 12 años, se 
desempeña como Directora de la Escuela de 
Enseñanza Media “Santa Marta”, en Vighiz-
zolo di Cantu. Su innata vocación docente la 
lleva a fundar en dicha ciudad el Instituto 
Magistral dedicado a la formación de profe-
sores de enseñanza básica. 
 Transcurridos 25 años de vida consagra-
da a su vocación, la superioridad de su con-
gregación la destina a nuestro país en 1957, 
con el fin de ejercer la dirección del presti-
gioso liceo “Santa Marta”, en Vallenar, que 
dicha entidad religiosa mantiene en la co-
muna. Esta ciudad fue testigo, por otros 25 
años, de la entrega incansable de Sor Ignazia 
a la enseñanza, ya que estaba convencida de 
que la ciencia, el arte y la cultura debían 
estar al alcance de todos. 
 En 1982, y después de comprobar cómo 
la semilla que sembró daba abundantes fru-
tos, debe acatar, una vez más, los designios 
de la superioridad de su congregación, que 
la destina a Valparaíso. Aquí asume como 
Superiora, donde realiza con iguales esfuer-
zos y sacrificios su apostolado pedagógico 
enseñando al que no sabe, en su inagotable 
deseo de entregar todos sus conocimientos, 
experiencia y sabiduría. 
 Una dolorosa enfermedad iniciada en 
1996 y llevada con sereno y resignado su-

frimiento, puso término a su vida. Partió esta 
vez a su nueva comunidad celestial, donde 
no habrá más dolor, sino gozo eterno. 
 Sor Ignazia fue una visionaria para su 
época, ya que abrigaba la profunda convic-
ción de que la educación tiene carne y alma 
de futuro, porque es vida que continúa sin 
cesar. Siempre sostuvo que los alumnos, 
formados a la luz de los valores trascenden-
tales, serán quienes estén mejor capacitados 
para transformar esta sociedad. 
 Para todos los integrantes de las comuni-
dades educacionales donde tuvo la suerte de 
servir fue un pozo de sabiduría y un mar de 
humildad. Estaba presta a aconsejar a los 
profesores que acudían a ella, a quienes sa-
bía valorar en su empeño formativo, estimu-
lándolos con la palabra, pero, sobre todo, 
con el ejemplo de sembrar los valores fun-
damentales en los corazones de los alumnos. 
 Su vida fue un ejemplo de entrega in-
claudicable, tanto a los postulados de su 
congregación religiosa, “Santa Marta”, co-
mo a la noble misión docente a la que se 
dedicó con igual tesón, dejando un legado 
imperecedero a todos quienes tuvieron el 
honor de integrar las comunidades educa-
cionales en las que le correspondió ejercer 
su misión y, especialmente, en la provincia 
de Huasco, Región de Atacama. 
 Por eso, puedo decir con justa razón que 
nuestro país ha perdido a una insigne educa-
dora, que hizo de su vida un ejemplo para 
muchos. 
 He dicho. 
 
PROHIBICIÓN DE EJERCER LA PROFE-
SIÓN DE ABOGADO POR CALIDAD DE 
PARLAMENTARIO. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el Diputado señor Maxi-
miano Errázuriz. 
 
 El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presiden-
te, desde hace varios años he venido patro-
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cinando solicitudes de personalidad jurídica 
para instituciones sin fines de lucro; entre 
otras, para corporaciones evangélicas de 
Puente Alto y de La Pintana. He tramitado 
más de sesenta personalidades jurídicas en 
forma absolutamente gratuita, quedando 
constancia en acta de que su patrocinio se 
efectuó así. Sin embargo, desde hace unos 
tres meses a la fecha, el Consejo de Defensa 
del Estado, primero, y el Ministerio de Justi-
cia, después, han venido poniéndome trabas 
para el patrocinio de estas solicitudes de 
personalidad jurídica. Es así como el Conse-
jo de Defensa del Estado, antes de indicar 
las observaciones al proyecto de estatuto, 
señala que “al abogado don Maximiano 
Errázuriz le afecta la causal de inhabilidad 
de cesación en el cargo de diputado, con-
templada en el artículo 57 de la Constitu-
ción, por lo que estas solicitudes de persona-
lidad jurídica carecen del requisito de ser 
patrocinadas por un abogado”. 
 A su vez, el Ministerio de Justicia, por 
orden de don Andrés Rencoret, jefe del de-
partamento de concesión de personalidad 
jurídica, me requirió para que conversara 
con don José Manuel Vial, quien me ha se-
ñalado que mientras no se resuelva el pro-
blema, no se dará curso a las solicitudes 
mencionadas, las que, en este momento, son 
ocho o nueve presentaciones que se encuen-
tran paralizadas, la última de las cuales co-
rresponde a la Fundación San Alfonso, de 
San José de Maipo, destinada a recoger los 
aportes de la empresa GasAndes, que com-
pensarán los perjuicios que se le causará a 
esa localidad por el paso del gasoducto. 
 Pues bien, el próximo jueves, a las 17 
horas, presentaré un recurso de protección 
en contra de la Ministra de Justicia y del 
Consejo de Defensa del Estado, por impe-
dírseme el ejercicio de la profesión. El artí-
culo 57 de la Constitución Política, invocado 
por el Consejo de Defensa del Estado y por 
el Ministerio de Justicia, para privarme del 
ejercicio de mi profesión de abogado, dice: 

“Cesará en el cargo el diputado o senador 
que durante su ejercicio celebrare o caucio-
nare contratos con el Estado, el que actuare 
como abogado o mandatario en cualquier 
clase de juicio contra el Fisco, o como pro-
curador o agente en gestiones particulares de 
carácter administrativo,...”. 
 No estoy actuando como agente en ges-
tiones particulares de carácter administrati-
vo, sino como abogado, y aun, si fuera cau-
sal de cesación en el cargo, la actuación no 
es inválida. La causal tendrá que resolverla 
el Tribunal Constitucional en su oportuni-
dad; pero no son el Consejo de Defensa del 
Estado ni el Ministerio de Justicia los encar-
gados de privarme de la facultad de ejercer 
mi profesión de abogado en apoyo a organi-
zaciones sin fines de lucro. 
 Hace dos días recibí un fax de la Munici-
palidad de Paihuano para que le ayude a 
formar una fundación que administre los 
recursos de Gabriela Mistral, porque la or-
den franciscana, sin privarse de su condición 
de albacea, está dispuesta a dar un mandato 
a dicha municipalidad para que administre 
los recursos de Gabriela Mistral en favor de 
los niños pobres de Monte Grande, y la mu-
nicipalidad, que está impedida de adminis-
trar recursos ajenos, solicita que le ayude en 
la creación de una fundación. 
 Comprendo que el espíritu del legislador 
y del constituyente, al prohibir a los parla-
mentarios que realicen gestiones de carácter 
administrativo, se refiere a que se trata de 
evitar que un parlamentario, invocando su 
calidad de tal, realice gestiones indebidas en 
favor o en beneficio de una persona. 
 Pero ningún organismo -ni el Ministerio 
de Justicia ni el Consejo de Defensa del 
Estado- me puede impedir ejercer mi profe-
sión de abogado en igualdad de condiciones 
que el resto de los profesionales. Por lo de-
más, el Consejo de Defensa del Estado me 
hace observaciones a la solicitud de perso-
nalidad jurídica, que debo reparar mediante 
escritura pública complementaria. 
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 Entonces, me pregunto ¿con qué derecho 
el Consejo de Defensa del Estado y el Mi-
nisterio de Justicia impiden a un parlamenta-
rio ejercer su profesión de abogado, espe-
cialmente cuando en las actas se deja expre-
sa constancia de que sus actuaciones son en 
forma absolutamente gratuitas? 
 Además, el mismo jueves, luego de pre-
sentar el recurso a las cinco de la tarde en la 
Corte de Apelaciones de Santiago, daré 
cuenta al Colegio de Abogados de que se me 
está impidiendo el ejercicio legítimo de mi 
profesión de abogado. 
 He dicho. 
 
RESPONSABILIDAD EN REPARACIÓN DE 
VIVIENDAS BÁSICAS DE PUENTE ALTO. 
Oficios. 
 
 El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presiden-
te, me quiero referir a un hecho bochornoso 
relacionado con el análisis del informe de la 
Comisión de Vivienda respecto de la inves-
tigación sobre la calidad de las casas cons-
truidas por Copeva en Puente Alto, en La 
Pintana y en otras comunas de la Región 
Metropolitana. 
 Digo que fue un incidente bochornoso, 
porque todo el mundo sabe que las casas 
fueron mal construidas. Sin embargo, el 
Serviu sostiene que la culpa es de Copeva 
porque las construyó mal, y ésta, a su vez, 
responsabiliza al Serviu, porque las especi-
ficaciones técnicas no estaban bien dadas. 
 Pero quienes sufren las consecuencias 
son los pobladores de Puente Alto, de La 
Pintana y de las distintas comunas afectadas. 
 Se ha dicho que el Serviu debe responder 
respecto de sus viviendas, pero no de los pro-
gramas especiales para trabajadores, como 
ocurre con las villas “Bernardo Leighton”, “La 
Caleta” y otras tantas. Incluso, respecto de las 
viviendas PET, también hay subsidio del Esta-
do, razón por la cual debe hacerse responsable. 
 Lamento que las autoridades no asuman 
su responsabilidad con gente de escasos 

recursos que con tanto sacrificio y esfuerzos 
ahorraron para adquirir algún día una vi-
vienda y se comprometieron a pagar divi-
dendos durante años, pero que, de repente, 
se encuentran con que todo se fue abajo. 
 El Idiem, organismo de la Universidad de 
Chile encargado de fiscalizar la calidad de 
las viviendas, absolutamente vinculado con 
Copeva, informó que las construidas en San 
Bernardo tiempo atrás eran de buena cali-
dad. No obstante después se probó que re-
sultaron un desastre. Como consecuencia de 
ello, esos pobladores debieron trasladarse a 
“Volcán San José”, de Puente Alto. 
 No se puede jugar con la honorabilidad y 
el esfuerzo de la gente de escasos recursos. 
 Me siento orgulloso de ser diputado por 
Puente Alto, La Pintana, Pirque y San José 
de Maipo, pero también me siento impoten-
te, como parlamentario, de no poder luchar 
con más fuerza para que se reparen las vi-
viendas de las personas afectadas, que no 
tienen voz ni tribuna, y cuyo problema, por 
no estar ya en boga, ha quedado relegado a 
un segundo plano. 
 Solicito que se dirija oficio al Ministro de 
Vivienda y Urbanismo para que informe si 
las viviendas PET construidas en Puente Alto 
tendrán solución por parte de esa cartera o si 
se va a dar alguna ayuda a los pobladores. 
 Pido que se envíe copia de ese oficio al 
Gobernador de la provincia Cordillera y al 
alcalde de Puente Alto. 
 He dicho. 
 
 El señor NARANJO (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su 
Señoría. 
 Por haberse cumplido con su objeto, se 
levanta la sesión. 
 
 -Se levantó la sesión a las 15.04 horas. 
 
 

JORGE VERDUGO NARANJO, 
Jefe de la Redacción de Sesiones. 



SESIÓN 27ª, EN MARTES 18 DE AGOSTO DE 1998 61

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA 
 
 
1. Oficio de S.E. el Presidente de la República. 
 
“Honorable Cámara de Diputados: 
 
 Por oficio Nº 2056, de 14 de julio de 1998, vuestra Excelencia me comunicó que el hono-
rable Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley que modifica el Nº 1 del artí-
culo 3º de la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil con la finalidad de permitir la inscripción de 
los recién nacidos en el domicilio de la madre. 
 Al respecto, es preciso recordar que el objeto que se tuvo en cuenta en la correspondiente 
moción parlamentaria fue otorgar mayor flexibilidad a la norma que obliga a que en las par-
tidas de nacimiento se deba registrar, entre otros hechos jurídicos, el lugar en que ocurrió el 
nacimiento, agregando la posibilidad de permitir la inscripción de nacimiento en el domicilio 
de la madre. 
 Sin embargo, es necesario tener presente que la redacción propuesta provocará problemas 
tanto de orden jurídico como práctico al Servicio de Registro Civil e Identificación como a 
otros órganos de la Administración del Estado en que incide la materia contenida en el refe-
rido proyecto de ley. 
 A continuación paso a precisar las razones principales por las que se estima que el texto 
aprobado obstaculizará su aplicación: 
1) El art. 11 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2128, de 1930, Reglamento Orgánico del 

Registro Civil, aún vigente, expresa textualmente que: “Los nacimientos deberán inscri-
birse en el Registro de la circunscripción en que hubiere ocurrido el parto.”. Esta norma 
tiene como uno de sus propósitos impedir una doble inscripción. Esta finalidad se ve des-
truida con la modificación, puesto que aun cuando quien inscriba declare bajo juramento 
que el niño (a) no ha sido inscrito, es muy probable que lo haga por ignorancia de la exis-
tencia de otra inscripción del mismo tenor y no con la intención de causar daño o con do-
lo. 

2) De acuerdo con lo dispuesto en el Nº 2 del art. 12 de la ley Nº 4.808, los datos del domici-
lio y otros deben quedar registrados en la partida de nacimiento. Datos que, a su vez, se 
informan por el Servicio de Registro Civil al Instituto Nacional de Estadísticas que los 
exige para los efectos demográficos, según lo establece el art. 13 del citado cuerpo legal. 

 Así, cualquier alteración que se produzca, a propósito de la inscripción de nacimiento, 
alteraría seriamente los cálculos que se proporcionan a través de las estadísticas vitales, cuya 
base de confiabilidad radica precisamente en los datos contenidos en el Registro de Naci-
miento. 
 La señalada alteración tiene efectos a nivel nacional: 

a) Porque las estadísticas vitales sirven de soporte a todos los sistemas de Seguridad So-
cial, y 

b) Porque para cualquier cálculo de población debe tenerse en cuenta el correspondiente 
Anuario de Demografía del Instituto Nacional de Estadísticas, en el que se registran no 
sólo los nacimientos por ocurrencia sino que además por residencia. 
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3) Por otra parte, como es sabido el lugar de nacimiento es un hecho concreto que debe cons-
tar en la partida de nacimiento, pues establece en forma inequívoca el lugar donde debe 
quedar inscrito el recién nacido. 

4) Este aserto está corroborado por los Organismos internacionales dependientes de las Na-
ciones Unidas, relacionados con los estudios de carácter demográfico, que recomiendan 
expresamente considerar el lugar de nacimiento para determinar la jurisdicción del Oficial 
Civil, como una medida de simplificación procesal y de ordenamiento de las inscripcio-
nes, lo que permite otorgar un servicio más eficiente a la colectividad, y evita la ambigüe-
dad en la determinación de la jurisdicción de los Oficiales Civiles. 

 El lugar de la ocurrencia de un hecho vital es siempre único, en cambio el lugar del domi-
cilio puede variar con el tiempo y, además, nuestra legislación admite que una persona 
puede tener más de un domicilio. La inscripción en el lugar de ocurrencia del hecho vital 
ha sido adoptada por todas las naciones, y su modificación significaría un lugar de retro-
ceso en el liderazgo que nuestro país ha alcanzado en estas materias. 

5) En el terreno práctico, la modificación impediría efectuar el control de los nacimientos 
ocurridos en los hospitales, de acuerdo con lo previsto en los arts. 117 a 120 del citado re-
glamento orgánico. 

6) Cabe señalar que las normas que rigen la confección del comprobante de parto dependen 
del Ministerio de Salud, al que correspondería establecer si el lugar de nacimiento consig-
nado en él podría ser alterado. 

7) Finalmente, cabe considerar que lo que se pretende por el proyecto se encuentra expresa-
mente resuelto en los hechos y en el derecho. 

 En los hechos, por el funcionamiento normal del Registro Civil, que permite lo que se 
pretende regular; y en el derecho, pues existen las potestades para ello. 
 En efecto, como es de vuestro conocimiento, se puede requerir la inscripción del recién 
nacido en la Oficina de Registro Civil más cercana al domicilio de la madre, oficina Compe-
tente para practicar la inscripción, sin mayores inconvenientes para la madre, pudiendo así 
requerirse la inscripción de nacimiento en el lugar mismo del nacimiento o en el lugar donde 
ella vive. 
 Sin embargo, en el ánimo de mantener el espíritu de la iniciativa, de modo que no quede 
duda alguna de que es posible practicar la inscripción en el domicilio de la madre, hemos 
considerado necesario mantener dicha regulación, que contiene el texto aprobado. 
 En atención a las razones aquí formuladas y en uso de la facultad que me confiere el inci-
so primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República y de conformidad con 
lo dispuesto en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Na-
cional, remito observaciones al texto al aprobado, del siguiente tenor: 
1. Para sustituir la segunda oración en el Nº 1, que el proyecto de ley propone, del artículo 3º 

de la ley Nº 4.808, por la siguiente: “Sin embargo, se podrá requerir la inscripción ante el 
Oficial Civil correspondiente al domicilio de la madre”. 

 En consecuencia, devuelvo a su Excelencia el oficio Nº 2056, mencionado. 
 
 Dios guarde a V.E., 
 
 (Fdo.): EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD 
ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Justicia”. 
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2. Oficio de S.E. el Presidente de la República. 
 
“Honorable Cámara de Diputados: 
 
 Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la ur-
gencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que rebaja la tasa de los 
aranceles a las importaciones e introduce modificaciones a otras normas tributarias y econó-
micas. (Boletín Nº 2218-05). 
 Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución 
Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho del proyecto de ley antes 
aludido, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere en el ho-
norable Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la 
ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”. 
 
 Dios guarde a V.E., 
 
 (Fdo.): EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Presidente de la República; JOHN BIEHL DEL 
RÍO, Ministro Secretario General de la Presidencia”. 
 
 
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República. 
 
“Honorable Cámara de Diputados: 
 
 Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la ur-
gencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley sobre probidad administrati-
va aplicable a los órganos de la Administración del Estado. (Boletín Nº 1510-07). 
 Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución 
Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho del proyecto de ley antes 
aludido, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere en el ho-
norable Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la 
ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”. 
 
 Dios guarde a V.E., 
 
 (Fdo.): EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Presidente de la República; JOHN BIEHL DEL 
RÍO, Ministro Secretario General de la Presidencia”. 
 
 
4. Oficio del Senado. 
 
 “Valparaíso, 12 de agosto de 1998. 
 
 Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado, en sesión de 11 del mes en 
curso, tomó conocimiento de la aprobación de esa honorable Cámara de Diputados a las en-
miendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica 
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Constitucional de Municipalidades, en lo relativo a la gestión municipal, con excepción de 
las que indica, que ha rechazado, y del nombre de los señores diputados que integrarán la 
Comisión mixta que deberá formarse en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Consti-
tución Política de la República. 
 Al respecto, el Senado acordó que los honorables senadores miembros de la Comisión de 
Gobierno, Descentralización y Regionalización, concurran a la formación de la aludida Co-
misión mixta. 
 Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 2089, de 4 de agosto de 
1998. 
 
 Dios guarde a V.E., 
 
 (Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; JOSÉ LUIS LAGOS 
LÓPEZ, Secretario del Senado”. 
 
 
5. Oficio del Senado. 
 
 “Valparaíso, 17 de agosto de 1998. 
 
 Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha rechazado las modifica-
ciones introducidas por esa honorable Cámara de Diputados al proyecto de ley sobre protec-
ción de la vida privada, con excepción de las recaídas en su encabezamiento y en la denomi-
nación del Título I, que ha aprobado. 
 Corresponde, en consecuencia, la formación de una Comisión mixta que deberá proponer 
la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, conforme a lo 
preceptuado en el artículo 68 de la Constitución Política de la República y, por lo tanto, la 
Corporación designó a los honorables senadores miembros de la Comisión de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento para que concurran a la formación de la aludida Comisión 
mixta. 
 Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 1808, de 20 de enero de 
1998. 
 
 Dios guarde a V.E., 
 
 (Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; JOSÉ LUIS LAGOS 
LÓPEZ, Secretario del Senado”. 
 
 
6. Oficio del Senado. 
 
 “Valparaíso, 17 de agosto de 1998. 
 
 Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos 
términos en que lo hizo esa honorable Cámara, el proyecto de acuerdo sobre aprobación de la 
Constitución y el Convenio de la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), además 



SESIÓN 27ª, EN MARTES 18 DE AGOSTO DE 1998 65

del Protocolo facultativo a ambos instrumentos sobre la solución obligatoria de controver-
sias, adoptados todos en la Conferencia Adicional de Plenipotenciarios de la UIT, el 22 de 
diciembre de 1992, en Ginebra, Suiza. 
 Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 1152, de 20 de junio de 
1998. 
 Devuelvo los antecedentes respectivos. 
 
 Dios guarde a V.E., 
 
 (Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; JOSÉ LUIS LAGOS 
LÓPEZ, Secretario del Senado”. 
 
 
7. Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones 

acerca del proyecto de ley que modifica el inciso tercero del artículo 6º de la ley 
Nº 17.238, que autoriza la importación de vehículos destinados a personas lisia-
das. (boletín Nº 2024-15) 

 
“Honorable Cámara: 
 
 Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informa-
ros acerca del proyecto de ley, iniciado en una moción de los Diputados señora Cristi, doña 
María Angélica; señores Prokurica, don Baldo; Longton, don Arturo; Kuschel, don Carlos 
Ignacio, y de los ex Diputados señores Munizaga, don Eugenio; Bayo, don Francisco;      
Jürgensen, don Harry; Fantuzzi, don Ángel; Karelovic, don Vicente, y Ribera, don Teodoro, 
que modifica el inciso tercero del artículo 6º de la ley Nº 17.238, que autoriza la importación 
de vehículos destinados a personas lisiadas. 
 Durante el estudio de este proyecto, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de 
los Diputados señora Cristi, doña María Angélica, y del señor Prokurica, don Baldo. 
 

ANTECEDENTES GENERALES 
 
 Para el estudio del proyecto de ley, se tomaron en cuenta los siguientes antecedentes: 
1. Moción que modifica el inciso tercero del artículo 6º de la ley Nº 17.238, que autoriza la 

importación de vehículos destinados a personas lisiadas.  
2. Ley Nº 17.238, que concede a los profesionales y técnicos chilenos que regresen definiti-

vamente al país, en las condiciones que señala, las franquicias aduaneras que indica para 
la importación de los bienes que establece, y, asimismo, autoriza la importación sin depó-
sito y libera del pago de todo derecho, impuestos, tasas y demás gravámenes a los vehículos 
con características técnicas especiales para ser usados por personas lisiadas, en las condi-
ciones que indica; modifica el Arancel Aduanero y la ley Nº 16.768. 

 2.1. El artículo 6º consta de once incisos, a saber: 
 El inciso primero autoriza la importación, sin depósito y con una tributación aduanera 
única equivalente al 50% del derecho ad valorem del Arancel Aduanero que les afectaría de 
acuerdo al régimen general, de los vehículos con características técnicas especiales, cuyo 
manejo y uso sea acondicionado especialmente para las personas lisiadas y que se importen 
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para ejercer su trabajo habitual o completar sus estudios o enseñanzas que propendan a su 
integral rehabilitación. No obstante, no estarán afectos a este gravamen los vehículos que 
normalmente se fabrican con motor o sin él, tales como triciclos y sillas de ruedas, especial-
mente diseñados para personas lisiadas o con modificaciones en su estructura habitual que 
los habiliten para tal fin. 
 El inciso segundo establece que las personas lisiadas a que se refiere el inciso anterior son 
aquellas que presentan incapacidad permanente para la marcha normal en virtud de lesiones 
orgánicas o funcionales que afectan uno o los dos miembros inferiores y, además, aquellas 
que conjuntamente a su incapacidad permanente para la marcha normal, sufran de la incapa-
cidad absoluta de uno de los miembros superiores. 
 El inciso tercero dispone que, para la internación de los vehículos, los interesados deberán 
presentar a la Aduana un certificado que controle la incapacidad permanente requerida y que 
sólo lo podrá otorgar una comisión especial designada por el Servicio Nacional de Salud. 
 El inciso cuarto plantea que en ningún caso los vehículos a que se refiere el inciso prime-
ro podrán tener un valor superior a US$ 8.385,60 FOB, sin considerar el mayor valor que 
representen los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para lisiados que se 
señalen en los certificados que para los efectos de esta ley deben emitir los servicios de salud 
a cada beneficiario. Para los vehículos de transporte de mercancías que se clasifican en la 
posición arancelaria 87.02.04, el valor límite antes señalado será de US$ 12.578,41 FOB. 
Dichas cantidades se reactualizarán anualmente, en la misma forma señalada en el artículo 
1º, Nº 4, del decreto ley Nº 2.976, de 1979. 
 El inciso quinto indica que estos vehículos no podrán ser objeto de negociación de ningu-
na especie, tal como compraventa, permuta, arrendamiento, comodato o cualquier otro acto 
jurídico que signifique la tenencia, posesión o dominio por persona extraña al beneficiario de 
la franquicia, dentro de los 5 años siguientes a la fecha de la importación, salvo que su trans-
ferencia sea efectuada a una de las personas que reúna los requisitos señalados en el inciso 2º 
del presente artículo y acordada por la Honorable Junta General de Aduanas, de acuerdo con 
el artículo 39º, letra d), de la Ordenanza del ramo.  
 El inciso sexto establece que estos vehículos no podrán ser objeto de negociación de nin-
guna especie, tal como compraventa, permuta, arrendamiento, comodato o cualquier otro 
acto jurídico que signifique la tenencia, posesión o dominio por persona extraña al beneficia-
rio de la franquicia, dentro de los 5 años siguientes a la fecha de la importación, salvo que su 
transferencia sea efectuada a una de las personas que reúna los requisitos señalados en el 
inciso segundo de este artículo y acordada por la Honorable Junta General de Aduanas, de 
acuerdo con el artículo 39º, letra d), de la Ordenanza de Aduanas.  
 El inciso séptimo dispone que el rendimiento que produzcan los derechos e impuestos que 
perciban las Aduanas por la importación de los vehículos señalados en el inciso primero será 
destinado a un Fondo Especial de Ayuda al Lisiado, que funcionará a cargo del Servicio Na-
cional de Salud. 
 El inciso octavo indica que el Presidente de la República reglamentará el funcionamiento 
de este Fondo Especial de Ayuda al Lisiado y determinará el sistema y condiciones para la 
adquisición de sillas de ruedas, bastones, prótesis y todos aquellos aparatos necesarios para el 
uso personal de los lisiados sin recursos económicos suficientes, en forma gratuita. 
 El inciso noveno plantea que para la entrega al solicitante de los aparatos indicados en el 
inciso anterior, bastará la autorización simple del Jefe Superior del Fondo Especial de Ayuda 
al Lisiado. 
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 El inciso décimo señala que no obstante lo indicado, en casos calificados, el Presidente de 
la República, por decreto fundado y previo informe favorable de una Comisión integrada por 
el Presidente del Movimiento Nacional de Lisiados, la Visitadora Social Jefe de la Presiden-
cia de la República y un representante del Ministerio de Hacienda, podrá rebajar o eximir del 
pago de la tributación a que se refiere el inciso primero, a las personas lisiadas que acrediten 
carecer de los recursos necesarios. 
 El inciso undécimo establece que las importaciones a que se refiere este artículo, no que-
darán afectas a otros impuestos internos distintos del impuesto del Valor Agregado. Por lo 
tanto, las leyes que graven con otro tipo de tributos a las importaciones de automóviles no 
afectarán a las de que trata este artículo, salvo que se les mencione expresamente. 
3. Ley Nº 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con 

discapacidad. 
4. Decreto supremo Nº 1.950, del Ministerio de Hacienda, de 1970, que aprueba el regla-

mento para la importación de vehículos destinados a personas lisiadas, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 6º de la ley Nº 17.238. 

 4.1. El artículo 1º establece que, para los efectos de la aplicación de este reglamento, se 
entenderá por persona lisiada, a toda aquella que presenta una incapacidad permanente para 
la marcha normal por causa congénita o adquirida, que limita la función de uno o los dos 
miembros inferiores, y aquella que, además, presenta una incapacidad absoluta de uno de sus 
miembros superiores; siempre que cualquiera de estas incapacidades no sean susceptibles de 
mejorar con tratamiento médico quirúrgico.  
 La incapacidad debe ser de grado tal, que impida a la persona lisiada hacer uso de los 
medios de locomoción colectiva o particular para ejercer su trabajo, completar sus estudios o 
enseñanzas que propendan a su integral rehabilitación en forma adecuada, o como para que 
el uso de estos medios habituales de locomoción signifique un agravamiento de su incapaci-
dad. 
 4.2. El artículo 2º dispone que las personas señaladas en el artículo anterior podrán 
solicitar de la Comisión Especial a que se refiere el inciso tercero del artículo 6º de la ley 
Nº 17.238 el examen de su incapacidad. Para estos efectos, la Comisión dictará sus pro-
pias normas de funcionamiento y todas las medidas administrativas para el cumplimiento 
de su cometido. 
 4.3. El artículo 3º señala que una vez estimada procedente la solicitud, la Comisión otor-
gará un certificado en duplicado en el que se indicará la individualización completa y activi-
dad del solicitante, la incapacidad que lo afecta y el tipo de mecanismo especial que deberá 
traer el vehículo que importará. 
 En cada ocasión en que las personas lisiadas deseen importar un nuevo vehículo acogido a 
las franquicias a que se refiere este decreto, deberán ser examinadas por la Comisión, la que 
emitirá un nuevo certificado. 
 La Comisión, en los certificados que otorgue, deberá dejar expresa mención de las si-
guientes circunstancias: 

a) Que se trata de una incapacidad permanente que limita la función de uno o los dos 
miembros inferiores. 

b) Que la incapacidad no es susceptible de mejorar con tratamiento médico quirúrgico.  
c) Que la incapacidad es de tal grado que impide a la persona lisiada hacer uso de los me-

dios de locomoción colectiva pública o particular para ejercer su trabajo, complemen-
tar sus estudios o enseñanzas que propendan a su integral rehabilitación en forma ade-
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cuada o que el uso de los medios habituales de locomoción signifique un agravamiento 
de la incapacidad. 

 En caso de que la persona a que se refiere el certificado no posea la licencia mencionada 
en el inciso anterior, la copia del certificado se le entregará a ella para los efectos de obtener 
su licencia de conductor de acuerdo a lo establecido en la mencionada ley. 
 4.4. El artículo 4º plantea que las personas lisiadas que importen estos vehículos deberán 
ser trabajadores habituales o tratarse de personas que están completando sus estudios en es-
tablecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste o de personas que se encuen-
tran en proceso de rehabilitación en organismos estatales o reconocidos por el Estado. 
 4.5. El artículo 5º indica que la importación de los vehículos mencionados en el presente 
reglamento se hará con informe del Banco Central de Chile, previa presentación de la resolu-
ción emitida por el Ministerio de Hacienda, que deberá ir acompañada del certificado referi-
do en el artículo 3º de este reglamento. 
 4.6. El artículo 6º señala que el Servicio Nacional de Aduanas permitirá la importación de 
la mercancía favorecida con la tributación aduanera única que fija la ley.  
 4.7. El artículo 7º dispone que podrán importarse con cargo a esta ley: 

a) Todos los vehículos que normalmente se fabrican sin motor, como triciclos, sillas de 
ruedas, etc., siempre que vengan con características especiales que signifiquen modifi-
caciones a su estructura acostumbrada o hayan sido hechas especialmente para las per-
sonas lisiadas. Estos vehículos podrán ser impulsados por un motor en casos especia-
les, si así lo autorizare la Comisión Especial del Servicio Nacional de Salud. 

b) Los vehículos motorizados denominados automóviles, station wagons, furgones, ca-
miones de hasta 2.000 Kgs. de capacidad de carga, camionetas y jeeps que contengan 
como equipo especial para lisiados: Cajas de velocidad automáticas, correas de seguri-
dad que sujeten al asiento el cuerpo del chofer por la cintura y los hombros y modifi-
caciones en el sistema de frenos, o de aceleración, o de dirección, u otros que sean su-
ficientes para permitir un manejo apropiado a la persona lisiada. Estas características o 
modificaciones se regularán según la incapacidad del beneficiario en el mismo certifi-
cado que otorgará la Comisión Especial, en el cual se dejará constancia del uso obliga-
torio de la cruz de malta. 

c) En casos calificados por la Comisión, podrá importarse una silla de ruedas además del 
otro vehículo adquirido conforme a las letras a), o b), anteriores, siempre que en total 
no excedan de US$ 2.500 FOB. 

 Si la Comisión, en los certificados que otorgue, incluye alguno de los siguientes mecanismos: 
aire acondicionado, techo corredizo, bloqueo central de puertas, control eléctrico de vidrios, con-
trol eléctrico de la tapa del maletero, control eléctrico de la tapa del estanque del combustible y 
control eléctrico de los espejos laterales exteriores, deberá fundamentarlo técnicamente. 
 4.8. El artículo 8º plantea que el Ministerio de Hacienda concederá la franquicia mediante 
resolución firmada por el Subsecretario de Hacienda por orden del Presidente de la Repúbli-
ca, autorizando la importación del vehículo, previa presentación de la respectiva solicitud por 
el interesado, conjuntamente con los documentos que se indican a continuación: 

a. Certificado de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez del Servicio de Salud a 
que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 17.238. 

b. Certificado de Inscripción vigente en el Registro Nacional de la Discapacidad. 
c. Copia de la Cédula Nacional de Identidad. 
d. Copia de la licencia para conducir vehículos motorizados. 
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 En la mencionada licencia debe constar, con arreglo a las disposiciones de la ley  
Nº 18.290, la exigencia especial que afecta a su titular. 

 En los casos en que para consignar en la licencia de conducir la restricción especial 
que afecta a su titular, sea necesario que la persona lisiada se encuentre previamente en 
posesión de un vehículo especialmente adaptado a su incapacidad, bastará un certifica-
do otorgado por el Departamento del Tránsito y Transporte Público Municipal respec-
tivo, en el que se exprese que la persona lisiada a la cual se refiere dicho instrumento, 
tiene aptitudes para conducir un vehículo adaptado a su incapacidad. 

e. Declaración jurada otorgada ante Notario, en que se deje constancia el número de ve-
ces anteriores en que se ha hecho uso de la franquicia a que se refiere este reglamento. 

f. Las personas que anteriormente se hubieren acogido a la franquicia, deberán acompa-
ñar documentos que acrediten en forma fehaciente la fecha de la última importación de 
su vehículo. 

g. Las personas lisiadas que trabajen como empleados deberán acreditar dicha calidad 
mediante certificado otorgado por el Instituto de Normalización Previsional o por la 
Administradora de Fondos de Pensiones, según donde se encuentren afiliadas. 

h. Las personas lisiadas que trabajen en forma independiente deberán acreditar su activi-
dad acompañando copia de la última declaración anual del Impuesto a la Renta. 

i. Las personas lisiadas que se encuentren en proceso de rehabilitación en algún orga-
nismo del Estado o reconocido por éste, deberán acreditar dicha situación mediante 
certificado otorgado por el organismo en que se encuentren en rehabilitación. 

j. Las personas lisiadas que estén estudiando en establecimientos educacionales del Esta-
do o reconocidos por éste, deberán acreditar la condición de estudiantes mediante certi-
ficado otorgado por el establecimiento en que se encuentren estudiando. 

k. Las personas lisiadas como consecuencia de un accidente del trabajo o de una enfer-
medad profesional, deberán acompañar copia de la resolución de la Comisión Médica 
que declaró la ocurrencia del accidente del trabajo o de la enfermedad profesional. 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 El artículo 6º de la ley Nº 17.238, cuyo inciso tercero el proyecto persigue modificar, au-
toriza la importación de vehículos destinados a personas lisiadas, bajo las siguientes caracte-
rísticas: 
 La importación se hace sin depósito y con una tributación aduanera única equivalente al 
50% del derecho ad valorem del Arancel Aduanero que les afectaría de acuerdo al régimen 
general (inciso primero). 
 Los vehículos que se importen deben tener características técnicas especiales, de manera que 
su manejo y uso sea acondicionado especialmente para las personas lisiadas (inciso primero). 
 El destino del vehículo que se importa sólo puede ser para que el beneficiario ejerza su 
trabajo habitual o complete sus estudios o enseñanzas que propendan a su integral rehabilita-
ción (inciso primero). 
 Para los efectos de la aplicación del artículo 6º, la ley entiende por personas lisiadas a 
aquellas que presentan incapacidad permanente para la marcha normal en virtud de lesiones 
orgánicas o funcionales que afectan uno o los dos miembros inferiores y, además, aquellas 
que conjuntamente a su incapacidad permanente para la marcha normal, sufran de la incapa-
cidad absoluta de uno de los miembros superiores (inciso segundo). 
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 Para los efectos de la internación, los interesados deben presentar a la Aduana un certifi-
cado que controle la incapacidad permanente requerida y que sólo podrá otorgar una comi-
sión especial designada por el Servicio Nacional de Salud (inciso tercero). 
 Los vehículos a que se refiere el inciso primero no podrán tener un valor FOB superior a 
US$ 8.385,60, sin considerar el mayor valor que representen los elementos opcionales cons-
titutivos del equipo especial para lisiados que se señalen en los certificados que para los efec-
tos de esta ley deben emitir los servicios de salud a cada beneficiario (inciso cuarto). 
 Para los vehículos de transporte de mercancías clasificados en la posición arancelaria 
87.02.04, el valor límite señalado será de US$ 12.578,41 FOB (inciso cuarto). 
 Los vehículos que se importen bajo esta modalidad no podrán ser objeto de negociación 
de ninguna especie, tal como compraventa, permuta, arrendamiento, comodato o cualquier 
otro acto jurídico que signifique la tenencia, posesión o dominio por persona extraña al bene-
ficiario de la franquicia, dentro de los cinco años siguientes a la fecha de la importación, sal-
vo que su transferencia sea efectuada a una de las personas que reúna los requisitos señalados 
en el inciso segundo del presente artículo 6º y acordada por la Honorable Junta General de 
Aduanas, de acuerdo con el artículo 39, letra d), de la Ordenanza de Aduanas (inciso quinto). 
 En caso de transgresión de cualquier disposición del presente artículo 6º, la Aduana decla-
rará el comiso del vehículo y procederá a subastarlo, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra 
e) del artículo 197 de la Ordenanza de Aduanas (inciso sexto). 
 El rendimiento que produzcan los derechos e impuestos que perciban las Aduanas por la 
importación de los vehículos señalados en el inciso primero será destinado a un Fondo Espe-
cial de Ayuda al Lisiado, que funcionará a cargo del Servicio Nacional de Salud (inciso sép-
timo). 
 La ley faculta al Presidente de la República para que, en casos calificados, mediante de-
creto supremo fundado y previo informe favorable de una Comisión integrada por el Presi-
dente del Movimiento Nacional de Lisiados, la Visitadora Social Jefe de la Presidencia de la 
República y un representante del Ministerio de Hacienda, rebaje o exima del pago de la tribu-
tación a que se refiere el inciso primero, a las personas lisiadas que acrediten carecer de los 
recursos necesarios (inciso décimo). 
 Finalmente, la norma señala que las importaciones a que se refiere el artículo 6º no queda-
rán afectas a otros impuestos internos distintos del IVA. Por lo tanto, las leyes que graven 
con otro tipo de tributos a las importaciones de automóviles no afectarán a las de que trata 
este artículo, salvo que se las mencione expresamente (inciso undécimo). 
 Por otra parte, existe un reglamento para la importación de vehículos destinados a personas 
lisiadas, aprobado por el decreto supremo Nº 1.950, del Ministerio de Hacienda, de 1970. 
 Este reglamento dispone que, para la aplicación de sus normas, se entiende por persona 
lisiada a toda aquella que presenta una incapacidad permanente para la marcha normal, por 
causa congénita o adquirida, que limita la función de uno o de los dos miembros inferiores, y 
aquellas que, además, presentan una incapacidad absoluta de sus miembros superiores, siem-
pre que cualquiera de esas incapacidades no sea susceptible de mejorar con tratamiento mé-
dico quirúrgico (artículo 1º, inciso primero). 
 Añade que la incapacidad debe ser de grado tal que impida a la persona lisiada hacer uso 
de los medios de locomoción colectiva o particular -sea para ejercer su trabajo, sea para 
completar sus estudios o las enseñanzas que propendan a su integral rehabilitación-, o que el 
uso de estos medios habituales de locomoción signifique un agravamiento de su incapacidad 
(artículo 1º, inciso segundo). 
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 Las personas lisiadas -según la definición del artículo 1º- pueden solicitar a la Comisión 
Especial a que se refiere el inciso tercero del artículo 6º de la ley Nº 17.238 el examen de su 
incapacidad (artículo 2º). 
 Si la Comisión estima procedente la solicitud, debe otorgar un certificado que contenga la 
individualización completa del solicitante y su actividad, la incapacidad que lo afecta y el 
tipo de mecanismo especial que deberá traer el vehículo que importará (artículo 3º, inciso 
primero). 
 En dichos certificados, la Comisión deberá dejar expresa mención de las siguientes cir-
cunstancias: 
 -que se trata de una incapacidad permanente que limita la función de uno o de los dos 
miembros inferiores, 
 -que la incapacidad no es susceptible de mejorar con tratamiento médico quirúrgico, y 
 -que la incapacidad es de tal grado que impide a la persona lisiada hacer uso de los me-
dios de locomoción colectiva pública o particular para ejercer su trabajo, completar sus estu-
dios o las enseñanzas que propendan a su integral rehabilitación en forma adecuada o que el 
uso de los medios habituales de locomoción implica un agravamiento de la incapacidad (artí-
culo 3º, inciso tercero). 
 Las personas lisiadas que importen estos vehículos deben necesariamente cumplir con los 
siguientes requisitos: ser trabajadores habituales, tratarse de personas que están completando 
sus estudios en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste, o tratarse 
de personas que se encuentran en proceso de rehabilitación en organismos estatales o reco-
nocidos por el Estado (artículo 4º). 
 A continuación, el artículo 5º preceptúa que la importación de los vehículos mencionados 
en el reglamento se hará con informe del Banco Central de Chile, previa presentación de la 
resolución emitida por el Ministerio de Hacienda, la que deberá ir acompañada del certifica-
do referido en el artículo 3º. 
 El certificado, como se dijo, es el que emite la Comisión Especial designada por el Servi-
cio Nacional de Salud y que contiene la individualización del solicitante, su actividad, la 
incapacidad que lo afecta y el mecanismo que deberá traer el vehículo. 
 La resolución que emite el Ministerio de Hacienda, por su parte, es la que se detalla más 
adelante. 
 El artículo 6º del Reglamento obliga al Servicio Nacional de Aduanas a permitir la impor-
tación de la mercancía favorecida con la tributación aduanera única que fija la ley. El artículo 
7º enumera los vehículos que pueden importarse con cargo a esta franquicia. 
 Finalmente, el artículo 8º se refiere a la resolución del Ministerio de Hacienda que debe 
presentarse al Banco Central de Chile para que éste emita su informe. Mediante esta resolu-
ción, el Ministerio de Hacienda concede la franquicia y autoriza la importación del vehículo, 
previa presentación de la respectiva solicitud por el interesado, conjuntamente con los docu-
mentos que la misma enumera en sus letras a) a la k), entre los que se encuentra el siguiente: 
 “d) Copia de la licencia para conducir vehículos motorizados. 
 En la mencionada licencia debe constar, con arreglo a las disposiciones de la ley       
Nº 18.290, la exigencia especial que afecta a su titular. 
 En los casos en que para consignar en la licencia de conducir la restricción especial que 
afecta a su titular sea necesario que la persona lisiada se encuentre previamente en posesión 
de un vehículo especialmente adaptado a su incapacidad, bastará un certificado otorgado por 
el Departamento de Tránsito y Transporte Público municipal respectivo, en el que se exprese 
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que la persona lisiada a la cual se refiere dicho instrumento tiene aptitudes para conducir un 
vehículo adaptado a su incapacidad. 
 De la transcripción del artículo 6º de la ley Nº 17.238 y de la parte pertinente del regla-
mento que se establecen para la importación de vehículos destinados a personas lisiadas, se 
desprende claramente cuáles son las exigencias que se hacen para importar un vehículo des-
tinado a una persona lisiada. Entre ellas figura -como se puede apreciar- a nivel reglamenta-
rio la copia de la licencia para conducir vehículos motorizados. 
 Es por eso por lo que, en la práctica, para la elaboración por parte del Ministerio de Ha-
cienda de la resolución a que se refiere el artículo 5º del reglamento, ese organismo está re-
quiriendo del lisiado interesado en importar un vehículo especial que acompañe copia de su 
licencia de conducir. 
 Por lo tanto, esa exigencia no nace de una interpretación funcionaria ni del exceso de celo 
funcionario, como lo sostiene la moción, sino que de la propia reglamentación establecida en 
las normas señaladas anteriormente. 
 Lo que sí es cierto es que, en muchos casos, contar con licencia de conducir se traduce en 
una exigencia imposible de cumplir mientras no se cuente con el vehículo con las caracterís-
ticas técnicas especiales. 
 La iniciativa, finalmente, argumenta que la licencia de conducir debe exigirse para circu-
lar con el vehículo, mas no para importarlo. 
 

MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO 
 
 Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la Repú-
blica, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley Nº 18.918, Orgánica Consti-
tucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del 
Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyec-
to, entendiéndose por tales las contenidas en la moción. 
 De acuerdo con esto último, la idea matriz o fundamental del proyecto es evitar que a las 
personas que sufren de incapacidades físicas se les exijan más requisitos que aquellos que 
expresamente establece la ley para la importación de un vehículo con características técnicas 
especiales y hacer expresa mención de que no les será exigible el requisito de contar con 
licencia de conducir para tal importación. 
 Para ello se propone incorporar, en la ley Nº 17.238, una disposición mediante la cual 
expresamente se señale que a las personas lisiadas interesadas en importar un vehículo con 
características técnicas especiales para ser usados por ellas, no se les deberá exigir contar con 
licencia de conducir, puesto que es obvio que tal licencia sólo podrán obtenerla cuando cuen-
ten con el vehículo especial. 
 

ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-
CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO 

 
 No los hay. 
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ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 
220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE 

HACIENDA 
 
 No los hay. 
 

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO 
 
 Durante la discusión en general del proyecto habida en el seno de vuestra Comisión, exis-
tió amplio acuerdo en legislar sobre la materia. 
 En esta etapa de la tramitación legislativa, concurrieron a la Comisión los Diputados seño-
ra Cristi, doña María Angélica, y señor Prokurica, patrocinadores de la iniciativa. 
 Señalaron que junto a otros parlamentarios presentaron esta iniciativa, por la que se pre-
tende solucionar un problema específico, de los muchos que afectan a los discapacitados. 
 En efecto, en el decreto supremo Nº 1.950, del Ministerio de Hacienda, de 1970, que con-
tiene el reglamento para la importación de vehículos destinados a personas lisiadas, en su 
artículo 8º se exige la licencia de conducir como requisito previo a la importación de un ve-
hículo para discapacitados. En la práctica, el trámite de presentación de la licencia de condu-
cir constituye una gran traba para que una persona discapacitada pueda importar un vehículo. 
 Indicaron que ésta es una de las tantas exigencias administrativas arbitrarias, que van en 
perjuicio de las personas lisiadas. 
 Plantearon que como autoridades, los parlamentarios no pueden permitir que las personas 
que tienen un mayor o menor grado de discapacidad sean postergadas y vivan en una perma-
nente actitud mendicante ante el Estado o ante el resto de los chilenos. Entre los discapacita-
dos hay gente muy trabajadora y capaz, a quienes la sociedad no les da la oportunidad de 
trabajar. Agregaron que de hecho, en la administración pública no hay discapacitados, en 
circunstancias de que en muchos casos podría haberlos. 
 Por otra parte, los diputados de la Comisión concordaron con lo planteado por los patroci-
nantes de la moción y agregaron que esta iniciativa es de una enorme trascendencia. 
 Recordaron que las disposiciones de la ley Nº 17.238, que autoriza la importación sin 
depósito y liberada del pago de todo derecho, impuestos, tasas y demás gravámenes a los 
vehículos con características técnicas especiales para ser usados por personas lisiadas, es 
inoperante. De hecho, data de 1969, cuando casi no existían importaciones y en esa época tal 
situación era un privilegio. A eso se debe seguramente la cantidad de trabas y exigencias que 
impone. 
 Agregaron que respecto de que la licencia de conducir refleje la discapacidad, eso es en fun-
ción del vehículo que se usará, por lo tanto, carece de sentido exigirla en forma previa. Es nece-
sario buscar otro tipo de forma de control. Sin embargo, después de importado el vehículo, 
puede suceder que la persona discapacitada no tenga las aptitudes necesarias para obtener la 
licencia de conducir. En ese caso, habrá que estudiar la posibilidad de que otra persona, en su 
representación, pueda conducir el vehículo. 
 Finalmente, propusieron aprobar el proyecto en general y en particular, a fin de poder 
solucionar una situación que es de gran perjuicio para que los discapacitados puedan impor-
tar vehículos con características especiales. 
 -Puesto en votación general y particular a la vez, el proyecto de ley fue aprobado por la 
unanimidad de los diputados presentes.  



CÁMARA DE DIPUTADOS 74 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO 
 
 En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá aña-
dir el señor diputado informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Tele-
comunicaciones os recomienda la aprobación del siguiente 
 

PROYECTO DE LEY 
 
 “Artículo único.- Agrégase en el inciso tercero del artículo 6º de la ley Nº 17.238, a conti-
nuación del punto aparte (.), que pasará a ser punto seguido (.), lo siguiente: “Para efectos de 
dicha importación, en ningún caso se exigirá licencia de conducir.” 
 Se designó Diputado informante al señor René Manuel García García. 
 
 Sala de la Comisión, a 14 de agosto de 1998. 
 
 Acordado en sesión de fecha 11 de agosto de 1998, con la asistencia de los Diputados 
señores Letelier, don Felipe (Presidente); Alvarado, don Claudio; Caraball, doña Eliana;  
Ceroni, don Guillermo; García, don René Manuel; Pareto, don Luis; Salas, don Edmundo; 
Van Rysselberghe, don Enrique; Vargas, don Alfonso y Vega, don Osvaldo. 
 
 (Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”. 
 
 
8. Informe de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano recaído en la investigación 

sobre la calidad de la construcción de las viviendas sociales afectadas por los tempo-
rales. 

 
“Honorable Cámara: 
 
 La Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano pasa a informaros sobre la misión que la 
Sala de la honorable Cámara tuvo a bien encomendarle en orden a investigar los problemas 
de calidad de la construcción de los conjuntos habitacionales de viviendas sociales afectados 
por los temporales ocurridos en el país en los meses de invierno del año 1997. 
 
1. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN, AL TENOR DE LOS ACUERDOS DE LA 
HONORABLE CÁMARA QUE ORDENARON SU CREACIÓN. 
 
1.1. ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS. 
 En la sesión decimoséptima de la legislatura ordinaria de sesiones, celebrada por la Cáma-
ra el día miércoles 9 de julio de 1997, se aprobó un proyecto de acuerdo sobre la materia, el 
cual fue suscrito por los señores Acuña, don Mario; Allamand, don Andrés; señora Allende, 
doña Isabel; Álvarez-Salamanca, don Pedro; Balbontín, don Ignacio; Bayo, don Francisco; 
Bombal, don Carlos; Coloma, don Juan Antonio; Correa, don Sergio; Encina, don Francisco; 
Errázuriz, don Maximiano; Estévez, don Jaime; García, don René Manuel; García-Huidobro, 
don Alejandro; Gutiérrez, don Homero; Jürgensen, don Harry; Kuschel, don Carlos Ignacio; 
Karelovic, don Vicente; Leay, don Cristián; León, don Roberto; Letelier, don Felipe; Luksic, 
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don Zarko; Melero, don Patricio; Montes, don Carlos; Morales, don Sergio; Muñoz, don 
Pedro; Naranjo, don Jaime; Navarro, don Alejandro; Ojeda, don Sergio; Rodríguez, don 
Claudio; Salas, don Edmundo; Silva, don Exequiel; Soria, don Jorge; Sota, don Vicente;  
Taladriz, don Juan Enrique; Tohá, don Isidoro; Tuma, don Eugenio; Urrutia, don Raúl; Viera-
Gallo, don José Antonio; Villouta, don Edmundo, y Wörner, doña Martita. Su tenor es el que 
se transcribe a continuación. 
 
 Considerando: 
 Los graves problemas originados en viviendas sociales a raíz de los últimos temporales. 
 La Cámara de Diputados acuerda: 
 Que la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, en carácter de Comisión Investigado-
ra, en el plazo de 90 días se aboque a: 
1. La determinación, si corresponde, de las responsabilidades del Ministerio de la Vivienda 

y Urbanismo, del Servicio de Vivienda y Urbanización y de cualquier otra repartición pú-
blica, y a través de la fiscalización de tales organismos, aquella que corresponda a las em-
presas constructoras contratistas ejecutantes de las obras que han sufrido grave daño en 
las comunas de Puente Alto, Maipú, Quilicura, Colina, Pudahuel, Cerrillos, Constitución, 
Tomé, Talcahuano, Copiapó, Puerto Montt, Valdivia, San Antonio, Rancagua y otras lo-
calidades del país, elaborando, en primer lugar, una nómina o catastro de las poblaciones 
que se encuentran en esta situación. 

2. El análisis y estudio de las normativas y estándar que regulan la construcción de viviendas 
económicas; viviendas básicas, viviendas progresivas, viviendas PET y viviendas del sub-
sidio unificado. En particular, analizar el decreto supremo Nº 29/84 (Bases Generales de 
Propuestas), las Bases Especiales de Propuesta, Técnicas, las Bases Generales para Vi-
vienda Básica del decreto supremo Nº 235/86 y cualquier otra norma pertinente, a fin de 
establecer su grado de suficiencia en relación con los requisitos elementales que debe 
cumplir una vivienda. 

3. Formular las propuestas de mejoramiento de las normas y estándar de todos los programas 
habitacionales con financiamiento público. Se deben considerar los financiamientos nece-
sarios para hacer posible estos mejoramientos, tanto en ahorro de los postulantes, créditos 
hipotecarios y subsidio público. 

4. Analizar y proponer medidas de perfeccionamiento de los sistemas de licitación de los 
proyectos y de control y fiscalización de la calidad de las viviendas y de las empresas 
constructoras. 

 En relación a la fiscalización que corresponde al Servicio de Vivienda y Urbanización 
(Serviu), deben definirse con mayor precisión los equipos profesionales y tecnológicos 
responsables, los instrumentos de control, así como las obras materiales que deberán ser 
objeto de supervisión. Asimismo, se deben precisar las formas y oportunidades en que 
ellas deben tener lugar y quiénes deben practicarlas, junto con analizar la necesidad de 
promover el mejoramiento integral de las actuales normas referidas a los requisitos de los 
materiales de construcción. 

5. Evaluar y hacer propuestas en relación a las capacidades del sector público (Ministerios, 
Gobiernos Regionales y Municipios) para responder a situaciones de emergencia que 
afecten a las familias y a sus viviendas a causa de fenómenos naturales.” 
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1.2. AMPLIACIÓN DE PLAZO OTORGADO POR LA HONORABLE CÁMARA. 
 Con fecha 25 de marzo de 1998, por petición de la Comisión, la honorable Corporación 
acordó acceder a la ampliación del plazo en sesenta días para emitir el informe correspon-
diente. 
 
2. RELACIÓN DEL TRABAJO DESARROLLADO POR LA COMISIÓN EN EL 
CUMPLIMIENTO DE SU COMETIDO. 
 En el cumplimiento de la misión que se le encomendó, vuestra Comisión acordó formar 
un calendario de invitados, y elaborar un plan de acción que consideró visitar poblaciones 
afectadas de diversas regiones del país y facultar a su Presidente para llevarlo a efecto.  
 El plan de trabajo contempló visitas a poblaciones de las ciudades de Rancagua y Chim-
barongo de la Sexta Región y de las comunas de Colina, Lo Prado y Quilicura en la Región 
Metropolitana. 
 Se realizó una reunión en el palacio Ariztía en Santiago, con invitación a dirigentes de 
diversas poblaciones de la Región Metropolitana que habían sido afectadas por los tempora-
les. 
 En sesiones celebradas en la Cámara de Diputados se recibió el testimonio de las autori-
dades de gobierno, de representantes de organismos ligados a la construcción, de entidades 
universitarias dedicadas a la investigación y al control de materiales y de obras de construc-
ción, y de representantes de las empresas constructoras y de colegios profesionales. 
 
2.1. REUNIÓN CELEBRADA EN SANTIAGO EL DÍA LUNES 8 DE SEPTIEMBRE 
DE 1997 EN EL PALACIO ARIZTÍA. 
 La Comisión recibió a los dirigentes de las siguientes poblaciones: José Fuentes Guerra, 
de Colina; Javiera Carrera, de Maipú; Los Andes 2, de San Bernardo; Eduardo Frei y Lago 
Ranco, de Lo Prado; El Volcán 1-2-3-4, de Puente Alto; Claudio Arrau 2, de Colina; Pascual 
Gambino, Villa Cordillera y Parinacota 1 y 2, de Quilicura; Las Praderas 1, de Peñaflor; Las 
Américas y Millaray 2, de La Pintana, y Santa Teresa 2, de La Florida, y con la participación 
de la Asesora Jurídica del Ministerio de Vivienda y Urbanismo señora Jeannette Tapia. 
 En esta reunión hicieron su exposición las siguientes personas: Berta Pavez, José       
Arredondo y Bruno Rodríguez, de Volcán 1; Julia Arros, Ana Chamorro y Elizabeth Hurtado, 
de Volcán 2; Waldo González, de Volcán 1-2; Rosa Aedo, Luis Alarcón Ferrada, Roberto 
Roa y Cecilia Quintanilla, de Volcán 3-4; Betsy Sepúlveda, de José Fuentes Guerra; Marisol 
Orrego y Carmen Carvajal, de Andes 2; Gabriel Araya, de Millaray 2; Eva Cantero, de Las 
Praderas 1-3; Marcela Sandoval, de Pascual Gambino; María Aros, de Parinacota 1; Óscar 
Venegas, de Parinacota 2; Otilia Quiroz y Olga Uribe, de Javiera Carrera; Ana Latorre, de 
Villa Cordillera, y Luis Villegas, de la Coordinadora Metropolitana. 
 En general, las personas que intervinieron señalaron que los daños que afectan a unas u 
otras viviendas se pueden resumir de la siguiente manera: 
1. Humedad interior por filtración de los muros que enfrentan, particularmente, el lado norte 

de los edificios; 
2. Fisuras diagonales en muros exteriores e interiores; 
3. Filtraciones de aguas lluvia por los marcos de ventanas; 
4. Filtraciones en las losas y cañerías, grietas en muros y hoyos en pisos de los baños, espe-

cialmente por las descargas de alcantarillado; 
5. Grietas y filtraciones en los muros y cañerías de las cocinas; 
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6. Albañilería de muros medianeros con separaciones en las esquinas de los pisos, en las 
cadenas, y con desaplomos; 

7. Pilares sin armado de fierro; 
8. Losas prefabricadas de hormigón hundidas y separadas entre sí; 
9. Losas tradicionales hundidas; 
10. Marcos de puertas deformados por hundimientos de las losas; 
11. Marcos de ventanas mal montados dejando grietas entre éstos y el muro; 
12. Mortero usado para pegar ladrillos o adocretos se desprende con sólo rasparlo; 
13. Escalas de los edificios sin techumbre; 
14. Filtración en los radieres de los primeros pisos por falta de adecuada terminación y dre-

naje. 
15. Patios interiores sin evacuación de aguas lluvia; 
16. Problemas de cortocircuitos eléctricos en las viviendas a causa de las filtraciones o la 

humedad; 
17. Falta de canales y bajadas de aguas lluvia, y 
18. De la losa del piso superior cae arena al inferior cuando alguien camina en el piso supe-

rior. 
 En esta reunión, los diputados plantearon la necesidad de que los pobladores se impusie-
ran del cometido específico que le asiste a la Comisión en calidad de investigadora, efecto 
para el cual se les entregó copia del proyecto de acuerdo Nº 540, de la honorable Cámara de 
Diputados, que le diera origen a la investigación. Asimismo, expresaron que era importante 
que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo aclare la situación relativa al plazo de vigencia 
de los mandatos para efectuar las reparaciones y de los alcances relativos a los antecedentes 
que se registran en Dicom en relación con los pobladores que tienen mora en el pago de divi-
dendos y que se ven afectados para obtener créditos de diversa índole. 
 Además, se hizo presente en la Comisión la necesidad de que el Ministerio haga llegar un 
ejemplar del mandato con sus fundamentos jurídicos, aclarando el tema relativo a la renuncia 
de las acciones judiciales por parte de los pobladores exigida por las empresas y de las 12 
unidades de fomento que otorgará el Estado para efectuar reparaciones de las viviendas da-
ñadas; informe si existen estudios acerca de las alternativas de solución para las viviendas 
que han sufrido daños que no son producto de los últimos temporales; informe acerca del 
actual estado de daño y reparación de un bloque ubicado en la población Pascual Gambino, 
de Quilicura, calle Socoroma 595, esquina de Violeta, Región Metropolitana, el cual presen-
taría un grado de inclinación de entre 14 a 20 centímetros aproximadamente, y remita copia 
de los informes emitidos por Idiem de la Facultad de Ingeniería de la Universidad de Chile y 
Decon de la Pontificia Universidad Católica de Chile, y por las empresas consultadas. 
 En cuanto a la primera inquietud, la señora Jeannette Tapia (asesora jurídica del Ministe-
rio de Vivienda y Urbanismo) indicó que el decreto supremo Nº 79, de 1997, exige que las 
reparaciones se efectúen dentro de un año y el procedimiento consta de una etapa de postula-
ción para las reparaciones y de una etapa de selección. Para la etapa de postulación, el Serviu 
fijó plazo hasta el día 30 de septiembre de 1997. 
 Posteriormente, aclaró que el decreto supremo Nº 79 se encuentra en proceso de modifi-
cación en lo que se refiere a la renuncia de hasta 12 unidades de fomento y a la escritura de 
mutuo. Acotó que hay que tener en cuenta que dicho cuerpo normativo sólo dice relación con 
los daños por falta de impermeabilización. 
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 Los dirigentes de las poblaciones que participaron en la reunión hicieron entrega a la Co-
misión de los siguientes documentos: 
a) Informe técnico de las poblaciones Andes 1; Andes 2, Cordillera y Los Héroes, efectuado 

por Asesoría Técnica Maipo 21, de fecha 28 de junio de 1997; 
b) Informe de daños causados por temporales en conjuntos de vivienda social, efectuado por 

el Colegio de Arquitectos de Chile; 
c) Antecedentes relativos a la Villa Volcán San José 1 y 2, consistentes en: 
 -Informativo de la municipalidad de Puente Alto de fecha 11 de junio de 1997, relativo a 
los problemas detectados con ocasión de los temporales acaecidos; 
 -Carta de fecha 7 de junio de 1997, dirigida a los vecinos por el gerente de operaciones de 
la Constructora Copeva Limitada, señor Saúl Barahona Delai, por la cual informa sobre las 
razones que generaron los problemas y las medidas que se han adoptado para dar una solu-
ción definitiva; 
 -Una copia de la solicitud de postulación al préstamo y subvención de reparación extraor-
dinaria; 
 -Dos copias del mandato especial; 
 -El informativo del Serviu Metropolitano, dirigido a los vecinos del conjunto habitacional 
Volcán San José 1 y 2 de Puente Alto, por el cual se dan a conocer las obras de reparación 
que se han efectuado y las que se efectuarán y explica los alcances del beneficio que se otor-
ga mediante el decreto supremo Nº 79, de 4 de agosto de 1997, como asimismo el contenido 
de los mandatos alternativos, la renuncia de acciones y derechos y el mecanismo del conge-
lamiento de los dividendos; 
 -Un ejemplar del decreto supremo Nº 79; Informativo del Departamento de Comunicacio-
nes, Unidad de Difusión y Fomento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, relativos a los 
préstamos y subvenciones y al congelamiento del cobro de dividendos; 
 -Un ejemplar del informativo del Departamento de Comunicaciones del Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo, relativo al informe emitido por el Idiem respecto de las villas Volcán 
San José; 
 -Copia de un fax dirigido por el jefe de sección del Idiem, señor Federico Delfín, al señor 
Sergio Said, del Serviu Metropolitano, por el cual remite antecedentes en relación con la 
metodología y presupuesto para la ejecución de prueba de carga en losas de edificios para 
vivienda; un ejemplar de mandato especial del Serviu Metropolitano para programa Minvu 
de mejoramiento y reparación de viviendas; 
 -Una comunicación del jefe de la División Técnica de Estudio y Fomento Habitacional 
del Ministerio de Vivienda y Urbanismo por la que explica la forma en que opera el finan-
ciamiento de las 12 unidades de fomento para reparación de las viviendas afectadas por los 
temporales; 
 -Copia de carta enviada por la Secretaría de la Presidencia de la República a la señora 
presidenta de la junta de vecinos de Volcán 1 y 2, con la que se informa a los pobladores que 
la petición que habían formulado a su Excelencia el Presidente de la República, fue enviada 
al Ministro de Vivienda y Urbanismo para que considere los planteamientos de los poblado-
res. 
 -Copia de la carta al Director del Serviu Metropolitano, remitida por los dirigentes de la 
villa Volcán San José 1 y 2, y de la presidenta de la junta de vecinos B-13 de Puente Alto, 
relativa a la situación social y sanitaria que afecta a los habitantes de la población; 
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d) Un informe relativo a la situación que afecta a las poblaciones Volcán San José 3 y 4, 
emitido por el presidente de la Unidad Vecinal B-13; 

e) Un informe final de los daños causados por temporales en conjuntos de vivienda social 
emitido por el Colegio de Arquitectos de Chile, de fecha 20 de agosto de 1997; 

 -Copia del informe con los resultados de mediciones realizadas por Idiem, de fecha 4 de 
septiembre de 1997, en la villa Volcán 2; 
 -Copia de una comunicación dirigida por la coordinadora de pobladores de Puente Alto a 
la Comisión de Vivienda y Urbanismo de la Cámara de Diputados, en la que da a conocer los 
problemas que afectan a diversos conjuntos habitacionales de esa comuna; 
f) Informe suscrito por la presidenta de la junta de vecinos de la población José Fuentes 

Guerra, de la comuna de Colina; 
g) Carta de los pobladores afectados de la villa San José 2 de Puente Alto, en la que dan a 

conocer los problemas que les afectan; 
h) Copia del informe técnico acerca del diagnóstico de problemas presentados en las pobla-

ciones Lago Puyehue y Millaray 2, emitido por el Departamento de Construcción de la 
Dirección de Obras de la Municipalidad de La Pintana. 

i) Un informe de daños en la población Las Praderas, y 
j) Un videocasete que contiene grabaciones relativas a los daños que se presentan en la po-

blación Villa Andes 2, de San Bernardo. 
 
2.2. VISITA DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y DESARROLLO URBANO A LAS 
POBLACIONES AFECTADAS POR LOS TEMPORALES EN LAS REGIONES 
SEXTA Y METROPOLITANA, EFECTUADA LOS DÍAS LUNES 15 Y MARTES 16 
DE SEPTIEMBRE DE 1997. 
 El día lunes 15 de septiembre, a las 10.30 horas, se efectuó una reunión en la Intendencia 
de la Sexta Región con el Intendente, señor Bernardo Zapata, con la asistencia de los Diputa-
dos señores Ignacio Balbontín, Alejandro García-Huidobro, Aníbal Pérez; el Secretario Re-
gional Ministerial de Vivienda, señor Carlos Muñoz; el Director del Servicio de Vivienda y 
Urbanización de la VI Región, señor Carlos Araya, y la asesora jurídica del Ministerio de 
Vivienda, señora Jeannette Tapia. 
 En esta reunión, se explicó a las autoridades regionales en qué consiste el trabajo que se 
encuentra realizando la Comisión y, en particular, que esta visita estaba destinada a efectuar 
una fiscalización objetiva, conocer la posición de los pobladores afectados y enterarse por 
qué han ocurrido estos hechos y el grado de avance de las reparaciones de las viviendas. 
 Los daños por constatar tenían que ser a tres tipos de vivienda, que son: las tipo 1, del 
Serviu Social; tipo 2, del Serviu entregadas, y tipo 3, Planes PET. 
 El señor Bernardo Zapata (Intendente de la VI Región) agradeció a la Comisión la pre-
ocupación y el aporte que significa su acción a la solución de este grave problema e informó 
sobre los efectos causados por los temporales. Agregó que en la región, de ocho mil vivien-
das, alrededor de dos mil se vieron afectadas por problemas de construcción. Asimismo, se-
ñaló que los pobladores han solicitado que las reparaciones fueran efectuadas cuando hubiera 
mejoría de la situación climatológica. 
 Añadió que, para cumplir un mejor cometido, se formó una comisión para el estudio y 
reparación de daños, con la participación del Serviu y concordando el plan de trabajo con el 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 
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 El señor Alejandro García-Huidobro entregó dos informes, uno de la Contraloría General 
de la República Regional del Libertador O’Higgins, y el segundo, de la empresa de consulto-
res ICR Ltda, sobre los problemas de las viviendas de la población Vicuña Mackenna, etapas 
I y II, de la ciudad de Rancagua, en los cuales se señalan las deficiencias encontradas en la 
construcción. 
 El señor Bernardo Zapata (Intendente de la VI Región) manifestó que, de conformidad al 
informe emitido por la Contraloría Regional, el Serviu de la VI Región efectuó los sumarios 
correspondientes. 
 Se hizo presente que a la Comisión le interesa dejar en claro cuál es la responsabilidad de 
los profesionales en materia de construcción, como también de las empresas, y establecer 
cuáles son las empresas responsables y el grado de cumplimiento de cada una de ellas. 
 La señora Jeannette Tapia (asesora jurídica del Ministerio de Vivienda) informó que las 
empresas son calificadas de 35 a 100, pero que con rango 87 las empresas quedan fuera del 
registro que les permite participar en las licitaciones. Agregó que debido a lo anterior apare-
cen normalmente con rangos de 95 ó 96 puntos. 
 
VISITA A LA POBLACIÓN VICUÑA MACKENNA 2 Y 3, DE RANCAGUA. 
(Empresa Constructora García Popelaire Hermanos S.A.). 
 El señor Balbontín informó a los vecinos presentes cuál es la labor que se encuentra des-
arrollando la Comisión, primero para contribuir a la solución de los problemas y, segundo, 
para prevenir en lo futuro que ocurran hechos similares, señalando el interés por visitar selec-
tivamente algunas viviendas dañadas. 
 Se procedió a visitar el II sector, block 01126, departamento 102, del señor José Mansilla; 
el block 3, departamento 111, de la señora Guilda Segura; block 8, departamento 201, de la 
señora Jacqueline Núñez; block 1150, departamento 105, de la señora Rosa González. III 
Sector, block 3, departamento 209, de la señora Doris Zamorano, y block 1063, departamen-
to 103, de la señora Jacqueline Cortés. 
 
VISITA A POBLACIÓN LOS PARQUES, DE RANCAGUA. 
(Empresa Constructora Rancagua). 
 Población Los Parques: se visitó el block 2530, departamentos 302, de la señora Nancy 
Carré, y 104, de la señora Claudina Contreras. El Presidente de la Junta de Vecinos, señor 
Carlos Villa, mostró a la Comisión los maderos sueltos de este block con los que se ha hecho 
el recubrimiento de muros de los edificios. 
 
VISITA A POBLACIÓN NUESTRA SEÑORA DE LAS MERCEDES, DE CHIMBA-
RONGO. 
(Empresa Constructora A.I.C.). 
 En la visita a la población Nuestra Señora de las Mercedes, se unió a la Comisión el hono-
rable Diputado Sergio Morales. Esta población consta de ciento ocho viviendas. Se visitaron 
el block C, departamento 21, de la señora María Luisa Guzmán; el block D, departamento 31 
de la señora Gabriela Calquín; el block B, departamento 22, de la señora María  
Montecinos, y el block A, departamento 31, de la señora Lilian Catalán. 
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(Día martes 16 de septiembre). 
VISITA A LA POBLACIÓN CLAUDIO ARRAU 2, DE COLINA. 
(Empresa Constructora Proctora). 
 La Comisión, presidida por el titular, señor René Manuel García, y con la asistencia de los 
señores Ignacio Balbontín, Zarko Luksic y Patricio Melero, y con la participación del Secre-
tario Regional Metropolitano de Vivienda, señor Sergio González; del Director del Servicio 
de Vivienda y Urbanismo de la Región Metropolitana señor Jorge del Fierro, y del Director 
de Obras de la Municipalidad de Colina, señor Gabriel Rojas Aguirre, visitó el block 1389, 
departamentos 207, de la señora Odet González, y 106, del señor Carlos Alfaro; el block 129, 
departamentos 203, de la señora Maribel Aránguiz; 104, del señor Patricio Barraza, y 107, de 
la señora Manuela Cordero, y el block 096, departamento 208, del señor Roberto Shee. 
 
VISITA A LA POBLACIÓN JOSÉ FUENTES GUERRA, DE COLINA. 
(Empresa Constructora Proctora). 
 Se visitó el block 1840, departamento 18, de la señora Betsy Sepúlveda; el block 1720, 
departamento 36, de la señora Avelina Inostroza, y el block 39, departamento 15, del señor 
Marcelo Gabetin. 
 
VISITA A LA POBLACIÓN EDUARDO FREI, DE LO PRADO. 
(Empresa Constructora A.I.C.). 
 Se realizó la visita con la participación del Alcalde, señor Humberto Sanhueza. Se visita-
ron el block B 5, departamento 101, de la señora Raquel Encina; el block 7, departamentos 
302, del señor Carlos Morales, y 301, de la señora Elena Hormazábal; el block 5, departa-
mento 104, de la señora Osiris Maltés; el block 15, departamento 204, de la señora Ingrid 
Valdebenito. 
 
VISITA A LA POBLACIÓN PARINACOTA 1 Y 2, DE QUILICURA. 
(Empresa Constructora Copeva). 
 A la Comisión se agregó en la visita el Director de Obras de la Municipalidad, señor Gon-
zalo Amaya. 
 Sector 1: Block 540, departamento B 13, de la señora Iris Roldán; block 505, departamen-
to A 14, del señor Hugo San Martín; block 510, departamento A 14, de la señora María   
Muñoz; block 590, departamentos A 14, de la señora Ramona Muñoz, y B 12, de la señora 
Rosario Iribarra; block 039, departamento A 14, del señor Alejandro Silva; block 635, depar-
tamento A 12, de la señora Nancy Ojeda; block 030, departamento A 33, de la señora Irma 
Vergara.  
 Sector 2: block 580, departamento A 33, de la señora María Aros; block 600, departamen-
tos A 11, de la señora Margarita Aguilera; A 12, de la señora Alicia Aranibal, y A 13, de la 
señora Auristela Guzmán; block 530, departamento A 11, de la señora Alicia Díaz; 
 
VISITA A LA POBLACIÓN VALLE DE LA LUNA, DE QUILICURA. 
(Empresa Constructora Copeva). 
 Se visitó el block 524, departamentos 22, de la señora María Vásquez Ruiz, y B 11, del 
señor Norman González Gutiérrez. 
 En general, los daños que afectan a unas u otras viviendas se pueden resumir de la si-
guiente manera: 
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1. Humedad interior por filtración de los muros que enfrentan particularmente el lado norte 
de los edificios; 

2. Fisuras diagonales en muros exteriores e interiores; 
3. Filtraciones de aguas lluvia por los marcos de ventanas; 
4. Filtraciones en las losas y cañerías, grietas en muros y hoyos en pisos de los baños, espe-

cialmente por las descargas de alcantarillado; 
5. Grietas y filtraciones en los muros y cañerías de las cocinas; 
6. Albañilería de muros medianeros con separaciones en las esquinas, piso, en las cadenas, y 

con desaplomos; 
7. Pilares sin armado de fierro; 
8. Losas prefabricadas de hormigón hundidas y separadas entre sí; 
9. Losas tradicionales hundidas; 
10. Marcos de puertas deformados por hundimiento de las losas; 
11. Marcos de ventanas mal montados dejando grietas entre éstos y el muro; 
12. Mortero usado para pegar ladrillos o adocretos se desprende con sólo rasparlo; 
13. Escalas de los edificios sin techumbre; 
14. Filtración en los radieres de los primeros pisos por falta de adecuada terminación y dre-

naje; 
15. Patios interiores sin evacuación de aguas lluvia; 
16. Problemas de cortocircuitos eléctricos en las viviendas a causa de las filtraciones o de la 

humedad; 
17. Falta de canales y bajadas de aguas lluvia, y 
18. De la losa del piso superior cae arena al inferior cuando alguien camina en el piso de 

arriba. (población Claudio Arrau de Colina) 
 Cabe hacer presente que, en la población Parinacota, en el block 505, departamento A 14, 
del señor Hugo San Martín (minusválido), la losa superior cedió y está sostenida por una 
estructura de fierro de 8 por 3 pulgadas. En otro departamento de la misma población había 
un caso similar, y la losa se encuentra sostenida por una envigadura de madera. 
 En la visita a Rancagua, a la población Los Parques, los edificios se encuentran forrados 
en zinc sobre un enmaderado, con canales y bajadas de agua, subsistiendo algunos problemas 
de humedad en la planta baja de las edificaciones, por falta de drenaje y otros detalles de los 
anteriormente enumerados. 
 En algunos edificios de la población Vicuña Mackenna, de la misma ciudad, se estaban 
colocando canales y bajadas de agua, pero en general los problemas que afectan a los mora-
dores son numerosos, tales como los que se señalaron anteriormente. 
 La población Nuestra Señora de Las Mercedes, de Chimbarongo, había sido sometida a 
reparaciones de filtraciones, instalación de canales y bajadas de agua, pero en todo caso se 
señalaron por sus habitantes problemas menores pendientes. 
 Las poblaciones Claudio Arrau y José Fuentes Guerra, de la comuna de Colina, presentan, 
en general, los problemas antes mencionados y que fueron constatados por vuestra Comisión. 
 Los edificios de la población Eduardo Frei de la comuna de Lo Prado, se encuentran re-
cubiertos por la pintura destinada a evitar las filtraciones de aguas lluvia, con las canales y 
bajadas de agua instaladas. A pesar de lo anterior, quedan pendientes reparaciones a diversos 
departamentos, la instalación de techumbre en las cajas de escala, drenajes y otros. 
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 Las poblaciones Parinacota y Valle de la Luna, de la comuna de Quilicura, presentan tan-
tos problemas como los destacados en esta relación, sin haber sido sometidas a ningún tipo 
de reparaciones hasta el momento de ser visitadas por vuestra Comisión. 
 
3. LO SUSTANCIAL DE LOS DOCUMENTOS RECIBIDOS Y DE LO EXPUESTO 
POR LAS PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN. 
 
3.1. ACUERDO DEL MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO Y LA CÁMA-
RA CHILENA DE LA CONSTRUCCIÓN PARA LA SOLUCIÓN GLOBAL DE LOS 
PROBLEMAS PRODUCIDOS POR LOS TEMPORALES EN CONJUNTOS HABI-
TACIONALES DE VIVIENDAS BÁSICAS Y VIVIENDAS PET. 
 “Solución global a los problemas producidos por los últimos temporales en los conjuntos 
habitacionales de viviendas básicas y viviendas PET”. 
1. El programa global definido por el Minvu, apoyado por la Cámara Chilena de la Cons-

trucción, considera desarrollar una pronta y efectiva labor de reparación de las viviendas 
afectadas con la participación de todas las Empresas Constructoras involucradas. 

2. Este programa, en cuanto a las viviendas básicas Serviu, se refiere: 
a) Será financiado en parte por el Minvu a través de un subsidio complementario, de cré-

ditos subvencionados o de presupuestos de obras extraordinarias, todos por hasta 12 
UF, por unidad habitacional, debiendo considerarse las siguientes obras: 

 -Canales, bajadas de aguas lluvia. 
 -Sistemas de recepción y drenajes de aguas lluvia. 
 -Colocación de un impermeabilizante en las albañilerías de bloques de cemento, garan-

tizado por el plazo que fije el productor, previa reparación de grietas y fisuras. Del co-
sto de esta impermeabilización se descontará el valor considerado para esta partida en 
el presupuesto del contrato original, si procediere. 

 -Colocación de celosías en loggias. 
 Junto con estas obras, las empresas se comprometen a reparar de su cargo todas las 

singularidades de cada vivienda relacionadas con techumbres, alféizares, canterías de 
pega de albañilerías y fisuras de muros. 

b) Contratación proyecto a proyecto de las obras antes mencionadas, con participación de 
las empresas constructoras para la definición de las soluciones de reparación y mejo-
ramiento de estándares, con el fin de establecer desde el punto de vista técnico la for-
ma más viable de ejecutarlas. 

c) La autoridad y las empresas se comprometen a iniciar a la brevedad las acciones que 
permitan avanzar rápida y responsablemente en el proceso de reparación y mejoría de 
estándares, dada la difícil situación en que viven las familias afectadas por los tempo-
rales. 

d) Agilización por parte de las empresas constructoras comprometidas, de las faenas de 
impermeabilización en los sectores habitacionales más afectados e identificados como 
críticos. 

e) Se otorgarán las facilidades correspondientes para el aumento de plazos de término de 
obras en los contratos vigentes en ejecución. 

3. Respecto a las viviendas PET, las empresas constructoras en su carácter de primer vende-
dor definirán y aplicarán la solución técnica correspondiente, asumiendo el costo de la re-
paración de las viviendas y la responsabilidad de su eficiente ejecución. 
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4. Se deja constancia de la urgencia para el inicio de las acciones consideradas, para mayor 
seguridad y tranquilidad de las familias afectadas. 

 Las siguientes empresas constructoras suscriben el presente acuerdo comprometiéndose a 
su cabal cumplimiento: 
 Constructora Rancagua S.A.; García Popelaire Hnos. S.A.; Diez Luongo Weil y Cía. 
Ltda.; Maya S.A.; Hepuer y Muñoz Ltda.; Constructora Copeva; Consanit Ltda.; E. Bolum-
buro Ltda.; Magal (no tiene viviendas PET), y Proctora S.A. 
 Presente también a este acto don Hernán Doren Lois, Presidente de la Cámara Chilena de 
la Construcción, quien, en representación de la Institución, expone: 
1. Que la Cámara Chilena de la Construcción ha participado activamente desde sus inicios 

en la búsqueda conjunta de una solución a los problemas producidos por los temporales 
en distintos conjuntos habitacionales de viviendas básicas y viviendas PET. 

2. Que nuestra Institución y sus socios continuarán velando por la calidad en la construcción 
y propiciando el mejoramiento de los estándares de las viviendas sociales acorde a la nue-
va realidad del país, para lo cual compromete su participación en las Comisiones de Tra-
bajo que ha convocado el Minvu para analizar el mejoramiento de los estándares y la cali-
dad de la vivienda Serviu y los Programas Habitacionales. 

3. Que reconocemos y destacamos la disposición del Supremo Gobierno para implementar a 
la brevedad programas de reparación y mejoramiento de estándares en los conjuntos de 
viviendas básicas afectadas, destinando para ello los recursos correspondientes. 

4. Que se hace necesario entregar señales concretas a la opinión pública, por parte de la au-
toridad, de la voluntad conjunta con nuestra Institución, de avanzar rápidamente en el 
proceso de reparación y mejoría de los estándares a fin de evitar que esta situación se re-
pita afectando preferentemente a familias de bajos ingresos. 

 
 Santiago, julio de 1997. 
 
3.2. INFORME DE LA DIRECCIÓN DE EXTENSIÓN EN CONSTRUCCIÓN DE LA 
ESCUELA DE CONSTRUCCIÓN CIVIL DE LA PONTIFICIA UNIVERSIDAD CA-
TÓLICA DE CHILE, DECON. 
 
1. OBRAS SUPERVISADAS. 
PUENTE ALTO: 
COPEVA -Conjunto Habitacional Bdo. Leighton 
 -Conjunto Habitacional Las Caletas IV 
 -Conjunto Habitacional Villa Cordillera 
 -Conjunto Habitacional Parque Oriente II 
 -Conjunto Habitacional Parque Oriente III 
 -Conjunto Habitacional Parque Oriente 
 -Conjunto Habitacional Volcán San José I 
 -Conjunto Habitacional Cerrito Arriba 
 -Conjunto Habitacional Las Caletas IV 
 -Conjunto Habitacional Volcán San José II 
 -Villa Estaciones Ferroviarias. 
DIEZ-LUONGO-WEIL  Conjunto Habitacional Pacífico Sur. 
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SAN BERNARDO: 
CONSTRUCTORA BÍO-BÍO - Conjunto Habitacional El Trauco. 
 
QUILICURA: 
COPEVA - Villa San Enrique. 
 
MAIPÚ: 
COPEVA - Conjunto Habitacional Los Araucanos. 
 
PUDAHUEL: 
COPEVA - Villa Los Puertos. 
 
2. DESCRIPCIÓN FUNCIONES DECON 
 La función que ha desarrollado la Dirección de Extensión en Construcción (Decon) en la 
reparación que han llevado a cabo las constructoras con posterioridad a los temporales que 
afectaron a la zona central del país en el presente año ha consistido en actuar como entidad 
certificadora de la aplicación de los diferentes productos que se han usado, de acuerdo a las 
especificaciones de aplicación que han entregado los proveedores (se adjuntan) de dichos 
productos. 
 Para desarrollar la función antes descrita, se ha llevado a cabo una supervisión diaria y 
constante en terreno por parte de inspectores pertenecientes a esta dirección. 
 La supervisión consiste en revisar y controlar que se estén cumpliendo todos los pasos 
indicados en la especificación de aplicación del fabricante, para lo cual se han desarrollado y 
complementado “cartillas de supervisión” (se adjuntan), las cuales se van llenando casa a 
casa. 
 Dicha supervisión se realiza apegándose a las etapas definidas en un diagrama de supervi-
sión (se adjunta), el cual contempla los puntos relevantes a inspeccionar, como asimismo el 
momento en el cual se deben realizar los ensayos solicitados por los proveedores de los pro-
ductos, los cuales también son desarrollados por personal de esta dirección. 
 
3. PROBLEMAS OBSERVADOS EN LA SUPERVISIÓN DE LA APLICACIÓN DE 
LOS PRODUCTOS IMPERMEABILIZANTES. 
 -Porosidades relevantes que han debido ser tratadas exhaustivamente para evitar la per-
meabilidad a través de ellas. 
 -Dificultad para aplicar los productos en singularidades tales como: protecciones de ven-
tanas; encuentro de marquesinas para automóviles con muros; contorno de medidores eléctri-
cos; encuentro de aleros con muros, etc. 
 -Exceso de espesor de producto aplicado, con los siguientes problemas de fisuras por re-
tracciones. 
 -Aplicación en días con temperatura no adecuada. 
 -Exhaustivo control sobre los tiempos de aplicación entre cada mano. 
 -Aplicación sobre superficies sucias (barro), la cual ha debido ser raspada con posterioridad. 
 
 NOTA: Es de suma importancia destacar el desconocimiento de la población respecto del 
fenómeno de condensación, el cual en muchos casos es la causa real de la humedad interior 
de las viviendas. 
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4. DETALLE DE VIVIENDAS SUPERVISADAS Y CERTIFICADAS AL 31 DE    
OCTUBRE DE 1997. 
 -Conjunto Habitacional Bernardo Leighton - PA 162 
 -Conjunto Habitacional Cerrito Arriba - PA 1005 
 -Conjunto Habitacional Las Caletas III - PA 120 
 -Conjunto Habitacional Las Caletas IV - PA 220 
 -Conjunto Habitacional Los Araucanos - M 40 
 -Conjunto Habitacional Villa Cordillera - PA 84 
 -Conjunto Habitacional Volcán San José I - PA 39 
 -Conjunto Habitacional Volcán San José - PA 89 
 -Parque Oriente Cod B - 36 Vicuña Mackenna 1331 - PA 144 
 -Parque Oriente II - PA 119 
 -Parque Oriente II - PA 32 
 -Villa Estaciones Ferroviarias - PA 697 
 -Villa Los Puertos I - Pudahuel 74 
 -Villa San Enrique - Quinta Normal 273 
 TOTAL 3.098 
 

-o- 
 

3.3. INFORME DEL INSTITUTO DE INVESTIGACIÓN Y ENSAYE DE MATE-
RIALES DE LA FACULTAD DE CIENCIAS FÍSICAS Y MATEMÁTICAS DE LA 
UNIVERSIDAD DE CHILE, IDIEM. 
 El informe emitido por el Idiem recibido por vuestra Comisión, consta de dos volúmenes. 
Un resumen del mismo se inserta a continuación. 
 
EVALUACIÓN DEL COMPORTAMIENTO DE VIVIENDAS BÁSICAS VILLA 
VOLCÁN SAN JOSÉ-PUENTE ALTO. 
 A petición de la División Técnica de Estudio y Fomento Habitacional del Ministerio de la 
Vivienda y Urbanismo, se ha desarrollado una investigación tendiente a evaluar las causas 
por las que se produjeron filtraciones generalizadas en los muros perimetrales de las vivien-
das de las villas Volcán San José I y II, de Puente Alto, durante los temporales de lluvia con 
viento que azotaron a la Región Metropolitana. 
 Esta investigación comprendió una primera etapa de recopilación de antecedentes y la 
evaluación del grado de cumplimiento de las especificaciones del proyecto. Esta evaluación 
se basó en prospecciones de los elementos estructurales -muros, pilares y losas- en el depar-
tamento A-12, block 0307, Pasaje los Queltehues de la villa Volcán San José I, puesto a dis-
posición del Idiem por parte del Serviu, y en resultados de ensayos de laboratorio de los ma-
teriales empleados en la obra. Posteriormente, en una segunda etapa, se investigó el compor-
tamiento de los muros de albañilería frente a la penetración de lluvia mediante ensayos, a 
escala de laboratorio y a escala natural, en terreno. Finalmente, se realizaron pruebas de car-
go en losas de tres departamentos para verificar la seguridad estructural de la obra. Uno de 
estos departamentos corresponde al arriba individualizado, en tanto los otros dos son el de-
partamento A-11 del block 3161 y el departamento B-21 del block 3346, ambos pertenecien-
tes a la villa Volcán San José II. 



SESIÓN 27ª, EN MARTES 18 DE AGOSTO DE 1998 87

 Este estudio excluyó aspectos de tipo arquitectónico-funcional, como son los relativos a la 
evacuación de las aguas lluvia de escurrimiento superficial en cubiertas y fachadas. También 
se han excluido en esta evaluación los aspectos relativos a la calidad de los tabiques interio-
res de las viviendas. 
 Del conjunto de evaluaciones y ensayos realizados se derivan las siguientes conclusiones 
principales: 
1. La obra cumple las especificaciones del proyecto en todos los aspectos evaluados: 
 -Dimensionamiento de los elementos conforme a planos. 
 -Calidad de los materiales conforme a especificaciones y normas. 
 -Calidad de construcción, en lo relativo a obra gruesa, conforme a prácticas recomenda-
das. 
2. La penetración de las aguas lluvia a través de los muros tratados con pintura hidrorrepe-

lente se produce por la absorción ejercida por los bloques de hormigón. 
3. El comportamiento de las losas en las pruebas de carga realizadas revela que no existen 

deficiencias estructurales en dichos elementos. Las deformaciones y fisuras detectadas en 
las losas inspeccionadas no afectan a la seguridad de la obra. 

 
1. INTRODUCCIÓN. 
 Las villas Volcán San José I y II, de Puente Alto, que en total comprenden 2.306 vivien-
das básicas de 40 m2, sufrieron una falla generalizada por efecto de la penetración de aguas 
lluvia a través de sus muros de fachada, durante los temporales que afectaron a la región, que 
alcanzaron su mayor intensidad en el período del 28 de mayo al 24 de junio pasado. 
 Las viviendas de las villas Volcán San José I y II fueron proyectadas y construidas en el 
período junio 1994-noviembre 1995, por la empresa constructora Copeva, mediante contrato 
con el Serviu Metropolitano. 
 El proyecto se ciñe a las “Bases Técnicas Generales para Viviendas Básicas”, de enero de 
1992, del Serviu. Las viviendas son del tipo C, en blocks de tres pisos. 
 Las viviendas no habían presentado mayores deficiencias hasta el presente invierno, 
cuando se produjo un período de intensa precipitación con viento, que dejó en evidencia la 
lata permeabilidad de los muros de albañilería expuestos a la lluvia con viento. El problema 
afectó en forma masiva a todas las viviendas de estas villas, lo que originó una movilización 
de los organismos y profesionales del sector de la construcción en busca de soluciones, por 
una parte, y también de las causas que originaron la falla, que apuntan hacia los distintos 
aspectos del problema. 
 La presente investigación responde a la petición de la División de Estudio y Fomento 
Habitacional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo de fecha 18 de junio, que solicitó in-
vestigar las causas que originaron las filtraciones de agua, la evaluación de algunas solucio-
nes para impermeabilizar las viviendas y el análisis estructural de los edificios con miras a 
incorporar cargas de estuco en los muros perimetrales. Posteriormente, a medida que se 
avanzaba en las soluciones de impermeabilización para los muros, la investigación se centró 
en el estudio de las causas de las filtraciones y en la evaluación del grado de cumplimiento 
de las especificaciones del proyecto. Finalmente, por expreso encargo del Serviu, a este estu-
dio se incorporó la investigación, mediante pruebas de carga, de la resistencia de las losas de 
algunas viviendas. 
 Durante el transcurso de la investigación se entregaron antecedentes a la División Técnica 
del Serviu, en un primer informe de avance de fecha 19 de junio, que incluía una apreciación 
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preliminar de las principales deficiencias detectadas en las visitas de inspección, durante el 
período de lluvias, a las poblaciones afectadas. En ese informe, se proponían también algunas 
soluciones para la impermeabilización de los muros de fachadas. 
 Posteriormente, con fecha 19 de agosto, se entregó una apreciación general respecto al 
grado de cumplimiento de las especificaciones del proyecto y resultados de los ensayos de 
penetración de agua en muros. Últimamente, se han entregado los resultados de las dos pri-
meras pruebas de carga de losas, que permitían clarificar las dudas planteadas respecto a la 
seguridad estructural de la obra. 
 El presente informe reúne toda la información obtenida, con las conclusiones finales que 
se derivan del estudio. 
 
2. METODOLOGÍA EMPLEADA. 
2.1 Descripción general. 
 El estudio se desarrolló teniendo como objetivo establecer, en primer lugar, el grado de 
cumplimento de las especificaciones del proyecto, para lo cual fue necesario reunir los ante-
cedentes generados durante la construcción de las obras Volcán I y II, especialmente los cer-
tificados del control de calidad de los materiales utilizados. Por otra parte, se estimó necesa-
rio evaluar, en forma directa, mediante visitas a obras en construcción, el desarrollo del pro-
ceso constructivo por parte de la empresa constructora Copeva y la calidad de ejecución, 
especialmente de la albañilería de bloques de hormigón. 
 Por otro lado, para evaluar la calidad de las viviendas construidas en las villas Volcán I y 
II, se recurrió a una prospección detallada de uno de los departamentos de la villa Volcán I, 
que fue proporcionado por el Serviu como muestra representativa de la obra en estudio. 
 El estudio del fenómeno de penetración de agua y de las causas de las filtraciones a través 
de los muros, se abordó mediante ensayos de permeabilidad en muros y probetas extraídas 
del departamento asignado y también ensayos de lluvia artificial en muros similares de la 
villa Volcán III, que no había sido aún entregada. 
 Finalmente, la evaluación de la seguridad estructural de la obra se basó en los resultados 
de pruebas de carga en losas de tres departamentos, uno de los cuales corresponde al utiliza-
do para calificar la calidad de las viviendas. 
 
2.2 Recopilación de antecedentes. 
2.2.1 Bases Técnicas Generales para Viviendas Básicas. 
 En estas Bases Técnicas y sus Anexos se indican las disposiciones que deben cumplir 
obligatoriamente los proyectos ofertados en las Licitaciones Públicas de Viviendas Básicas. 
 Estas bases comprenden, además, las disposiciones que establecen las siguientes leyes y 
normas oficiales: 
 -Ley General de Urbanismo y Construcciones, de 1975. 
 -Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, de 1992. 
 -Normas Técnicas Oficiales del INN. 
 -Reglamentos y normas municipales, de servicios S.E.C., Emos y del Serviu. 
2.2.2 Planos y especificaciones técnicas que constituyen el proyecto desarrollado por 
Copeva. 
2.2.3 Certificados de ensayo: 
 -Control de calidad de los hormigones de la obra. 
 -Control de calidad de los bloques de hormigón: 
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 -Ensayos solicitados por Copeva. 
 -Ensayos solicitados por fabricante de bloques de hormigón. 
 
2.3 Visitas a las obras. 
 Las visitas a la obra durante el desarrollo de la investigación permitieron evaluar en forma 
directa las características del fenómeno de traspaso de humedad a través de los muros. Tam-
bién aportaron antecedentes sobre los efectos de los tratamientos de impermeabilización apli-
cados, en particular el efecto del arenado que se utilizó como tratamiento para eliminar la 
pintura existente en algunos edificios (ver figura 7). En estas observaciones, se pudieron 
apreciar algunas características de la albañilería de bloques y detectar las deficiencias que se 
producen en las juntas verticales. 
 Por otra parte, las visitas a obras de la empresa Copeva, en construcción, especialmente la 
villa Marta Brunet, del Serviu, permitieron reunir antecedentes sobre la tecnología de cons-
trucción con bloques de hormigón. 
 
2.4 Prospección y ensayos para evaluar la calidad estructural de las viviendas. 
 Se extrajeron muestras de la losa y de los muros del departamento en estudio y se deter-
minaron las propiedades de los elementos estructurales, dimensiones, ubicación de las arma-
duras e identificación de sus características. Se comprobó la calidad de ejecución de las jun-
tas de la albañilería y la calidad del mortero. 
 También se evaluó la calidad geométrica de los elementos, especialmente de la losa. 
 
2.5. Ensayos para investigar penetración de agua en los muros. 
 Para investigar las causas de las filtraciones a través de los muros se utilizaron dos méto-
dos de ensayo: el de permeabilidad bajo presión hidrostática, aplicado en distintos puntos del 
muro (juntas, paramentos con y sin tratamiento hidrorrepelente y en juntas fisuradas). 
 Por otra parte, se utilizó una instalación para realizar ensayos de lluvia artificial en terreno 
que permitió evaluar en forma comparativa distintos tipos de muros. Interesaba especialmen-
te comparar el comportamiento de un muro similar a los de la obra en estudio con otro cuya 
única diferencia fuera la aplicación de un tratamiento especial de impermeabilización de las 
juntas (canterías), de modo de independizar el efecto de la permeabilidad de las juntas del 
correspondiente a la permeabilidad de los bloques de hormigón. 
 
3. VIVIENDAS ESTUDIADAS. 
3.1 Características generales de los edificios. 
 Las viviendas de las villas Volcán I y II corresponden al tipo C de las Bases Técnicas 
Generales para Viviendas Básicas del Serviu (Anexo). Son edificios de albañilería reforzada, 
de tres pisos, con losa de hormigón armado en el primero y segundo niveles. Como segunda 
línea resistente, el proyecto incluye machones de hormigón armado en los extremos de las 
fachadas principales y en los muros medianeros de los departamentos ubicados en los extre-
mos de cada block. 
 Las características de los elementos estructurales que conforman la vivienda, que corres-
ponde a un departamento del 1er piso, se presentan en las figuras 1 y 2. 
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3.2 Identificación de las viviendas evaluadas. 
 Si bien las viviendas que han sido sometidas a prospecciones y ensayos fueron seleccio-
nadas por el Serviu teniendo en cuenta razones de disponibilidad, es posible, sobre la base de 
visitas de inspección realizadas, calificarlas como representativas de las que presentan la 
mayor parte de los defectos constructivos observados: fisura transversal en losa (junta de 
construcción), deformación de la losa (A máx= 3,2 cm), grietas escalonadas bajo antepechos 
de ventanas. 
 El departamento asignado para el estudio está ubicado en la villa Volcán I, pasaje Los 
Queltehues, block 0307, departamento A-12. 
 Los otros dos departamentos que han sido evaluados, desde el punto de vista estructural, 
corresponden a viviendas de la villa Volcán II, ubicadas en el block 3161 (departamento A-
11) y en el block 3346 (departamento B-21). En ambos casos, el estudio consistió en la eva-
luación del comportamiento de las losas de cielo correspondientes bajo las condiciones de la 
prueba de carga normal. 
 
4. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS ESPECIFICACIONES TÉCNICAS 
DEL PROYECTO. 
4.1 Objetivo y alcance del análisis. 
 La evaluación del cumplimiento de las especificaciones del proyecto se orientó especial-
mente a los aspectos relativos a la calidad de los materiales estructurales de las viviendas y 
en particular a la calidad de los muros de fachadas. Este enfoque responde a la naturaleza del 
problema investigado, que corresponde a filtraciones de aguas lluvia a través de los muros 
que conforman la envolvente de las viviendas. No se incluyó, por lo tanto, en este análisis, 
nada respecto al emplazamiento de los edificios ni a su cubierta de techo, que ha sido califi-
cada anteriormente en el Informe de Avance (Anexo) como insatisfactoria, por carecer de los 
elementos básicos para la evacuación de las aguas lluvia. 
 Este análisis consideró la evaluación de los antecedentes que proporcionan los certifica-
dos del control de calidad de los materiales de la obra, incluyendo los hormigones de funda-
ciones, sobrecimientos y hormigón estructural. También se analizaron los resultados de en-
sayos de los bloques de hormigón y del mortero empleado en las albañilerías. 
 Por otra parte, se evaluaron los resultados obtenidos de los ensayos de testigos, extraídos 
de la vivienda en estudio, de distintos elementos estructurales, que incluyen muros (bloques 
de hormigón y mortero) y losa de hormigón armado. 
 En las figuras 1 y 2, se muestran las características de los elementos estructurales que 
conforman la vivienda y se indica la ubicación de los puntos desde donde se extrajeron los 
testigos. 
 
4.2 Calidad del hormigón de la obra. 
 En la tabla 4.2.1, se resume la información contenida en el archivo del control de calidad 
de la obra. Los hormigones fueron controlados por el Laboratorio Decon de la Pontificia 
Universidad Católica, en el período septiembre 1994-marzo 1995. En el Anexo se entregan 
copias de los certificados de ensayo que se han tenido a la vista. 
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TABLAS 4.2.1. 
CALIDAD DE HORMIGONES DE LA OBRA. 

 
Tipo de hormigón Número de Resistencia compresión,  kgf/cm2 
(resistencia especificada) muestras Valor medio Desviación Valor 
   estándar carácter. 
 
F.D.=10% 
Hormigón estructural 112 246,1 50,9 180,9 
(H-18) 
Hormigón sobrecimientos 25 286,2 55,1 215,7 
(H-18) 
Hormigón fundaciones 15 264,4 51,9 198,0 
(H-10) 
 
 De acuerdo a estos resultados, los hormigones de la obra cumplen con las resistencias 
especificadas correspondientes. Por otra parte, la resistencia media que se obtiene de los tes-
tigos extraídos de la losa investigada fue: 
 Aplicando los factores normales de corrección, la resistencia media del hormigón de la 
losa, en probeta cúbica de 20 cm. de arista para la edad de ensayo de 28 días, se reduce a: 
 R28= 199,kgf/cm2 
 Este valor confirma lo obtenido anteriormente y permite concluir que la calidad del hor-
migón corresponde a la requerida por el proyecto. 
 
4.3 Calidad de las albañilerías. 
 Todos los muros de los edificios de las villas Volcán San José son de albañilería de blo-
ques huecos de hormigón de 14 cm. de espesor, reforzados con pilares y cadenas de hormi-
gón armado. Los muros de fachadas están reforzados con tensores y escalerillas de acero que 
mejoran el comportamiento al corto y controlan el agrietamiento por retracción de la albañi-
lería en zonas con vanos (figura 2). 
 
4.3.1 Calidad de los bloques. 
 De acuerdo a las Bases Técnicas del Serviu, los bloques huecos de hormigón deben cum-
plir los requisitos que establecen las normas Nch 181 - Of 65 y Nch 1928 - Of. 95, en cuanto 
a requisitos dimensionales, de resistencia a compresión y de absorción de agua. 
 La calidad de los bloques utilizados en la obra, conforme a los resultados que entregan los 
certificados de control de calidad para el período septiembre 1994-marzo 1995, se resume en 
la tabla 4.3.1, siguiente: 
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TABLA 4.3.1. 
Calidad de los bloques de hormigón. 

 

Fabricante Laboratorio Número de mues-
tras 

Resistencia com-
presión jgf/cm2 

Absorción de 
agua I/m3 

HORMISUR DICTUC MELON 19 
31 

78,7 
68,9 

155,8 
167,6 

BOTTAI DICTUC 3 81,2 149,3 
GRAU DECON 15 

2 
59,6 

-- 
-- 

158,5 
 
Requisitos Nch 181 Of 67 

Promedio  
Individual 

45,0 
35,0 

 
240 máx 

     
 Estos resultados indican que los bloques de hormigón, de las distintas fábricas proveedo-
ras de la obra, cumplen con los requisitos de resistencia mecánica y absorción de agua espe-
cificados en la norma vigente. 
 Por otra parte, los resultados obtenidos de los ensayos realizados, con motivo de esta in-
vestigación, a una muestra tomada de un antepecho de la vivienda en estudio, entrega los 
siguientes resultados: 
 
Bloque tipo 15 MAA HORMISUR 
Resistencia a compresión 51,9 kgf/cm2 
Absorción de agua 167 l/m3 
 
 Estos resultados confirman la apreciación de cumplimiento de las especificaciones que se 
deriva de los certificados de ensayos para muestras de la obra. 
 
4.3.1.1 Absorción y tasa de absorción de agua de los bloques. 
 Es necesario destacar en este punto que el requisito de absorción de agua que establecen 
las normas chilenas Nch 181. Of 65 y Nch 1928.Of. 93, limita, principalmente, la porosidad 
o contenido total de poros del bloque o de las unidades de albañilería en general. De esta 
forma, se asegura una cierta durabilidad de las unidades frente a ciclos hielo-deshielo. Pero 
este requisito no es suficiente desde el punto de vista del movimiento del agua a través del 
material o permeabilidad. En este sentido, se requiere que, junto con limitar el volumen total 
de poros del material, se controle la forma y dimensión (diámetro) de poros y capilares. Éstos 
son factores de una importancia crucial, ya que determinan la capacidad de succión o veloci-
dad de absorción de agua de las unidades de albañilería, propiedad que está directamente 
relacionada con la facilidad de penetración y saturación de agua de las unidades. Es también 
por esta vía por la que se controla la facilidad de colocación de las unidades o “trabajabili-
dad”, la cual depende de la interacción entre las propiedades del mortero (plasticidad y reten-
tividad de agua) y la tasa de absorción de agua de las unidades de albañilería. 
 La normativa internacional considera como requisito para calificar la aptitud de las unida-
des de albañilería que quedarán expuestas a la intemperie (muros de fachadas no estucados) 
un valor máximo para la tasa de absorción de agua por capilaridad. 
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 Esta propiedad es determinada a través del ensayo de absorción capilar, que mide el au-
mento de peso del bloque al dejar una de sus caras en contacto con el agua (5 mm por debajo 
del nivel de agua) durante un período de tiempo dado (1 min., según la norma ASTM y 10 
min., según la norma Afnor). Se define así un coeficiente de capilaridad, C, y una escala para 
calificar las características de tasa de absorción de las unidades para distintos usos. 
 
 100M 
 Coeficiente de capilaridad, C=  
 St ½ 
 
 donde: 
 M = Diferencia de peso en gramos, después del período de inmersión en agua. 
 S = Área de la sección en contacto con el agua. 
 t = Tiempo en minutos transcurridos desde la inmersión. 

 
TABLA 4.3.1.1. 

Escala de capilaridad para unidades de albañilería (9). 
 

Capilaridad C, g cm-2s -1/2 
 t = 1 min t = 10 min 

Muy alta 0,25 7,90 
Alta 015-0.25 4.74-7.90 
Media 0.08-0,15 2.53-4.74 
Baja 0.04-0.08 1.26-2.53 
Muy baja 0.04 1.26 
 
 La norma Afnor (NFP 14-102, 1994), que regula la calidad de los bloques huecos de 
hormigón que quedarán a la vista, exige que éstos tengan un coeficiente C no mayor de 5.0 
para t=10 min. 
 Exige, además, que el espesor de la pared del bloque sea igual o mayor de 3.0 cm. 
 Utilizando este ensayo de absorción por capilaridad para calificar la calidad de los blo-
ques de la obra analizada, se pudo apreciar que éstos caen en el rango de capilaridad alta. Por 
otra parte, evaluando mediante este ensayo bloques de otro fabricante nacional utilizados 
como patrones, se observa que éstos corresponden a los rangos de capilaridad media y baja y 
serían, por lo tanto, adecuados para utilizarlos en albañilerías que quedarán a la vista. En la 
tabla 4.3.1.2, se presentan los resultados de los ensayos de absorción capilar para bloques de 
fabricación nacional. 
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TABLA 4.3.1.2. 
Resultados de ensayos de absorción capilar. 

(Bloques de fabricación nacional) 
 

Blouse Cmg cm-2s -1/2 

Muestra de la obra (Hormisur) 6.82 

Muestra patrón (Multicret)  

-Textura fina 2.48 

-Textura gruesa 2.95 
 
4.3.2 Calidad del mortero. 
 Los morteros utilizados en la obra Volcán San José corresponden a cemento/arena, que se 
dosifican y elaboran en plantas mecanizadas, calibradas, donde se les incorpora el aditivo 
plastificante. Los albañiles reciben el mortero listo para su aplicación en cantidades suficien-
tes, compatibles con la velocidad de avance de la obra. 
 En visitas realizadas a las obras Marta Brunet (1250 viviendas) e Invica (930 viviendas), 
de la empresa Copeva, se pudieron apreciar las características del proceso de dosificación y 
elaboración del mortero y las faenas de construcción de albañilerías, constatando que éstas se 
ejecutan conforme a las prácticas recomendadas (12) y con sistemas de control y de supervi-
sión adecuados. 
 Para evaluar la resistencia del mortero de la obra, fue preciso extraer testigos de los muros 
de la vivienda estudiada, que incluyeran juntas de mortero horizontales y verticales, (Ver 
figura 5).  También se utilizaron muestras obtenidas del antepecho de una ventana de dicha 
vivienda. 
 Con esas muestras, se prepararon probetas como las que se muestran en la fig. 6 para de-
terminar la resistencia a la penetración de una aguja de acero estándar.  En la tabla 4.3.2, se 
entregan los resultados de resistencia a la penetración de las muestras de mortero y las resis-
tencias a compresión correspondientes, según la curva de calibración obtenida en el estudio 
de la referencia (8). 
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TABLA 4.3.2. 
Resistencia a compresión de morteros. 

 
Muestra Nº Tipo de junta Resistencia a 

kgf 
Penetración 

 
Resistencia 
compresión 

 
  Individual Media kgf/cm2 (*)
  130   
 Horizontal 113   
1 (antepecho) 148 121.6 198.1 
  104   
  113   
  198   
 Horizontal 62.5   
2 (antepecho) 

 
 

144 
120 
197 

144.3 
 
 

240.9 
 
 

 
 

 
Horizontal 

113 
145 

  

3 (antepecho) 122 
120 
183 

136.6 226.4 
 

 
 
4 

 
Horizontal 
(antepecho) 

150 
208 
140 
121 
144 

 
 

152.6 

 
 

256.6 

 
 
5 

 
 
Vertical 
(Testigo Nº 2) 

68 
95 
77 
66 
67 

 
 

74.6 

 
 

109.4 

 
 
6 

 
 
Vertical 
(Testigo Nº 4A) 

79 
60 
88 
77 
47 

 
 

70.2 

 
 

101.1 
 

 
 
7 

 
 
Vertical 
(Testigo Nº 4B) 

103 
64.2 
35.5 
44.5 
92 

 
 

67.8 

 
 

96.6 
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8 

 
 
Horizontal 
(Testigo Nº 1) 

139 
95.5 

125.5 
98.5 

110 

 
 

113.7 

 
 

183.2 

 
 
9 

 
 
Horizontal 
(Testigo Nº 3) 

86.5 
119 
142.5 
157 
102 

 
 

121.4 

 
 

197.7 

 
 
10 

 
 
Horizontal 
(Testigo Nº 5A) 

112 
82.5 

142 
140 
131 

 
 

121.5 

 
 

197.9 

 
 
11 

 
 
Horizontal 
(Testigo Nº 5B) 

83.5 
101 
97.5 
80 
71 

 
 

86.6 

 
 

132.1 

 
(*) La recta de regresión que relaciona la resistencia a la penetración con la resistencia a 
compresión del mortero es la siguiente: 
 
 P=16.6 + 0.56 Rc,  en que P es la resistencia a la penetración de la aguja, y Rc la resisten-
cia a compresión obtenida según norma Nch 158 para morteros de albañilería. 
 
 Las propiedades físicas y mecánicas de las muestras de mortero extraídas de la obra, de 
juntas horizontales y verticales, se presentan en la tabla 4.3.3. 
 

TABLA 4.3.3. 
Propiedades físicas y mecánicas de muestras de morteros. 

(Valores medios). 
 

Tipo de junta Resistencia compresi
kgf/cm2 

Densidad 
kg/cm3 

Absorción de agua 
l/m3 

 
Horizontales 

 
204 

 
2.12 

 
217.5 

 
Verticales 

 
102 

 
-- 

 
--- 

 
 La resistencia a compresión del mortero, según las especificaciones del proyecto, es de 
100 kgf/cm2, determinada según norma Nch 158. 
 La dosificación del mortero utilizado en la obra fue estudiada en mezclas de prueba, con 
valores de resistencia a compresión a 28 días, (certificado por DECON), que se presentan en 
la tabla 4.3.4. 
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TABLA 4.3.4. 
Resistencia a compresión de morteros a 28 días. 

(Dosificaciones de prueba). 
 

Tipo de ensayo Resistencia compresión 
kgf/cm2 

 
Nch 158 (probeta 4 x 4 x 16 cm) 

 
109,0 

 
Nch 1037 (cubo 20 cm de arista) 

 
112,0 

 
 Es preciso destacar que la resistencia de morteros moldeados en moldes no absorbentes es 
aproximadamente la mitad de la que resulta en moldes o entre superficies absorbentes.  Tal 
caso de superficies no absorbentes es el que se produce en las juntas entre bloques de hormi-
gón, donde el mortero pierde parte del agua que contiene en exceso y reduce su porosidad. 
 Al comparar las resistencias de las muestras de mortero extraídas de la obra con la especi-
ficada en el proyecto, se aprecia que los morteros cumplen con la calidad requerida. 
 
4.3.3 Calidad de mano de obra. 
 Es sabido que la experiencia del albañil juega un papel tan importante como el uso de 
morteros de la calidad requerida, compatibles con las condiciones de la obra, en la calidad de 
las albañilerías. 
 En el caso de las albañilerías de bloques de hormigón, este aspecto se hace más relevante, 
especialmente por la mayor dificultad en la ejecución de las juntas verticales, que deben que-
dar formando cordones continuos y compactos. 
 Para investigar la calidad de la ejecución en la obra en estudio, se procedió a extraer testi-
gos con sonde de 2” de diámetro, en juntas horizontales y verticales de los muros de fachada 
de la vivienda asignada para este estudio.  Con estos testigos, se pudo determinar las caracte-
rísticas de las juntas, ancho y espesor de las fajas de mortero, condiciones de llenado y ad-
herencia, como también de resistencia a compresión a través del ensayo de penetración con 
la aguja estándar, descrito en el punto anterior.  En la tabla 4.3.5, se resumen las observacio-
nes realizadas mediante los testigos. 
 

TABLA 4.3.5. 
Testigos extraídos de juntas de mortero. 

 
Testigo Nº Tipo de junta Dimensiones

Espesor mortero
de la junta,mm 
Ancho de faja de 
tero 

Observaciones 

1 
(pared inter-

ior) 

Horizontal 16 34 -Falla de adher. 
plano(*) supe-
rior. 
-Faja completa 
- Mortero com-
pacto, bien ad-
herido a plano 
inferior. 
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2 

(pared exte-
rior) 

Vertical 8 32 -Falla de adher. 
en ambos pla-
nos de contacto. 
-Faja completa. 
-Mortero de 
buena calidad. 

3 
(pared inter-

ior) 

Horizontal 16 60 -Falla de ad-
herencia en 
plano superior. 
-Mortero de 
buena calidad. 
-Incluye escale-
rilla. 

4A 
(pared inter-

ior) 

Vertical 10 33 -Falla de ad-
herencia en uno 
de los planos 
de contacto. 
-No se rellenó 
la ranura del 
bloque. 

4B 
(pared exte-

rior) 

Vertical 9 43 -Falla de adher. 
en uno de los 
planos de con-
tacto. 
-Relleno com-
pleto de la jun-
ta. 

5A 
(pared inter-

ior) 

Horizontal 14 40 -Falla de adher. 
en ambos pla-
nos de contacto. 
-Mortero de 
buena calidad. 
-Incluye escale-
rilla. 

5B 
(pared inter-

ior) 

Horizontal 13 54 -Falla de adher. 
en plano sup. 
-Mortero de 
buena calidad. 
-Incluye escale-
rilla. 

 
(*) Falla de adherencia inducida por vibración durante el corte del testigo. 
 
 En cuanto a las características constructivas, se observa que las juntas se ejecutaron con-
forme a las prácticas recomendadas (13).  El espesor medio de las juntas horizontales es   
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14.8 mm y el de las verticales es 9.0 mm, el ancho de las fajas de mortero de pega es en to-
dos los casos superior al espesor de las paredes del bloque. 
 
4.3.4. Dimensiones de elementos estructurales, calidad y cuantía de armaduras. 
 El cumplimiento de las especificaciones del proyecto, en lo relativo a las dimensiones de 
los elementos estructurales y a la calidad, cuantía y posición de las armaduras, fue verificado 
en una prospección detallada, realizada en la vivienda asignada para este efecto. 
 
 - Dimensiones de los elementos estructurales 
 Muros: Conforme a planos. 
 Pilares: Conforme a planos. 
 Cadenas: Conforme a planos. 
 Losa: Conforme a planos. 
 
 - Armaduras (Calidad y cuantía) 
 Muro H.A:  Mallas electrosoldadas acero AT 56-50H f 5.5 a 10 cm 
 Losa H.A: Dos mallas electrosoldadas acero AT 56-50H f 5.5 a 15 cm en un sentido y  
  a 16 cm en el otro (armadura positiva). 
 
 - Muro de albañilería: Escalerillas: En juntas horizontales, acero AT 56-50 H, según  
  ubicación de planos. 
 Tensores:  No fue posible detectarlos, por limitaciones del instrumento empleado. 
 
 De los resultados de esta prospección se concluyó que la obra cumple las especificaciones 
del proyecto en lo que se refiere a dimensiones y armaduras. 
 
5. DIAGNÓSTICO DE LAS CAUSAS DE FILTRACIONES. 
5.1 Objetivo y alcance del diagnóstico. 
 Durante los temporales que afectaron a la Región Metropolitana en el período del 28 de 
mayo al 24 de junio pasado, que, según informe de la Dirección de Meteorología (11), pre-
sentaron características de mayor intensidad de vientos en la zona sur-oriente, donde están 
emplazadas las viviendas de las Villas Volcán San José I y II, quedó en evidencia la notoria 
deficiencia de dichas viviendas para resistir la penetración de aguas lluvia a través de los 
muros y a través de vanos y puntos singulares de las fachadas. 
 Para investigar en qué medida influyeron en este comportamiento los distintos elementos 
que componen la fachada, se procedió a realizar dos tipos de ensayo: 
• Ensayos de permeabilidad bajo presión hidrostática constante. 
• Lluvia artificial en condiciones de obra. 
 Los ensayos del primer grupo se realizaron en la vivienda de la villa Volcán I, asignada 
para este estudio, y sobre probetas extraídas de esta misma vivienda.  En cuanto a los ensa-
yos de lluvia artificial, se decidió utilizar muros de viviendas construidas en la villa Volcán 
III, de iguales características a las de las viviendas de las villas Volcán I y II y que habían 
sufrido el mismo tipo de comportamiento que éstas durante los temporales.  La ventaja era el 
hecho de encontrarse deshabitadas en el momento de realizarse los ensayos. 
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5.2 Ensayos de permeabilidad bajo presión hidrostática. 
 Se utilizó un ensayo de permeabilidad recomendado para evaluar la resistencia a la pene-
tración de la lluvia con viento de muros de albañilería. 
 Este método ha sido desarrollado por Karsten (10) y ampliamente utilizado en Europa con 
este objeto. 
 El ensayo utiliza pipetas graduadas que se adosan a los paramentos de los muros a ensa-
yar, mediante sellantes elastoméricos.  Posteriormente, se llenan con agua hasta el nivel 
adoptado, 10 cm, y se mantiene dicho nivel, registrando la cantidad de agua que era necesa-
rio agregar para mantener el nivel durante 10 minutos. 
 Este ensayo se realizó en los bloques de hormigón con y sin el tratamiento con pintura 
hidrorrepelente, en juntas de mortero horizontales y verticales en canterías fisuradas, tanto en 
terreno como en laboratorio, figs. 10 y 11. 
 Los valores medios de permeabilidad con este método se entregan en la tabla 5.2, junto 
con algunos valores de referencia correspondientes a bloques de hormigón de otra fábrica y a 
una probeta estucada con mortero a base de aglomerantes hidráulicos (mortero de estuco 
propuesto en el Informe de Avance,  que se adjunta en Anexo). 

 
TABLA 5.2. 

Permeabilidad de albañilerías de bloques. 
(Método Karsten). 

 
Elemento Material del sustrato Tratamiento del 

sustrato 
Agua absorbida 
(t=10 min) cm3 

Muro de la obra (pa-
ramento interior) 

Bloque de hormigón 
 
Junta horizontal 

Sin tratamiento 
 
 
Sin tratamiento 

520 
 
 

110 
 Bloque de hormigón Pintura original 0 

Muro de la obra (pa-
ramento exterior) 

 
Junta vertical sana 
 
Junta horizontal fisurad

 
Pintura original 
 
Pintura original 

 
0 
 

240 
 Bloques de hormigón 

(*) 
Sin tratamiento 7 

Probetas patrones Probeta estucada con 
mortero,e=1.5 cm 

 
Sin tratamiento 

 
5 

 
(*) Fábrica Multicret. 
 
 De estos ensayos se desprende que los bloques utilizados en la obra, con el tratamiento 
hidrorrepelente no presentan penetración al agua bajo las condiciones impuestas.  Se observa, 
por otra parte, que la presencia de fisuras en las juntas permiten una penetración de agua 
significativa al interior del muro. 
 En el caso de muros no tratados con pintura hidrorrepelente, paramentos interiores, se 
aprecia una permeabilidad muy superior a la que presentan las probetas patrones.  Esto indi-
caría que al no existir requisitos de permeabilidad o de absorción capilar para los bloques de 
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hormigón en las normas vigentes, se pueden producir diferencias de calidad en este aspecto 
de 1 a 70.  También se aprecia que si se utilizan bloques de buena calidad, (baja permeabili-
dad) serían las juntas de mortero las vías más posibles para la penetración de agua. 
 Finalmente, es preciso destacar que la conclusión  más importante que se obtiene de estos 
ensayos es que, bajo carga hidrostática constante, la evaluación de la impermeabilidad de los 
muros tratados con la pintura hidrorrepelente los calificaría como aceptables. 
 
5.3. Ensayos de lluvia artificial en la obra. 
 El objetivo de estas pruebas era verificar el comportamiento de las fachadas, en forma 
comparativa para tres condiciones: 
 
• Muros en su condición original, con pintura hidrorrepelente. 
• Muros similares a los anteriores, pero con un tratamiento de impermeabilización de re-
 fuerzo aplicado a las juntas (canterías). 
• Muros con vanos de ventanas. 
 
5.3.1. Procedimiento de ensayo. 
 Considerando que estas pruebas tienen un carácter comparativo, se trató solamente de 
imponer condiciones severas de lluvia y viento, que fueran reproducibles.  Los pasos que se 
siguen son los siguientes: 
 Para reproducir el efecto de la lluvia con viento, se utiliza una cañería de PVC con perfo-
raciones, la cual se instala horizontalmente en la parte superior del paño de muro a ensayar, 
justo debajo de la cadena. 
• La condición de viento deseado se consigue mediante un ventilador de gran caudal (turbi-

na), variando su posición con relación al muro en estudio y manteniendo flujo perpendi-
cular. 

• Previamente al inicio del ensayo, se mide la velocidad del viento que llega a la fachada en 
cinco puntos simétricamente distribuidos con respecto al eje central del flujo. Figs. 12a y 
14a. 

• Para poder observar en forma directa lo que ocurre durante el ensayo, se han abierto bo-
quetes en las cáscaras de algunos bloques en el paramento interior, dentro de la zona so-
metida a ensayo. Fig. 12b. 

• Para ayudar al registro de los datos durante la realización de las pruebas, se toman foto-
grafías con cierto intervalo de tiempo entre ellas. 

• Para dar comienzo al ensayo, se pone en marcha el ventilador y luego se da el paso al 
agua, con lo que se logra simular una intensa lluvia con viento azotando la pared. 

 
5.3.2 Ensayo Nº 1: Muro en condición original. 
 El ensayo se realizó en un muro culata del primer piso, impermeabilizado con pintura 
hidrorrepelente, que tenía aproximadamente dos meses de aplicada.  La calidad de la albañi-
lería no mereció ninguna observación.  Se abrieron ventanas de observación en bloque cen-
tral ubicado a una altura máxima de 1.2 m para poder observar los tabiques del bloque y las 
junta de mortero por su lado interior.  La superficie expuesta a la lluvia artificial fue 2,4 x 2.1 
m2. 
 



CÁMARA DE DIPUTADOS 102 

Condiciones de ensayo. 
 La velocidad de viento en los puntos centrales del paño, se midió con un anemómetro 
antes del inicio de la prueba, registrándose valores que varían entre 5 y 25 km/h, con una 
velocidad media de 14.6 km/h.  El caudal de agua que entregaba la cañería acondicionada 
con perforaciones, en su posición horizontal en el muro, fue de 32.4 l/min. 
 

Observaciones durante el desarrollo de la prueba. 
 

Tiempo min Observaciones 
  
1 - Se observa afloramiento de humedad en la pared exterior del 

bloque.  Las canterías se aprecian secas en esta zona. 
 

3 - Escurrimiento de agua que moja y se acumula en la rebarba 
de mortero de las juntas horizontales observadas. 
 

5 - Se alcanza la saturación (uniformidad de color) de la pared 
exterior del bloque. 
 

7 - Empiezan a aparecer manchas de humedad por el lado inter-
ior del muro, a nivel de las canterías.  El mortero, en junta 
horizontal examinada, se mantiene interiormente seco. 
 

17 - Afloramiento de agua a nivel del piso por la 1era hilada. 
 

36 - El muro acusa humedad uniforme en toda su superficie.  
Acumulación de agua en el piso. 

 
5.3.3 Ensayo Nº 2: Muro con canterías impermeabilizadas. 
 Se realizó un tratamiento previo de impermeabilización de las canterías con el producto 
SIKATOP 107, aplicado en dos manos, de modo de asegurar una muy baja permeabilidad de 
las juntas.  Igual que en el muro anterior, la superficie expuesta fue 2.4 x 2.2m. 
 
Condiciones de ensayo. 
 La velocidad del viento se mantuvo en el mismo rango que en la prueba anterior, entre 6 y 
18 km/h, con una media de 13 km/h.  El caudal de agua fue 57 l/min, mayor que en el caso 
anterior, por una variación de la presión de la red. 
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Observaciones durante el desarrollo de la prueba. 
 

Tiempo min Observaciones 

1 -Afloramiento de humedad en la pared exterior del bloque, Fig. 13b   
15 -Se aprecian traspasos de humedad a través de los tabiques de 

algunos bloques. Fig. 13c.   
20 -Aumentan traspasos de humedad a través de los tabiques 

transversales de los bloques, Fig. 13d.   
36 -Acumulación de agua en el interior de los bloques de la 1era 

hilada inferior.   
40 -Traspaso de humedad generalizado; predomina la saturación 

de los tabiques transversales de los bloques. 
 
5.3.4 Ensayo Nº 3. Muro con vanos de ventanas. 
 En este ensayo interesaba examinar el comportamiento de la ventana frente a la lluvia con 
viento. 
 Se pudo apreciar que la penetración de agua a través de los elementos de la ventana no fue 
relevante.  El humedecimiento del muro se manifestó en forma similar a lo observado en las 
pruebas anteriores. 
 
5.3.5 Comentarios generales sobre las pruebas de lluvia. 
 La conclusión principal que se desprende de estas pruebas es que los muros de albañilería 
de las viviendas ensayadas presentan una muy alta permeabilidad a la lluvia con viento y 
que, en este caso, la calidad y el tipo de junta tienen poca importancia, ya que el agua penetra 
por presión y gravedad y escurre por las cavidades interiores de los bloques, saturándolos por 
capilaridad en tiempos relativamente cortos. 
 
6. VERIFICACIÓN DE LA SEGURIDAD ESTRUCTURAL. 
6.1 Objetivo y alcance. 
 La verificación de la seguridad estructural de las viviendas de las villas en estudio fue 
solicitada por el Serviu a raíz de dudas que a este respecto surgieron en los pobladores y en 
algunos organismos técnicos, como consecuencia de las deficiencias detectadas, especial-
mente deformación de las losas, que estarían relacionadas con la capacidad estructural de las 
viviendas. 
 Se decidió abordar esta evaluación por la vía de las pruebas de carga, procedimiento que 
está contemplado en la norma Nch (ACI 318-83), Cap.20 “Evaluación de la resistencia de 
estructuras existentes”. 
 Las pruebas de carga se realizaron en las losas de los tres departamentos individualizados 
anteriormente (punto 3), y sus resultados se exponen a continuación. 
 
6.2 Prueba de carga I. 
 Esta prueba fue realizada en la losa de cielo del departamento A 12, block 3161, de la 
villa Volcán II. 
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 Para realizar la prueba, se desalojaron los departamentos A-12 y A-22 y se retiraron los 
tabiques divisorios en ambos departamentos, dejando solamente los tabiques de baños. 
 En una inspección preliminar, se efectuó un levantamiento de todas las fisuras y grietas 
existentes, tanto en la losa como en los muros de albañilería perimetrales.  Estas fisuras fue-
ron recorridas marcándolas en los mismos elementos fisurados y en toda su trayectoria.  En 
esa oportunidad, se instalaron también los instrumentos de medición (flexímetros) en el de-
partamento A-12.  Se instalaron 5 flexímetros para obtener deflexiones de la losa según los 
dos ejes centrales ortogonales, en el punto central y en los tercios de la luz. 
 
6.2.1. Intensidad de la carga. 
 De acuerdo al código (5), la carga total de la prueba (incluyendo la carga permanente ya 
presente) no debe ser menor que: 
 
 0.85 (1.4 D + 1.7 L), 
donde: 
 
 D es la carga permanente y L es la sobrecarga. 
 
 Considerando las exigencias de la Ordenanza General de Construcción para Viviendas, se 
adoptó como sobrecarga L = 150 kgf/m2. 
 La carga permanente se obtiene a partir de las dimensiones de la losa y de la densidad del 
hormigón.  Para considerar la carga correspondiente a los tabiques, se incrementa la carga 
permanente en 30 kgf/m2, 
 
 D = Peso propio de la losa + peso de tabiques 
 = 312 + 30 = 342 kgf/m2 
 
 La carga por m2 para esta prueba resulta, entonces, igual a: 
 
 0.85 (1.4 x 342 +m1.7 x 150)= 623.7 kgf/m2 
 
 La carga a aplicar será igual a los 623.7 kgf/m2 calculados, menos la carga ya presente, 
igual a 312 kgf/m2, lo que da 311.7 kgf/m2. Se adopta 320 kgf/m2 como carga a aplicar para 
esta losa. 
 La superficie útil de la losa, de acuerdo a las dimensiones de planos, es A = 40 m2, y la 
carga total a aplicar resulta igual a 
 
 Carga de prueba = 320 x 40 = 12800 kgf 
  = 366 sacos de 35 kg. 
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6.2.2 Desarrollo de la prueba. 
 Se obtuvieron mediante flexímetros, con precisión de 0.10 mm, las deflexiones de la losa 
a lo largo de la prueba de carga.  Las lecturas correspondientes se presentan en Tabla 6.2.2. 
 
Etapa Hora Carga 

 
Kgf (sacos)

 
 
 
 
Central 

 
 
 
 
Norte 

 
x

Flexímetro
 
Sur 

 
 

 
 
Poniente 

 
 
 
 
Oriente 

 
-- 

12.00 0 3.73
 

4.72 4.40 4.40 4.50

1 
2 
3 
4 

12.30 
13.10 
13.25 
13.56 

3500(100)
6650(190)
9800(280)
12810(366)

3.83
3.95
4.10
4.37

4.81
4.90
5.10
5.31

4.50
4.60
4.84
5.08

4.40 
4.63 
4.87 
5.12 

4.59
4.66
4.90
5.11

 
Lectura 
Después 
de 24 hrs. 

15.30 
 
 

17.33 

12810(366)
 
 
0 
 

4.52
 
 

3.90

5.42
 
 

4.95

5.20
 
 

4.65

5.20 
 
 

4.74 

5.20
 
 

4.80

        
  Al término de cada etapa, se examinó la losa por su cara inferior, sin que se apreciara 
la aparición de agrietamiento significativo. 
 
 En tabla 6.2.3, se presentan las deflexiones en los puntos de medición después de cada 
etapa de la prueba. 
 
6.2.3 Resultados. 

TABLA 6.2.3. 
Deflexiones. 

 
Etapa Carga 

 
Kgf 

 
Deflexiones, mm 

  Central Norte Sur Poniente Oriente 
0 
1 
2 
3 
4 

0 
3500 
6650 
9800 
1281 

-- 
1.0 
2.2 
3.7 
6.4 

-- 
0.9 
1.8 
3.8 
5.9 

-- 
1.0 
2.0 
4.4 
6.8 

-- 
0.0 
2.3 
4.7 
7.2 

-- 
0.9 
1.6 
4.0 
6.1 

Después 
de 24 
hrs. 

1281 
 
 

0 
 

7.9 
 
 

1.7 

7.0 
 
 

2.3 

8.0 
 
 

2.5 

8.0 
 
 

3.4 

7.0 
 
 

3.0 
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6.2.4 Evaluación de resultados. 
 Conforme a los criterios de aceptación de la norma, se considera como satisfactorio el 
comportamiento de la losa cuando las deformaciones máximas medidas cumplen una de las 
siguientes condiciones: 
 
  l2 t 
 A máx > ___________________ (1) 
  20000 h 
 
  A máx 
 A r máx < __________________ (2) 
  4 
 
 donde   l y h   = luz menor y espesor de la losa 
 
 A máx=  Deflexión para carga máxima mantenida durante 24 hrs. 
 
 A r máx = Deflexión remanente después de retirada la carga y después de un período de 
recuperación de 24 hrs. 
 
 En esta prueba, la primera condición se satisface si A máx < 15.26 mm, lo que se cumple 
holgadamente. 
 Por otra parte, la recuperación instantánea después de retirada la carga fue claramente 
satisfactoria, por lo que no se estimó necesario esperar las 24 horas de recuperación que re-
comienda la norma. 
 La inspección final de la losa no acusó nueva fisuración o daños. 
 
6.3 Prueba de carga II. 
 La losa ensayada fue la del departamento A-12, block 0307, de villa Volcán I.  Se proce-
dió, igual que en la prueba anterior, a desalojar los departamentos A-12 y A-22 y a retirar los 
tabiques interiores.  La inspección para registrar la fisuración y las grietas existentes se reali-
zó también en igual forma que en la prueba anterior. 
 Esta losa fue elegida por presentar una grieta transversal correspondiente a una junta de 
hormigonado cuya abertura máxima alcanzaba a 0.4 mm.  Además, esta losa había sido so-
metida a una prospección mediante extracción de tres testigos de 10 cm de diámetro; uno de 
ellos, ubicado en el centro de la losa, había cortado las mallas de la armadura inferior.  En 
cuanto a deformaciones, esta losa presentaba una flecha en el centro, medida por la cara infe-
rior, de 3.2 cm. 
 Estas características permitían suponer que la losa en cuestión era representativa de las 
que presentan los mayores problemas. 
 
6.3.1 Intensidad de la carga. 
 La mayor diferencia, a este respecto, con la prueba anterior fue considerar para el cálculo 
de la carga a aplicar el total de la sobrecarga que considera el proyecto, esto es 200 kgf/m2, 
en lugar de los 150 kgf/m2 que exige la ordenanza para losas de viviendas. 
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 La carga resultante, aplicando el mismo método de cálculo, fue de 384 kgf/m2, que para la 
superficie de la losa, 40.4 m2, representa una carga total de 15505 kgf. 
 Para materializar la carga, se utilizaron los mismos sacos de grava de 35 kgf, que esta vez 
fueron pesados con una balanza electrónica para verificar la exactitud de la carga.  Como 
carga promedio por saco, se obtuvo 34.6 kgf para una muestra de 128 sacos, lo que represen-
ta un total de 448 sacos como carga a aplicar. 
 
6.3.2 Desarrollo de la prueba. 
 Las lecturas registradas mediante los flexímetros a lo largo de la prueba se presentan en la 
tabla 6.3.2. 
 

TABLA 6.3.2. 
Registro de lecturas de flexímetros. 

 
Etapa Hora Carga 

 
Kgf (sacos)

 
Flexímetro 

   Central Norte Sur Poniente Oriente 
-- 
1 
2 
3 
4 

 
12.00 
12.50 
13.20 
13.46 

0
4671(135)
8581(248)

12041(348)
15501(448)

5.73 
5.81 
6.00 
6.12 
6.43 

5.43 
5.45 
5.66 
5.80 
6.05 

4.64 
4.71 
4.85 
4.95 
5.20 

7.41 
7.45 
7.62 
7.73 
7.98 

4.77 
4.84 
5.00 
5.10 
5.35 

Lectura 
Después 
de 24 
hrs. 
 

15.40 
 
 

17.10 

15501(448)

0

6.58 
 
 

5.94 

6.27 
 
 

5.70 

5.30 
 
 

4.83 

8.10 
 
 

7.54 

5.54 
 
 

4.98 

 
 Al término de cada etapa, se examinó la losa por su cara inferior, sin que se apreciara la 
aparición de nuevas fisuras. 
 En la tabla 4, se presentan las deflexiones en los puntos de medición después de cada eta-
pa de la prueba. 
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6.3.3 Resultados. 
 

TABLA 6.3.3. 
Deflexiones. 

 
Etapa Carga 

 
Kgf 

 
Deflexiones, mm 

  Central Norte Sur Poniente Oriente 
0 
1 
2 
3 
4 

0 
4671 
8581 

12041 
15501 

-- 
0.8 
2.7 
3.9 
7.0 

-- 
0.2 
2.3 
3.7 
6.2 

-- 
0.7 
2.1 
3.1 
5.6 

-- 
0.4 
2.1 
3.2 
5.7 

-- 
0.7 
2.3 
3.3 
5.8 

Después 
de 24 hrs. 

15501 
 
 

0 
 

8.5 
 
 

2.1 

8.4 
 
 

2.7 

6.6 
 
 

1.9 

6.9 
 
 

1.3 

7.7 
 
 

2.1 

 
6.3.4 Evaluación de resultados. 
 El comportamiento de esta losa bajo la prueba de carga cumple plenamente con el criterio 
de deformación máxima y su recuperación instantánea es superior a la de la losa anterior-
mente ensayada. 
 
6.4 Prueba de carga III. 
 La losa ensayada fue la losa de cielo del departamento B-21, block 3346, calle La Leche-
ría, de la villa Volcán II.  Para realizar la prueba, se desalojaron los departamentos B-21 y  
B-31 y se retiraron, igual que en los casos anteriores, todos los tabiques divisorios, a excep-
ción de los correspondientes a baños. 
 En la inspección preliminar, se realizó el levantamiento de todas las fisuras y grietas exis-
tentes tanto en la losa como en los muros perimetrales.  Estas fallas fueron recorridas en toda 
su extensión y marcadas en los mismos elementos fisurados. 
 En esa oportunidad, se instalaron también los flexímetros para la medición de la deforma-
ción de la losa ensayada (3 flexímetros en el departamento B-21) y uno en el centro de la losa 
de cielo del departamento B-11, este último para eliminar posibles efectos secundarios que 
pudieran afectar a las mediciones. 
 
6.4.1 Intensidad de la carga. 
 En este caso, la carga total fue la misma que se calculó para la prueba de carga II, que 
contemplaba un total de 15505 Kgf (448 sacos de 34.6 kgf). 
 
6.4.2 Desarrollo de la prueba. 
 Las deflexiones de la losa, a lo largo de la prueba, se obtuvieron en tres flexímetros, según 
el eje menor de la losa, en el centro y en los tercios de la luz.  Se utilizó, como se explicó 
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anteriormente, un cuarto flexímetro para registrar posibles deformaciones en la losa de cielo 
del 1er piso, departamento B-11. 
 

TABLA 6.4.1. 
Registro de lecturas de flexímetros. 

 
 Etapa 

 
De carga 

Carga 
 

Kgf(sacos) 

Deflexiones, mm 
 

Departamento B –21 Dep B-11 
   Central Sur Norte Central 

 0 
1 
2 
3 
4 

0 (0) 
4305(128) 
8505(248) 

12005(348) 
15505(448) 

4.32 
4.46 
4.75 
5.07 
5.61 

6.76 
6.85 
7.06 
7.22 
7.74 

3.75 
3.87 
4.12 
4.38 
4.84 

4.30 
4.30 
4.30 
4.30 
4.30 

 Después 
de 24 hrs.

1505(448) 
 

0 (0) 

5.87 
 

5.00 

7.91 
 

7.30 

5.04 
 

4.36 

4.30 
 

 Lectura a 
las 48 hrs.

0 (0) 4.93 7.24 4.29  

 
 Al término de cada etapa de carga, se examinaba la cara inferior de la losa ensayada para 
registrar las posibles variaciones en el estado de fisuración.  En estas revisiones se registra-
ron crecimientos de algunas fisuras preexistentes y ramificación de éstas. 
 
6.4.3 Resultados. 
 En la tabla 6.42, se entregan las deflexiones de la losa en los puntos de medición, después 
de cada una de las etapas de la prueba. 
 
 Etapa 

 
 

Carga 
 

Kgf 

Deflexiones, mm 
 

Departamento B-21 Dep B-11 
   Central Sur Norte Central 

 0 
1 
2 
3 
4 

0 
4305 
8505 

12005 
15505 

-- 
1.4 
4.3 
7.5 

12.9 

-- 
0.9 
3.0 
5.6 
9.8 

-- 
1.2 
3.7 
6.3 

10.9 

-- 
0 
0 
0 
0 

 Después de 24 hrs. 15505 
 

0 

15.5 
 

6.8 
 

11.5 
 

5.4 

12.9 
 

6.1 

0 
 

0 

 Lectura a las 48 
hrs. 
 

0 6.1 4.8 5.4 0 
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6.4.4 Evaluación de resultados. 
 Conforme a los criterios de aceptación de la norma, se considera satisfactorio el compor-
tamiento estructural de la losa cuando la deformación máxima medida cumple una de las 
siguientes condiciones 
 
  l 2  t 
 A máx < ___________________ (1) 
  20000 h 
 
 
  A máx 
 A r máx < ____________________  
  4 (2) 
 
 donde: A máx  = Deflexión para carga máxima mantenida durante 24 horas. 
 
 A r máx= Deflexión remanente después de retirada la carga y después de un período de 
recuperación de 24 hrs. 
 En este caso, tenemos que lt = 616 cm y h = 13 cm; por lo tanto, la deflexión máxima 
después de 24 horas de aplicada la carga debería ser, según la norma, menor o igual a A máx 
= 14.6 mm. 
 De los resultados de la prueba se deduce que la deformación máxima, medida al centro de 
la losa, es A c = 15.5 mm, valor que supera en 10.6% la deformación límite antes señalada.  
Por otra parte, comparando los porcentajes de recuperación que establece la norma, 75%, con 
el que efectivamente presenta esta losa, después de 48 horas de retirada la carga, que alcanzó 
al 60,6%, se llega a concluir que el comportamiento observado no cumple con los criterios de 
la norma. 
 No obstante lo anterior, si se considera que durante la prueba no se produjeron daños in-
dicativos de haber alcanzado la capacidad estructural de la losa, cabe concluir que el nivel de 
seguridad de la losa sería suficiente para las sobrecargas de servicio normales. 
 
6.5 Apreciación sobre el comportamiento estructural. 
 Las pruebas de carga realizadas han permitido verificar que el diseño de las losas respon-
de adecuadamente a la solicitación establecida en la norma, equivalente al 85% de la carga 
última.  En efecto, tanto las deformaciones registradas bajo carga como la fisuración obser-
vada en estos elementos están dentro de lo admisible.  Solamente en la tercera de las losas 
ensayadas se registraron valores de recuperación de deformaciones inferiores al 75% de la 
deformación máxima que establece la norma.  Este comportamiento debería ser objeto de una 
interpretación por parte del ingeniero calculista, responsable del proyecto.  Sin embargo, 
sobre la base de la experiencia de otras pruebas de este tipo realizadas por el IDIEM, se esti-
ma que el comportamiento estructural de la losa es satisfactorio. 
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7. CONCLUSIONES. 
 
7.1. El análisis de los antecedentes correspondientes al control de calidad de la obra, y los 
resultados de la prospección y ensayos de la estructura y de los materiales de la vivienda 
asignada para este estudio, permiten concluir: 
i) La obra cumple las especificaciones del proyecto en todos los aspectos evaluados: 
 -dimensionamiento de los elementos conforme a planos. 
 -calidad de los materiales conforme a especificaciones y normas. 
 -calidad de construcción, en lo relativo a obra gruesa, conforme a prácticas recomendadas. 
ii) Los defectos constructivos detectados no comprometen la seguridad de la estructura. 
 
7.2. En lo relativo al mal comportamiento de las viviendas durante los temporales que afecta-
ron a la Región Metropolitana, los ensayos realizados, especialmente las pruebas de lluvia 
artificial con viento, han dejado en evidencia lo siguiente: 
i) La penetración de las aguas lluvia a través de los muros tratados con pintura hidrorrepe-
 lente se produce por la absorción ejercida por los bloques de hormigón. 
ii) Este efecto, que quedó claramente identificado en los ensayos de lluvia artificial con vien-

to, en terreno, no fue igualmente detectado por los procedimientos de evaluación habitua-
les que consisten en aplicar una carga hidrostática predefinida sobre la pared tratada con 
pintura hidrorrepelente. 

 
7.3. El comportamiento de las losas sometidas a pruebas de carga demostró que no existen 
deficiencias estructurales en dichos elementos. 
 
3.4. INFORME EMITIDO POR EL JEFE DE LA UNIDAD DE VIVIENDA Y URBA-
NISMO, OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES DE LA CONTRALORÍA GENE-
RAL DE LA REPÚBLICA REGIONAL DE LA SEXTA REGIÓN, SEÑOR DANIEL 
DONOSO URRA, SOBRE LA CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS DE LA POBLA-
CIÓN VICUÑA MACKENNA, DE RANCAGUA. 
 De acuerdo con lo señalado en el epígrafe y lo dispuesto por la Asignación de Trabajo   
Nº 11/97, de la Unidad Vuopt de esta Oficina Regional, el profesional infrascrito procedió a 
realizar una revisión selectiva de la obra correspondiente a la II y III etapas de la población 
Vicuña Mackenna, de Rancagua, respecto de lo cual es posible informar lo siguiente. 
 
A. Aspectos administrativos. 
 Por las resoluciones del Servicio Región Nº 72, de 5 de abril de 1995, y 13, de 20 de fe-
brero de 1966, se contrató con la empresa García Popelaire Hnos. S.A. la ejecución de 602 y 
192 viviendas básicas tipo C, respectivamente. 
 Los montos involucrados ascendieron a UF. 141.300 y 47.907, 61, para las 602 y 192 
viviendas. 
 Las obras consistieron en la ejecución de edificaciones en bloques de tres pisos ubicados 
de acuerdo con los respectivos planos de loteo, conformando departamentos de diferentes 
superficies. 
 La construcción se basó fundamentalmente en estructuras de hormigón armado y albañile-
ría de ladrillo hecho a máquina hacia el exterior, con medianeros de ladrillo hecho a mano 
entre departamentos, más todas las obras de urbanización. 
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 La ejecución de las 602 viviendas, correspondientes a la licitación Nº 1/95, fueron recep-
cionadas los días 7 y 8 de marzo de 1996 en forma provisoria, cuya acta fue aprobada por la 
resolución Serviu VI Región Nº 41, de 30 de abril de 1997. 
 Del mismo modo y con fecha 30 de diciembre de 1996, se recepcionaron las obras corres-
pondientes a la construcción de las 192 viviendas licitadas por el Serviu bajo el Nº 1/96; al 
respecto cabe señalar que la resolución aprobatoria se encuentra en tramitación. 
 Es del caso indicar que ambas recepciones se aprobaron sin observaciones por parte de las 
comisiones designadas para estos efectos. 
 
B. Aspectos técnicos. 
 Es posible indicar al respecto, luego de revisadas las obras especialmente de la tercera 
etapa, que éstas presentan variadas deficiencias en sus terminaciones, como asimismo en su 
construcción. 
 En efecto, se pudo verificar en general que: 
a) Los morteros de pega de las albañilerías de ladrillo son de fácil desprendimiento al con-

tacto físico (rayado o raspado), indicando ello posibles defectos en la confección de éstos 
debido a inadecuadas dosificaciones. Esto ha permitido, además, que los muros ubicados 
al mayor contacto de agua (lluvias) hayan sido filtrados, no obstante encontrarse indicado 
en las especificaciones técnicas (E.T.) la incorporación de hidrófugos tipo Sika-1 o simi-
lar en dosis del 2% del peso del cemento. 

 Al respecto, no ha quedado constancia en el libro de obras ni en otro documento afín del 
cumplimiento de las exigencias técnicas que deben tener estos morteros, lo que implica 
que no se realizó un control adecuado de estas mezclas utilizadas en la obra. 

b) Las albañilerías de los muros medianeros, confeccionadas con ladrillos hechos a mano 
(fiscal), presentan deficientes terminaciones en los remates con las cadenas, como tam-
bién desaplomos, fisuras y hendiduras. 

c) Marcos metálicos de puertas sueltos y con remates insuficientes. 
d) Marcos de ventanas presentan problemas en sus cierres (trancas soldadas y no como lo 

indican las E.T.) 
e) El tipo de cerradura colocada en la puerta del recinto denominado loggia no corresponde 

al especificado para ésta; las E.T. señalan, punto 2.2.9 letra d): cerradura tipo poliembuti-
da, con cilindro exterior y seguro. 

f) Existen filtraciones en los artefactos sanitarios y llaves de éstos. 
g) Los pilares metálicos 25 x 75 x 3 mm., ubicados en la escalera de acceso de los departa-

mentos que van bajo la loseta de hormigón, fueron suplidos en su extremo, en el 1er piso, 
con piezas adicionales soldadas de la misma escuadría, no ajustándose al diseño indicado 
en el corte 2.2 del plano F-3 y notas del plano E-2, efectos para los cuales debieron estar 
constituidos por una sola pieza. 

h) Patios interiores de los blocks no cuentan con sistemas de desagües para las aguas lluvia. 
i) Postes de alumbrado público con socavaciones en sus bases. 
j) Se modificó, sin ninguna autorización formal por parte del Serviu, la enfierradura de los 

pilares del block Nº 3 y probablemente del resto, con respecto a lo indicado en plano E-2 
y proyecto general de estructuras, lo que constituye una irregularidad administrativa, toda 
vez que la empresa actuó sin ningún control al respecto. 

 Sobre el particular, se verificó que se instalaron armaduras tipo Acma de 8 mm. de diáme-
tro, en vez del fierro de 10 mm. especificado en los planos ya indicados, no contándose, 
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además, con la aprobación de los ingenieros calculistas ni de la inspección fiscal de la 
obra. 

k) Finalmente, en esta III etapa es posible advertir que el conjunto presenta sus blocks con 
evidentes desaplomos en sus planos exteriores, lo que se aprecia visualmente en las rela-
ciones entre muros de albañilerías con respecto a cadenas y pilares y sus entrantes, con 
evidencias claras en las terminaciones y remates de los mismos. 

 En relación con la II etapa, fue posible verificar que: 
a) Algunos blocks presentan sus enfierraduras en pilares prácticamente sin el recubrimiento 

que la norma establece (mínimo 2,5 cm.). 
b) Existe desgaste prematuro del hormigón colocado en las losas y huellas (peldaños) de las 

escaleras que acceden a los diferentes pisos. 
c) La malla de la armadura de la losa del departamento 309, del block 40, no tiene el recu-

brimiento que la norma exige. 
d) Se traspasa la humedad en muros de cabecera que se orientan al norte. 
e) La sede comunitaria no cumple con el empalme eléctrico. 
f) Los locales comerciales están destruidos en su totalidad, quedando en pie sólo los muros 

perimetrales, radier y fundaciones. 
 Cabe consignar que las construcciones de las viviendas de las etapas II y III se encuentran 
bajo el régimen de garantía por un año desde la fecha de su recepción provisoria, conforme 
lo regula el D.S. Nº 29/84. 
 Como resultado de lo expresado en el desarrollo del presente informe, es posible arribar a 
las siguientes conclusiones: 
1. Existen notorias deficiencias en la construcción de las viviendas, relacionadas con las 

terminaciones, remates y confección de los morteros de unión de los ladrillos en los mu-
ros de albañilería, entre otras. 

2. Por lo anterior, se puede inferir que no se efectuó un control adecuado en las diferentes 
etapas de ejecución de las obras, tanto por parte de la empresa constructora como por la 
inspección de las mismas. 

3. Se ha procedido a modificar las especificaciones técnicas de las enfierraduras sin contar 
con las aprobaciones pertinentes por parte del Serviu VI Región y con desconocimiento 
de ello por parte de este organismo. 

4. Es necesario que el Serviu VI Región considere la exigencia de las certificaciones corres-
pondientes respecto de ensayes de probetas de mortero y ladrillos en cuanto a sus dosifi-
caciones, adherencia, resistencia, entre otros. 

 Del mismo modo, sería suficiente que los ingenieros calculistas y organismos pertinentes 
acreditaran mediante certificados la calidad, tipo, diámetro, etc., de las enfierraduras colo-
cadas en las obras. 

 Estas medidas se sugieren por cuanto no existen documentos formales, libro de obras, 
certificados, que aseguren el cabal cumplimiento de las normas y especificaciones que ri-
gen la colocación y ejecución de obras con estos materiales de construcción, cuando se 
efectúan las recepciones de las obras contratadas. 

5. Salvo otro parecer de esa Jefatura Regional, el suscrito propone que el Serviu VI Re-
gión determine, mediante el proceso administrativo pertinente, las responsabilidades 
derivadas de las negligencias observadas en la inspección de las obras materia del pre-
sente informe. 
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 Asimismo, el Serviu VI Región deberá pronunciarse técnicamente acerca del cambio de 
las enfierraduras tipo Acma utilizadas en las obras de la III etapa de la población Benjamín 
Vicuña Mackenna. 

 Es todo cuanto es posible informar sobre el particular. 
 
3.5. INFORME DEL PRESIDENTE DEL COLEGIO DE ARQUITECTOS DE CHILE 
Y DEL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE TECNOLOGÍA, SEÑORES RENÉ 
MORALES Y FRANCIS PFENNIGER. 
 

INFORME FINAL DAÑOS CAUSADOS POR TEMPORALES  
EN CONJUNTOS DE VIVIENDA SOCIAL. 

 
1. GENERALIDADES. 
 El Colegio de Arquitectos ha tomado conocimiento con preocupación de los hechos y 
daños sucedidos en varios conjuntos de vivienda social con ocasión de los temporales de 
junio recién pasado y ha solicitado a su Comisión de Tecnología visitar los lugares más afec-
tados y elaborar un informe y un diagnóstico de lo sucedido. 
 Sin perjuicio del detalle que sigue, el Colegio de Arquitectos piensa que, más que respon-
sabilizar a una institución o a una empresa, la magnitud de los daños da cuenta del verdadero 
“Estado del Arte” en la construcción de los programas de vivienda social en el país, com-
prometiendo a todos los actores de la construcción sin excepción. Lo anterior nos mueve a 
reiterar el urgente llamado a repensar y reformular las bases técnicas y el concepto mismo de 
la generación de los programas mencionados, a fin de proponer un mecanismo que garantice 
la habitabilidad de las viviendas que se construyen fijando estándares mínimos objetivos y 
universalmente aceptados, e incentive el mejoramiento de la calidad y la superación perma-
nente de dichos estándares. 
 Son los grandes problemas los que han motivado en otras ocasiones en Chile el surgi-
miento de las grandes soluciones que han permitido ir produciendo las mejoras en nuestra 
reglamentación y en nuestras técnicas constructivas. No debemos permitir que en esta oca-
sión el olvido o el tiempo sepulten las enseñanzas recogidas de los temporales del mes de 
junio. 
 El detalle de la propuesta del Colegio de Arquitectos está contenido en la presentación 
hecha ante la “Comisión Técnica de la Región Metropolitana para los Programas de Vivien-
das Serviu” que se adjunta. 
 
2. UNIVERSO Y ALCANCE. 
 Se recorrieron los conjuntos de villa Volcán San José, Ferroviarios y Bernardo Leighton 
en Puente Alto, además del conjunto Las Praderas de Malloco. En total, se visitaron más de 
70 unidades de viviendas, comprobándose la recurrencia y repetición de los daños, lo que 
permite una extrapolación bastante certera del diagnóstico, pese a que el total de viviendas 
afectadas es muchísimo mayor. 
 Para los efectos de nuestra visita, se realizó una inspección ocular, se analizaron los daños 
en presencia de los afectados, se tomaron medidas y algunas fotografías. Se pudo comprobar 
la existencia de problemas mayores que se detallarán. 
 No está dentro de las posibilidades del Colegio de Arquitectos ni dentro del alcance del 
presente informe el confeccionar un catastro detallado casa por casa de los daños y repara-
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ciones necesarios, ni, por cierto, hacer los peritajes ni los ensayes que los problemas de es-
tructuras e instalaciones ameriten, acciones ambas que es urgente realizar. 
 Sin embargo es necesario recalcar que, en general, la población afectada se encuentra en 
un estado de incertidumbre y temor generalizado respecto a la calidad de la construcción, lo 
que ha motivado a muchos a abandonar sus viviendas, aunque una parte de los temores exte-
riorizados no corresponden a daños serios y/o estructurales de la construcción, sino a daños 
menores de fácil reparación (fisura en encorazados, desprendimiento de planchas de yeso-
cartón, etc.,); además de deformaciones notorias en tabiquería, producto de descenso en lo-
sas. Es importante recalcar que las personas afectadas merecen una explicación técnica y una 
respuesta concreta que les permita vivir con tranquilidad y con proyección de futuro en las 
viviendas recibidas. 
 La magnitud del temporal -cantidad de agua caída, duración y vientos- que no se registra-
ba desde 1926, deja al descubierto insuficiencias y deficiencias en las especificaciones técni-
cas entregadas por el Serviu, insuficiencias y errores de diseño y deficiencias manifiestas en 
la calidad de la construcción. 
 A los problemas anteriores, se suman los problemas de usos y costumbres, particularmen-
te en la generación de humedades interiores y escasa ventilación, lo que genera condensacio-
nes importantes en los muros de la envolvente de escasa aislación térmica. 
 
3. DETALLE. 
3.1. AGUAS EXTERIORES-PARAMENTOS DE LA ENVOLVENTE. 
 -La falla principal se encuentra en los morteros de pega entre los bloques (y ladrillos). Se 
observan fisuras en llagas y tendeles. Asimismo, se pudo comprobar la saturación de agua 
por el interior de las edificaciones en llagas y tendeles sin la presencia aparente de fisuras en 
los morteros. Saturados los morteros, se observó la consecuente saturación de los bloques, 
hasta el escurrimiento superficial del agua por la cara interior de los muros de la envolvente. 
El problema tiene varias posibilidades de diagnóstico, que van desde la insuficiencia en la 
dosificación de los morteros de pega, la falta de aditivos hidrófugos en el agua de amasado, 
el no uso de cal hidráulica en los morteros (que mejora su “trabajabilidad” y contribuye a su 
impermeabilidad), la incorrecta aplicación de la mezcla (en particular de las llagas que suelen 
rellenarse posteriormente a la colocación del bloque, en circunstancias de que se recomienda 
aplicar el mortero en la cabeza del bloque antes de su colocación) hasta la falta de recorrido 
de las canterías. 
 -En el caso de las losas de entrepiso, llama la atención un resalte de aproximadamente    
10 mm que genera un verdadero colector de las aguas que escurren por el muro. Como gene-
ralmente la unión de la losa con la primera hilada de bloques o ladrillos presenta fisuras, el 
agua recolectada entra directamente al interior de la vivienda, acumulándose en el centro de 
las losas en virtud de la deformación a veces acentuada de las mismas. En los casos señala-
dos, el agua acumulada termina por escurrir al piso inferior a través de fisuras que se presen-
tan en las propias losas. 
 -Los remates de vanos de ventanas, y en especial los alféizares, se encuentran general-
mente fisurados. 
 -La cantidad de agua que escurre exteriormente por los muros de la envolvente se ve dra-
máticamente acrecentada por el agua de las cubiertas que, al no tener canaletas colectoras de 
aguas lluvia, se proyecta sobre la cara de los muros expuestos al viento. Lo mismo sucede 
con el agua de rebote en los primeros pisos. 
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 -Los impermeabilizantes superficiales de los bloques y ladrillos no son suficientes, sobre 
todo ante la presencia de fisuras en los morteros de pega. 
 
3.2. AGUAS EXTERIORES-TECHUMBRES. 
 -Caballetes de desarrollo insuficiente. En ocasiones, el caballete podría estar bien, pero el 
traslape con la plancha de cubierta es insuficiente porque, por aprovechamiento de su largo, 
ésta no llega hasta la cumbre (Malloco). 
 -Falta de canales y bajadas de aguas lluvia. 
 -Traspasos y cruzas de planchas de cubiertas insuficientes y en ocasiones mal orientadas 
respecto a los vientos predominantes. 
 -Aleros insuficientes y en algunos inexistentes (1/ pareos). 
 -Falta de protección en los accesos, lo que, sumado a una huelga excesiva en el recorte 
inferior de las puertas y a la ausencia de una grada bien desarrollada, provoca penetración de 
agua de rebote por debajo de las puertas. 
 
3.3. AGUAS INTERIORES-CONDENSACIONES. 
 -Ventilación inadecuada. En ocasiones, las loggias se encuentran cerradas. 
 -Generación de grandes cantidades de vapor por usos y costumbres (estufas a parafina o 
gas que liberan gran cantidad de vapor de agua en su combustión, ocasionalmente aumentada 
por el tacho de agua en ebullición, teteras hirviendo, lavado y secado de ropa, etc.). 
 -Generación de gran cantidad de vapor como producto de la propia vida humana (respira-
ción, transpiración) acrecentada en algunos casos por el excesivo hacinamiento. (Se conocie-
ron casos de hasta 9 personas habitando un departamento de 45 m2=5m2 por persona). 
 -Escasa aislación térmica en muros de la envolvente y cielos provoca la condensación, en 
la cara interna del paramento, de las humedades de generación interior sumadas a la humedad 
relativa del aire en días de lluvia. Las bajas temperaturas exteriores sólo acrecientan el pro-
blema y lo harán notorio aun en días sin lluvia. 
 -Mala solución de escurrimientos de aguas de condensación en ventanas aumenta el escu-
rrimiento interior en los antepechos de las mismas. 
 
3.4. PROBLEMAS ESTRUCTURALES Y DE INSTALACIONES. 
 Aunque no son consecuencia de los temporales, se observaron fallas y defectos que es 
importante detallar: 
 -Deformaciones de losas: se midieron en algunos casos hasta 65 mm. de deformaciones 
en las losas, lo que excede con mucho la tolerancia aceptada en 1/300 de la luz (que en estos 
casos debería alcanzar aproximadamente 15 a 20 mm máximo). Además, se pudieron consta-
tar fisuras en losas que pasan de su cara superior a la inferior, lo que descarta la ocurrencia 
de fisuras por retracción de fragüe. Dichas fallas y deformaciones no se presentan en todas 
las viviendas visitadas, por lo que se supone un problema de construcción más que de diseño 
(retiro anticipado de alzaprimas, contraflechas mal ejecutadas, insuficiencia en la distribu-
ción de enfierraduras). En todo caso, el Colegio de Arquitectos piensa que es importante 
realizar un peritaje estructural detallado de estas situaciones, analizando los proyectos de 
cálculo, tomando testigos de hormigones y evaluando tanto el daño como el riesgo estructu-
ral a fin de proponer las soluciones que corresponda. 
 -Desaplomes de hasta 60 mm en edificios de tres pisos: se deberían certificar y analizar 
desde el punto de vista estructural. 
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 -Asentamientos en terrenos exteriores que acusan rellenos mal compactados. Existen, 
además, dudas razonables respecto a la calidad del terreno en que se fundaron las construc-
ciones de Ferroviarios, dada la proximidad a un vertedero clandestino. La ejecución de algu-
nas calicatas y la visita de un mecánico de suelos permitiría a la brevedad y a un costo relati-
vamente bajo despejar estas dudas. 
 -Se encontraron cabezas de muros de bloques con sus tensores de acero al aire, sin relleno 
de hormigón en la celda del bloque. (B. Leighton). 
 -Escalerillas horizontales de malla de acero electrosoldada con recubrimientos de mortero 
insuficientes, quedando ocasionalmente a la vista. 
 -También se observaron problemas de filtraciones en las instalaciones de agua potable y 
alcantarillado, así como roturas en los emboquillados en las pasadas de los pavimentos de las 
canalizaciones de dichas instalaciones. 
 -Otro problema detectado se refiere a deficiencias en la instalación eléctrica de una vi-
vienda (Malloco) que se encuentra completamente electrificada al activarse un interruptor. 
 
4. RECOMENDACIONES. 
 -Instalar canales y bajadas de aguas lluvia. 
 -Revisar traslapos, cruzas, caballetes y embudillos; reparar. 
 -Reparación de fisuras en morteros de pega. 
 -Impermeabilización superficial: evaluar comportamiento de la solución actualmente en 
ejecución. En su defecto, proponer solución en base a estuco con mortero de cemento y arena 
y pintura superficial. 
 -Reparar sellos de rasgos de ventanas. 
 -Mejorar aislación térmica en los cielos y muros de la envolvente. En este último caso, es 
recomendable la colocación de un panel de plancha de yeso-cartón con recubrimiento de una 
cara de poliestireno expandido de a lo menos 25 mm fijada con adhesivos sobre los bloques. 
 -Hacer urgente catastro y evaluación de los problemas estructurales detallados. 
 -Revisar las instalaciones sanitarias y eléctricas en los casos detallados. Catastro. 
 
5. CONCLUSIONES. 
 El Colegio de Arquitectos de Chile estima que lo observado deja de manifiesto problemas 
de bajo estándar, contenidos en las Bases y Especificaciones Técnicas entregadas por el Ser-
viu para la construcción de los programas de viviendas sociales (falta de canales y bajadas de 
aguas lluvia, deficiente impermeabilización superficial, insuficiente aislación térmica en cie-
los y muros de la envolvente), problemas de calidad de diseño (resaltes en losas, falta de 
protección en accesos, solución de ½ pareos), problemas de calidad de construcción (fisuras 
en morteros, sellos de rasgos de ventanas, evacuación escurrimiento de aguas de condensa-
ción en ventanas, deformaciones de losas, falta de recubrimiento de mortero en enfierradu-
ras) y problemas de uso (falta de ventilación y control de generación de humedades interio-
res, modificaciones y alteraciones no controladas, etc.) que dejan de manifiesto la falta de 
manuales de uso y mantención de las viviendas. 
 La conjunción de todas estas variables contribuyó a la magnitud del problema analizado. 
 Dar una pronta respuesta a esta emergencia y tomar las medidas correctivas a futuro son 
una obligación ética de todos los profesionales e instituciones comprometidas en la construc-
ción en Chile. 
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3.6. INFORME DE RENATO CALQUÍN MONARDES, REPRESENTANTE DE 
ASESORÍA TÉCNICA MAIPO 21, SOBRE POBLACIONES ANDES 1 Y 2, CORDI-
LLERA Y LOS HÉROES. 
 

INFORME TÉCNICO 
POBLACIONES: Andes 1, Andes 2, Cordillera, Los Héroes 
CONSTRUCTORES: Transex, Bío-Bío, Magal. 
CARACTERÍSTICAS DE LOS EDIFICIOS REVISADOS. 
TIPO DE VIVIENDA: Edificios de departamentos. 
CANTIDAD DE PISOS: Tres unidades. 
TIPO ESTRUCTURAL: Hormigones armados, fundaciones, losas pilares, vigas y cadenas. 
RELLENOS ESTRUCTURALES: Albañilería prensada a la vista. 
TIPO DE TECHUMBRE: estructura de madera de pino, cubierta de fibro cemento ondulada. 
 
 NOTA: Referidas las anteriores a las principales características de edificación. 
 
 Este informe técnico se refiere a lo que visualmente denota las características principales, 
que de alguna manera han permitido deficiencias constructivas, sin considerar, en algunas 
partidas, si son por ejecución o por especificaciones técnicas de las obras ejecutadas. 
 
I. DE LO EXTERIOR: 
1. PATIOS COMUNES. 
 En ningún momento se consideró ni se ejecutó la evacuación de aguas lluvia entre los 
edificios; esto permite que la desnivelación de los terrenos inunde la mayoría de los primeros 
pisos, produciendo filtraciones hacia el interior, notándose visualmente los daños producidos. 
 
SOLUCIÓN: 
 Instalar obras de contención o de protección entre los edificios afectados, preferentemente 
en las líneas medianeras. 
 Instalar protección de hormigón en los perímetros de los edificios. 
 
2. DE LAS INSTALACIONES. 
 Visualmente, se aprecia que las cañerías de agua potable de PVC están a la vista desde el 
medidor hasta la zona de repartición hacia los departamentos, ocurriendo con esta anormali-
dad una falta grave a las normas sanitarias. 
 
SOLUCIÓN: 
 Profundizar la mayoría de estos conductores de agua. 
 
3. DE LAS CUBIERTAS DE TECHUMBRES. 
 En algunos departamentos, se han producido inundaciones que provienen directamente de 
las planchas instaladas, lo que hace pensar en la mala calidad de éstas, o poco traslapo, o 
falta de sello en sus fijaciones. 
 Con respecto a las salidas de las ventilaciones de alcantarillados, escurre agua lluvia, ya 
que éstas fueron selladas con protecciones que técnicamente no son suficientes. 
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SOLUCIÓN: 
 Para las cubiertas, es necesario revisar sus condiciones de calidad, sellar sus fijaciones, 
aumentar los traslapos de ellas. 
 Para las ventilaciones, instalar protecciones de hojalaterías. 
 
4. DE LAS EVACUACIONES DE AGUA TECHUMBRE. 
 La no provisión de canales y bajadas de aguas lluvia, en todos los edificios, permite el 
anegamiento de los edificios, y la ayuda al ingreso de humedad hacia los interiores, ya que 
en una continuidad de lluvia, las condiciones de vientos que azotan a los edificios en forma 
permanente arrojan hacia las infraestructuras las superficies totales de agua de techumbre 
acumuladas. 
 
SOLUCIÓN: 
 La urgente instalación de canales y bajadas. 
 
5. DE LOS ALEROS. 
 Por las condiciones de arquitectura de los aleros, principalmente por su ancho y la falta de 
forro de ellos, su condición de protección y terminación de cubierta no cumple en ninguna de 
sus características aludidas. 
 
SOLUCIÓN: 
 Instalar forros en los horizontales y verticales, extender el alero que protege el acceso a 
los terceros pisos, cambiar la puerta principal por una de características para exterior. 
 
6. DE LOS MUROS PERIMETRALES. 
 Esta partida es la de mayor relevancia en los problemas que existen en todos los edificios 
de los sectores indicados en este informe técnico, ya que están comprometidas las especifica-
ciones y su construcción. 
 6.1. Para referirse a las especificaciones técnicas, este informe no ha contado con su co-
nocimiento acerca de cuáles son las consideraciones establecidas; sin embargo, lo instalado 
como impermeabilizante no dio resultado, ya que las filtraciones, no tan sólo fueron por los 
morteros de pega, sino que además se produjeron por los ladrillos. 
 6.2. En cuanto a la construcción de estos muros de albañilería, mayoritariamente, se nota 
la falta de provisión y mayor dosificación del mortero de pega, la pérdida de plomo entre las 
vigas perimetrales de hormigón, y las albañilerías producen un plinto que acumula aguas en 
forma permanente y que el elemento viento introduce por este mal encuentro de construc-
ción. 
 
SOLUCIÓN: 
 En lo primero, en las especificaciones técnicas, existen dos opciones de costos distintos en 
el corto plazo, ya que la primera opción, de colocar nuevamente un impermeabilizante, haría 
remover el existente, ya que, al instalar uno de igual o mejor calidad, este nuevo tratamiento 
no se mantendría en el tiempo, porque el existente acusó mala calidad o fue mal instalado; 
por lo tanto, la forma adecuada de reinstalación exige un parámetro limpio, seco, y de morte-
ro de pega de mejores dosificaciones. 
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 Ante la primera opción, para no instalar una solución de parche, se aconseja una segunda 
opción, que es provisionar de un revoque de estuco exterior o interior con aditivos imper-
meabilizantes, y posterior partida de terminación. 
 Esta partida es la que más daño ha producido al interior de los recintos afectados, tanto en 
las existentes partidas especificadas como en el mejoramiento que le han otorgado los pro-
pios vecinos, sin considerar los daños físicos y morales de éstos. 
 
7. DE LAS VENTANAS. 
 En esta partida, también están comprometidas las cuestionadas especificaciones técnicas y 
la construcción de ellas. 
 Las primeras, permitieron utilizar un tipo de perfil débil estructuralmente, y pequeño di-
mensionalmente, no considerando, además, un sello plástico para su buen funcionamiento; y 
la construcción es de mala calidad, ya que las huelgas de separación son irregulares, permi-
tiendo el ingreso de aguas al interior. 
 
SOLUCIÓN: 
 Instalar sellos plásticos en todos los encuentros de fierro-fierro, fierro-muro, fierro-vidrio, 
cambiar las piezas metálicas irregulares en sus encuentros. 
 
II. DE LOS INTERIORES. 
1. ARTEFACTOS SANITARIOS. 
 Es de suponer que los artefactos mencionados cumplen con la calidad mínima exigida; 
por lo tanto, las filtraciones aparentemente son responsabilidad de la instalación. 
 
SOLUCIÓN:  
 Revisión y reparación general. 
 
2. ELECTRICIDAD. 
 Esta partida se debe revisar estrictamente, ya que es una de las más propensas a acciden-
tes caseros, en que los protectores automáticos no resistan el funcionamiento del alumbrado 
con algunos artefactos domésticos (lavadora, microondas, televisor), a los cuales no hay que 
someterles ningún tipo de reforzamiento, excepto los artefactos húmedos que necesitan pro-
tección a tierra, lo que no significa mayor consumo de energía. 
 Esta anormalidad peligrosa amerita una revisión de confrontamiento entre los planos de 
proyectos y la ejecución de ellos. 
 
SOLUCIÓN: 
 Revisión general de conductores, protectores, y distribución de circuitos de enchufes y 
alumbrados. 
 
3. ESTRUCTURAS PRINCIPALES. 
3.1. HORMIGONES DE ESTRUCTURAS: 
 En la mayoría de los departamentos, se han detectado fisuras y grietas de gran importan-
cia y tamaño, lo que da preocupación a sus propietarios, que ven día a día el aumento de és-
tas; se han realizado por parte de las constructoras, que también han detectado estos proble-
mas, reparaciones que no están a la altura de lo serio del tema, ya que han tratado de “cubrir 
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o tapar” estas grietas con materiales muy lejanos a soluciones epóxicas recomendadas. Sa-
bemos los constructores que los únicos materiales de soluciones y reparaciones de hormigo-
nes estructurales son de alta tecnología y calidad, por lo tanto, caros. 
 Actualmente, este equipo técnico asesor ha recomendado un seguimiento en algunos de-
partamentos, por posibles asentamientos estructurales, que comprometan losas y vigas, ya 
que en otros se visualizan desnivelaciones preocupantes. 
 
SOLUCIÓN: 
 Una revisión y chequeo estructural a todas las losas, vigas y cadenas, y fundaciones com-
prometidas y/o sospechosas, a través de muestras de testigos e instrumentalización de gran 
calibre de detección. 
 
CONCLUSIÓN FINAL. 
 Estas anormalidades deben ser investigadas, y realizadas en el corto tiempo, por razones 
de seguridad física y moral, ya que los vecinos en su mayoría han realizado mejoramientos 
decorativos y redistribución acorde a sus necesidades, con esforzados recursos propios. 
 Técnicamente, ha quedado demostrado que la construcción de viviendas básicas y las no 
tanto también ameritan mayor fiscalización tanto en la confección de los proyectos, en las 
adjudicaciones con valores reales, como en la ejecución de tales soluciones habitacionales. 
 Socialmente, ha quedado demostrado que aún mantenemos el espíritu clasista de antaño, 
en cuanto a que para la gente de menos recursos debe ser lo mínimo, lo que no significa que 
debe ser lo más malo. 
 Políticamente, ha quedado demostrado que mientras existan soluciones habitacionales 
para el sector pobreza de nuestra sociedad, con signos mercantiles, que arrojan utilidades de 
por medio, el propio mercado se encargará de obtener mejores ganancias a costa de menores 
calidades constructivas, tal cual es en la educación, tal cual es en la salud. 
 
3.7. INFORME DEL SEÑOR DANIEL AEDO BARRIENTOS, DE LA EMPRESA 
CONSTRUCTORA GARCÍA POPELAIRE HNOS. S.A. 
 

INFORME DE SITUACIÓN DE CONJUNTOS SERVIU VI REGIÓN. 
 
1. Descripción de la empresa. 
a.- Antigüedad : 17 años 
b.- Nº de viviendas edif. : 16.000 unids. 
c.- Superficie edificada : 762.880 m2. 
d.- Ámbitos en que opera : público y privado 
 
2. Descripción de los conjuntos afectados. 
 -Descripción del conjunto: 
 El conjunto Vicuña Mackenna se divide en tres etapas sucesivas de 999, 602 y 192 vi-
viendas, cuya antigüedad es de tres, dos y un año, respectivamente. Dichas viviendas fueron 
contratadas mediante licitaciones públicas reguladas por el D.S. 29/84, de V.Y U. 
 -Descripción del tipo de viviendas: 
 En general, se trata de viviendas de albañilería de ladrillos reforzada con pilares y vigas de 
hormigón armado, losa prefabricada en base a viguetas de hormigón pretensado y casetones de 
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mortero con sobrelosa de hormigón armado. Este tipo de viviendas es lo que se denomina “obra 
gruesa habitable”, lo que significa entregar al usuario una vivienda que vaya siendo terminada 
por él en la medida en que sus esfuerzos se lo permitan. Por su definición, es una vivienda sin 
terminaciones, es decir, no consulta estucos ni pinturas interiores, a sola excepción del lavamúl-
tiple (lavaplatos) y del nicho de ducha. Los tabiques son en general de dos tipos. Para recintos 
húmedos, se utiliza una estructura de madera forrada, por un lado, con planchas de asbesto ce-
mento (por ej.: permanit) y, por el otro lado, con planchas de yeso cartón (por ej.: Volcanita). 
Para recintos secos, se utiliza generalmente el tabique autosoportante, en base a una plancha de 
madera aglomerada (por ej.: Masisa), con un marco de madera cepillada. Los tipos de puertas y 
cerraduras están definidos por el mandante, siendo en ambos casos los más económicos de su 
línea. Lo mismo sucede con los artefactos sanitarios. Es preciso destacar que tanto las ventanas 
como los marcos de puertas y la quincallería, en ambos casos, son fabricados en los perfiles de 
fierro de menor dimensión y espesor existentes en el mercado. Todo lo anterior, obviamente, es 
lo que las Bases Técnicas fijan como requerimiento. 
 -Mejoramientos recomendados. 
 Últimamente, se ha afirmado erróneamente que las viviendas edificadas son las mismas 
que hace diez años, lo cual no es cierto. El Serviu ha introducido mejoras como, por ejemplo, 
Pisoflex o cubrepiso en toda la superficie de la vivienda, hasta hace dos años atrás sólo se 
instalaba pavimento en el baño y cocina de los pisos superiores. Se está exigiendo que las 
cajas de escala sean cubiertas y además ya no se permiten las escalas entrecruzadas. No obs-
tante lo anterior, las mejoras han sido muy escasas, ya que tal como se mencionaba anterior-
mente hay muchos puntos que se pueden mejorar sin grandes esfuerzos, por ejemplo: 
 -Marcos metálicos (ventanas y puertas): Se exige que sean del mínimo espesor disponible 
en el mercado, debieran ser de mayor dimensión y espesor. 
 -Cerraduras: Se exige un tipo que se fabrica especialmente para viviendas sociales, con un 
estándar muy bajo y alto número de desperfectos durante su uso. 
 -Sanitarios: Se especifica un tipo de estanque que probadamente ha mostrado desperfec-
tos. Posee un sistema de ahorro de agua que es difícil de utilizar y que induce a desperfectos. 
 -Tabique Autosoportante: Elaborado de madera aglomerada, material que por su naturale-
za higroscópica y los altos contenidos de humedad interior de las viviendas hace que se de-
forme fácilmente dando mal aspecto y pérdida de funcionalidad. De hecho, ya fue eliminado 
hace un tiempo el revestimiento de madera aglomerada de 6 y 8 mm. de espesor debido al 
exceso de deformaciones que presentaba en el tiempo. 
 -Pintura impermeabilizante: No se especifica. Como constructores, sólo podremos dar fe 
de lo que construimos una vez que los proveedores hagan lo mismo con sus productos. En 
nuestro país, aún es muy difícil conseguir proveedores, sobre todo al nivel de consumo que 
requieren las viviendas sociales, que sean capaces de garantizar sus productos por un período 
como el que la actual ley de responsabilidad exige. Las empresas productoras, salvo contadas 
excepciones, carecen de procesos de control de calidad. Esto, a su vez, es generado porque 
los mandantes (por ej., Serviu) no fijan los estándares de manera seria y documentada. De-
ntro de un proceso de aseguramiento de calidad, siempre es necesario que tanto el que entre-
ga como el que recibe defina muy bien qué requerimientos se establecen. Por ejemplo, es 
imposible ordenar la fabricación de un zapato si no se define qué características se desea que 
cumpla (color, tamaño, altura de taco, etc.). En la medida en que los mandantes no fijen bien 
sus requerimientos será imposible obtener un producto con un mejor estándar, sobre todo en 
un mercado en que todo lo regula el precio. 
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3. Confrontación de los daños. 
Informe de Contraloría: 
 -Con fecha 9 de julio de 1997, la Contraloría Regional del Libertador Bernardo 
O’Higgins, Unidad V.U.O.P.T., emitió un informe como resultado de una revisión selectiva 
de viviendas. En dicho informe se indica que las viviendas fueron recibidas por Serviu VI 
Región sin observaciones. Además, se individualizan una serie de deficiencias que se hacen 
aparecer como generales, en circunstancias de que se trata de casos totalmente aislados. Se 
indica que existe una falla general en los morteros de muros medianeros, producto de una 
deficiente dosificación; sin embargo, los casos detectados por nuestra empresa indican que se 
trató de un problema de curado y no de una deficiente terminación en las uniones de albañile-
rías y cadenas de hormigón armado, sin considerar que, tal como se señaló, las viviendas 
corresponden a una obra gruesa habitable, es decir, no consideran terminaciones que en cual-
quier vivienda o edificación ocultan dichas uniones. Se menciona que existen problemas con 
la colocación de marcos de puertas y ventanas metálicas; efectivamente, se detectaron algu-
nos problemas; sin embargo, los más dramáticos correspondieron a personas que habían alte-
rado la instalación por modificaciones posteriores a la entrega. Además, se observó el hecho 
de que los patios interiores de los blocks no cuentan con un sistema de desagües para las 
aguas lluvia; sin embargo, las Bases Técnicas indican que éstas deberán escurrir superficial-
mente a calles y pasajes. Desafortunadamente, los propietarios modifican la topografía entre-
gada por la empresa, instalando vehículos, kioscos o ampliaciones por donde debieran escu-
rrir libremente dichas aguas. Finalmente, se plantea que se cambiaron arbitrariamente las 
enfierraduras por diámetros menores a los especificados en los proyectos de cálculo; sin em-
bargo, lo que no se menciona es que dichas enfierraduras están aprobadas por el ingeniero 
calculista responsable del proyecto, además de que la disminución de diámetro responde a un 
mejoramiento en las características mecánicas de dichos elementos; en efecto, los fierros 
proyectados originalmente son del tipo A 44-28H, lo que significa que poseen como límite 
de rotura 4400 Kg/cm2 y como límite de fluencia 2800 Kg/cm2, en circunstancia de que los 
instalados responden al tipo AT 56-50H, es decir sus límites son 5600 Kg/cm2 y 5000 
Kg/cm2, respectivamente. Éste posee un bajo contenido al carbono, lo que lo hace soldable y 
su uso es apto para el hormigón, ya que cumple con las restricciones especificadas en la Nch 
1173 Of. 77. La empresa Acma lo produce y distribuye en forma de mallas soldadas o arma-
duras prefabricadas para cadenas y pilares, obtenidas al doblar convenientemente estas ma-
llas. El hecho de presentar estos elementos prearmados es muy conveniente a la calidad de la 
edificación, ya que se está instalando una enfierradura de producción industrial con elevados 
sistemas de control de calidad, en lugar de una de producción artesanal armada en obra. 
 
4. Análisis de los defectos. 
 -Tipo de fallas 
 Se pudo constatar que las fallas más reiterativas fueron las siguientes: 
 -Filtración de humedad por unión de cadenas y albañilerías. 
 -Filtración de humedad por unión de alféizar y vano de ventana. 
 -Filtración por cubiertas rotas. 
 Cabe destacar que los defectos en ningún caso representan algún tipo de riesgo estructural 
ni que pueda comprometer la estabilidad de los edificios. 
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 -Análisis de B.T.G. 
 Del análisis de las Bases Técnicas Generales se puede desprender que no existen reco-
mendaciones expresas que permitan evitar los problemas presentados por las viviendas. 
 -Análisis de E.T. 
 Las Especificaciones Técnicas se ajustan a lo solicitado por las B.T.G., por lo cual nuestra 
empresa se ha ajustado completamente al estándar que requiere nuestro mandante. 
 -Solución empleada 
a. Impermeabilización: Nuestra empresa ha llevado a cabo la reparación de los conjuntos en 

cuestión utilizando productos de última generación de tecnología alemana. El sistema se 
basa en dos fases. La primera de ellas es en base a un termopolímero aniónico estireno 
acrílico butadieno (Algifol 886), el cual, mezclado con cemento y agua, forma una lecha-
da cuyo objetivo es el de proveer una superficie apta para la segunda etapa, que es la hi-
drofugación, esto es, retapar porosidades o intersticios que hayan quedado en los morteros 
de pega. La hidrofugación se lleva a cabo con un polímetro de la familia de los silanos-
siloxanos del grupo Octil (Algifol 29 O 172), el cual reacciona con el muro quedando 
químicamente enlazado. Además, este producto tiene la particularidad de que impide el 
paso de humedad al interior, pero es permeable a los vapores del interior de la vivienda. 
Finalmente, es preciso hacer mención de que estos productos son los únicos que se en-
cuentran realmente probados en Chile con una antigüedad mayor a 4 años, ya que fueron 
utilizados en la reparación del conjunto “La Leonera” (1200 viviendas tipo C), ubicado en 
Chiguayante-Concepción, construido para el Serviu VIII Región, manteniéndose en per-
fecto estado hasta la fecha. 

b. Canales y bajadas de aguas lluvia: Nuestra empresa es la única que se encuentra instalan-
do canales y bajadas de aguas lluvia de P.V.C. Este producto, de origen francés y comer-
cializado en Chile por Duratec, ofrece características superiores a la solución tradicional 
de fierro galvanizado, tanto decorativas como de “performance”. El producto se encuentra 
garantizado por Duratec por diez años. 

 
5. Costo de mejoramientos. 
 El Gobierno ha destinado para la instalación de los mejoramientos de suma de 12 U.F. por 
vivienda. Sin embargo, las exigencias han superado dicho monto, toda vez que es muy dife-
rente la instalación de elementos en una faena en construcción que en una habitada y en fun-
cionamiento. Sin embargo, nuestra empresa ha destinado recursos de hasta 15 U.F. por vi-
vienda con el objeto de mejorar nuestras viviendas y entregar las garantías requeridas en 
función de plazo y calidad. 
 
6. Comentarios finales: 
 Finalmente, nos gustaría hacer presente, a modo de resumen, que nuestra empresa en una 
institución con más de quince años de trayectoria, que ha hecho que hayamos sido un motor 
de desarrollo en la Sexta Región y en la Metropolitana, además de una fuente de trabajo para 
cientos de familias. Nuestra filosofía siempre ha sido hacer bien las cosas y mejorar cada vez 
más, por lo cual mantenemos a nuestro personal en constante capacitación, no sólo técnica, 
sino que, además, personalmente. No obstante y como muy bien lo plantea el destacado ar-
quitecto Ramón Delpiano P.C. en El Mercurio del 25/09/97, “La construcción ha realizado 
un esfuerzo denodado por convertir la ejecución artesanal en un proceso industrial repetitivo, 
con altos controles y donde los imprevistos de obra se minimicen. En los hechos, esto no ha 
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pasado de ser, en la mayoría de los casos, un buen deseo en el vaivén de su historia. Al final 
de cuentas, la construcción es un resultado cultural que acoge en su seno a 400 mil operarios 
cada año, muchos emigrantes rurales, como a personas que no logran otra colocación por 
falta de preparación específica”. 
 Tal como se aprecia, la construcción en nuestro país se encuentra muy lejos de dejar de 
ser un arte. Como tal, es preciso que sean los mandantes quienes se esfuercen al máximo con 
el objeto de minimizar los posibles defectos de diseño que se puedan producir como conse-
cuencia de competencia de las empresas constructoras en las licitaciones públicas, en donde 
no se premia un mejor nivel de terminación, sino el menor precio. Por otro lado, quienes han 
tenido la oportunidad de visitar las viviendas al poco tiempo de haber sido entregadas han 
podido apreciar cómo se invierten grandes cantidades de dinero por parte de los pobladores 
contratando obras como protecciones, rejas, estucos o ampliaciones, muchas de las cuales se 
encuentran totalmente mal ejecutadas y a precios muy superiores de lo que costaría que fue-
sen ejecutadas por la misma empresa contratista. 
 Por último, nos gustaría mencionar que los problemas de filtraciones producidos en los 
diferentes conjuntos en todo el país responden claramente a una falla en la especificación y 
ésta, a su vez, a una falta de normativa al respecto, por lo cual hasta ahora hemos actuado 
solamente por tradición y no en base a un procedimiento establecido por nuestros mandantes 
ni por algún organismo normativo o legislador. Además, los últimos temporales han escapa-
do totalmente, tanto en duración como en magnitud, en relación con los que habitualmente 
debemos enfrentar en la zona central del país. 
 Queremos agradecer a tan alta Comisión el hecho de permitirnos aclarar lo que a nuestro 
juicio representa una clara manipulación de la información, cuyo objetivo no tenemos claro; 
pero los hechos han demostrado que se ha faltado a la verdad en reiteradas ocasiones, ya que, 
como los antecedentes indican, nuestra empresa ha mostrado seriedad y responsabilidad aun 
cuando no haya sido requerida o cuando haya debido invertir recursos no considerados con el 
objeto de entregar un producto de óptima calidad, entendiendo como tal el dar un correcto 
cumplimiento a lo requerido. 
 
3.8. INFORME DE ICR CONSULTORES LTDA. SOBRE LA POBLACIÓN VICUÑA 
MACKENNA, DE RANCAGUA, CONSTRUIDA POR GARCÍA POPELAIRE HER-
MANOS S.A. 
 En visita efectuada por profesionales de ICR Consultores Ltda., con fecha 20 de julio del 
año en curso, a la población Vicuña Mackenna, de la ciudad de Rancagua, construcción que 
fue realizada por la empresa García Popelaire Hermanos S.A., persona jurídica de su giro, 
representada por don Alejandro García Popelaire y Enrique Pérez García, se pudo constatar, 
a nivel de inspección visual, lo siguiente. 
 
I. En cuanto a los desperfectos observados en cada una de las viviendas de los suscriptores, 
se hicieron evidentes problemas constructivos que afectan a la calidad de vida de sus mora-
dores. Así es como, bajo las persistentes lluvias, la impermeabilidad de los muros de albañi-
lería cede ante condiciones climáticas adversas; el traspaso de la humedad y el afloro del 
agua en el interior de las habitaciones son elocuentes. 
 La calidad del mortero de pega no es óptima y difícilmente se ajusta al indicado en las 
especificaciones técnicas, ya que basta con frotar un elemento metálico para que se despren-
da. 
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 En las escalas de acceso a los departamentos es posible observar el excesivo desgaste del 
hormigón que conforma las gradas, llegando a tener incluso una disminución del 50% de su 
espesor, con el peligro que involucra el quedar expuesta la estructura metálica que forma la 
escala. 
 Es posible observar la gran cantidad de grietas y fracturas que presenta la albañilería en su 
unión con cadenas y dinteles, situación que se repite sostenidamente y por toda la longitud de 
los paños. 
 De igual forma, se aprecian grietas en 45 grados en las partes inferiores de ventanas y 
muros, con una longitud aproximada de 50 cm. 
 El traspaso de agua al interior de la vivienda se hace más elocuente en aquellos muros 
donde su cara está expuesta al norte y nororiente. 
 La incorporación de agua de lluvia al interior de las viviendas no sólo corresponde al tras-
paso por muro, ya que es evidente la incorporación de ésta por la parte inferior de ventanas y 
puertas, que casi en su totalidad presentan desajuste y falta de escuadra. Es así como se pue-
de apreciar a simple vista la falta de nivelación y aplome de muros, cadenas y dinteles, en 
contraposición con lo indicado en las especificaciones técnicas, donde se indica la acuciosi-
dad con la cual debieron haberse ejecutado los moldajes para prever situaciones como éstas. 
 La acumulación de agua en el interior del baño, junto a la falta de sello de la unión tubería 
descarga de la tina-losa, y las persistentes lluvias pasadas permitieron que el agua acumulada 
pudiese pasar a los pisos inferiores con facilidad; sin embargo, también fue posible ver el 
traspaso del agua a través de la losa por saturación de ésta. Paralelamente, se puede constatar 
la mala ejecución de la colocación de quincallería, al punto de que, a menos de un año de su 
entrega -en algunos casos-, las viviendas presenten el problema de filtraciones de agua servi-
das que circulan por la tuberías que se encuentran a la vista y que corresponden al uso de los 
pisos superiores. 
 De igual forma, gran parte de los departamentos presentan fisuras en sus pisos, tanto lon-
gitudinal como transversalmente. En algunos de estos departamentos, incluso la malla se 
encuentra expuesta, lo cual representa peligro para los moradores. 
 Es posible ver armaduras en pilares y cadenas las cuales se encuentran descubiertas y sin 
el debido recubrimiento. 
 En contraposición con las especificaciones técnicas Pto. 2.2.9., lo existente no correspon-
de a lo indicado. 
 Las grietas mencionadas para la unión albañilería-cadenas se repiten para la unión pilar 
albañilería, aunque en menor forma que las primeras. 
 Es posible apreciar grietas en las losas que conforman los accesos a los departamentos, en 
el sector de la caja escala, con y sin traspaso del elemento. 
 Como producto de las lluvias, se hace evidente el afloramiento de sales desde el interior 
de los ladrillos, con el consiguiente desprendimiento de la pintura y exposición de la albañi-
lería, lo cual, bajo una persistente lluvia, aumentaría los problemas de agua en el interior. 
 La colocación de ductos en el interior de las cadenas y la posición en la cual fueron pues-
tos permiten el libre escurrimiento del agua durante las lluvias al interior de las viviendas. 
 La falta de bajadas de agua, igual que la nivelación adecuada del terreno, permiten que 
durante el período de lluvias se acumule agua fuera de los departamentos, saturando la cade-
na y parte inferior de la albañilería y contribuyendo al traspaso de agua al interior. 
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II. Causas principales. 
 Paralelamente, considerando las descripciones anteriores es posible determinar en forma 
más o menos acertada las causas que provocaron los problemas señalados. 
1. La falta de adherencia del mortero de pega se debe principalmente a la falta del agente 

cohesivo (el cemento). Causa probable: mala dosificación, insuficiente para los esfuerzos 
que absorbe. Falta de control durante el período de ejecución de las obras. 

 Lo anterior tiene el siguiente inconveniente: bajo las características actuales, difícilmente 
puede resistir los esfuerzos a que está sometido, con la consiguiente aparición de grietas 
en la albañilería, como se puede apreciar con las grietas longitudinales y aquéllas en 45 
grados que presenta en algunos casos la albañilería, lo cual, aún no necesariamente repre-
sentando problemas estructurales, produce una sensación de inseguridad en el usuario. 

 La falta de adherencia del mortero de pega involucra la pérdida de impermeabilidad de 
éste; la falta de cohesión general causa fisuras internas en el mortero, con lo cual se pre-
senta la situación vista durante la lluvia; a lo anterior hay que agregar las características 
de los ladrillos, los que, por presentar vacíos permiten que cualquier filtración del agua al 
interior del muro es retenida hasta cuando éste se sature, aflorando al exterior por sus ca-
ras; sin embargo, debido a las características del mortero, las filtraciones fueron tales, que 
el fenómeno puede apreciarse en toda la altura y extensión de los muros y principalmente 
en aquellos que llevan por orientación su cara expuesta al norte y al nororiente. Todo lo 
anterior, unido a la carencia de aditivos impermeabilizantes. 

2. Debido al traspaso del agua al interior de las viviendas y a la acumulación de ésta al inter-
ior de los ladrillos, es posible observar el afloramiento de sales del interior de éstas, hin-
chando y quebrajando la pintura, tanto interior como exterior; tal situación se podría haber 
evitado con la quema de los muros con ácido muriático, lo cual no se indica en las especi-
ficaciones técnicas. 

3. La falta de aplomo y nivelación de las puertas y ventanas, unida a la falta de un sello que 
permita corregir los desajustes, permite la incorporación del agua hacia el interior de las 
viviendas. De igual forma, es posible observar la falta de acuciosidad con la que fueron 
ejecutados los moldajes de cadenas y dinteles, los cuales presentan desniveles y desaplo-
mos excesivos, lo que incurre directamente en el calce de ventanas y puertas, que, como 
se pudo constatar, en su totalidad se encuentran con problemas de ajuste, al grado incluso 
de no cerrar o abrir. 

4. La falta de un aditivo impermeabilizante agudiza el problema de traspaso de agua al inter-
ior. 

5. En el caso de la cerradura de loggia, la existente no corresponde a lo descrito en las espe-
cificaciones técnicas. 

6. La falta de una adecuada colocación de los moldajes durante el hormigonado permitió que 
armaduras de pilares y cadenas queden expuestas en varios puntos; sin embargo, dadas las 
características de nivelación y aplomo de los muros, es posible que el recubrimiento de 
cadenas y dinteles no se ajuste a los requerimientos mínimos, aun cuando no sea posible 
ver las armaduras. 

7. La carencia de un sistema de drenaje de aguas lluvia permite que el agua se acumule al 
exterior de los departamentos, afectando cimientos y partes interiores de muros. 

8. La mala ejecución en la colocación de los ductos en la cadena permite que el agua escurra 
al interior. 
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III. Alternativa de repican. 
 En base a las causas descritas anteriormente, se hace necesaria la implementación de las 
siguientes medidas correctivas: 
a) Para el caso de falta de cohesión y filtraciones de agua en los muros, se hace necesaria 

una medida tal que permita asegurar el monolitismo de la albañilería y sellar el muro a las 
lluvias, para lo anterior nos remitimos al fascículo Aportes Técnicos Nº 14, “Técnicas de 
Reparación y Refuerzo de Estructuras de Hormigón Armado y Albañilería”, editado por el 
Instituto Chileno de Cemento y Hormigón. 

b) Debido a las fracturas del muro por la falta de adherencia del mortero y la escasa imper-
meabilidad que presenta, se propone un tratamiento de la superficie de los muros cuya ca-
ra tenga las orientaciones más desfavorables (norte y nororiente), mediante el picado de 
las uniones mortero ladrillo por un lado, en una profundidad aproximada de 5 cm., y la 
aplicación de mortero proyectado por toda la extensión de éstas, estuco de los paramentos 
exteriores en un espesor no inferior a 1,5 cm., incluidas cadenas y dinteles. 

 Se repite el procedimiento de mortero proyectado al parámetro interior, dejándolo con 
terminación de cantería rehundida, y aplicación de impermeabilizante en todos los pará-
metros exteriores. Sin perjuicio de lo anterior, se procederá a ejecutar el picado de unión 
mortero ladrillo que presenten los muros, sin importar su orientación, y colocación de 
mortero proyectado cuando se evidencie la presencia de grietas que atraviesan la albañile-
ría. 

 Paralelamente, se propone mejorar la adherencia del conjunto mediante la ejecución de 
anclajes con barras de 16 mm. de diámetro, colocados inclinadamente, abarcando pilar o 
cadenas y albañilería adheridos al conjunto con sistema epóxico para anclajes, diagonal-
mente y según el distanciamiento iniciado por el proyectista. 

c) Se deberán ejecutar las obras necesarias para el correcto escurrimiento del agua lluvia, así 
como la incorporación de canaletas y bajadas de agua lluvia. 

d) Se debería corregir la inclinación de los ductos, incluidos en la cadena. 
e) Se debe reponer la cerradura descrita en las especificaciones técnicas. 
f) Ejecutar el sello adecuado para la junta tina-muro, a fin de asegurar su unión e impermea-

bilización. De igual forma, se procederá al sello de la unión de las ventanas con los vanos, 
asegurando su impermeabilidad. 

 
3.9. INFORME DEL DIRECTOR NACIONAL DE LA OFICINA NACIONAL DE 
EMERGENCIA, ONEMI, SEÑOR ALBERTO MATURANA. 
 De acuerdo a lo solicitado, tengo el agrado de plantear a la honorable Comisión algunas 
reflexiones en torno al tema que preocupa a los señores parlamentarios en lo relativo a los 
problemas de la vivienda social. 
 -En relación con viviendas sociales, es conveniente precisar a la honorable Comisión que 
Onemi carece de competencia legal, estando radicada su responsabilidad de coordinación, 
planificación y respuesta, en momentos de emergencias o desastres, en efectuar acciones de 
emergencia, las cuales, clásicamente y en todo el mundo, de acuerdo con estándares interna-
cionalmente aceptados, se limitan a proveer transitoriamente techo, abrigo, alimentación, 
atención médica y encuestamiento de las necesidades de la población afectada o damnificada. 
 Por ello, la autoridad en los países desarrollados -y de acuerdo con recomendaciones ex-
presas de los organismos expertos de Naciones Unidas- radica fundamentalmente sus accio-
nes prontas de emergencia en la habilitación de albergues transitorios, generalmente escuelas 
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sólidas, en donde puede concentrar las acciones y prestaciones básicas de emergencia. En 
otras experiencias modernas, se han privilegiado albergues modulares, livianos, apilables, de 
fácil transportabilidad y dotados de tecnologías de climatización, iluminación y multifuncio-
nalidad. 
 -Las normas legales básicas que asignan competencias específicas en materia de vivienda 
se encuentran establecidas en la ley General de Vivienda y Urbanismo y Construcciones, 
contenidas en el D.F.L. Nº 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y sus mo-
dificaciones posteriores el Capítulo VI del Título II de dicha ley incluye un párrafo 3º, rotu-
lado “Del saneamiento de poblaciones”, bajo el cual aparece el artículo 79, que dispone que 
corresponderá a las municipalidades desarrollar las acciones necesarias para la rehabilitación 
y saneamiento de las poblaciones deterioradas o insalubres dentro de la comuna, en coordi-
nación con los planes de esta misma naturaleza y planes habitacionales del Ministerio de la 
Vivienda y Urbanismo. 
 A su vez, el artículo 80 -también integrante de dicho párrafo- agrega, en lo que interesa, 
que, en concordancia con el objetivo expresado, la municipalidad podrá ejecutar directamen-
te, con cargo a su presupuesto, acciones que tengan por finalidad adquirir terrenos para la 
erradicación de poblaciones mal emplazadas, con riesgos de inundación o imposibilidad de 
dotarlas de la infraestructura sanitaria, y aportar fondos, materiales, equipos y personal para 
las obras de agua potable, alcantarillado, pavimentación y energía eléctrica en calles que aún 
no disponen de esos servicios. 
 Tales normas deben concordar con los artículos 4º y 20º, letra F), de la ley Nº 18.695, 
Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyos artículos 4º, letra L), que encomienda 
desarrollar funciones relacionadas con la prevención de riesgos y la prestación de auxilio en 
situaciones de emergencia, y 20º, letra F), que determina que a la unidad encargada de obras 
municipales le corresponderá proponer y ejecutar medidas relacionadas con la vialidad urba-
na y rural, la construcción de viviendas sociales e infraestructuras sanitarias, y la prevención 
de riesgos y prestaciones de auxilio en situaciones de emergencia. 
 De esta manera, en situaciones que afecten a viviendas de cualquier tipo, se estima que 
corresponde al órgano de administración local intervenir en la especie, en uso de las faculta-
des otorgadas por la legislación general y específica aplicable en ese nivel y, en especial, por 
las ordenanzas generales y locales, complementarias de la ley de urbanismo y construcciones 
antes referida, sin perjuicio del ejercicio de las funciones que les asisten al Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo, sus secretarías regionales, e incluso al respectivo Serviu, en su caso, 
conforme a sus leyes orgánicas y a la normativa legal y reglamentaria que configura el régi-
men especial y propio de las competencias que se le han encomendado. 
 Entre estas últimas, podría resultar aplicable, en lo que fuera procedente, el D.S. Nº 62, de 
1984, de la mencionada cartera de estado, que reglamenta el sistema de postulación, asigna-
ción y venta de viviendas destinadas a atender situaciones de marginalidad habitacional y 
para atender situaciones de emergencia habitacional, calificadas por el Ministerio de Vivien-
da y Urbanismo. 
 Por otra parte, cabe recordar que la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y 
Administración Regional, confiere a los intendentes y gobernadores atribuciones respecto del 
resguardo y seguridad de las personas y bienes, y de la adopción de las medidas necesarias para 
prevenir y enfrentar situaciones de emergencia y catástrofe. Asimismo, le asigna al gobierno 
regional la función de adoptar las medidas necesarias para enfrentar situaciones de emergencia 
o catástrofe y desarrollar programas de prevención y protección ante situaciones de desastre. 
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 -La Oficina Nacional de Emergencia, ante situaciones declaradas por la autoridad compe-
tente como “de emergencia” o en cualquiera de los caracteres que la ley define, realiza ac-
ciones puntuales que generalmente tienen que ver con: 
 -Voladuras de techos 
 -Destrucción o inhabitabilidad de viviendas ante amenazas diversas (incendios, sismos, 
inundaciones, etc.). 
 En todas estas emergencias, rigen los criterios básicos de “ayuda mutua” y de “empleo 
escalonado de recursos”, ante los cuales se articula el sistema, si el nivel local ha sido sobre-
pasado o la autoridad así lo solicita. 
 La ley ha definido para esas situaciones, aparte de las acciones transitorias de contención 
y durante la vigencia de la emergencia, la mantención de acopios centrales y locales de ele-
mentos diversos, tales como techos de zinc, pizarreños, internit, plásticos reforzados y otros, 
y ha definido como “vivienda de emergencia”, una vivienda de 18 mts. cuadrados, de made-
ra, de acuerdo a especificaciones técnicas que se acompañan como anexo a este documento. 
 -Es en este aspecto, a la Oficina Nacional de Emergencia le gustaría puntualizar algunas 
ideas y reflexiones en torno a la lógica actualmente imperante. 
1) Las viviendas de emergencia actualmente en uso no representan soluciones de emergencia 

funcionales, transitorias y de fácil transportabilidad. 
2) Aunque el legislador o la autoridad hayan querido darle lógica, en la práctica su utiliza-

ción como viviendas, y no como solución transitoria de emergencias puntuales, fácilmente 
las transforma en asentamientos permanentes y muchas veces ajena a todo planteamiento 
urbanístico. 

3) El clima psicológico que acompaña a muchas de las emergencias favorece su rápido em-
plazamiento en terrenos riesgosos, sin estudios previos de riesgo o vulnerabilidad, y lo 
que es peor, de dudosa erradicabilidad futura. 

 Por lo tanto, no siendo esta área de análisis de competencia directa de la Oficina Nacional 
de Emergencia, tal como se ha documentado, son innumerables las acciones de rehabilitación 
que se conducen a través de ella. Se agregan, como materia de análisis, las contradicciones 
de un sistema que debe modernizarse en términos de no esconder o soslayar los problemas de 
pobreza y marginalidad subyacentes con atenciones y acciones de emergencia cuyos recur-
sos, definidos por ley, debieran orientarse exclusivamente a acciones prontas, eficientes y 
transitorias, pero que, sin embargo, en la necesidad de atender problemas sociales, elige mo-
dalidades de atención lentas, poco eficientes y definitivas. 
 El trabajo, que se anexa, ha sido realizado por profesionales del departamento de protec-
ción civil de Onemi y profundiza algunos conceptos en materias básicas, relacionadas con el 
problema en comento. 
 
3.10. INFORME DEL EX MINISTRO DE VIVIENDA Y URBANISMO SEÑOR    
EDMUNDO HERMOSILLA. 
 La presente exposición tiene por objeto dar a conocer a esta Comisión mi visión sobre la 
política habitacional desarrollada durante el período en que me desempeñé como Ministro de 
Vivienda y Urbanismo, esto es, desde marzo de 1994 a julio de 1997. No me referiré a situa-
ciones concretas de daños producidos en viviendas sociales durante el año en curso y que 
tuvieron su origen en los violentos temporales acaecidos durante el mes de junio, puesto que 
el pronunciamiento sobre dicha materia corresponde al Ministerio del ramo. 
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 Comenzaré esta exposición con una afirmación “La política habitacional en Chile es exitosa”. 
 Esta sencilla afirmación, que atendidos algunos de los problemas acaecidos pudiera pare-
cer audaz, es por el contrario una grande y compleja verdad. El éxito radica no sólo en metas 
cuantitativas, sino que también se encuentra reflejado en innumerables logros cualitativos. 
 En efecto, no sólo se ha logrado congelar el déficit habitacional, sino que, además, se han 
diversificado los programas habitacionales, permitiendo el acceso a la vivienda de sectores 
antes excluidos y tendiendo crecientemente hacia una mayor focalización. Paralelamente, se 
ha concretado una política urbana que, unida a la de vivienda, permite que las familias pue-
dan efectivamente mejorar su calidad de vida. 
 Ello ya ha quedado de manifiesto en las múltiples iniciativas implementadas durante este 
tiempo. Entre ellas, puedo mencionar el compromiso asumido en orden a entregar no sólo 
viviendas, sino conjuntos habitacionales con equipamientos y áreas verdes habilitadas, para 
permitir de esta manera que las familias puedan efectivamente desarrollarse en plenitud. Ello 
es una realidad, y no me cabe duda de que seguirá siéndolo, porque no es posible concebir la 
vivienda como una realidad aislada de su entorno. Simultáneamente, se ha implementado el 
programa de equipamiento concursante. En el mismo sentido, merece especial mención el 
programa de pavimentos participativos. Ambas iniciativas, destinadas a paliar el déficit de 
arrastre, han permitido hacer participar efectivamente a los pobladores y a las municipalida-
des en la solución de sus propias necesidades. 
 Lo anterior demuestra que ha existido y existe una preocupación no sólo por el techo, sino 
que también por el entorno, ya que en él se concretan las posibilidades reales de mejorar la 
calidad de vida. Por ello, además, se igualaron las exigencias que en materia de cesiones para 
áreas verdes, equipamiento y vialidad deben efectuar los urbanizadores, terminando, a través 
de la modificación de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones dispuesta por el 
D.S. Nº 171, (V. y U.), de 1996, una odiosa discriminación que existió entre los sectores más 
pobres y los más ricos. 
 Los desafíos asumidos en materia habitacional y urbana, la existencia de nuevos progra-
mas con mayores exigencias, han hecho necesario modificar los sistemas de financiamiento, 
aumentando la participación del sector privado, permitiendo de esta manera la incorporación 
al crédito hipotecario de sectores de menores ingresos. Se ha ido concretando la creación de 
un mercado secundario para la vivienda social, iniciativa que reconoce de manera positiva 
los incrementos actuales y proyectados de los ingresos de las familias. 
 En consecuencia, la política de vivienda ha ido desarrollándose simultáneamente con el 
proceso económico de nuestro país. Así es como se ha establecido un conjunto de programas 
que reflejan el crecimiento, se reconoce la libertad de elegir, los beneficiarios tienen opción 
entre diversas alternativas, no se impone una vivienda o localización predeterminada, se 
asume que las familias pueden cambiar sus necesidades y se establecieron disposiciones re-
glamentarias que permiten que el subsidio se dirija a la familia y no a la vivienda, permitien-
do la movilidad habitacional. 
 No obstante lo anterior, es evidente que en los aspectos constructivos es necesario avanzar 
más aún. Ello es una realidad que quedó evidenciada con ocasión de los temporales acaeci-
dos durante el mes de junio del presente año. 
 Desgraciadamente, el mayor esfuerzo normativo en esta materia, me refiero a la llamada 
ley de Calidad de la Construcción, sólo tiene vigencia a partir del 15 de diciembre del año 
pasado, de modo que sus favorables efectos no alcanzaron a evitar o prevenir los problemas 
derivados de los temporales de junio. 
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 Lo importante es tener en cuenta que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo ha dado im-
portantes pasos por mejorar la calidad de la construcción en nuestro país, desde que en el año 
1992 convocó a la Comisión Nacional de Calidad de la Construcción, en que participaron 
diferentes sectores del quehacer nacional. Como resultado de la misma, se elaboró un con-
junto de propuestas, algunas en pleno desarrollo. Entre estas medidas, puedo mencionar: 
1º Modificación de la ley General de Urbanismo y Construcciones a fin de incorporar nor-

mas relativas a la calidad de la construcción, a la que ya me referí, y que se concretó con 
la dictación de la ley Nº 19.472, publicada en el Diario Oficial del 16.09.96. 

 Este cuerpo legal contiene disposiciones destinadas a asegurar la calidad de la construc-
ción desde que se solicita el permiso de edificación y hasta los cinco años siguientes a la 
recepción de la obra por parte del municipio. Su reciente vigencia no ha permitido evaluar la 
eficacia de sus normas. 
 Sus disposiciones permiten asumir la responsabilidad de cada uno de los que participan en 
el proceso constructivo, incluido el primer vendedor, quien asume toda la responsabilidad 
frente al comprador, pudiendo posteriormente repetir contra los directamente responsables. 
 Además, la citada ley establece una fuerte sanción para quienes infrinjan las disposiciones 
de la ley General de Urbanismo y Construcciones, su Ordenanza General y los instrumentos 
de planificación territorial: una multa, a beneficio municipal, no inferior al 0,5% ni superior 
al 20% del presupuesto de la obra. 
 Asimismo, en virtud de la ley de Calidad de la Construcción corresponde al Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo establecer, en cada uno de los programas habitacionales que cuenten 
con financiamiento estatal para su construcción o adquisición, los mecanismos que aseguren 
la calidad de la construcción. 
2º A partir de la publicación de esta ley, el Ministerio ha efectuado un conjunto de modifica-

ciones en sus normativas mediante la dictación de los correspondientes decretos supre-
mos: 

 D.S. Nº 173, V. y U., de 1996, (D.O. del 12.03.97), establece que quien solicita un permi-
so de edificación debe indicar al municipio las medidas de gestión y control de la calidad 
constructiva que empleará (art. 5.1.6, Nº 11, de la Ordenanza General de Urbanismo y Cons-
trucciones). La aplicación de ellas se controla mediante el libro de obras, la certificación del 
constructor, la inspección técnica externa y el revisor independiente. 
 D.S. Nº 64, (V. y U.), de 1997, (D.O. del 05.07.97), que modificó el D.S. Nº 44 (V. y U.), 
de 1988, Sistema General Unificado de Subsidio Habitacional, estableciendo: 

a) El contrato de compraventa, tratándose de viviendas adquiridas en primera transferen-
cia, debe incluir una cláusula contractual que indique: 

 -número del permiso de edificación; 
 -que el legajo de antecedentes archivados en la D.O.M. forma parte del contrato de 

compraventa; 
b) El contrato de construcción o de provisión de vivienda, cuando corresponda, debe in-

cluir una cláusula contractual que indique que las especificaciones técnicas detalladas 
y los planos completos de arquitectura e instalaciones domiciliarias de la unidad habi-
tacional, conocidos y aprobados por las partes, forman parte del contrato. 

c) Tratándose de primeras transferencias de conjuntos integrados por 10 o más viviendas, 
el constructor deberá tener inscripción vigente en el Registro Nacional de Contratistas 
del Minvu. 
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 D.S. Nº 63, (V. y U.), de 1997, (D.O. del 13.08.97), Aprueba el reglamento del Regis-
tro Nacional de Constructores de Viviendas Sociales, Modalidad Privada. 

 D.S. Nº 177, (V. y U.), de 1996 (D.O. de 17.03.97), que crea el Registro de Revisores 
Independientes de Obras de Construcción. La función de estos revisores es verificar 
que los anteproyectos, proyectos y obras cumplen con todas las disposiciones legales y 
reglamentarias, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto. Su inter-
vención permite al Director de Obras Municipales agilizar la concesión de permisos y 
recepción de obras. De esta manera, se refuerza la capacidad de las Direcciones de 
Obras Municipales. 

3º En las Bases Técnicas Generales para Viviendas Básicas, durante el mes de diciembre de 
1993, asumiendo recomendaciones elaboradas por la Comisión Nacional de Calidad de la 
Construcción, se incorporó un conjunto de exigencias: 

 -sobrecimientos de 20 cms., de los cuales 15 cms. quedan sobre el nivel del terreno perfi-
lado. 
 -evacuación de las aguas lluvia de patios, áreas públicas y copropiedad. El 29.07.97, me-
diante aclaración, se solicita la ejecución de drenajes. 
 -obligatoriedad de armar los antepechos. 
 -el contorno de marcos de ventanas y puertas exteriores debe llevar sellante que perma-
nezca elástico y no pierda masa. 
 -las pendientes, traslapos y colocación de planchas deben cumplir con las disposiciones de 
la Norma Nch 194 of. 72 y, en su defecto, con las instrucciones del fabricante. 
 -las planchas de cubierta de cualquier tipo que sean, deberán traslaparse con el caballete 
por lo menos en 20 cms. 
 -los cielos horizontales deben tener 2.20 m. de altura mínima. Los cielos inclinados, altura 
media de 2.10 m., con altura mínima de 1.80 m. 
4º Con posterioridad a los temporales de este año, se han establecido nuevos requerimientos: 
 -exigencias sobre deformaciones de losas. Se deberá establecer un espesor mínimo de 
éstas. 
 -exigencias de indicar los tiempos mínimos de descimbre de moldajes. 
 -se exige piso en loggias. 
 -se exigen 3 cms. de diferencia de nivel entre el pavimento de la vivienda y los pasillos de 
circulación exterior, los que deberán tener pendiente del 2% hacia el exterior. 
 -se establece que el estudio de mecánica de suelos debe especificar la solución de radieres 
y rellenos bajo ellos. 
 -se formulan exigencias sobre los alféizares. 
 -a partir de la aclaración de 13.06.97, se exige la colocación de canales y bajadas de aguas 
lluvia. 
 -en todas las licitaciones del año 1997, se solicita cubrir la caja de escalera. A partir de la 
aclaración de 29.07.97, se solicita cubrir adicionalmente los pasillos de circulación. 
 -en la aclaración de 29.07.97, se incorporó la exigencia de quiebravista o celosía en todas 
las loggias. 
5º Creación de oficinas de información sobre calidad de la vivienda, iniciativa conjunta entre 

el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la Cámara Chilena de la Construcción y las aso-
ciaciones gremiales de ingenieros, arquitectos y constructores civiles. En enero de 1997, 
se instruyó a los Directores de Serviu para que las constituyeran en todas las cabeceras 
regionales del país. 



CÁMARA DE DIPUTADOS 134 

6º Edición del manual del comprador de vivienda, documento preparado por el Sernac y el 
Minvu, que desde 1992 se entrega junto con la asignación de las viviendas financiadas 
con subsidios habitacionales. Su objeto es orientar al beneficiario del subsidio en el co-
rrecto uso y mantención de la vivienda. 

7º Ley Nº 19.367, publicada en el Diario Oficial del 02.02.95, que permitió al Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo crear el Instituto de la Construcción, cuya personalidad jurídica 
fue otorgada por el D.S. Nº 1.515, del Ministerio de Justicia, publicado en el Diario Ofi-
cial del 03.12.96. Participan en él representantes del sector público y privado, incluyendo 
a las universidades y colegios profesionales. 

 Su función es promover la investigación y desarrollo en el área de la construcción, des-
arrollar mecanismos de transferencia y difusión de innovaciones y coordinar e impulsar 
iniciativas destinadas a favorecer la modernización del sector. 

8º Proyecto de ley de Copropiedad Inmobiliaria. El artículo transitorio de este proyecto per-
mite formular campañas que enseñen a las personas a usar adecuadamente las viviendas 
que, tras largos esfuerzos, logran adquirir. El art. 41, además, permite a los Gobiernos 
Regionales, los Municipios y los Serviu destinar recursos a condominios de viviendas so-
ciales para, entre otras cosas, mejorar la calidad de vida de los habitantes mediante inver-
siones en los bienes comunes. 

9º Confección del “Manual de Inspección Técnica de Obras”, que constituye un cuerpo de 
consulta para inspectores técnicos de obras en lo referente a administración, control y fis-
calización de obras financiadas con recursos del Estado. 

10º Comisiones sobre programas y estándares. En junio de 1997, dispuse formar dos comi-
siones, con los actores más importantes del sector de la vivienda, para que estudiaran los 
problemas más urgentes que plantearon los temporales, sobre la base del trabajo previo 
que existía en el Ministerio sobre estas materias. Ignoro el resultado que ha tenido dicho 
trabajo. 

 En conclusión, estimo que durante estos años se impulsaron en forma consistente una 
serie de medidas para mejorar la calidad de la construcción, aspectos en los cuales los Servi-
cios de Vivienda y Urbanización de cada región del país tienen una responsabilidad primor-
dial, tanto por sus facultades legales y reglamentarias, tanto por su capacidad para contratar 
obras, tanto por sus atribuciones en materia de inspección de ellas. Lo anterior quedó clara-
mente reflejado a propósito de los mismos temporales, en que el impacto sobre algunas vi-
viendas fue distinto en las distintas regiones del país. Sin embargo y al mismo tiempo, es 
necesario establecer que, dado el tamaño del Minvu es utópico pensar que sólo de él depende 
solucionar estos problemas. Correlativamente, es menester que el sector privado y los pro-
pios Serviu, frente al volumen de viviendas construidas, industrialicen y modernicen su acti-
vidad. Sin invertir en tecnologías y capacitación, de nada valdrán los esfuerzos normativos. 
 
3.11. INFORME DEL EX MINISTRO DE VIVIENDA Y URBANISMO SEÑOR    
MIGUEL ÁNGEL PODUJE. 
 La opinión pública, a raíz de las lluvias de la temporada y de otras situaciones producidas 
ha tenido conocimiento de que el plan de vivienda ha tenido serios inconvenientes y se ha 
convertido en una muestra palpable de ineficiencia. 
 Esto podría resumirse como sigue: 
1) Baja calidad de la vivienda, por cuanto sus especificaciones técnicas han sido mal evalua-

das y concebidas bajo un criterio de bajo nivel profesional. 
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2) Responsabilidad empresarial, dado que una empresa constructora privada no puede alegar 
ignorancia de las implicancias de dichas especificaciones, porque directamente está asu-
miendo una responsabilidad al convertirse en un mero ejecutor de malas especificaciones 
técnicas. Hago el símil de un cirujano que, por imposición de Fonasa, saturara una herida 
con menos puntos. El enfermo se puede desangrar. Aquí hay un deber ético y profesional 
de representar a una autoridad que falla las deficiencias y sus consecuencias y, aun, abste-
nerse de ejecutarlas. Aquí cobra especial relevancia la participación de los organismos 
gremiales. 

3) Falta de fiscalización, dado que las fallas de las viviendas no sólo se deben a la ejecución 
de las especificaciones técnicas defectuosas, sino que a una mala ejecución de dichas es-
pecificaciones mal concebidas. Así las cosas, malas especificaciones y mala ejecución de 
ellas han duplicado el problema, lo que, sumado a la mala fiscalización de lo mal ejecuta-
do en base a malas especificaciones, ha llevado el problema a la magnitud que hoy tiene. 

4) Falla en los procedimientos. Hoy se puede ver a lo largo del país que muchos conjuntos 
habitacionales se encuentran abandonados, sin terminar; otras poblaciones han sido reci-
bidas en forma defectuosa; otras se encuentran construidas, terminadas e inhabitables, lo 
que es dramático. Ha faltado la rigurosidad de registrar a los contratistas en forma ade-
cuada, se ha permitido en forma indiscriminada la contratación directa, sin procesos de li-
citación; se ha dejado a los pobladores sin asesoría técnica y sin medios de fiscalización y 
apoyo para desarrollar sus proyectos. 

5) Es importante que la honorable Cámara de Diputados califique como inoperante, antieco-
nómico, regresivo el programa de viviendas progresivas. Cualquier análisis y seguimiento 
de dicho proceso lleva a la conclusión de que ha sido nefasto. La magnitud de las obras 
abandonadas, las segundas etapas sin construir, los adosamientos indignos, la falta de 
apoyo al poblador, lo caro que resulta hacer poblaciones en etapas con poca racionalidad, 
“versus” con que con un costo ínfimo se puede construir un entorno digno, hace que la 
conclusión es que este programa debe eliminarse, en especial porque a la gente no le gusta 
y se lo han impuesto. Solamente es importante que, en vez de vivienda progresiva, se 
acentúen los programas de saneamiento de poblaciones ya asentadas, y no se apliquen a 
nuevos núcleos de poblaciones a los cuales se erradican o asignan. 

 En líneas gruesas, el sector de la vivienda hoy vive una situación, frente al país, de gran 
desprestigio, que amerita que se vuelva a tomar confianza en él. En líneas generales, propon-
go: 
1) Rehacer los sistemas, evitando las contrataciones directas; creando los registros y siste-

mas de licitación abierta e informada. Definitivamente, crear el sistema de sanciones a los 
inscritos en el Registro que no cumplan sus funciones. 

2) Revisión exhaustiva de las especificaciones técnicas. Propongo que las condiciones regio-
nales, las ventajas comparativas y climáticas de distintos puntos del país sean potencia-
dos. 

3) Revisión del concepto de entidad organizadora de los programas de trabajadores, y llevar-
lo a ser procesos abiertos, transparentes e informados. En este tema, hay que tener espe-
cial preocupación, porque el Estado, cuando delega, debe hacerlo en forma orgánica, pú-
blica y objetiva. 

4) Racionalizar y hacer eficientes los sistemas de inspección, los cuales, con un mínimo co-
sto, pueden efectuarse por entidades privadas. Recuerdo el éxito habido con entidades 
universitarias en materia de inspección y control, con un costo marginal. 
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5) Creo importante hacer un catastro nacional de las situaciones que hoy vive el sector, a 
partir de los múltiples casos de incumplimiento, empresas quebradas, viviendas inhabita-
bles y terminadas. Hay que hacer un mapa general de la situación, cuantificarlo y adoptar 
las medidas. Es bueno que todas las partidas de costo de este problema queden como par-
tida diferenciada en los respectivos presupuestos, y no escondidos dentro de los ítemes 
normales, porque así no se podrá explicitar su real costo y se restará posibilidades a los 
postulantes a vivienda. Que la cuenta no la paguen quienes esperan la solución de sus 
propios problemas. 

6) Estimo importante que los principios del subsidio habitacional, sistema que ha sido am-
pliamente exitoso y que recoge valores del ahorro, esfuerzo familiar, focalización, progre-
sividad, direccionamiento a la demanda, objetividad, no discriminación, al contado, con 
gasto público a valor presente, Estado subsidiario, sean elevados a rango de ley. Propongo 
que la Comisión de Vivienda acoja este concepto y patrocine la ley sobre subsidio habita-
cional. Simple, didáctica, de principios que no puedan alterarse por decreto. Al respecto, 
sólo quiero recordar que todas y cada una de mis aprensiones sobre la ley de Leasing, 
habiendo alterado los conceptos esenciales, en la práctica ha sido un sistema fracasado. 
Para este esfuerzo, ofrezco desde ya toda mi colaboración. 

 Obviamente, este tema se enmarca dentro de los otros grandes temas sobre tamaño del 
Estado, probidad y ética pública y empresarial, que deben tomarse en cuenta. Pero su urgen-
cia amerita tareas inmediatas. 
 Reconozco que el Ministro señor Henríquez ha adoptado una postura pragmática y no 
política frente al tema, y ha tratado, pese a su magnitud, de enfrentarlo de manera profesio-
nal, lo que es coadyuvante a una solución. 
 He pedido, además, una pequeña minuta al señor Jaime Arancibia, profesor de la Escuela 
de Ingeniería y Construcción de la U. Católica y ex Jefe de la División Política Habitacional, 
la cual me permito remitirles por si fuera de su interés. 
 
MINUTA CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS BÁSICAS Y PROGRAMAS ESPE-
CIALES. 
1. Las viviendas básicas están destinadas a la marginalidad habitacional, donde el Estado, en 

su papel subsidiario, compra al sector privado una vivienda que debe cumplir con: 
 -Las Normas Chilenas, en cuanto a calidad, cantidad y forma de ejecutar las distintas fae-
nas del proceso constructivo. 
 -La Ordenanza General de Construcciones y el Plano Regulador pertinente. 
 -Las leyes del arte de construir. 
 -El cuadro de condicionantes mínimas donde se establecen el programa arquitectónico y 
los requerimientos. 
 A su vez, las empresas participan en las licitaciones ofreciendo: 
 -Su terreno 
 -Su proyecto, y 
 -Especificaciones técnicas, las que deben contar con permiso de edificación y recepción 
final por parte de la municipalidad; por lo tanto, la responsabilidad del bien que se ha transa-
do es completa y total de la empresa. 
2. En relación con los temporales de junio, que demostraron las deficiencias en viviendas 

contratadas por el Serviu y por entidades organizadoras para los programas de viviendas 
especiales, se puede puntualizar: 
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 -se comprobó que los muros de albañilería, en base a bloques de morteros, no resistieron 
la condición de impermeabilidad mínima que debe poseer cualquier vivienda; esto se debió, a 
mi parecer, a 
 -que los bloques de hormigón utilizados no tienen control de calidad en su elaboración. 
 -que los morteros de pega entre bloque y bloque no fueron dosificados adecuadamente. 
 -que la ejecución de estos muros no fue ejecutada con las instrucciones del fabricante ni 
se respetaron las reglas del arte de la construcción, debido a una mano de obra no calificada. 
 -que no se impermeabilizaron los muros de bloques de hormigón. 
 -la falta de control de la ejecución por parte de los supervisores (jefes de obra, capataces) 
de la obra. 
 -que la recepción final ejecutada por la municipalidad es solamente un trámite. 
 -y, finalmente, la inspección fiscal por parte del Serviu, que califica la construcción como 
buena, no tiene elementos, medios ni personal para una inspección. 
 Parece ser que la inspección del Serviu no debiera inspeccionar ejecución, sino que sola-
mente avance de obra, con el fin de elaborar estados de pago, traspasando toda la responsabi-
lidad a la empresa, en la cual el ejecutante es responsable plenamente por el producto que 
está elaborando; de esta forma se evitan: presiones a los empleados fiscales por parte de los 
contratistas; trámites burocráticos y presiones al Estado por parte de políticos por tener una 
planta mayor de empleados públicos, agrandando el tamaño del Estado. 
3. La eficacia de la construcción de viviendas básicas está avalada por más de 10 años, no 

habiendo tenido grandes problemas. Además, se ha comprobado, a través de estudio efec-
tuado por la Universidad Católica, que las viviendas básicas son una real solución para los 
estratos de ingresos más bajos de la población. Es un producto que los beneficiados lo 
aprecian cuando la vivienda es digna; le hacen mejoras y la hacen crecer en superficie 
cuando es vivienda unifamiliar; en definitiva, valorizan la inversión efectuada. 

 
4. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN. 
 Vuestra Comisión, en cumplimiento de los acuerdos adoptados, procedió a invitar a fun-
cionarios de la Administración del Estado como también a personas que podrían aportar an-
tecedentes acerca de los hechos que se le encomendó investigar, tal como se menciona en 
este informe. 
 Al respecto, vuestra Comisión deja constancia que se cursó invitación al señor Francisco 
Pérez Yoma, de la empresa Constructora Copeva, quien por intermedio de personas en su 
representación se excusó de concurrir. 
 Cumpliendo su cometido la Comisión escuchó a las siguientes personas: 
 
NÓMINA DE PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN 
 Señor Sergio Henríquez, Ministro de Vivienda y Urbanismo. 
 Señora Berta Belmar, Subsecretaria de Vivienda y Urbanismo. 
 Señor Edmundo Hermosilla, ex Ministro de Vivienda y Urbanismo. 
 Señor Miguel Ángel Poduje, ex Ministro de Vivienda y Urbanismo. 
 Señora Jeannette Tapia, Asesora Jurídica Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 
 Señor Héctor Tapia, Jefe División Técnica Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 
 Señor Hernán Doren, Presidente Cámara Chilena de la Construcción. 
 Señor Jaime Muñoz, Presidente Instituto de la Construcción Cámara Chilena de la Cons-
trucción. 
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 Señor Augusto Bruna, Asesor Jurídico de la Cámara Chilena de la Construcción. 
 Señor Elías Arze, Ingeniero, Consejero del Colegio de Ingenieros de Chile. 
 Señor Luis Ayala, Director del Idiem. 
 Señor Gabriel Rodríguez, Ingeniero Idiem. 
 Señor Federico Delfín, Jefe Sección Investigación y Ensayo de Materiales Idiem. 
 Señor Edwin Haramoto, Director Instituto de la Vivienda de la Facultad de Arquitectura 
de la Universidad de Chile. 
 Señor Daniel Aedo, Representante Empresa Constructora García Popelaire Hermanos. 
 Señor Enrique Pérez, Representante Empresa Constructora García Popelaire Hermanos. 
 Señor José Aldana, Representante Empresa Constructora Maya. 
 Señor Héctor Zúñiga, Representante Empresa Constructora Proctora. 
 Señora María de la Luz Nieto, Jefa de Política Habitacional del Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo 
 Señor Fernando Guerra, ex Director Serviu Metropolitano. 
 Señor Alberto Etchegaray, ex Ministro de Vivienda y Urbanismo. 
 Señor Rodrigo González, Alcalde Viña del Mar, Vicepresidente de la Asociación Nacio-
nal de Municipalidades. 
 Señor Alberto Maturana, Director Onemi. 
 Señor Pablo Maturana, Director de la Dirección de Extensión en Construcción de la Pon-
tificia Universidad Católica de Chile Decon. 
 Señor Jorge del Fierro, Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región 
Metropolitana. 
 
4.1. INTERVENCIÓN DEL MINISTRO DE VIVIENDA Y URBANISMO, SEÑOR 
SERGIO HENRÍQUEZ DÍAZ. 
 El señor Sergio Henríquez Díaz (Ministro de Vivienda y Urbanismo) señaló que el día en 
que se efectuó la sesión constituía el noveno día hábil desde que fuera nombrado como Mi-
nistro. Expresó que se había dedicado a profundizar su conocimiento personal en lo que ata-
ñe a las políticas generales de vivienda, siendo su preocupación especial, en todo caso, resol-
ver los problemas de la gente afectada y avanzar en las soluciones concretas en relación con 
los daños que han sufrido las viviendas de diversas comunas y localidades con ocasión de los 
temporales que han afectado al país, de forma tal de determinar las responsabilidades y pro-
ceder a los ajustes que sea necesario efectuar respecto de las políticas que se han llevado a 
cabo. 
 Manifestó que la política habitacional que ha ejecutado el Ministerio ha permitido reducir 
el déficit de viviendas existente en el país. En razón de ello, no resulta procedente afirmar, 
como algunas personas lo han hecho, que hay una crisis global de esa política. Sin embargo, 
reconoció que hay errores que es necesario enmendar. 
 Al respecto, manifestó que una situación que ilustra lo anterior es lo acontecido con la ley 
del “leasing” habitacional, cuya puesta en marcha ha sido lenta, pero no por ello puede afir-
marse que el sistema ha fracasado. 
 A diferencia de lo anterior, reconoció que la necesidad habitacional del segmento de la 
población que sufre la pobreza dura no se encuentra suficientemente atendida y que el desa-
fío se presenta en la creación de los instrumentos idóneos para dar solución a los problemas 
que se presenten. 
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 En lo relativo al problema que preocupa, señaló que de todas las poblaciones afectadas, 
las que se encuentran en un mayor grado de problemas son El Volcán Uno y Dos. La causa 
de los daños producidos en las viviendas pueden ser de diversa índole. Es decir, la raíz del 
problema puede encontrarse en el diseño de las viviendas, en los materiales o en fallas en la 
construcción o puede deberse a las consecuencias derivadas del fenómeno natural en sí. 
 Hizo presente que estas viviendas fueron entregadas en el mes de marzo de 1996, año en 
que, a pesar de que llovió -aunque no con la intensidad registrada este año-, no se produjeron 
daños; pero que, en todo caso, una vez solucionado el problema que afecta a los pobladores, 
el Ministerio se abocará al estudio de las causas reales del problema. 
 Destacó que son muchas las personas que se encuentran profundamente afectadas, ya que 
una gran parte de ellas ya había sufrido un problema de índole similar cuando habitaban las 
poblaciones Valle de Lluta y Macul. 
 Acotó que, en todo caso, a raíz de la falta de información técnica y a ciertos excesos en 
los comentarios de la gente, se tiende a exagerar, en algunos casos, la real dimensión de la 
situación. 
 Insistió en que la primera preocupación del Gobierno es reparar los daños producidos, 
para lo cual, como requisito previo y según lo dispone el decreto supremo Nº 79, de 1997, los 
propietarios de las viviendas, privadas deben suscribir el contrato de transferencia de dere-
chos litigiosos en favor del Estado. 
 Sin embargo, existen abogados que han aconsejado a los pobladores no hacerlo e iniciar 
un juicio para hacer efectivo el resarcimiento de los daños. En todo caso, el Estado cuenta 
con los recursos para proceder de inmediato a reparar las viviendas, pero requiere el corres-
pondiente mandato y la cesión de los derechos litigiosos para dar comienzo a los trabajos de 
reparación. 
 Indicó que el Ministerio está preparando el informe que ha solicitado la Comisión acerca 
del balance de la situación de daños, el cual contempla la definición de un glosario objetivo 
de problemas que se calificarán de leves a graves. 
 Hizo presente que, en aras de encontrar soluciones, es necesario distinguir el tipo de vi-
vienda de que se trata, es decir, si son viviendas que fueron construidas por el Serviu y que 
son de propiedad de ese servicio, caso en el cual procedería invertir recursos por la vía de la 
ampliación; de viviendas construidas por el Serviu, pero que son de propiedad de particula-
res, caso en el cual es necesario aplicar el decreto supremo Nº 79, de 1997, o de viviendas 
construidas por particulares y de propiedad de éstos, como el caso de los programas PET. 
 Hizo presente que, en todos los casos reseñados, las direcciones de obras municipales 
tienen injerencia en lo que atañe a la recepción definitiva de las obras. Por ende, nace la in-
quietud de poner en duda no sólo la capacidad de esas reparticiones, sino también la capaci-
dad de supervisión del Ministerio y la idoneidad de los constructores chilenos. 
 En efecto, a raíz de los acontecimientos acaecidos, la opinión pública pone en duda no 
sólo la honestidad de las empresas constructoras, sino también la del Estado. 
 En la Comisión se le señaló especialmente que debe determinarse quiénes son los respon-
sables y que al Gobierno le asiste la responsabilidad histórica de crear los instrumentos idó-
neos para mejorar la calidad de las viviendas. 
 El señor Sergio Henríquez Díaz (Ministro de Vivienda y Urbanismo) respondió que esa 
Secretaría de Estado creó el comité de vivienda y el de programas y se encuentra abocadas al 
estudio del tema. Acotó que especial preocupación representará el de la administración de los 
programas de viviendas progresivas. 
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 Se le hizo presente que se valoriza la política habitacional del Gobierno, la continuidad 
histórica que el país ha mantenido en materia de vivienda y el hecho que el sistema de finan-
ciamiento habitacional permita el crecimiento a mayor escala. 
 Sin embargo, se recalcó que no puede desconocerse que el problema radica, en definitiva, 
en los programas habitacionales, especialmente en lo que atañe a los estándares de las vi-
viendas y que todos los sectores, exceptuada la Cámara Chilena de la Construcción, afirman 
que debe eliminarse la lógica de batir récords en materia de cantidad de soluciones habita-
cionales. La misma idea se reflejó en el seno de la Cepal, a propósito de los encuentros pre-
paratorios para el Hábitat II, que se llevó a efecto el año pasado, proponiéndose que debe 
tenderse al incremento de la calidad no sólo de la vivienda, sino también del barrio y del en-
torno. 
 El señor Sergio Henríquez Díaz (Ministro de Vivienda y Urbanismo) indicó que una de 
las claves es centrar la preocupación en el instrumento presupuestario para el año 1998, el 
cual debe contemplar la flexibilidad suficiente para ocupar recursos en las futuras soluciones 
que se adopten, y que podría ser conveniente crear programas adicionales, sin perjuicio de 
los diez existentes, en razón de que existe una diversidad de temas pendientes que será nece-
sario analizar. 
 Añadió que un tema preocupante es el de la morosidad. Hay casos en que se justifica por 
causas atendibles, como problemas graves de salud, cesantía temporal, etcétera. Destacó que, 
al día 30 de abril de este año, es decir, antes de los temporales, en la población El Volcán se 
registraba un cuarenta y cinco por ciento de morosidad 
 Asimismo, será necesario revisar el sistema de los seguros y la distorsión existente de los 
dobles subsidios que en definitiva benefician a una misma familia. 
 En lo relacionado con la empresa Copeva, indicó que, en el mismo juicio, dicha empresa 
demandó reconvencionalmente, y que las partes formalizaron un acuerdo de postergar los 
trámites de dúplica y de réplica por un plazo de treinta días, a contar del día 5 de agosto. 
 Agregó que al Gobierno le interesa reparar las viviendas con la mayor brevedad y luego 
resolver el tema de las responsabilidades. En todo caso, los peritajes técnicos resultan crucia-
les para determinar qué va a acontecer respecto del conflicto judicial. Hizo alcance respecto a 
que no todas las poblaciones afectadas fueron construidas por Copeva. 
 En relación con el acápite final del punto 1 del proyecto de acuerdo de la honorable Cá-
mara, relativo a la nómina o catastro de las poblaciones que se encuentran afectadas, expresó 
que, a su entender, el alcance del trabajo de la Comisión tiene que ver con los graves pro-
blemas originados en viviendas sociales a raíz de los últimos temporales, es decir, a aquellos 
acaecidos en el mes de junio, sin perjuicio de que pudiera ser conveniente agregar la expe-
riencia del temporal ocurrido los días 16 y 17 de agosto.  
 Hizo entrega de un documento denominado “Programa de Emergencia”, elaborado por el 
Ministerio de Vivienda, enfatizando que el contenido de dicho documento sería objeto de 
actualizaciones periódicas a medida que se avance en el trabajo que está realizando el Minis-
terio. 
 Indicó que este catastro incluye las viviendas entregadas a partir del 1° de junio de 1992, 
optándose por este universo en razón de las responsabilidades extracontractuales contempla-
das en el Código Civil para el propietario primer vendedor y para los constructores y en ra-
zón de que los daños en viviendas que cuentan con una antigüedad superior a los cinco años 
se confunden con el uso inadecuado de las mismas y/o con la ausencia de mantención de 
aquéllas. 
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 Añadió que dichas viviendas han sido divididas en tres categorías, quedando excluidas las 
viviendas progresivas porque no sufrieron daños de acuerdo a la información con que cuenta 
el Ministerio. A saber, las viviendas tipo 1, construidas a través del Serviu y que aún son 
propiedad de éste, que corresponden a las viviendas básicas; las viviendas tipo 2, construidas 
a través del Serviu y de propiedad de particulares, es decir, las viviendas básicas y PET, 
cuando corresponda y las viviendas tipo 3, construidas por particulares y de propiedad parti-
cular, que corresponden a las viviendas PET y otras. 
 El mecanismo que se aplicará para la reparación en cada caso dependerá del tipo de vi-
vienda de que se trate. 
 Respecto de las viviendas tipo 1 se realiza una inversión directa por parte de cada Serviu, 
efectuando las reparaciones que sean del caso. 
 Señaló que las poblaciones de El Volcán y San José 1 y 2, por ejemplo, corresponden a 
viviendas tipo 2; es decir, son de propiedad de particulares, lo que implica que al Estado se le 
presentan mayores dificultades para intervenir en las reparaciones. En estos casos, es necesa-
rio establecer una mecánica jurídica adecuada para entregar una contribución a un privado, 
excluyendo a otros privados, situación que se ha podido solucionar a través del decreto su-
premo Nº 79, de 1997, ya aludido. 
 Respecto de las viviendas tipo 3, se entrega un subsidio a un particular o a un grupo co-
lectivo de particulares quienes directamente contratan con otro privado. Éste es el caso de la 
mayoría de los programas PET. El Estado no interviene en el proyecto, tampoco en la fiscali-
zación de la construcción ni en su recepción; se limita a entregar el financiamiento. 
 Expresó que se ha suscrito un compromiso con la Cámara Chilena de la Construcción, en 
el sentido de que los problemas se resolverán directamente respecto de las viviendas tipo 3, 
que se han visto afectadas. 
 Aclaró que existen viviendas tipo 2 y 3 de planes PET y que ello se debe a que hay pro-
gramas de viviendas básicas en que el Serviu participó como constructor. 
 Respondiendo a una interrogante de si las viviendas tipo 1 son aún de propiedad del Esta-
do, en razón de existir deuda pendiente, señaló que ésa no es la razón, porque todas las vi-
viendas registran deudas; la causa de que aún sean de propiedad del Estado se debe a que, si 
bien las viviendas están asignadas, el proceso de escrituración e inscripción en el Conserva-
dor de Bienes Raíces se encuentra pendiente. 
 Acotó que, en el caso de las viviendas tipo 1 y 2, al Serviu le corresponde la facultad de 
fiscalizar la construcción, siendo de responsabilidad municipal la recepción definitiva de las 
obras; y que, en el caso de las viviendas tipo 3, el Serviu carece de toda facultad de fiscaliza-
ción, recayendo en el municipio la responsabilidad en la recepción definitiva de las obras. 
 Es decir, los agentes que participan en este proceso son el Ministerio de Vivienda y Urba-
nismo, los constructores, las municipalidades, los proveedores de materiales, etcétera 
 Manifestó que se entiende por viviendas afectadas aquellas que presentan filtraciones en 
techos, muros y singularidades o problemas de techumbre y, por viviendas afectadas leves, 
aquellas que presentan humedad interior puntual y filtraciones puntuales. 
 Hizo presente que hay que distinguir entre el total de viviendas afectadas y el total de 
viviendas por reparar. Las primeras corresponden a la sumatoria de las viviendas afectadas y 
las afectadas leves. La segunda considera a las viviendas efectivamente afectadas y aquellas 
que deberán ser incluidas en el programa de emergencia, pese a no tener daños, por formar 
parte de un mismo cuerpo o bloque. 
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 Agregó que el total general se refiere al total de viviendas del tipo 1 y 2 entregadas desde 
1992. Es decir, no se ha agregado ningún otro tipo de vivienda que haga bajar, en apariencia, 
su número. 
 Indicó que en el país se registra un ritmo de construcción del orden de las 130.000 vivien-
das anuales; el ritmo medio el año 1992 fue de 110.000 viviendas. Por ende, en 5 años se 
registra un total global de 550.000 viviendas. 
 Respondiendo a una consulta en cuanto a si la fuente de información la constituyen las 
inspecciones efectuadas por los Serviu, indicó que efectivamente se han realizado inspeccio-
nes directas. Sin embargo se han presentado problemas en el caso de las viviendas PET, por-
que respecto de éstas el Estado se limita a entregar el subsidio; por ende, carece de una in-
formación absolutamente confiable al respecto. 
 Señaló también que el informe del total general de viviendas incluye todas las regiones 
afectadas por los temporales, es decir, la III, IV, V, VI, VII, VIII, IX y X, incluidas las cuatro 
comunas de esta última, que están declaradas en el decreto de emergencia del Ministerio del 
Interior, y la Región Metropolitana. 
 En lo relativo a la V Región, indicó que el Serviu efectuó visitas a terreno a nivel general 
y, por ejemplo, cuando se ha verificado la existencia de algunos departamentos afectados, se 
incluyó el bloque completo. De ahí que el número total de viviendas afectadas del tipo 1 y 2 
que aparece en el catastro de la zona, esto es, 17.695, sea una cifra que supera el número real 
de construcciones afectadas. 
 Respecto del informe en análisis, contiene el catastro de las viviendas tipo 1 y 2 que se 
encuentran afectadas, por regiones. Los lugares más afectados son la Región Metropolitana y 
la VI Región, sin perjuicio de que estos resultados deberían ser revisados a causa de los si-
guientes temporales acaecidos en el país. 
 Igualmente, el informe consigna el estado de avance de las reparaciones en las viviendas 
tipo 1 y 2, al día 8 de agosto de 1997, registrándose mayores avances en las viviendas tipo 1, 
por la condición jurídica de las mismas en que, sin mediar mandato alguno el Estado, se pudo 
intervenir sin mayores dilaciones. 
 De la misma manera, contiene el resumen del catastro de las viviendas del tipo 3 que se 
encuentran afectadas, resultados que deberían ser depurados, ya que se obtuvieron a través de 
la información que se manejó a propósito del otorgamiento de los subsidios para el financia-
miento de este tipo de viviendas. En estos casos, las empresas constructoras llevarían a cabo 
los trabajos de reparaciones. 
 Hizo la salvedad de que el total de 18.035 viviendas tipo 3 afectadas puede ser en la prác-
tica un número inferior, situación que habría de ser corroborada mediante la información que 
al efecto dieran a conocer las empresas constructoras, que fueron las que concurrieron. 
 En la Comisión, se le hizo presente que cuando la municipalidad efectúa la recepción de 
una obra, verifica que ésta sea lo que se proyectó de acuerdo a los planos y a las especifica-
ciones, pero no puede determinar la calidad de la construcción, porque en muchos casos ello 
se expresa a través del vicio de construcción o de otras acciones, que aparecen con posterio-
ridad a la recepción de la obra. 
 El señor Sergio Henríquez (Ministro de Vivienda y Urbanismo) respondió que los actores 
que participan en el proceso son el Ministerio, que establece las especificaciones básicas de 
construcción; el constructor, que tiene a su cargo el proyecto, que debe aplicar las especifica-
ciones en detalle; el proveedor de materiales, que debe dar garantía de la calidad de los mis-
mos; el Serviu, a través de la inspección técnica que realiza respecto de la obra y, por último, 
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la dirección de obras municipales, que recibe la obra; es decir, la dirección de obras munici-
pales no es el único responsable, sino un agente más que participa en el proceso.  
 Enfatizó que habría que determinar cuál es la responsabilidad que le cabe a cada cual en 
relación con los problemas ocurridos con ocasión de los últimos temporales, incluidas las 
direcciones de obras municipales. Es necesario que, incluso, estas reparticiones verifiquen las 
especificaciones técnicas, para evitar los problemas derivados de las exigencias estructurales 
de la vivienda, que están presentes desde el día de su entrega y, sin embargo, en los libros de 
observaciones de la recepción no se registró ninguna observación al respecto. 
 Señaló que ahora era urgente reparar los daños producidos, para luego establecer las res-
ponsabilidades que a cada cual le correspondan, efecto para el cual era necesario contar con 
informes especializados por parte de instituciones competentes, como el Instituto de Investi-
gación y Ensayes de Materiales, Decon y los colegios profesionales.  
 Hizo presente que, con su opinión, todos los agentes que han participado en el proceso de 
construcción de las viviendas tienen una cuota de responsabilidad, incluido el Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo, que tiene responsabilidades contractuales, ya que existen trece Serviu 
descentralizados. Por lo tanto, existen trece tipos de contratos levemente diferentes entre sí. 
 
4.2. INTERVENCIÓN DE LA ASESORA JURÍDICA DEL MINISTERIO DE         
VIVIENDA Y URBANISMO, SEÑORA JEANNETTE TAPIA. 
 La señora Jeannette Tapia (asesora jurídica del Ministerio de Vivienda y Urbanismo) ma-
nifestó que, de acuerdo a la ley General de Urbanismo y Construcciones, corresponde a las 
direcciones de obras municipales otorgar los permisos de construcción, es decir, revisar los 
proyectos de construcción que se ejecutarán, fiscalizar el proceso durante la construcción y 
posteriormente efectuar la recepción de las obras. Si una empresa constructora variara el pro-
yecto durante este proceso, lo que es frecuente que en la práctica así ocurra, debe dar aviso 
de ello a la dirección de obras, presentando los planos corregidos, situación que debe ser 
verificada por aquélla. 
 En su opinión, la Comisión tiene clara conciencia de que muchas veces los municipios no 
cuentan con el personal técnico y con la capacidad suficiente para cumplir con los objetivos 
indicados. De ahí que la ley Nº 19.472, recientemente aprobada, sobre calidad de la cons-
trucción, en alguna medida permitió incorporar asesores para esas reparticiones, a fin de co-
laborar en el proceso de aprobación de proyectos, de fiscalización y de recepción final de las 
obras. 
 Sin embargo, las viviendas que se encuentran afectadas corresponden a una realidad ante-
rior a esa ley, y por eso queda más claramente establecido que, en el momento en que se 
aprobaron esas construcciones, en gran medida, la responsabilidad recaía en las direcciones 
de obras municipales. 
 Señaló que para las viviendas sociales se sigue exigiendo permiso y aprobación munici-
pal, proceso en el cual ahora, de conformidad con la ley Nº 19.472, puede participar un revi-
sor independiente. Las viviendas progresivas, sin embargo, no requieren de aprobación mu-
nicipal, situación que comenzó a regir a partir del mes de diciembre de 1996. 
 Indicó que en el caso de las viviendas básicas Serviu, éste contrata con una empresa la 
construcción de las viviendas. El contrato celebrado entre el Serviu y el contratista contempla 
una serie de cláusulas especiales, como son, por ejemplo, que el contratista debe dar ciertas 
garantías en caso de anticipos. Asimismo, se consideran los inspectores técnicos de obras, 
que son quienes fiscalizan el nivel de cumplimiento del contrato, función que no tiene que 
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ver específicamente con el papel que le corresponde a la dirección de obras municipales, que 
es el de aprobar, fiscalizar y efectuar la recepción final de las obras. 
 Hizo presente que la inspección técnica está ligada con el proceso de anticipos que se 
giran en favor del contratista, porque éstos se efectúan contra verificación de avance efectivo 
de las obras; pero, sin embargo, no se revisa la calidad de la construcción. 
 Expresó que, una vez que el contratista termina la construcción, el Serviu exige la obten-
ción de la recepción final de las obras por parte del municipio, para luego girar en favor de 
aquél el pago final y hacerle la devolución de las correspondientes garantías. 
 Explicó que para el caso de las viviendas progresivas no se aplica la recepción final muni-
cipal, en virtud de que la ley Nº 19.472 estableció un trámite distinto, en que eventualmente 
el proyectista de la obra puede dar conformidad y el director de obras municipales, no obs-
tante poseer facultades para fiscalizar, también puede partir de la premisa de que lo que ase-
vera el constructor y proyectista de la obra está conforme. 
 En el seno de la Comisión, se planteó una consulta acerca de por qué no se consideró al-
guna variable económica, en relación con el costo de los terrenos, el costo de la construcción 
con respecto al monto del subsidio, en razón de que se ha dicho que una de las causas del 
problema radica en que se ha privilegiado la cantidad de las viviendas por sobre la calidad de 
las mismas y porque las cifras demuestran el progresivo aumento de precio de los terrenos, 
de los materiales de construcción y de la mano de obra, sin que ocurra lo mismo respecto del 
valor de la vivienda, lo que ha ocasionado que el ajuste de la utilidad la empresa lo obtenga 
en base a la calidad de la vivienda que se construye. 
 El señor Sergio Henríquez (Ministro de Vivienda y Urbanismo) respondió que, si el Mi-
nisterio hubiera incluido ese tipo de variable, implicaría que se estarían aceptando distintas 
calidades de viviendas. La calidad es algo a lo que no se puede renunciar, es igual para todos 
y no tiene relación con el precio de la vivienda, ya que el precio varía según la cantidad de 
metros cuadrados construidos y los estándares aplicados. Por ende, cantidad y calidad nunca 
han sido polos opuestos.  
 El problema del estándar sí dice relación con la cantidad, pero no con la calidad, porque 
se puede definir una vivienda de 10 metros cuadrados que debe tener calidad perfecta. Diver-
so es el tema relativo a la cantidad de las terminaciones y los estándares. 
 A continuación, exhibió el plano de las poblaciones. El Volcán, San José 1 y 2, de la co-
muna de Puente Alto, que contenía la situación exacta, vigente al día domingo 17 de agosto 
de 1977. 
 Indicó las zonas en que se había efectuado la reparación total de los departamentos, de 
aquellas que están en proceso de reparación y de aquellas respecto de las cuales los propieta-
rios han entregado los respectivos mandatos, por tratarse de viviendas privadas. 
 Añadió que el universo está representado por un total aproximado de 510 departamentos. 
Hay doce departamentos por cada bloque, donde viven alrededor de 10.000 personas. 
 Se estaba a esa fecha en espera de obtener el mandato de los propietarios de ciento noven-
ta bloques. Sesenta y cinco lo habían hecho. 
 En su opinión, estimaba que, para conveniencia de los propios pobladores afectados, 
quien efectuara la reparación en cada caso fuera la empresa que construyó. En este caso, la 
empresa constructora Copeva, porque, si después había juicio y la reparación la había efec-
tuado un tercero, sería más complicado. En esta materia, están de acuerdo el Ministerio del 
Interior y el de Vivienda y Urbanismo. 
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 Consultado sobre si para elaborar el catastro de las poblaciones afectadas se había contado 
sólo con el personal del Ministerio o si se había contratado a empresas externas, manifestó 
que para ello se utilizó al personal del Ministerio, sin perjuicio de lo cual se había contratado 
a diversas empresas para el cumplimiento de objetivos específicos, por ejemplo al Idiem y 
RFA, para la elaboración de informes en materias estructurales, los cuales indicaron que no 
se habían presentado problemas estructurales sino de geometría, y para supervigilar el pro-
yecto de reparación se había debido contratar a terceros, como la empresa Geotécnica y 100 
inspectores durante dos meses. Se trata de inspectores propiamente tales, no de inspectores 
de catastros y que lo mismo se haría en el resto de las regiones afectadas. 
 Informó que el decreto supremo Nº 79, de 1997, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, 
dispone otorgamiento de préstamos y subvenciones en favor de los afectados que indica, y 
prescribe que para las viviendas de las cuales el Serviu ha sido el propietario primer vende-
dor y que actualmente son privadas, el otorgamiento de un préstamo de hasta 12 unidades de 
fomento, en razón de que el nivel de reparación varía según la localidad y la situación de que 
se trate. Incluso, dicho decreto será objeto de una modificación para permitir que, en casos 
calificados y con la autorización del Ministerio de Hacienda, sea posible otorgar un préstamo 
superior a dicha cantidad. 
 Agregó que, tal como lo expresan los formatos de los mandatos, ello no significa la re-
nuncia de derecho alguno para demandar al Estado por cualquier razón. Diversa es la situa-
ción en el caso de que se dé lugar a la demanda que los afectados deduzcan en contra del 
Estado de Chile, ya que aquí procedería el reembolso por parte de ellos del importe que el 
Estado previamente entregó para reparar las viviendas. 
 Aclaró que la entrega de los dineros por parte del Estado para reparar los daños no consti-
tuye subsidio propiamente tal, sino que se trata de un crédito, que es condonado mediante el 
respectivo decreto de emergencia del Ministerio del Interior. 
 Agregó que el decreto supremo Nº 88, de 1997, establece que, en las zonas afectadas, los 
pobladores tendrán derecho a postergar sin recargo alguno los cuatro dividendos comprendi-
dos entre julio y octubre de 1997, ambos inclusive. 
 Hizo presente que el porcentaje de mora en el pago de dividendos en este tipo de vivien-
das asciende al cincuenta por ciento; en cambio, en el año 1990 era del ochenta y cinco por 
ciento. 
 Además, acotó que entre el siete por ciento y el diez por ciento de este tipo de viviendas 
no son ocupadas por sus propietarios, sino que se encuentran arrendadas, lo que quiere decir 
que ha habido un engaño por parte de las personas que postularon al sistema, especialmente 
al nivel de municipalidades, que son los entes que elaboran la ficha CAS. Las viviendas 
cuentan con un seguro contra incendios y de desgravamen, y se encuentra en estudio la posi-
bilidad de que, a partir del próximo año, se amplíe al riesgo de catástrofes naturales, que 
normalmente es un derivado del primero. 
 El día 2 de septiembre, intervino nuevamente el Ministro de la Vivienda y Urbanismo 
señor Sergio Henríquez Díaz para referirse a los puntos 2, 3 y 4 del proyecto de acuerdo nú-
mero 540, de 1997, sobre las siguientes materias. 
2. El análisis y estudio de las normativas y estándar que regulan la construcción de viviendas 

económicas: vivienda básica, vivienda progresiva, viviendas PET y viviendas del subsidio 
unificado. En particular, analizar el decreto supremo Nº 29/84 (Bases Generales de Pro-
puestas), las Bases Especiales de Propuestas Técnicas, Bases Generales para Vivienda 
Básica, el decreto supremo Nº235/86 y cualquier otra norma pertinente, a fin de establecer 
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su grado de suficiencia en relación con los requisitos elementales que debe cumplir una 
vivienda. 

3. Formular las propuestas de mejoramiento de las normas y estándar de todos los programas 
habitacionales con financiamiento público. Se deben considerar los financiamientos nece-
sarios para hacer posible estos mejoramientos, tanto en ahorro de los postulantes, créditos 
hipotecarios y subsidio público. 

4. Analizar y proponer medidas de perfeccionamiento de los sistemas de licitación de los 
proyectos y de control y fiscalización de la calidad de las viviendas y de las empresas 
constructoras. 

 En relación con la fiscalización que corresponde al Servicio de Vivienda y Urbanización 
(Serviu), deben definirse con mayor precisión los equipos profesionales y tecnológicos res-
ponsables, los instrumentos de control, así como las obras materiales que deberán ser objeto 
de supervisión. Asimismo, se deben precisar las formas y oportunidades en que ellas deben 
tener lugar y quiénes deben practicarlas, junto con analizar la necesidad de promover el me-
joramiento integral de las actuales normas referidas a los requisitos de los materiales de cons-
trucción. 
 El señor Henríquez (Ministro de la Vivienda) agradeció nuevamente la oportunidad de 
estar ante la Comisión y expresó que, en primer lugar, se referiría al contexto de lo sucedido 
respecto de la política habitacional del país, ya que era muy importante tener presente lo que 
ha ocurrido en los últimos años y en los años anteriores. 
 Volviendo al tema del catastro de las poblaciones, proporcionó información escrita adi-
cional respecto a los avances de la reparación de las viviendas afectadas. 
 Expresó que, en segundo lugar, se referiría a la normativa y a los cambios necesarios para 
el avance de la reparación. 
 En tercer lugar, trataría sobre la normativa del sector que ampara todo lo que se hace y lo 
que permite hacer, definiendo los alcances prácticos de la política y algunas propuestas a 
iniciativas que fueron tomadas para efectuar las mejoras que fueran necesarias. 
 Respecto a la política habitacional, consideró importante hacer algunas diferencias sobre 
lo que ha pasado en los últimos años. Destacó lo exitoso de la política habitacional de los 
gobiernos últimos, cuyo primer aspecto ha sido reducir el déficit habitacional del país. 
 Dio a conocer algunas cifras para demostrar que, por primera vez en los últimos años, a par-
tir de 1990 ha habido una política consistente, que ha permitido a los pobres del país -sobre 
todo a la gente más carente- reducirles su problema habitacional, pasando desde un volumen de 
inversión, tal vez modesto en 1990 y los anteriores, a niveles de inversión bastante mayores y 
de dos o tres programas habitacionales a diez distintos al día de hoy, incluyendo equipamiento. 
 Agregó que, revisando la información existente de los años 1970, llaman la atención al-
gunas cosas. Por ejemplo, en alguna oportunidad, durante la década de los 70-80, se eliminó 
del programa de viviendas que había en aquella época la obligación de dotarlas de equipa-
miento y, de hecho, se eliminaron algunas reparticiones que eran parte del Ministerio de Vi-
vienda que se dedicaban al equipamiento comunitario. 
 Ahora nos enfrentamos al problema de que, aparte de construir viviendas con barrio y 
equipamiento, hay que hacerlas con todo lo que está carente en las ciudades, como lo es la 
pavimentación. 
 Se diseñó un programa de mucho éxito, como son los pavimentos participativos, para 
solucionar problemas de la década del 70, para efectuar pavimento de calles y veredas y re-
solver problemas acumulados desde aquella época. 
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 Hizo presente que se han modificado los sistemas de financiamiento, aumentando la parti-
cipación del sector privado en los últimos años; se han creado nuevos programas de vivienda 
que mejoran la focalización e identifican las alternativas habitacionales, tales como la vi-
vienda básica de libre elección, los subsidios rurales, el estímulo al incremento de viviendas 
en los centros de las ciudades, mejorando la calidad de la vivienda en metros cuadrados, 
equipamiento, etcétera. Agregó que, por primera vez, desde 1996, se ha resuelto el problema 
de la habitación asignando subsidios a las personas y no a las viviendas, como era antes, sis-
tema que impedía la modernidad habitacional, que es un tema de futuro muy importante. Se 
trata de que la gente, con amplia libertad, tenga la posibilidad, con sus propios ahorros, de 
tomar decisiones, vender las propiedades más pequeñas y acceder a otras mejores. Así es 
como se han establecido disposiciones reglamentarias que permiten la venta de la vivienda 
social.  
 También, conjuntamente con el Parlamento se modificó el reglamento de postulaciones y 
los programas de la libertad de elección. Se han dado pasos en la creación de un mercado 
secundario y terciario de la vivienda. 
 Expresó que, en inversión urbana, entendiéndose equipamiento, pavimentación, bienes 
urbanos, parques, estructuras sanitarias, el año 1989, se invirtieron once mil doscientos mi-
llones de pesos en todo el país, y en el año 1996, la inversión fue de sesenta y cinco mil mi-
llones de pesos en lo mismo para resolver esas carencias. 
 Informó que el total de viviendas contratadas por el Serviu en 1990 fue de ocho mil ocho-
cientas noventa y cinco, con una superficie promedio unitaria en metros cuadrados de 36,59. 
El año 1996, fue de veintitrés mil viviendas, con un promedio de 41,90 metros cuadrados. De 
esta manera, se está mejorando la calidad de las viviendas, lo que significa un mejor estándar 
con los recursos de que se dispone hoy.  
 El primer objetivo de la política de vivienda de este país es reducir el déficit habitacional 
y por primera vez en estos últimos años se ha conseguido. El segundo objetivo es mejorar los 
estándares. Las cifras señaladas así lo avalan, con un mejor estándar en más metros cuadra-
dos de la vivienda, etcétera. En esta materia, hoy estamos realmente en una situación mucho 
mejor que antes.  
 Aclaró que no hay que confundir la vivienda por reparar con la dañada.  
 El catastro incluye las viviendas con daño leve, que es sólo humedad. La vivienda por 
reparar es un concepto multiplicador muy grande, que eleva casi de 1 a 2 el total, porque, 
cuando son construidas en edificios, hay que reparar el edificio completo y no sólo una. Eso 
hace que el total se multiplique, de manera tal que el informe proporcionado a esta Comisión 
sobre las viviendas afectadas y las viviendas por reparar se entienda que se realizó conside-
rando el máximo de viviendas, aunque se incluya a aquellas que en el edificio no tuvieron 
ningún daño. 
 Lo más importante es que, cuando se estudie el catastro, se podrá advertir que en las vi-
viendas del Serviu el progreso de reparación ha sido mayor que en las privadas por la dificul-
tad para obtener los mandatos. 
 Señaló que el caso de la población El Volcán sea probablemente el más grave de todos, 
porque el año 1985, a raíz del terremoto en la Región Metropolitana, sufrió una destrucción 
más o menos importante, debiendo reconstruirse rápidamente y sin suficiente presupuesto, 
incluyéndose en esa oportunidad los bloques de cemento. De ahí viene el uso de estos blo-
ques en la Región Metropolitana, solución constructiva adecuada de impermeabilización, que 
responde a los efectos causados por los temporales. 
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 Agregó que otra enseñanza dejada por los temporales es, obviamente, que todavía el país 
tiene capacidad de acción desarrollada para enfrentar emergencias naturales de esta magni-
tud. No existe una definición en el plan nacional de emergencia. A partir del próximo año, el 
Gobierno pretende aplicar algunos programas que permitan educar a la gente antes de empe-
zar el próximo invierno. Esa educación es muy importante, porque hoy se están agregando 
mejoras a las viviendas que, si no se manejan bien, pueden ser el elemento a través del cual 
se inunden, como el caso de las canaletas, pero también se debe enseñar a la gente a utilizar 
las viviendas en cuanto al problema interno que se produce en ellas cuando, por ejemplo, se 
usan con exceso las estufas a parafina o se cuelga ropa a secar internamente, etcétera, como 
pasó en la villa El Volcán. Es cosa de preguntar a la gente de la Universidad Católica, cuan-
do sea citada, que pudo demostrar fehacientemente que las paredes húmedas por dentro de 
las viviendas era un problema de condensación interna y que el sistema de reparación cons-
tructiva empleado en ese lugar ha dado excelente resultado. 
 Añadió que el proceso de reparaciones no puede ser todo lo rápido que se quisiera, porque 
son reparaciones de terminaciones, y, obviamente, la programación de esas reparaciones no 
ha sido sencilla. 
 En lo relacionado con los estándares, en la última licitación de Santiago, que está en estu-
dio y no ha sido adjudicada todavía, se contempla un conjunto de viviendas de 48 ó 50 me-
tros cuadrados, en barrios, con equipamiento, de tres dormitorios; también hay viviendas 
para la tercera edad en ese lugar -es un elemento importante- y viviendas básicas típicas. El 
precio es del orden de 248 ó 250 UF por vivienda, en promedio, lo que es una buena noticia, 
para continuar progresando en la política de vivienda. 
 Terminó diciendo que cree que la política de vivienda de los últimos años ha sido equita-
tiva y exitosa. Los temporales fueron una enseñanza para hacer mejoras, pero hoy se debe 
continuar preocupado de seguir resolviendo el problema habitacional, dotando de equipa-
miento a las poblaciones, lo que no se hizo durante años, pavimentando veredas y calles, 
etcétera, en poblaciones que se entregaron sin ello, sin disminuir la calidad constructiva de 
las viviendas. 
 
4.3. INTERVENCIÓN DEL JEFE DE LA DIVISIÓN TÉCNICA DEL MINISTERIO 
DE VIVIENDA Y URBANISMO, SEÑOR HÉCTOR LÓPEZ. 
 El señor Héctor López (Jefe de la División Técnica del Ministerio de Vivienda y Urba-
nismo) manifestó que la promulgación de la modificación de la ley General de Urbanismo y 
Construcciones, en diciembre del año pasado, conocida como la ley de calidad de la cons-
trucción, ha hecho posible tomar algunas iniciativas para generar instrumentos y modificar 
otros con el propósito de que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo tenga mayor interven-
ción en la fiscalización de los programas privados de viviendas sociales. 
 En ese sentido, se modificó el decreto supremo Nº 44 que regula los subsidios unificados, 
para incorporar como exigencia que en conjuntos habitacionales integrados por diez o más 
viviendas, cuando se trate de primera transferencia, los constructores de estos conjuntos es-
tén inscritos en el registro de contratistas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.  
 Añadió que la modificación del decreto supremo Nº 44, a través del decreto supremo     
Nº 65, de 1997, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, permitirá establecer como exigen-
cia para el constructor, en cuanto a calidad, y más allá de cumplir con el trámite burocrático 
de tener el patrocinio de un profesional arquitecto en la presentación de los proyectos ante la 
Dirección de Obras Municipales, la obligación de que, en la primera transferencia, se incor-
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poren las especificaciones técnicas, los proyectos de arquitectura y, además, el permiso de 
edificación de la obra, cuestión que anteriormente no estaba. Con esto se están salvaguardan-
do también los intereses de las personas que pueden comprar o construir viviendas a través 
del subsidio unificado. 
 Este año está en tramite en la Contraloría General de la República un decreto que permiti-
rá la creación del registro nacional de constructores de viviendas sociales de programa de 
modalidad privada.  
 Hasta el momento, cualquier persona, no necesariamente profesional de la construcción o 
constructor, puede llevar a la práctica la ejecución de los programas de viviendas sociales en 
su modalidad privada, es decir, viviendas progresivas privadas, viviendas básicas privadas, 
viviendas rurales privadas. Este registro permitirá, en cierto modo, tener algún grado de cer-
teza y ofrecer un registro de constructoras con algún grado de respaldo técnico y certifica-
ción de aprobación del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en cuanto a su experiencia en el 
ámbito de la construcción. 
 Agregó que se estableció la obligación de asistencia técnica a los programas privados de 
viviendas sociales, no sólo en la postulación, sino más bien orientada al período que va desde 
la obtención del subsidio hasta la recepción final de la obra. Esto está calificado de suma 
importancia, dado que se está entregando un instrumento y una asistencia técnica para que 
aquellos grupos de personas que construyen en forma privada con su subsidio tengan una 
asesoría adecuada, tanto en la ejecución del proyecto de arquitectura como en aspectos lega-
les y contractuales de los mismos contratos, la fiscalización de la ejecución de las obras y, 
finalmente, la obtención de las recepciones finales otorgadas por las direcciones de obras 
municipales correspondientes. 
 Asimismo, mencionó que está en trámite una modificación del decreto Nº 235, de Vivien-
da y Urbanismo, de 1985, que regula los llamados programas especiales de trabajadores 
PET, para exigir a las entidades organizadoras contar con servicios de inspección técnica. 
Hasta hoy, las entidades organizadoras, que eran los organismos en los cuales se aglutinaba 
la demanda para los programas especiales de trabajadores, no tenía obligatoriedad de contar 
con asistencia técnica para dichos programas, quedando más bien radicada en la voluntad de 
la entidad organizadora para contratar o efectuar por sí la fiscalización de ejecución de estas 
obras. 
 De igual manera, se incorpora a los programas regulados por los decretos supremos Nº 62, 
que regula las viviendas básicas; Nº 140, que regula las viviendas progresivas, y Nº 167, que 
regula las viviendas rurales, para establecer el carácter de obligatorio de la asistencia técnica. 
 Destacó que también se incorporó el manual de inspección técnica de obras, que está en 
pleno proceso de capacitación para inspectores técnicos del país. Este manual de inspección 
de obras establece una orientación distinta para inspecciones de obras que deban efectuar los 
fiscalizadores de los Serviu, en el caso de viviendas construidas a través de las licitaciones 
del servicio, creando las fichas de todas las especificaciones técnicas que deben ser incorpo-
radas en las licitaciones de los programas habitaciones, lo que está en aplicación a partir de 
este año. 
 Por otra parte, manifestó que el Ministerio, hasta la dictación de la ley de calidad de la 
vivienda, no tenía ninguna facultad ni prerrogativa para participar en los contratos del sector 
privado. Estaba absolutamente vetada su participación, pero, además y simultáneamente, en 
1995 y principios de 1996, se empezó a desarrollar, por una parte, el manual de inspección 
de obras -a todas luces, no podría haber sido estudiado y ejecutado desde junio hasta hoy-, 
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que permite incorporar un nuevo sistema de fiscalización, en el que se incorpora, con partici-
pación activa, no tan sólo al Ministerio y a los Serviu en la fiscalización, sino también el 
autocontrol de las empresas constructoras respecto de sus propias obras. También se hizo el 
levantamiento de fichas de partida de obras de construcción, que están en ejecución, de antes 
de los temporales. 
 Finalizó señalando que, básicamente, ésas son algunas de las acciones que están en apli-
cación para otorgar mayor capacidad de fiscalización y seguridad en la calidad de las cons-
trucciones que se están ejecutando por cuenta del Ministerio o de terceros, con cargo a subsi-
dios otorgados por el Estado. 
 
4.4. INTERVENCIÓN DEL PRESIDENTE DE LA CÁMARA CHILENA DE LA 
CONSTRUCCIÓN, SEÑOR HERNÁN DOREN. 
 El señor Hernán Doren (Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción), presentó el 
siguiente documento, que refleja la posición oficial de la Cámara Chilena de la Construcción: 
 
“PRESENTACIÓN DE LA CÁMARA CHILENA DE LA CONSTRUCCIÓN 
I.- Programas habitacionales vigentes. 
 Al iniciar el desarrollo de nuestro planteamiento, queremos puntualizar y comentar muy 
brevemente algunas características de los diversos programas habitacionales vigentes. 
1. Viviendas básicas. Sistema regulado por el D.S. Nº 62-84 y sus modificaciones, en el que 

los interesados postulan directamente en el Minvu, debiendo cumplir requisitos de anti-
güedad y de ahorro programado. Se otorga anualmente una cantidad aproximada de 
27.000 subsidios, cuyo monto unitario es de 140 UF, destinados a la compra de viviendas 
en las que el Minvu actúa como mandante primer vendedor frente a los beneficiarios del 
subsidio, a quienes se les asigna una vivienda. Éstas son construidas por empresas cons-
tructoras a través de un programa anual de licitaciones públicas. El costo promedio de es-
tas viviendas en el año 1996 fue de 260 UF, aproximadamente. 

2. Viviendas progresivas. Sistema regulado por el D.S. Nº 140-90, que otorga un subsidio de 
120 UF para la urbanización, en una primera etapa, de un sitio al que se dota de vialidad 
básica, instalaciones domiciliarias de agua potable, alcantarillado, electricidad y de la 
construcción aproximada de 10 m2 de cocina y baño, a los que los beneficiarios le adosan 
una construcción precaria (callampa). Considera una segunda etapa de crecimiento, por 
cuenta del propietario, para lo que se otorga un nuevo subsidio de 18 UF. El Minvu es el 
mandante primer vendedor de estas soluciones habitacionales. Se destinan anualmente re-
cursos para financiar 13.700 subsidios aproximadamente, los que generalmente no se 
aplican en su totalidad por falta de oferta. 

 Este sistema de operación, afortunadamente, no ha sido de aplicación exitosa, ya que ha 
demostrado ser la mejor forma de producir un crecimiento deteriorante de la ciudad, al in-
corporar a un mayor costo estándares muy bajos de vivienda e incentivar la construcción 
espontánea e inorgánica. 

3. Viviendas PET. Sistema regulado por el D.S. Nº 235-85 y sus modificaciones. Contempla 
un subsidio de sólo 90 UF, no requiere de permanencia del ahorro; es un contrato entre 
privados que establece una relación mandante-comprador, que excluye la participación 
del Minvu, el cual sólo otorga el subsidio. Valor máximo de la vivienda, 400 UF. Se otor-
gan anualmente 15.000 subsidios, aproximadamente. 
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4. Viviendas del subsidio unificado. Sistema regulado por el D.S. Nº 44-88 y sus modificacio-
nes, a través del cual se puede construir o adquirir una vivienda económica, de carácter defi-
nitivo, nueva o usada, cuyo valor no supere las 1.500 UF, Está considerado otorgar 27.600 
subsidios en el presente año, de acuerdo a los siguientes tramos de valor de la vivienda: 

 Tramo 1: Precio máximo/vivienda de 500 UF. Subsidio de 120 UF (70% del total). 
 Tramo 2: Precio/vivienda entre 501 y 1.000 UF. Subsidio de 100 UF. Ahorro previo 100 
UF (20% del total). 
 Tramo 3: Precio/vivienda entre 1.001 y 1.500 UF. Subsidio de 80 UF. Ahorro previo 150 
UF (4% del total). 
 Renovación urbana: Precio máximo/vivienda 1.500 UF. Subsidio de 200 UF (1662, en 
1996) (6% del total). 
 En todos los tramos el Estado sólo financia el subsidio. El resto del financiamiento pro-
viene del ahorro previo de los postulantes y de un crédito hipotecario. Se establecen las res-
ponsabilidades de contrato privado entre las partes, actuando la constructora o empresa in-
mobiliaria como primer vendedor en el caso de las viviendas nuevas. 
 Éste ha sido un programa exitoso, de gran flexibilidad, donde se ha producido un mejo-
ramiento en el diseño y calidad de las viviendas por acción del mercado, con el menor núme-
ro de conflictos por problemas de calidad o estándar y donde, finalmente, se observa mayor 
satisfacción de las expectativas de las familias. 
 
II. Propuestas de mejoramiento de estándares de los programas habitacionales. 
 Subsidio único y movilidad habitacional. 
 La evolución de las políticas nacionales de vivienda y los resultados obtenidos de su apli-
cación nos han llevado a analizar y plantear la necesidad de revisar los procedimientos y la 
focalización de los sistemas de otorgamiento de viviendas sociales. Este análisis nos ha per-
mitido concluir que el estándar denominado vivienda básica constituye una respuesta inade-
cuada a la realidad de un país que crece rápidamente y que pretende mejorar las condiciones 
de vida de sus habitantes. Esta situación se ha traducido en un desequilibrio entre las aspira-
ciones de las personas que demandan una solución habitacional y los estándares ofrecidos a 
través de los programas de más bajo costo. 
 A esto debemos agregar que, por falta de demanda, debido a la decisión del Estado de 
seguir construyendo y asignando viviendas básicas, los propietarios de estas viviendas -alre-
dedor de 270.000 en la Región Metropolitana, muchas de ellas totalmente pagadas- no pue-
den venderlas y así aspirar a una de mejor estándar o en una ubicación acorde con su lugar de 
trabajo. Esta situación constituye una de las mayores debilidades de la política habitacional, 
ya que, al no existir la posibilidad de venta por falta de comprador, estas viviendas no repre-
sentan un valor comercial para sus propietarios, lo que significa una situación injusta, ya que 
ni el subsidio recibido, ni el ahorro, ni el pago de los dividendos de una vivienda mejoran la 
condición económica de los propietarios. 
 Creemos que una de las causas más importantes de esta situación de desequilibrio la en-
contramos en el fuerte carácter asistencial que ha marcado a los planes habitaciones naciona-
les, que obligó en un momento determinado a establecer estándares tan bajos. 
 Estimamos que una diferenciación entre los sistemas de acceso a las viviendas ofrecidas a 
los grupos que necesitan un fuerte apoyo del Estado y aquellos dirigidos a los grupos que 
cuentan con posibilidades de ahorro y son sujetos de crédito puede contribuir a superar esta 
diferencia entre aspiraciones y estándares. 
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 Queremos insistir en este punto, pues creemos que, dada la realidad del país, el Estado 
debe dimensionar el déficit de viviendas de carácter asistencial y definir políticas especiales 
para enfrentarlo y resolverlo, sin que éstas entorpezcan el desarrollo de nuevos programas de 
vivienda que deben desenvolverse en el marco de una economía de mercado creativa, libre y 
competitiva (movilidad habitacional). 
 Estimamos que estos nuevos programas -siempre enmarcados dentro de la actual política 
de acceso a la vivienda- deben incluir una proposición de reestructuración que, a partir de la 
privatización de los programas de viviendas básicas nuevas, de hacer neutra la aplicación de 
los subsidios a viviendas básicas usadas, del desarrollo del mercado secundario de la vivien-
da básica y de la puesta en práctica de una nueva política de subsidio único y parejo, mejore 
el funcionamiento y gestión del mercado de la vivienda subsidiaria en todos sus tramos y 
facilite el desarrollo de planes asistenciales de viviendas, con el mismo subsidio único y pa-
rejo, que se deberá focalizar en los más pobres subsidios implícitos (tasas, plazos, gastos 
operacionales) y/o subsidios especiales de focalización al mayor grado de pobreza, al mayor 
número de hijos, a la invalidez, tercera edad, etc., etc. 
 
Neutralidad de los subsidios. 
 A pesar de que ya se han hecho modificaciones reglamentarias que permiten la aplicación 
indistinta de los subsidios a la compra de viviendas nuevas o usadas, no se han implementado 
la totalidad de los instrumentos y ni se han creado las condiciones, que al facilitar y favorecer 
la aplicación de los subsidios a la compra de viviendas usadas, posibiliten su real aplicación. 
 
Mercado secundario. 
 Estimamos que el desarrollo exitoso del mercado secundario de la vivienda básica podría 
llegar a proporcionar la cantidad de unidades usadas necesarias para satisfacer las demandas 
de los programas asistenciales de vivienda, sin necesidad de construir nuevas de ese estándar. 
 
Sistema de subsidios. 
 El desequilibrio antes mencionado no sólo es característico de la relación aspiraciones-
estándares, sino que también se manifiesta fuertemente entre oferta y demanda de viviendas 
de bajo costo, haciéndose urgente generar las condiciones para que la estructura de la oferta 
se adapte rápidamente a la de la demanda. En este sentido, proponemos: 
1. Orientar definitivamente los subsidios para aplicarse, en forma eficiente y sin competen-

cia de la vivienda nueva, a la compra de viviendas usadas. De no cumplirse lo anterior, 
cada vivienda adicional de bajo estándar que se siga construyendo implica una pérdida 
social, en comparación a la alternativa de aplicar el subsidio a una vivienda usada también 
de bajo estándar y construir una vivienda de valor medio para los actuales ocupantes de la 
vivienda de bajo estándar. 

2. Permitir la máxima flexibilidad que conduzca al encuentro entre la oferta y la demanda 
habitacional “real”. Esto sólo puede lograrse en la medida en que “toda la demanda” pue-
da expresarse, situación que actualmente no se produce, debido al proceso de postulación 
en base a lista de prelación (postulación en cola), que causa el sistema de asignación de 
subsidio vigente. 

 La demanda real por viviendas es de cientos de miles de familias (existen alrededor de un 
millón de libretas de ahorro para la vivienda), pero el sistema de selección y asignación 
“deja entrar al mercado” sólo alrededor de 80 ó 90 mil por año, o sea, menos del 10%. 
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Con un desequilibrio como éste, no cabe duda de que es imposible que un mecanismo 
centralizado como el vigente satisfaga la demanda, cualesquiera que sean los criterios de 
selección o las autoridades que los apliquen. 

 Para corregir esta situación, nuestra propuesta permitirá hacer más eficientes los recursos 
del Estado, toda vez que se complementarán con los mayores aportes de los propios usua-
rios, exteriorizando los ahorros ocultos y potenciando sus reales capacidades de endeu-
damiento con fin habitacional. 

 Adicionalmente, creemos que es necesario destacar dos aspectos relacionados con los 
altos cánones de arriendo que pagan muchas familias pobres que están a la espera de un 
subsidio. Uno de ellos se refiere a que estos desembolsos finalmente les pueden llegar a 
significar una cantidad igual o mayor a lo que recibirán como subsidio; el otro se refiere 
al ahorro que les significará el pago de un dividendo que generalmente es menor que el 
canon antes mencionado. 

 Estimamos que una forma eficaz y eficiente de lograr el equilibrio postulado sería permi-
tir la interacción descentralizada de los miles y miles de agentes que habrán de participar 
en la reasignación masiva de lugar de residencia, uso del suelo, capacidades empresariales 
y profesionales y recursos financieros, en la búsqueda de un mejor “status” habitacional. 
Hoy estamos muy lejos de ese óptimo y el rendimiento social de los recursos invertidos se 
está deteriorando. 

3. Reemplazar los sistemas tradicionales por un sistema único de postulación (donde el Es-
tado focalice la ayuda para otorgar los subsidios a los sectores de menores recursos), en el 
cual haya competencia en tiempo real por ellos, entre todos los postulantes que cumplan 
los requisitos mínimos para su obtención, modernizando sus procedimientos de otorga-
miento, por la vía de asignación a los postulantes a medida que celebran un contrato de fi-
nanciamiento para la adquisición de su vivienda. 

 El sistema otorgaría “opciones de subsidio” a todos los potenciales beneficiarios que sa-
tisfagan determinados requisitos mínimos (de tipo social, ahorro previo, etc.). Quienes ten-
gan la opción de subsidio pasarían a tener el beneficio definitivamente, cuando obtengan el 
financiamiento complementario y cuando el sector financiero les compre a valor presente la 
opción del subsidio que se otorgará por el Estado a plazo futuro. 
 Este conjunto de medidas maximizaría las posibilidades de encuentro entre la oferta y la 
demanda de viviendas sociales, disminuyendo así los riesgos para los agentes inmobiliarios y 
financieros, y los costos para las familias beneficiadas. 
 Finalmente, al reestudiar los subsidios, creemos importante incorporar el análisis de una 
línea dirigida a la construcción de equipamiento e infraestructura urbana, con recursos pro-
venientes de una redistribución de los actuales fondos disponibles para los subsidios. De esta 
manera, la política de subsidio inducirá un efecto positivo en el desarrollo de las ciudades, 
superando su actual efecto de crecimiento con deterioro. 
 
El tema de la renovación urbana. 
 En relación con el impacto en el desarrollo futuro de los centros poblados donde operen 
los programas, queremos destacar que, por una parte, permitir la fluidez del mercado condu-
cirá a estimular la construcción de viviendas de mayor valor al hacer más viable el uso de 
suelos en áreas consolidadas y, por otra parte, favorecerá la remodelación o rehabilitación en 
algún futuro de las áreas en que estas viviendas se encuentran localizadas hoy. 
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 Cabe hacer especial mención de la orientación actual del Minvu hacia una densificación 
por la vía de la vivienda básica en altura acogida a la ley de Copropiedad, edificación que 
constituye un grave problema de futuro para la operatoria de renovación urbana, la que ade-
más de ser dificultosa de concertar con los propietarios, tendrá costos de demolición y/o de 
transformación mayores que producir nuevas viviendas. 
 
Financiamientos necesarios. 
 Todas las modificaciones de los sistemas de acceso a las viviendas aquí propuestas se 
basan en que los mayores recursos económicos necesarios para su implementación serán 
aportados por los futuros usuarios de las viviendas, ya que el reconocerles su real capacidad 
de crédito y ahorro podría aumentar el precio de la vivienda con cargo al financiamiento 
hipotecario, sin que el Estado deba aumentar los recursos que destina al desarrollo del pro-
grama habitacional. Por otra parte, la gran cantidad de recursos destinados a financiar la ac-
ción inmobiliaria estatal, que ya no se realizaría, podrían dedicarse a incrementar los fondos 
que se dispongan para el desarrollo de los planes asistenciales, por la vía de los subsidios de 
focalización ya descritos. 
 A continuación, expresó que deseaba hacer un análisis de la situación actual de los distin-
tos programas habitacionales, con la visión de su sector sobre el tema y, fundamentalmente, 
de aquellos programas habitacionales que se están llevando adelante con inversión directa del 
Estado. 
 Agregó que se ha planteado desde hace bastante tiempo el tema de las viviendas progresi-
vas, y piensa que no es válido que se siga adelante con ese programa. 
 Señaló que, respecto de la situación del programa de viviendas básicas, ha llegado el mo-
mento, por las condiciones actuales imperantes en el país, de que el Ministerio de Vivienda 
traspase dicho programa al sector privado, manteniendo el Serviu la fijación de estándares 
mínimos o una supervisión de los programas. Añadió que ha llegado el momento de hacer 
una revisión y una simplificación del tema de los subsidios. Hoy, se puede plantear un subsi-
dio único. Los controles que implica llevar distintos tipos de subsidios conllevan a una situa-
ción un poco anárquica y muy costosa. 
 Finalizó expresando que, en términos generales, algunas políticas que se están llevando a 
cabo van en el sentido correcto. Por ejemplo, la movilidad habitacional es un aspecto positi-
vo. El Ministerio de la Vivienda ha hecho un catastro. Si comparamos el sector de los habi-
tantes del país que requieren un determinado tipo de viviendas con lo construido hasta la 
fecha, presenta cifras equivalentes, motivo por el cual el hecho de seguir construyendo vi-
viendas con esas características hoy no se compadece con la situación actual. 
 
4.5. INTERVENCIÓN DEL PRESIDENTE DEL INSTITUTO DE LA CONSTRUC-
CIÓN DE LA CÁMARA CHILENA DE LA CONSTRUCCIÓN, SEÑOR JAIME 
MUÑOZ. 
 El señor Jaime Muñoz (Presidente del Instituto de la Construcción de la Cámara Chilena 
de la Construcción) señaló que los cuatro programas más importantes que desarrolla el Mi-
nisterio de la Vivienda a través de los Serviu, relativos a viviendas básicas, viviendas progre-
sivas, viviendas (planes especiales para trabajadores PET), viviendas del subsidio unificado 
en tramos 1, 2 y 3 y subsidio de renovación urbana, explican en el informe proporcionado a 
la Comisión cómo se está manejando el tema de la ejecución de viviendas sociales en el país. 
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 El segundo punto es una propuesta de mejoramiento de estándares de los programas habi-
tacionales, dando respuesta al documento que la Comisión le envió a la Cámara de la Cons-
trucción para solicitar información respecto de los puntos 2, 3 y 4 del proyecto de acuerdo 
que nos convoca y que ésta ha resumido en un estudio que tiene bastante tiempo de madura-
ción, que es el plan estratégico respecto del tema de la vivienda social. 
 Este plan estratégico está basado en dos puntos muy importantes: el subsidio único y pa-
rejo y la movilidad habitacional, según lo señaló el señor Doren. 
 A continuación, manifestó lo siguiente: “Si queremos hacer una verdadera colaboración 
para entender y subsanar los problemas contingentes, hay que hacer una reflexión dejando de 
lado lo técnico y yendo al fundamento. 
 Creemos que no hay un encuentro entre el producto que hoy se entrega como vivienda 
social, especialmente la básica y la progresiva, respecto de las aspiraciones de las personas, 
lo cual produce un choque de voluntades.  
 Hemos estado muy preocupados, analizando las situaciones respecto de lo que está suce-
diendo con las casas afectadas por defectos o bajos estándares, sin calificarlos, sino que sim-
plemente reconociendo que hay una parte técnica muy importante. En el fondo, hay un des-
encuentro entre aspiración y producto entregado. Hemos tratado de ser lo más claros posible 
y no hemos partido de una base ajena a lo que hoy tiene el Ministerio de la Vivienda como 
política habitacional.  
 Las políticas habitacionales del Ministerio de la Vivienda durante los períodos de los mi-
nistros señores Etchegaray, Hermosilla y Henríquez están basadas en la movilidad habitacio-
nal. Sin embargo, ésta no ha funcionado. Hemos hecho un análisis retrospectivo. Nosotros 
conciliamos con el Ministerio de la Vivienda este programa habitacional y nos hemos dado 
cuenta de que se ha producido una especie de incompatibilidad, al existir dos tipos de vivien-
da básica: una pública y otra privada. Esas dos viviendas básicas, construidas con la separa-
ción solamente de una pandereta, van a dar productos de distintos precios.  
 Si el Estado construye un proyecto en un mismo terreno, éste tiene un valor determinado; 
en cambio, construido por el sector privado, tiene otro valor. Esos valores van en desventaja 
del sector privado, porque se producen subsidios implícitos u ocultos en la vivienda básica 
que construye el Estado. Cuando se trata del Estado, se dan anticipos, se paga por el sistema 
de estado de pago todos los meses, estados de avances mensuales, no hay riesgo de venta de 
éstos, no hay propaganda, comisiones ni intermediarios; sin embargo, cuando el sector priva-
do construye viviendas, hay que considerar propaganda, gastos, intereses y todo el financia-
miento, incluso, desde la iniciación hasta más allá del tiempo de construcción.  
 Una vivienda se termina de construir con la recepción municipal y las escrituras para co-
brar las platas no tienen un plazo inferior a tres meses. Para cobrar los subsidios y hacer to-
dos los trámites, se emplea un mes y medio más. Ése es un factor muy importante, que hace 
diferencias. 
 Por eso, coincidiendo con la política de movilidad habitacional, nuestro planteamiento es 
que no debe haber una competencia desleal entre dos productos que tienen distintos compo-
nentes de precio. Pensamos que la modificación de la ley General de Urbanismo y Construc-
ción, que hace responsable visible al primer vendedor, es un factor de discordia. Si las vi-
viendas afectadas hubieran tenido permiso de edificación con fecha posterior al 16 de di-
ciembre de 1996, el responsable primer vendedor habría sido el Serviu, situación que se 
hubiera “orquestado” de otra forma. En el futuro, el Serviu, primer vendedor, será un peligro 
de Estado.  
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 El sector privado organizado, corrigiendo las fallas técnicas que hemos tenido en el cami-
no y produciendo un desarrollo tecnológico, puede satisfacer este tipo de viviendas, pero 
para eso necesitamos que el Estado se retire de la competencia; de lo contrario, seguirá ocu-
rriendo esta situación y la movilidad habitacional no despegará, porque el sector privado 
construirá una casa al lado de otra que está construyendo el Estado, que se venderá 15 ó 20 
por ciento más barata en ese mismo terreno. 
 Hay un tema de mucha sensibilidad que quiero que los señores diputados consideren. Te-
nemos algunas diferencias respecto del tema del urbanismo. La vivienda social ha sido muy 
exitosa y sostenible en este país. Tanto la Corvi como el Serviu han tenido una labor de gran 
proliferación de viviendas sociales. Pero, si analizamos lo que está sucediendo con el urba-
nismo y equipamiento, es evidente que este tipo de vivienda ha deteriorado la calidad de vida 
de las ciudades. Entonces, si hoy se plantean construcciones con mayor densificación, o sea, 
viviendas básicas de tres o cuatro pisos, denominadas edificaciones duras, porque, en el futu-
ro, alguna vez tendrán que renovarse. La renovación urbana es un tema que no podemos de-
jar de analizar, porque todas las experiencias internacionales señalan que países muy impor-
tantes en la posguerra construyeron viviendas básicas, les dieron techo a sus ciudadanos, 
pero fueron de un estándar muy bajo. El costo de demolerlos y hacer la renovación urbana es 
mayor que una vivienda nueva. Incluso, hoy se propone edificar hasta seis pisos sin ascensor 
-acogida la ley de venta por piso-. Poner de acuerdo a todos los copropietarios para vender y 
construir una vivienda adecuada a los tiempos será casi imposible. 
 Así es como tenemos las experiencias de Francia, Italia y, en particular, la de Alemania, 
que ya para las Olimpíadas de Munich planteó la renovación urbana: la gran ciudadela olím-
pica se construyó en Munich para trasladar a las personas que debían recibir una vivienda 
básica por los daños de posguerra. Lo mismo pasó en Francia e Italia. Hoy, el gobierno fran-
cés, en su presupuesto, asigna el cincuenta por ciento para renovación urbana de todas las 
viviendas que construyó en posguerra, que terminó en 1949; estamos en 1997. 
 El informe entregado a la Comisión tiene dos características especiales. 
 Creemos que los tiempos han cambiado; los ingresos per cápita son mayores. Además, 
desde hace mucho tiempo, las autoridades tienen conciencia de eso. La focalización de la 
vivienda social tiene un defecto, cual es el ahorro oculto de las personas que acceden a un 
subsidio habitacional. Así, vemos que hoy se entrega una vivienda básica a una persona y 
mañana ésta hace rejas, trabajo de antejardín, parrones, ampliaciones y otras cosas más, lo 
que significa que tenía plata bajo el colchón. 
 El sistema permite que las personas tengan la plata y no puedan exteriorizarlo pero la tie-
nen. Al día siguiente de entregada la vivienda, van a la ferretería de la esquina a comprar, a 
precios mucho más caros que cuando se organiza un conjunto habitacional. 
 Destaco este punto, porque es preferible liberalizar para que las personas paguen por el 
servicio habitacional que quieren y pueden obtener: no sólo el ahorro, sino también su capa-
cidad de endeudamiento. Hoy es fácil ver que una persona accede a un subsidio básico y 
ocurre que su grupo familiar gana 500 mil pesos. Es evidente que, en vez de una vivienda 
básica de 250 ó 260 unidades de fomento, podría comprar una de 700. 
 Entonces, creemos que las personas deben tener la libertad de comprar un servicio habita-
cional de acuerdo con sus capacidades. Tanto el sector financiero como las personas están 
preparados para ello. A lo mejor, hemos menospreciado la capacidad de elección de la gente. 
Muchas personas que acceden a una vivienda básica tienen automóvil. Decidieron por sí 
solos de qué marca y de qué año comprarlo y también tienen la opción de vender ese auto-
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móvil y cambiarlo por otro o invertir en cualquier otra cosa. En ese sentido va planteado el 
tema propuesto. 
 En el documento que hemos preparado, se acompaña un modelo de un subsidio único y 
parejo. En Chile hay tantos programas habitacionales, que se han creado verdaderos exper-
tos. Desafío a los abogados a que conozcan todos los subsidios con todos sus pormenores. 
 Cuando los subsidios están orientados a gente de menores ingresos, con bajos niveles de 
educación y de cultura, se les crea un embrollo espantoso. Por lo tanto, la gente, desesperada, 
empieza a contratar servicios de asesoría. El país tiene un número increíble de gestores habi-
tacionales, asesores habitacionales, organizadores habitacionales. 
 Al entrar a la oficina de estos gestores, les cobran tres unidades de fomento de inscrip-
ción, cinco para obtención del subsidio, ocho para que elijan la casa. Al final, cuando una 
persona compra una vivienda de trescientas unidades de fomento y ha pagado cuarenta o 
cincuenta unidades de fomento en comisiones a estos gestores, la casa se ha encarecido en un 
quince o veinte por ciento. 
 Esto debe terminarse. Para ello, debe existir un subsidio único y parejo. Está definido y 
creemos que el Estado debe hacerse cargo de la parte asistencial, es decir, de toda la margi-
nalidad habitacional, compuesta por todas las familias que no pueden pagar completamente 
una vivienda y necesitan el apoyo del Estado. Ahí, entonces, el Estado debe actuar, con ése y 
otros tipos de subsidios implícitos. 
 Hacemos hincapié en que se produce cierto grado de injusticia en la asignación de subsi-
dio cuando un padre de familia tiene 8 hijos y otro tiene 2. Cada hijo debería dar un puntaje y 
un subsidio especial, porque una persona que tiene una familia compuesta por 8 ó 10 perso-
nas, evidentemente, tiene menos posibilidades de ahorrar, porque primero debe solventar la 
comida, luego la vestimenta, la educación y la salud. 
 Entonces, esto está planteado de forma que el Estado asuma el papel subsidiario, con un 
subsidio único y parejo, pero cuya focalización a los más pobres tenga segundos subsidios: a 
la vejez, invalidez, tercera edad, todos los subsidios que el Estado crea conveniente. Creemos 
que ése es un papel del Estado y que es eficiente para focalizar. 
 El resto de los subsidios debe dejarlos al sector privado. Éste debe actuar como oferta y 
demanda para que las personas puedan exteriorizar sus capacidades reales, sobre todo hoy, 
que hay un sistema financiero privado y también estatal -el Banco del Estado- que ofrece 
más plata de la que la gente consume. Es decir, creemos que la situación ha madurado y se 
podría dar la situación de oferta y demanda regulada un poco más por el mercado. 
 Ahora bien, nuestra respuesta está en el documento que hemos entregado a la Comisión. 
 Estimamos que el Estado tiene una determinada cantidad de recursos. Lo que hoy destina 
a subsidio es muy importante y respetable y hemos convivido muy bien con ese número.  
 Pero no es el sector público el que está coartado, sino el sector privado. Creemos que, 
habiendo un sistema financiero que se ha perfeccionado y que es competitivo, ya tenemos 
créditos hipotecarios de 250 unidades de fomento que se pelean entre bancos, administrado-
ras de mutuos hipotecarios y que son buenos negocios para las instituciones financieras. La 
potencialidad de liberar más al sector privado y, muy especialmente al interesado, va a per-
mitir que se produzca lo que estamos buscando, porque aquí hay una gran omisión, que es no 
seguir construyendo viviendas que no responden al requerimiento de las personas, lo que 
significa que se ha sacrificado el estándar”. 
 A continuación, expresó: ““Voy a dar un ejemplo clásico. Las viviendas básicas no tienen 
piso, sino radier o losa afinados. Cada silla tiene un estoperol metálico, el cual rompe el ra-
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dier, porque el radier no es piso, es una estructura para recibir un piso. Si se pone flexit, el 
estoperol metálico no lo daña, no lo rompe.  
 La Cámara de la Construcción acaba de entregar 24 proposiciones al señor Ministro de la 
Vivienda para mejorar los estándares de cosas más básicas y más económicas, porque esta-
mos plenamente conscientes de que los recursos son limitados y hay mucha gente que necesi-
ta casas. 
 En el seno de la Comisión se formularon las siguientes consultas: 
 Primero, sobre el aumento de soluciones básicas en los últimos cuatrienios, comparado 
con el crecimiento, el desarrollo económico del país y la recaudación tributaria, que señalan 
que en el cuatrienio 1985-1990 se construyeron aproximadamente 20.685 viviendas y en el 
cuatrienio 1991-1995 se construyeron 25.159 viviendas básicas, promedio anual que signifi-
ca un aumento del 21,6 por ciento. 
 A juicio de la Cámara, ¿se compadece ese esfuerzo en la cantidad de viviendas construi-
das, en circunstancias de que la recaudación tributaria es de 98 por ciento más y el creci-
miento del producto geográfico bruto es del 60 por ciento más en igual período de tiempo? 
Pareciera que no hay consecuencia entre la mayor riqueza del Estado y la cantidad de solu-
ciones de viviendas que se entregan, comparando los promedios anuales. 
 Segundo, ante la hipótesis de que se ha optado por cantidad “versus” calidad, hay que 
considerarla desde el punto de vista de la variación del índice de precios al consumidor res-
pecto de los costos de la construcción. De acuerdo con cifras oficiales del Boletín Estadístico 
de la Cámara Chilena de la Construcción, el costo de edificación, variación en 12 meses de 
1990 a 1996, ha sido un 103,7 por ciento y el IPC, en igual período de tiempo, fue de 88,64 
por ciento. Es decir, el alza de los costos de la construcción ha sido de 17 por ciento más 
respecto del IPC, en circunstancias de que el valor de la vivienda básica se ha mantenido en 
un promedio entre 232 y 330 unidades de fomento. 
 Por consiguiente, si lo anterior es efectivo y la Cámara Chilena de la Construcción consi-
dera que los valores totales de la vivienda están muy bajos, ¿dónde se produce la utilidad de 
las empresas constructoras? Se produce, entonces, en desmedro de la calidad. 
 El tercer efecto distorsionador está de acuerdo con el informe de precios del suelo urbano 
del Gran Santiago. Los valores señalan que ha habido un fuerte crecimiento en el valor del 
suelo, en especial en la zona norte de Santiago, donde ha habido una variación en unidades 
de fomento más o menos del 88,76 por ciento, y de 36,6 por ciento en la zona sur-poniente. 
Es decir, en resumen, hay mayor costo de construcción, precios en igual valor de unidades de 
fomento, menores al IPC respecto de los costos de construcción, y un valor del suelo más 
caro. Sin embargo, se construyen más viviendas, en circunstancias de que los precios se man-
tienen iguales. 
 El señor Hernán Doren (Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción) respondió 
que, respecto del primer punto, las cifras son efectivas.  
 Agregó que es indudable que no podemos juzgar la decisión y la política del país en cuanto 
a la cantidad de viviendas que se requiera construir; pero las cifras corresponden a la realidad. 
 Ahora bien, hay un aspecto que también hemos planteado y se refiere a que es el momen-
to de hacer un censo, porque las cifras que se han mantenido desde el último censo, en 1992, 
hablan de la falta de 700 mil viviendas, cifra que se ha revertido en el último tiempo y, su-
puestamente, si se han construido entre 130 y 140 mil viviendas anuales en los últimos años 
y se dice que la cantidad de viviendas que se requieren para superar el crecimiento vegetativo 
es de cien mil, se estaría reduciendo el déficit entre 30 ó 40 mil viviendas al año. 
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 Consideramos que ha llegado el momento de hacer un análisis serio y cuantitativo para 
determinar el número de viviendas que faltan y, además, qué tipo de viviendas. 
 Las demás cifras dadas en esta Comisión son efectivas.  
 En términos generales, ha habido un encarecimiento en el costo de la construcción y en 
los suelos. Y hay un aspecto que, de alguna manera, soslaya ese hecho, que es el aumento de 
la competencia. 
 Pero no me cabe la menor duda de que la calidad es un factor irrenunciable y significa 
construir bien aquello que está especificado por el mandante, el primer propietario, el primer 
vendedor y, cuando son empresas privadas, las empresas inmobiliarias. 
 Como planteaba don Jaime Muñoz, construir bien significa hacer perfectamente tanto una 
casa de perro como una vivienda que cueste un millón de dólares. 
 La calidad es un concepto separado del estándar. El ejemplo típico de comparar una citro-
neta con un Mercedes Benz permite visualizar este hecho. Ambos son autos, pero los están-
dares son distintos. Se ha sacrificado el estándar -lo hemos hecho ver y lo planteaba don Jai-
me Muñoz desde principios del año 90- por una mayor cantidad de viviendas, lo que ha que-
dado reflejado, por ejemplo, cuando se ha llamado a algunas licitaciones, cuyas ofertas no 
han sido comparables a los precios requeridos por el Estado, motivo por el cual se ha llama-
do a empresas en forma directa a negociar. Eso ha significado el sacrificio del estándar.” 
 El señor Jaime Muñoz (Presidente del Instituto de la Construcción de la Cámara Chilena 
de la Construcción) acotó que él es constructor de viviendas sociales. Su empresa compra 
terrenos, no todos los días, para luego construir. 
 El mayor dilema de este negocio de construir viviendas y venderlas, es qué precio se le 
asigna al suelo: el de compra o el de reposición. 
 Como ejemplo, destacó que su empresa, en 1987, compraba terrenos entre 0,08 UF el 
metro cuadrado y 0,1. Hoy, en Maipú, los terrenos más alejados del centro se venden por lo 
menos en 1,3 UF. Es decir, prácticamente quince veces el valor en sólo 10 años. 
 Agregó que, en Puente Alto, el terreno ubicado al lado de las casas Copeva es de su 
empresa constructora. Lo compran en 0,19 UF y hoy cuesta 1,5 a 2 UF, de manera que la 
utilidad que producen las casas que ahí construirán no alcanza para la reparación de ese 
terreno. 
 Señaló que el precio de la vivienda social está congelado. El Serviu llama por un precio 
máximo y pone las condiciones mínimas que debe cumplir la vivienda en cuanto a su super-
ficie, materiales, grado de terminación, localización y urbanización. Evidentemente, esto 
produce una distorsión del mercado. 
 A continuación, expresó lo siguiente: 
 “La opinión pública se pregunta cómo se quejan de que el precio es insuficiente y en las 
propuestas las viviendas son cada vez más baratas. Ayer, precisamente, el Comité de Vivien-
da Pública, del cual soy director, analizó el tema. Hay explicaciones para todo esto. Cada 
cual sabe el negocio que hace. Se puede ir a una propuesta sin utilidades, porque se necesita 
solventar parte de los gastos generales o, simplemente, cuando no se ha llamado a propuesta 
desde hace tiempo, evidentemente, los productores de materiales venden a precios más bajos, 
lo que me permite participar en una licitación en condiciones más ventajosas. Así funciona el 
sector privado y el mercado y las personas son dueñas de ver qué oportunidades tienen. 
 Se acaba de abrir una propuesta en el Serviu, aumentando el precio de la vivienda hasta 
300 unidades de fomento, pero las especificaciones establecen que deben tener canales, baja-
das de agua, flexit y una serie de otras terminaciones. En esta licitación, apareció un contra-
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tista con un precio idéntico al que se había presentado en una propuesta hace un año y que no 
tenía ese grado de terminaciones. 
 Entonces, cuando el mercado actúa realmente, se regula con la competencia y ésa es una 
demostración clara.” 
 En la Comisión, se puso especial énfasis en que, en su calidad investigadora, tiene que 
determinar las causas y las circunstancias de los deterioros producidos en diversos conjuntos 
de viviendas sociales en distintas regiones del país. Del mandato recibido por la honorable 
Cámara, también tiene que proponer soluciones, ya sea en modificaciones de los sistemas 
actuales y/o alternativas para evitar que estos hechos ocurran nuevamente. 
 Se destacó que la Cámara Chilena de la Construcción ha destacado fundamentalmente 
materias relacionadas con la reglamentación y con la economía en la construcción de las vi-
viendas sociales que se producen a través del sistema público. 
 Se mencionó especialmente que la percepción de la gente que vive en esas poblaciones o 
la de un ciudadano común y corriente es que la responsabilidad es del que construye o del 
empresario contratista. Por ello, es necesario conocer las causas reales y qué responsabilidad 
corresponde al sector privado y a sus asociados o al Serviu, ya que las conclusiones deben 
estar encaminadas en un sentido objetivo.  
 El señor Hernán Doren (Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción) respondió 
que, como sector, han hecho un análisis de la situación no sólo de ahora, sino también del 
pasado. 
 Añadió que, cuando se estableció este programa de viviendas a comienzos del año 1990, 
hubo varios empresarios del sector que no quisieron participar, porque, justamente, hicieron 
un análisis y dijeron: “creemos que es un sector de extremado riesgo, motivo por el cual no 
queremos seguir en este trato de negocio.” Hubo otros que siguieron en esto y con ellos hoy 
hemos planteado con mucha fuerza, independientemente de la figura del propietario respon-
sable de las especificaciones, que hay un riesgo adicional y un pasivo muy grande que se está 
generando para el sector privado cuando participa en estas actividades. La Cámara Chilena 
de la Construcción va a plantear cuáles serán los requisitos mínimos que creemos que deben 
tener estas viviendas y, en el caso de que no se cumplan, lo vamos a decir con la misma fuer-
za con que hoy nos planteamos en otros aspectos. Es decir, vamos a decir que creemos que 
este tipo de vivienda tiene un riesgo adicional. 
 Estimó que, efectivamente, ha habido problemas de construcción. No podríamos cuantifi-
car si es del uno, del diez o del veinte por ciento. En todo caso, la respuesta de nuestras em-
presas asociadas para solucionar los problemas producidos, tanto en viviendas básicas como 
en las del sector privado, ha sido en forma inmediata y sin mayores exigencias. O sea, esto se 
hizo a pocos días de sucedido el problema y, según cifras que maneja el Ministerio de la Vi-
vienda, un gran porcentaje de los daños ocasionados por construcción están reparados. 
 En vuestra Comisión, se consideró importante contar con la disposición de las empresas 
en orden a efectuar reparaciones, en el caso de Puente Alto, Copeva. Sin embargo, no están 
dispuestas a reparar aquellas casas de familias que están en proceso de querellas. Dirigentes 
de la junta de vecinos de la población Bernardo Leighton y de otros lugares están dispuestos 
para dar testimonio de las presiones que ha efectuado la empresa Copeva, en orden a no efec-
tuar reparaciones a las viviendas si los pobladores insisten en su derecho a presentar quere-
llas.  
 Se hizo hincapié en que éste es un problema de ética, respecto del cual sería conveniente 
conocer el pronunciamiento de la Cámara Chilena de la Construcción, porque se trata de una 
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situación producida entre privados: entre una empresa constructora privada y propietarios de 
viviendas PET. Por lo tanto, es una relación de privado a privado. 
 El señor Hernán Doren (Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción) manifestó 
que, efectivamente, se trata de un problema que existe de privado a privado, en el cual a ve-
ces se producen elementos distorsionadores bastante graves. La disposición de las empresas 
fue entrar y reparar. Lo que pasa es que, en este tipo de situaciones, no solamente en este 
nivel, sino en cualquiera, de repente se presentan algunos procesos negativos para llegar a 
establecer la compensación o la reparación a que se es merecedor un dueño de la vivienda; se 
produce una negociación que no es fácil. Por un lado, hemos planteado a todos nuestros aso-
ciados que lo primero que hay que hacer es solucionarles en general los problemas a todos 
los compradores. Ésa es nuestra recomendación. Pero todos compartirán que, ante este tipo 
de negociaciones, de repente se plantean peticiones que escapan de la realidad. No estoy 
diciendo que éste sea el caso. Insisto en que, como recomendación, lo hemos planteado y lo 
vamos a seguir haciendo, pero es realmente difícil llegar a una posición que sea justa para 
todos. 
 
4.6. INTERVENCIÓN DEL ASESOR JURÍDICO DE LA CÁMARA CHILENA DE 
LA CONSTRUCCIÓN, SEÑOR AUGUSTO BRUNA. 
 El señor Augusto Bruna (asesor jurídico de la Cámara Chilena de la Construcción) expre-
só su deseo de complementar y aclarar la inquietud planteada en la Comisión, agregando lo 
siguiente: “Aquí se presentan caminos paralelos. Creo que tenemos otra visión, porque son 
situaciones alternativas. Es como si a uno le chocan el auto y el responsable le dice “yo le 
arreglo el auto en mi garaje”, y usted le dice “mire, aparte de que lo lleve a su garaje, además 
lo voy a demandar”. Esa persona no le va a arreglar el auto. Le va a decir “demándeme, vaya 
al juzgado de policía local y espere el tiempo que corresponde al juicio y yo veré los recursos 
que pueda interponer y vemos qué resulta a la vuelta de un tiempo”. No son situaciones para-
lelas. Si a la persona le ofrecen repararle la vivienda, tiene la legítima opción de aceptarlo. Si 
no la quiere aceptar, porque cree que puede obtener más por la vía de la demanda, puede 
hacerlo. Pero no se puede pretender que, aparte de repararle la vivienda, además quede con 
las manos libres para demandar. Eso no sería realista. Por lo menos, para la empresa que está 
ofreciendo la reparación es inviable.” 
 Continúa el señor Jaime Muñoz. 
 El señor Jaime Muñoz (Presidente del Instituto de la Vivienda de la Cámara Chilena de la 
Construcción), en respuesta a interrogantes formuladas en la Comisión, puntualizó que se 
referiría a las causas de la crisis sólo de las viviendas básicas, sin tocar siquiera las PET, por-
que se entraría a otro tema. Primero que todo, evidentemente, hay una crisis técnica, que es la 
falta de tecnología comprobada y regulada por norma. Chile tiene entre el quince o el veinte 
por ciento de las normas que deberían regir a la construcción. Con esas disposiciones se está 
trabajando. 
 Sin embargo, destacó que aquí, afortunadamente, hay gente especializada en materia de la 
construcción, que trabaja a pesar de que, en gran medida, las disposiciones por las que se rige 
son inorgánicas. 
 Agregó que “cuando se construye en los Estados Unidos y pasa esto, se producen los fa-
mosos juicios, en que cada persona es demandada por millones de dólares, porque en Estados 
Unidos si alguien hace un ladrillo de determinada dimensión, con determinado material, sus-
cribe su propia norma y la registra, y dice: éste es mi ladrillo, que resiste tanto, que tiene 
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absorción de agua tanto y que cuando se pruebe debe tener estas y estas condiciones”. Chile 
adolece de eso. Me podrán desmentir en su oportunidad, si no fuera así, los representantes de 
Idiem. 
 ¿Cómo se comparten las responsabilidades? Aquí se han conocido, a lo mejor, las bases 
técnicas de una vivienda básica. Así se llaman; hay una redundancia enorme. Ahí claramente 
dice que se pueden usar ladrillos de arcilla cocida, hechos a máquina. Se está hablando del 
ladrillo “princesa”. Que se pueden usar bloques de mortero de cemento, y que en ambos ca-
sos, se deben impermeabilizar con un hidrorrepelente que garantice adecuadamente la im-
permeabilización del muro. Lo que pasa es que no hay norma siquiera para saber qué es 
“adecuadamente”. Lo de adecuadamente” es una cosa vaga. 
 Este tema es el análisis puntual de las situaciones caso a caso; aquí hay de todo. Aquí hay 
responsabilidades porque la especificación o la condición mínima que se estableció por el 
Servicio de Vivienda y Urbanización Serviu, y que los contratistas al licitar tenían que respe-
tar, y que respetaron, no funcionó; ése es el problema. 
 A continuación señaló que se referiría a otro tema mucho más gráfico, para salir del de las 
impermeabilizaciones, porque nos hemos concentrado en ello, y no lo estimaba tan grave. 
 Añadió, cuando se vuela un techo a una vivienda, y ese techo incluso puede matar gente 
que está abajo porque cae con todo su peso, evidentemente lo encuentro más grave, y eso se 
ha producido en la Octava Región. ¿Qué ha pasado? Hemos insistido desde 1987, ante las 
autoridades pertinentes, en que los aleros deben ser forrados para que, cuando haya tempora-
les, el viento no se meta por ellos y levante los techos. Y les ha sucedido a todas las empre-
sas. Hemos tenido construcciones terminadas, que todavía no hemos entregado al Serviu, en 
que ha venido un temporal, se han volado los techos y calladitos nosotros hemos ido a com-
prar más planchas, más madera, más clavos y hemos repuesto la cosa a nuestro cargo. Hay 
otras situaciones, como ha sucedido ahora, en que están los moradores dentro de sus vivien-
das, vino el viento, se metió por debajo de los aleros y voló el techo. Ésa es una condición 
mínima que está aceptada por el Ministerio de la Vivienda y sus Serviu. Tenemos constancia 
de esto. Aquí se encuentran presentes las mismas personas con quienes estuvimos discutien-
do estos temas en 1992, cuando hubo una denuncia de 800.000 viviendas mal construidas en 
este país. Estaban los señores Haramoto, Elías Arze, Gabriel Rodríguez y quien habla.  
 En el seno de la Comisión, se le pidió informar en qué fecha se dictó la legislación vigente 
para la construcción de viviendas sociales.  
 El señor Jaime Muñoz respondió lo siguiente: el señor Edwin Haramoto (Director del 
Instituto de la Vivienda de la Escuela de Arquitectura de la Universidad de Chile), conver-
sando afuera hace poco rato, antes de iniciarse esta sesión, me informó que en 1980 ó 1979 
se dictó un decreto o alguna normativa sobre las viviendas básicas, con lo cual se creó este 
tipo de vivienda. Pero en 1984, ante una crisis económica enorme en este país, con gran ce-
santía en el sector de la construcción, donde los profesionales arquitectos tenían más del 65 
por ciento de cesantía, donde la industria de materiales de construcción estaba en el suelo y 
donde alguien vendió la idea -es una idea que siempre hemos defendido- de que la inversión 
en viviendas de bajo precio se triplica como actividad económica, se decidió un plan habita-
cional, porque había una tremenda masa de déficit habitacional. Entonces, se crea una condi-
ción mínima de vivienda básica. En 1984 integré esa comisión. Desde ahí empiezan las lici-
taciones, en las cuales se comienzan a fijar las condiciones. Éste es un sistema de propuestas; 
no es algo casual. El Ministerio de la Vivienda instruye a sus Serviu para que liciten, al me-
nor precio, las viviendas en terrenos de los privados, con proyectos de los privados, con fi-
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nanciamiento de los privados y que cumplan con las condiciones mínimas que los Serviu 
imponen. Ésa fue una norma que se dictó desde Arica a Punta Arenas. Las primeras vivien-
das que se estaban construyendo no eran adecuadas en Punta Arenas, porque no servían para 
ese clima. Eso se ha ido regulando y mejorando; ahora estamos con el Ministerio en una co-
misión técnica, y en cada región hay una minicomisión técnica que está estudiando las con-
diciones propias de cada región. 
 Entonces, para precisar, desde 1984 viene este sistema, el cual evidentemente para ese año 
era bastante adecuado, pues había una crisis. Pero ya en 1992 las recomendaciones eran que 
había que corregirlo. Se han hecho correcciones mínimas.” 
 Continuó refiriéndose a las responsabilidades y señaló que los contratistas de vivienda 
pública somos personas que compramos las bases, donde el mandante nos dice: “quiero este 
producto y el precio máximo es tanto”, y se la lleva el que presenta el menor precio. Cuando 
me dicen: “puede usar tal material o tal otro”, estoy en frente de un organismo absolutamente 
técnico; yo también soy técnico. 
 Nos han preguntado: “si ustedes sabían que esto era malo o bajo, ¿por qué lo hacen?” 
Ocurre que las viviendas sociales que se construyen en este país, con subsidio, son cercanas a 
las 90.000. Cuando se habla de que se construye, más o menos, un promedio en los últimos 
años, de 120.000 viviendas, qué vamos a hacer si no construimos las viviendas; tenemos una 
actividad. Entonces, cada cual va a evaluar este riesgo, porque somos empresarios privados; 
cada cual tendrá su ética en hacer o no hacer estas viviendas, cuyo mandante no está pagando 
por ello. 
 Si me preguntan sobre responsabilidad, contesto lo siguiente: creo que aquí hay un man-
dante que tiene una responsabilidad. Las fallas, que son propias de la empresa constructora, 
que se están arreglando, creo que no son sumables al tema que estamos conversando, porque, 
primero que todo, todas las empresas están efectuando las reparaciones. En segundo lugar, 
nunca se ha desconocido que son fallas propias de la construcción. En tercer lugar, cuando en 
33 años de profesión he entregado una población -cuando hago poblaciones de 1.000 vivien-
das-, la entrego a los inspectores del Serviu, me hacen una enorme lista de observaciones, las 
saco, llegan los habitantes a los dos meses y empiezan a reclamar: “no me cierra la ventana”, 
“la puerta está desajustada”, “me quedó filtrando el desagüe”. Las empresas hemos estado 
siempre arreglando estos problemas. 
 Éste es un sistema que se ha concebido así. Lo que ocurre es que aquí se produce una 
situación distinta. El mínimo establecido en estas condiciones de vivienda básica permitía el 
uso del bloque en condiciones adecuadas de impermeabilización; tan subjetivo como esto de 
“adecuadas”. Sin embargo, falló. 
 Recuerdo haber escuchado a un representante de la empresa Copeva que dijo: “lo que 
pasó es que nos falló el hidrorrepelente, y lo vamos a reparar”. Después discutieron el Minis-
tro y el representante o el presidente de la empresa, lo cual es el mayor daño que se le ha 
producido al sector. 
 Hago esta aclaración, porque cuando aquí en la Comisión me hablan de responsabilidad, 
creo que los empresarios la hemos asumido. Estamos achunchados y prestos, sacando todas 
las reparaciones que no son de nuestra competencia. 
 El Ministerio, como lo aclaré antes, ha dispuesto un subsidio para mejorar la impermeabi-
lización, que no es adecuada, porque se ha dado cuenta de que su mínimo quedó fuera. 
Hemos estado en reuniones con representantes del Idiem, y cuando yo les decía: “por qué no 
hacen tal ensayo, porque quiero saber si se pasa el bloque”, me respondieron: “don Jaime, 
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para eso hay que tener normas”, “para eso, cuando hay 2.300 viviendas, que tienen tantos mil 
millones de ladrillos, debe existir una norma que diga: cada tantos ladrillos se probará uno”. 
El señor Delfín me contestó en esa oportunidad al respecto, en una reunión a que convocó el 
Ministro. Pregunté: “¿ustedes nos pueden hacer una prueba de este producto?” - del polchen 
o del sica, que se estaban probando en ese momento; nadie sabía qué hacer para que no se 
pasaran las casas. Yo estaba apurado para tratar de llevar una respuesta al Ministro y para 
empezar a reparar. Me aclararon: “señor Muñoz, ocurre que tenemos una escala de 1 a 10. Si 
el Ministro de la Vivienda quiere que probemos que el producto dura diez años, debemos 
estarlo probando en el túnel de prueba durante un año”. La escala es de uno a diez. Entonces, 
tendremos que esperar un año para reparar las casas. 
 Ése es el tema. Es un problema tecnológico. La tecnología de este país está en el suelo, se 
quedó pegada hace veinte o treinta años, no hay norma y el Idiem no puede probar cosas, 
porque no tiene normas. 
 Respecto del tema de la fiscalización, en las especificaciones mínimas se señala que la 
efectividad del hidrorrepelente se probará en las obras. Conozco a los inspectores, siempre he 
trabajado para el Ministerio de la Vivienda, en el Serviu de la Región Metropolitana, y puedo 
dar fe de que son profesionales que desempeñan una función inspectiva, pero no son labora-
toristas. Ellos están sumariados. 
 Finalizó expresando: Nadie les ha comprado siquiera un aparato de prueba ni les ha ense-
ñado a tomar una muestra y, por último, no hay normas. ¿Cómo se puede pretender que la 
fiscalización fiscal asuma esa responsabilidad?  
 
4.7. INTERVENCIÓN DEL CONSEJERO DEL COLEGIO DE INGENIEROS DE 
CHILE, SEÑOR ELÍAS ARZE LOYER. 
 El señor Elías Arze expresó que representa las opiniones del Colegio de Ingenieros, del 
cual es consejero nacional y añadió lo siguiente: “Soy ingeniero con cincuenta y cuatro años 
de experiencia, veinte de ellos en el sector público y el resto en el privado. Hace treinta y seis 
años fundé una empresa de ingeniería que hoy es una de las más grandes de Chile, que tiene 
cuatrocientos profesionales. Hemos hecho proyectos de ingeniería en todos los campos y 
especialidades -industria, infraestructura, edificios, viviendas- y no sólo haciendo proyectos, 
sino inspecciones y administración de construcciones. De manera que esta experiencia es 
valiosa. 
 Los problemas de la calidad de la construcción no son únicamente del Ministerio de la 
Vivienda, sino propios de Chile. Se han puesto críticos y estamos en una posición tal que 
pueden ser aún mayores en el futuro si no se mejoran muchos aspectos. 
 Como lo señaló el señor Muñoz, en 1992, él formó una comisión que funcionó aproxima-
damente seis meses, con el objeto de evaluar la calidad de las construcciones, hacer análisis 
críticos y recomendaciones. Se hicieron muchos informes. No tenía contacto con él desde 
entonces, excepto ahora. Mi impresión es que se siguieron muy pocas de esas recomendacio-
nes y la situación no ha cambiado mayormente. Los problemas de impermeabilización se 
observaron en esos años con los mismos argumentos de ahora. Sin embargo, surgieron algu-
nas cosas útiles, como la ley de calidad, la creación del Instituto Chileno de la Construcción, 
los manuales del usuario. Es muy importante tener una impresión de cómo son las construc-
ciones en Chile y cuál es su calidad, porque hay mucha confusión al respecto. 
 Somos el país más sísmico del mundo, mucho más que Japón, México y Estados Unidos. 
En 1960, tuvimos el terremoto más fuerte de la humanidad, que alcanzó 9,5 grados en la es-
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cala de Richter. A pesar de eso, los daños fueron mucho menores que en cualquier país del 
mundo, incluidos los países ya mencionados. En 1960 se destruyeron cinco edificios moder-
nos y en el movimiento telúrico ocurrido en 1985 solamente dos. En cambio, el mismo año, 
en México, con un terremoto de la misma magnitud, se perdieron trescientos edificios. En los 
grandes terremotos de California, Estados Unidos, se han perdido más de ciento cincuenta 
edificios en cada ciudad, y en Japón, más de setecientos. O sea, nuestra experiencia sísmica y 
nuestros métodos constructivos han sido muy buenos y son reconocidos en todo el mundo. 
 Éste es un problema extraordinariamente importante, porque, de acuerdo con los estudios 
realizados, el costo de los daños de nuestros terremotos es del dos coma nueve por ciento 
anual del producto nacional bruto, entre lo que se destruye y lo que se pierde por paralización 
económica. Es decir, cuánto nos ha costado que los puertos de Valparaíso y de San Antonio 
hayan permanecido por años con cuatro sitios menos y barcos pagando tres mil dólares al 
día. 
 Entonces, es esencial mejorar la calidad de nuestra construcción. El dos coma nueve por 
ciento que nos cuestan los terremotos es el cuarenta por ciento del crecimiento del país, el 
cincuenta por ciento de nuestra producción de cobre. De manera que el problema de la cali-
dad de la construcción es una obligación de todos los profesionales y legisladores. En Chile, 
se invierte el 15 por ciento del producto nacional bruto en industria, minería y edificios en 
altura. 
 El cincuenta y seis por ciento de lo que se construye en Chile va en estos rubros, que son 
construcciones mucho más difíciles y complejas que las viviendas. En infraestructura es el 
diecisiete por ciento y en vivienda es el veintisiete por ciento. La calidad de la construcción 
en nuestra industria, minería y edificios altos -repito- está entre las mejores del mundo, y así 
se reconoce. Sin embargo, nuestra infraestructura no es tan buena, porque sabemos lo que 
sucede. Nuestros problemas de calidad de la construcción están, exclusivamente, en el veinti-
siete por ciento del rubro vivienda. Es un sector donde se usan métodos constructivos y prác-
ticas totalmente distintos de los empleados en otras áreas. ¿Por qué construimos bien indus-
trias, en mineras y en edificios altos y no sucede ninguno de estos problemas, a pesar de que 
no hay normas, inspectores, etcétera, y sí ocurre en vivienda?  
 Ahora, ¿cuáles son las razones de que nuestras construcciones sean buenas? Primero, te-
nemos una mala legislación y normas muy atrasadas. La principal razón es la buena ética y 
preparación de los profesionales chilenos que intervienen en todo el ramo de los proyectos y 
construcciones, que, a mi juicio, son muy superiores a las de otros países. Esto ha llevado a 
una práctica profesional de una tradición constructiva en Chile que es buena. La buena tradi-
ción y ética viene del hecho de que la gran mayoría de los profesionales que hoy actúa en la 
construcción son egresados de cinco universidades, algunas de ellas centenarias y de gran 
prestigio. Sin embargo, ¿qué sucederá cuando empiecen a tener importancia en todos estos 
ramos los egresados de más de sesenta universidades nuevas que están produciendo cuarenta 
títulos distintos de ingenieros y que no tienen esta tradición? Es un riesgo que tenemos por 
delante y hay que buscar la manera de precaverse de ello. 
 Tenemos una ley General de Construcciones totalmente anticuada y obsoleta. Por citar un 
ejemplo, esta normativa señala que todo lo que se construya y proyecte en Chile debe ser 
realizado por ingenieros civiles, constructores civiles o arquitectos. Esta ley se dictó cuando 
el término ingeniero civil comprendía a un profesional que trabajaba en obras civiles. Des-
pués se le agregó al término civil un significado distinto. El ingeniero civil es una persona 
que estudia seis años. Así, tenemos ingenieros civiles eléctricos, mecánicos, químicos, etcé-
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tera, lo que es absurdo. Chile es el único país que tiene una doble connotación de la ingenie-
ría civil. Si un extranjero le pregunta qué tipo de ingeniero es, y usted le dice que es civil 
mecánico, entonces le replica: “Explíqueme, es ingeniero civil o mecánico”. Pero la ley to-
davía habla de ingenieros civiles y, de acuerdo con nuestra actual legislación, un ingeniero 
civil eléctrico puede proyectar un edificio de cincuenta pisos, tiene todas las facultades lega-
les para hacerlo, pero sería un error que lo hiciera. O sea, desde este punto de vista, la ley no 
protege ni la vida de los ciudadanos ni la economía del país. 
 Nuestra Ordenanza General de Construcciones es también muy anticuada y peligrosa. Por 
ejemplo, en la última versión de ésta, se eliminó la obligación de presentar planes de cálculo 
estructural y memorias de cálculos a las municipalidades en todas las obras que no sean de 
acero u hormigón, las cuales comprenden menos del 5 por ciento de lo que se construye en el 
país. O sea, en este momento es legalmente posible sacar permisos de construcción sin pre-
sentar planos de cálculos y no se requiere ninguna constancia. De hecho, así se está haciendo 
y se están construyendo obras, principalmente en provincia, sin cálculos. Afortunadamente, 
esto no ocurre en Santiago. 
 Otro problema está relacionado con la ingeniería en materia estructural, eléctrica, mecáni-
ca y sanitaria. Que haya muchos incendios por cortocircuitos es un hecho que no se debería 
producir en un país donde hay buena ingeniería eléctrica o que haya gas en los edificios altos 
significa que la ingeniería se está haciendo mal o no se está haciendo, porque hay que pro-
yectar para que no pasen esas cosas. O que se caigan los puentes cada vez que hay una creci-
da grande, porque son demasiado cortos, ésa es mala ingeniería. Esta mala ingeniería se pue-
de generalizar y aumentar. 
 La tercera razón es que no existe en Chile un sistema legal para saber qué profesionales 
están autorizados para ejercer la profesión. No hay un registro nacional de ingenieros o ar-
quitectos para que se sepa quién puede, legalmente, ejercer su profesión. Existía antiguamen-
te, cuando había que pertenecer a los colegios, pero, cuando éstos se transformaron en aso-
ciaciones gremiales, se le transfirió el registro nacional a la Dirección de Identificación, don-
de no se han inscrito más de dos o tres ingenieros. 
 Entonces, tenemos una cantidad de práctica ilegal muy grande de la ingeniería en Chile, 
una cantidad enorme de extranjeros que no están autorizados para ejercer en Chile y que ne-
cesitamos. O sea, hay algunos defectos legales que es necesario reparar, entre ellos, la forma-
ción o una ley de ejercicio profesional que regule y defina a los profesionales que legalmente 
pueden ejercer su profesión. 
 También en todo el mundo hay obligación de que se revisen todos los cálculos de ingenie-
ría y de arquitectura y que se realice inspección de las construcciones por entidades que de-
pendan del mandante y distintas de los que hacen las obras. Esto figura en todas las normas 
del mundo, lo aplica el sector privado, se hacen los cálculos, hay revisores y una cantidad 
enorme de empresas de construcciones especializadas muy eficientes revisan todas estas 
obras. 
 La fiscalización debe limitarse a controlar que estas cosas las hagan profesionales respon-
sables; es imposible que la inspección y la revisión de cálculos las haga el Estado. 
 Ahora bien, tenemos problemas en viviendas porque el Ministerio de la Vivienda debería 
ser una organización moderna, adaptada a las necesidades de hoy de la arquitectura e inge-
niería. Estas dos profesiones no se pueden separar. En una vivienda hay tantos proyectos de 
ingeniería como de arquitectura y todos los problemas que vemos son básicamente de mala 
ingeniería, malas especificaciones, mala inspección y, a veces, errores de construcción. El 85 
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por ciento de las fallas que se evidencian en los terremotos se debe a errores gruesos de cál-
culo o de construcción y el Ministerio de la Vivienda debería ser una organización grande, 
para manejar recursos similares a los de otras partes. La gente que hace las industrias tiene 
sus organizaciones de arquitectura e ingeniería muy eficientes; el Ministerio de la Vivienda 
debería hacer lo mismo, pero me parece que sólo tiene un ingeniero, o dos. 
 Entonces, faltan normas y nos vamos a demorar mucho en tenerlas; necesitamos tres mil 
normas. El Instituto de Desarrollo y Normalización tiene ochocientas y no cuenta con dinero 
para hacer más. Pero, cuando no hay normas, hay que reemplazarlas por especificaciones. 
 Cuando se construyó la minera Andina, se usó gran cantidad de bloques de cemento muy 
buenos, se hicieron muy buenas especificaciones, que se trajeron de Estados Unidos. Se 
construyeron obras en Saladillo y en otras partes de Chile con bloques que no se pasaron 
nunca. 
 Creo que el Ministerio de la Vivienda no tiene los ingenieros capacitados o no los contrata 
para que hagan las buenas especificaciones de ingeniería esenciales en cualquier obra, ni los 
métodos de revisión independiente. Es decir, el Ministerio debería ser un organismo fiscali-
zador que entregue al sector privado la responsabilidad de proyectos, construcción, revisión 
independiente de los proyectos e inspección independiente de las obras. Así se hace en el 
otro setenta por ciento de las construcciones en Chile, con gran éxito. 
 Si el Parlamento se convence de estos problemas, que son nacionales, lograremos tener 
una ley de ejercicio profesional que defina en forma clara quiénes son los arquitectos, inge-
nieros y profesionales afines autorizados para intervenir en proyectos de construcción. Eso 
no es muy difícil y se recomendó en forma específica hace dos años, como una empresa mo-
derna de arquitectura e ingeniería con tres funciones básicas, políticas de urbanización y de 
ambiente. El Ministerio es el mandante de mucho de lo que se construye y debe controlar la 
calidad de todo lo que se construye en Chile, no sólo de las viviendas. 
 Si echamos a andar un sistema racional de control de calidad tanto en proyectos como en 
construcción, el sector privado es perfectamente capaz de tenerlo andando en poco tiempo y 
seguramente estos problemas se solucionarán también en poco tiempo. 
 Finalmente, la última ley de calidad, emanada del informe de hace dos años, hace respon-
sables a las empresas constructoras, a los proveedores de materiales o a los proyectistas de 
los errores en las viviendas que se deban a ellos; son responsables ante el mandante. 
 En el caso de los calculistas o proyectistas, su responsabilidad es teórica, pues estos pro-
fesionales no tienen dinero para responder por sus errores; es decir, un cálculo se paga en el 
cero coma cinco por ciento del valor de la obra y cualquier error va a costar tres o cuatro por 
ciento. Entonces, este problema, que existe en todo el mundo, se resuelve en países como 
Inglaterra o Francia con sistemas de seguros muy racionales y bajos. Eso se estudió hace dos 
años, de manera que nuestras empresas de ingeniería y construcción tengan seguros de pri-
mas relativamente bajas en lo que se llama errores y omisiones y que las empresas de segu-
ros, así como hacen una campaña importante para mejorar, por ejemplo, la protección ante 
incendios, hagan también una campaña importante para mejorar la calidad de la vivienda. 
 Terminó agradeciendo la oportunidad de haber expresado las políticas del Colegio de 
Ingenieros, que ofrece su colaboración a quien la necesite. 
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4.8. INTERVENCIÓN DEL DIRECTOR DEL INSTITUTO DE INVESTIGACIÓN Y 
ENSAYE DE MATERIALES DE LA FACULTAD DE INGENIERÍA DE LA UNI-
VERSIDAD DE CHILE, IDIEM, SEÑOR LUIS AYALA. 
 El señor Luis Ayala (Director del Instituto de Investigación y Ensaye de Materiales, 
Idiem) expresó que el Idiem es una de las quince unidades que conforman la Facultad de 
Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, conocida como Facultad de In-
geniería. 
 Manifestó que su interés era aportar algunos elementos de juicio en este tema tan delica-
do. Aclaró que ellos son académicos e investigadores que se abocan principalmente al tema 
técnico y científico y sus antecedentes apuntan simplemente a clarificar de alguna manera el 
tema, a raíz de que el Serviu, la empresa involucrada en el problema de las casas de Puente 
Alto y los pobladores afectados, se acercaron al Idiem a solicitar una investigación pericial 
en la materia. 
 Añadió que, con el correr del tiempo, se fue perfilando más claramente la petición y, fi-
nalmente, se acordó que el Serviu fuera su mandante, en el sentido de definir qué se les pedía 
como instituto.  
 Básicamente, los temas en que se han concentrado como unidad académica son tres. 
 Señaló que han hecho una investigación de los antecedentes que se pusieron a su disposi-
ción por parte del Serviu y también en la propia obra. Los temas dicen relación con el dia-
gnóstico de las causas por las que se produjeron las filtraciones en los muros perimetrales de 
las viviendas de Puente Alto, el análisis estructural de los edificios en el sentido de su com-
portamiento al incorporar una carga de estuco exterior en sus muros perimetrales y, con pos-
terioridad, un tercer requerimiento ha sido analizar el comportamiento y resistencia de las 
losas bajo pruebas de carga. 
 Hizo presente que están concluyendo la investigación y a punto de emitir un informe téc-
nico. Si bien han hecho algunos anticipos y entregado información preliminar, las conclusio-
nes finales de dicho estudio todavía no se han terminado y no se ha emitido un informe final. 
 En esta oportunidad, ha pedido colaboración a dos colegas que han estado más directa-
mente involucrados en el tema y que manejan los aspectos técnicos específicos. Por un lado, 
el señor Federico Delfín, ingeniero jefe de la Sección Investigación y Ensayo de Estructuras, 
que ha llevado a cabo la investigación directamente, y el ingeniero señor Gabriel Rodríguez, 
especialista en física y “confort” habitacional, relacionados básicamente con la humedad y 
aislación térmica habitacional. 
 Señaló que, en términos generales, como instituto están conscientes de que el tema es muy 
complejo de abordar y, si bien ha habido presiones para que el instituto se pronuncie sobre la 
culpabilidad, si existiera, de los problemas que han surgido en estas construcciones, han queri-
do quedar al margen de ello y aportar sólo elementos técnicos, para que el juicio lo hagan otros. 
 Respecto a ciertas definiciones básicas sobre seis posibles causas que intervendrían en 
este problema, partiendo por las causas naturales, en primer lugar el país está muy consciente 
de que los dos elementos naturales básicos en el diseño y construcción de nuestras estructu-
ras son los sismos y los temporales. Los sismos nos han dado una lección y el profesor e 
ingeniero a veces nos ha dicho cómo ha sido esta evolución a lo largo de la ingeniería nacio-
nal. Hemos aprendido las lecciones y creo que hemos definido un estándar y normas técnicas 
para precaver en forma precisa y clara los efectos que pueden tener los sismos en una cons-
trucción, pero no ha pasado lo mismo con los temporales ni con los eventos hidrometeoroló-
gicos extremos. 
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 No sólo las viviendas han tenido problemas a raíz de los temporales de este año, sino 
también la infraestructura del país, lo que se debe, fundamentalmente, a que nos hemos que-
dado atrás en la investigación científica y tecnológica respecto del tema y, por otro lado, en 
un retraso evidente en la incorporación de técnicas y estándares nuevos en la construcción de 
estructuras, en términos de parámetros que manejen los efectos de los temporales. 
 Cuando se habla de los efectos de los temporales, hay que tomar decisiones delicadas y no 
fácilmente cuantificables, porque los temporales abarcan un continuo de magnitudes, desde 
un efecto mínimo imperceptible hasta uno máximo desastroso, y en algún punto de ese rango 
hay que tomar decisiones respecto de contra qué se precave una construcción. Por ejemplo, el 
tema de la impermeabilización no se refiere a que se pasa o no se pasa el agua, porque la 
impermeabilidad tiene que ver con la dificultad al paso del agua de un material, la que puede 
ser mayor o menor. Se puede aceptar que una impermeabilización es razonable si se la di-
mensiona para cierto tipo de temporal, cierto tipo de lluvia o cierta duración del temporal, 
pero, pasado ese límite, a lo mejor la impermeabilización no sirve. 
 Por lo tanto, no es fácil fijar normas en ese sentido, no existen tan claramente y, al menos 
en nuestra construcción actual, no están determinadas. 
 También está de por medio el otro aspecto de los temporales, que es la severidad con que 
afecta un temporal. En ese sentido, una lluvia puede ser más o menos intensa, y dicha inten-
sidad puede significar mayor o menor solicitación sobre una estructura, directamente como 
es el caso de las viviendas, o de manera indirecta, a través de los caudales que escurren en un 
río, que pueden provocar la falla o colapso de una obra o un puente. Ahí hay que tomar deci-
siones que exigen caracterizar el evento natural. Se habla con mucha soltura de evento natu-
ral, pero hay que caracterizarlo, y para hacerlo, se debe tener información meteorológica y 
todo un aparato -como en los países desarrollados- que registra esta información y, a partir 
de modelos matemáticos, se generan informaciones que permiten tomar decisiones. 
 Una vez caracterizado el evento, hay que decidir con qué magnitud se definen las normas 
de diseño, y para eso también se requieren investigaciones apropiadas, porque no se le puede 
echar la culpa a un elemento constructivo particular. Menciono aquí, en relación con las vi-
viendas, el uso de los bloques de hormigón que, en sí, no puede ser catalogado como defecto 
de construcción o mala decisión. Se puede cuestionar la característica del bloque que, en 
general, se ha centrado en el análisis y diseño de estructuras, fundamentalmente en su resis-
tencia mecánica, pero no del paso del agua, y hay que hacer la caracterización frente al paso 
del agua para decidir qué características tendrán estos bloques. De hecho, en construcciones 
de otras partes del mundo los bloques tienen otras características; probablemente, se constru-
yen de mayor espesor, con más cemento, con arena más fina, de manera que su porosidad y 
permeabilidad sean más bajas, pero ello tiene directa relación con las condiciones climáticas 
para las cuales se diseñan y construyen las estructuras. 
 En ese sentido, quiero dejar claro que hay una relación muy directa entre la solicitación a 
que expone la estructura el evento natural y, por otro lado, el material y el sistema construc-
tivo que se emplee. 
 Hemos descubierto, a través de las investigaciones realizadas en Idiem, que también es 
difícil catalogar el comportamiento de la estructura, porque no existen ensayos normalizados 
o aceptados en el país que permitan establecer si el paso del agua a través de un elemento 
como un bloque de hormigón es aceptado hasta cierto límite o no lo es. 
 Por ejemplo, investigando el tema los expertos, liderados por el ingeniero Federico     
Delfín, han encontrado que las normas francesas son bastante rigurosas en el ensayo de la 
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impermeabilización. Básicamente, consisten en hacer pasar agua desde una columna líquida 
hacia el muro por medio de una boquilla adosada bajo una carga de agua de unos 10 centíme-
tros, lo cual permite caracterizar cuán impermeable puede ser un muro. En consecuencia, la 
investigación ha permitido aclarar que los bloques de hormigón se comportan bien cuando, 
por un lado, tienen una capa de hidrorrepelente, pero se comportan muy mal cuando en la 
carga interior se prueba el mismo sistema y no tiene ese elemento. De acuerdo con esa norma 
y adecuada a las condiciones de este país, indicaría que estos muros debieron haber resistido 
el paso del agua, lo que no ocurrió. Entonces, eso obligó a hacer una investigación más deta-
llada y se simuló más fielmente la condición del fenómeno de lluvia sobre el muro, llegando 
a la conclusión de que si se proyecta el agua sobre el muro, simulando una lluvia con una 
velocidad asimilable a la que tendría el viento natural, sí se pasa. Por lo tanto, en ese sentido, 
la norma no está tomando en consideración el detalle que se necesita para precaver la imper-
meabilización que se busca, lo que nos lleva a concluir que, en definitiva, frente a un pro-
blema específico, como el que se vive en el país, debiéramos tener una respuesta técnica ad 
hoc y propia para solucionar ese problema. Eso obliga a tener más claro que el país debe 
tener un sistema de investigación de desarrollo tecnológico más adecuado, transferencia y 
adecuación de sus normas constructivas a un sistema más moderno. 
 En términos generales, es lo que quería informar lo que ha sido la participación del Idiem 
en este tema. 
 
4.9. INTERVENCIÓN DEL INGENIERO DE IDIEM, SEÑOR GABRIEL RODRÍGUEZ. 
 El señor Gabriel Rodríguez (ingeniero de Idiem) expresó lo siguiente: “Presidente, quiero 
recordar que Chile es un país de loca geografía, a diferencia de otros desarrollados, como, 
por ejemplo, Alemania, Francia, incluso Estados Unidos, porque, a pesar de que algunos son 
menos extensos, son muy redondos. Chile ocupa una ubicación de norte a sur que lo hace ser 
muy diferente, con un clima muy severo y extremo. Prácticamente, tiene todos los climas del 
mundo; sólo nos falta el amazónico. 
 Eso complica las cosas, porque obviamente el diseño no es sólo forma o geometría, sino 
mucho más que eso. O sea, primero, en el diseño debe preguntarse cuáles son los requeri-
mientos por el clima, lo que es muy complejo: lluvia, sol, calor, temperatura, frío, humedad, 
humedad-vapor, humedad-líquida, salinidad en el suelo y en el ambiente, luz ultravioleta, 
etcétera. Es muy complicado. Entonces, la pregunta es: ¿cuáles de esas partes del clima son 
los requerimientos que debemos imponer al diseño para elegir el material adecuado? No po-
demos cambiar una ventana que ha sido diseñada de madera y hacerla de aluminio o de plás-
tico, porque seguramente vamos a cometer un error muy grave. 
 Quien proyectó la torre Eiffel no la pensó en barro ni en hormigón, sino que en acero. De 
lo contrario, hubiera salido muy distinta si la hubiera hecho en esos materiales. Entonces, hay 
una relación muy íntima entre el diseño que tiene que responder a ciertos requerimientos y el 
material que se elija.  
 De por sí el bloque no es malo. A lo mejor, no lo sabemos usar en las condiciones ade-
cuadas. No le podemos echar la culpa al bloque, al hormigón o al ladrillo, sino que, quizás, 
no lo sabemos usar en las condiciones adecuadas para ese requerimiento. Creo que por ahí 
están los errores que se cometen.  
 Por lo tanto, una norma hecha, por ejemplo, para Chile, a lo mejor, es válida en una parte, 
pero no sirve en otra. 
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 En 1978, propusimos que se hiciera una norma de zonificación climática: la 1079. Por 
falta de medios, el Instituto Nacional de Normalización la ha mantenido igual, a pesar de que 
han transcurrido veinte años. 
 En esa norma se clasificaban nueve zonas climáticas básicas y en cada una de ellas debía 
estudiarse el calor, el frío, el viento, etcétera, y recomendar aquellos materiales que fuesen 
adecuados. Sin embargo, en aquella ocasión decíamos que, justamente, en el norte los blo-
ques de hormigón se comportaban bien, pero sólo lo decíamos para el norte. En esa época, se 
construía en el norte con bloques de hormigón, pero por diferentes circunstancias se ha ido 
expandiendo su uso y hemos llegado a una zona en la cual pareciera ser que ese material no 
es el adecuado. A lo mejor, necesita una complementación, porque no es que no se pueda 
usar. 
 Por lo tanto, esto pasa por un estudio acabado de las condiciones climáticas, para hacer 
normas que correspondan a cada zona. En este momento, estamos haciendo estudios para 
dividir el país en ocho o nueve zonas, con el fin de introducir en éstas todas las comunas y 
saber cuáles son las exigencias que se deben aplicar en su territorio. O sea, se trata de que 
cada municipalidad sepa que le corresponde tal o cual clima, porque las normas cambian y 
hay que ir modificándolas periódicamente, adecuándolas a las condiciones en que hoy se 
encuentra la tecnología. 
 De las dos mil normas que hay, unas setecientas son de la construcción y más de la mitad, 
prácticamente, están obsoletas.” 
 
4.10. INTERVENCIÓN DEL JEFE DE LA SECCIÓN INVESTIGACIÓN Y ENSAYE 
DE ESTRUCTURAS DE IDIEM SEÑOR FEDERICO DELFÍN. 
 El señor Federico Delfín (Jefe de la Sección Investigación y Ensaye de Estructuras de 
Idiem) expresó ante la Comisión: “Presidente, bastante se ha resumido el campo que hemos 
estado trabajando para establecer responsabilidades, en cierto modo, respecto de los efectos 
que tuvieron los temporales en la casas de Copeva en la comuna de Puente Alto. Se trata de 
una investigación especialmente orientada a encontrar, por un lado, si se cumplieron o no se 
cumplieron las especificaciones y, por otro, ver cuáles fueron las causas por las que el agua 
ingresó a las viviendas en esa forma. 
 Por otra parte, se trata de salvar una duda que se sembró en relación con la estabilidad 
estructural de las viviendas. 
 El primer tema, del cumplimiento de las especificaciones, se agotó haciendo ensayos de 
los diferentes materiales: hormigón, bloques, morteros, etcétera. En definitiva, en todo ese 
conjunto de materiales, no aparece ninguna falla evidente con respecto a nuestras normas. 
Los materiales que se usaron son los que estaban especificados en la dimensión que se espe-
cificaba en los planos. 
 En el tema de la permeabilidad de los muros se hicieron pruebas dinámicas con lluvias y 
se llegó a la conclusión de que las partes principales en que se usó, el bloque de hormigón 
era permeable y esa permeabilidad no la ha solucionado el impermeabilizante externo. Por lo 
tanto, había un desconocimiento por parte del constructor y del fabricante de los bloques, por 
cuanto éstos eran permeables. Nuestras normas no exigen una prueba de permeabilidad que 
dé seguridad respecto del punto. Tanto es así, que se abrieron dos bloques de distintos fabri-
cantes y hemos visto que un mismo fabricante tiene bloques que se venden al mismo precio y 
algunos son extraordinariamente buenos, desde el punto de vista del agua, y otros, como los 
que se usaron en Puente Alto, son cincuenta veces más permeables de lo que establece la 
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norma francesa. Entonces, es un problema de desconocimiento, al no darle importancia al 
fenómeno de la lluvia. Las viviendas se están construyendo para cumplir unos niveles de 
calidad estructural, pero de la parte física, en la habitabilidad, se exige muy poco. 
 Respecto del asunto de los bloques, el problema está en que la norma chilena no la esta-
blece el gobierno, sino que lo hace el Comité de Normas, y están muy poco actualizadas. La 
norma chilena de bloques de hormigón es del año 1969 y considera principalmente 3 propie-
dades, que son: la resistencia, la suspensión mecánica y la parte dimensional del bloque en lo 
que se refiere a la tolerancia dimensional y la absorción de agua. La absorción de agua se 
considera como una propiedad que estaría garantizando la impermeabilidad, pero está muy 
lejos de ser eso, porque más bien va a la porosidad en general para fines de durabilidad del 
material. En Europa y países avanzados, le agregan a esta norma un criterio de permeabilidad 
a través de un ensayo de succión. Eso no lo tenemos y, por lo tanto, nuestros bloques salen 
con cualquier succión. El fabricante sólo cumple con estas 3 propiedades, pero no lo está 
haciendo con una básica, cual es evitar que el material se sature de agua en pocos minutos. 
Las bases del Ministerio estaban previendo esa situación, incorporando un hidrorrepelente en 
la superficie, pero ahora, con los ensayos, se ha visto que esos hidrorrepelentes engañan un 
poco al que evalúa. El perlado, por ejemplo, se supone que sería una prueba de calidad del 
hidrorrepelente, pero estaría bastante lejos de ser una prueba válida para garantizar que el 
bloque no se va a saturar. En definitiva, en este caso el bloque de hormigón se está usando 
sin contar con una exigencia adecuada para las condiciones a que está expuesto. Como decía 
don Elías Arze al utilizar una especificación del bloque que viene de Estados Unidos, en el 
caso de la minera Andina construyeron todo un campamento; sería aceptable en dicho país, 
pero el bloque chileno que ha utilizado Copeva no cumpliría jamás con la norma de Estados 
Unidos.” 
 
4.11. INTERVENCIÓN DEL DIRECTOR DEL INSTITUTO DE LA VIVIENDA DE 
LA FACULTAD DE ARQUITECTURA DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, SEÑOR 
EDWIN HARAMOTO. 
 El señor Edwin Haramoto (Director del Instituto de la Vivienda de la Facultad de Arqui-
tectura de la Universidad de Chile), expresó que había aceptado gustoso poder colaborar con 
la Comisión y aclarar algunos temas, especialmente en relación con los puntos 2, 3 y 4, del 
proyecto de acuerdo sobre propuestas de mejoramiento de normas, estándares y de progra-
mas habitacionales, como también de ahorro y créditos hipotecarios con subsidio público, 
materias todas que tienen que ver con políticas o programas habitacionales, ya que, como 
arquitecto, se ha especializado en diseño habitacional. 
 Manifestó no ser la persona más indicada para decir cuál es la responsabilidad, sino que, 
como investigador académico, trata de explicar que situación que esto forma parte de la larga 
historia de los sistemas de licitación y de cómo se han ido modificando desde el término del 
Gobierno de la Unidad Popular, en que hubo una administración directa tanto de proyectos 
como de construcciones, en que todo lo hacían las empresas constructoras del Estado. Eso 
llegó en un momento a un nivel. Con el tiempo, se efectuaron una serie de traspasos de res-
ponsabilidades al sector privado, dentro de la política que estaba definida claramente en el 
gobierno del Presidente Pinochet. 
 Señaló que en 1977, se dictaron ciertas normas que tienen que ver con el sistema llave en 
mano, con proyectos precalificados. En ese momento, los proyectos se calificaban. O sea, se 
presentaba una propuesta, los proyectos eran evaluados por un jurado de personas y se asig-
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naban puntajes en distintos rubros. Este sistema cada vez resultó más completo, a veces más 
engorroso, hasta que, según lo disponía el decreto Nº 29, de 1984, se procedía a la contrata-
ción de obras a suma alzada. Hay modificaciones que llevaron más bien a establecer un sis-
tema en que se privilegian ciertos requerimientos fijados y establecidos en todos los rubros: 
diseño, especificaciones, etcétera, que eran el piso que debía cumplirse. A su modo de ver. 
allí no había una evaluación cualitativa, sino un cotejo de lo que se cumple o no se cumple. 
 Con este sistema y corriendo el año 1984, se estableció el plan trienal de vivienda -lo 
formuló la Cámara Chilena de la Construcción. En ese momento, asumió don Modesto    
Collados, como Ministro de Vivienda y Urbanismo; se llevó adelante el plan trienal. Fue la 
primera vez que se puso un conjunto coherente de líneas de acción y de programas para aten-
der a los distintos sectores de la población. Dentro de eso, estaba la vivienda básica, surgida 
en 1980. 
 Esto fue dando resultado y constituye el beneficio y los problemas. En la medida en que 
resulta un programa exitoso, generando cada vez más viviendas, porque fueron creciendo en 
1985 hasta llegar a 70, 80 y más de cien mil viviendas anuales, creo que todo gobierno tiene 
que atender un poco a esa razón: mantener y también mejorar estas producciones anuales de 
viviendas.  
 Destacó que ha sostenido siempre que, junto con la cantidad, tiene que irse mejorando la 
calidad, no solamente en términos constructivos.  
 Hizo presente que en la pauta sobre la calidad, a lo menos, hay siete puntos que no sólo se 
refieren a la vivienda, sino que a aspectos del conjunto residencial, a su localización, que 
constituyen una serie de problemas que cree que están presentes. Ninguno de los puntos se 
refieren a aspectos físicos y también ambientales; o sea, es una pauta bastante larga. 
 Destacó que en 1992 hicieron algunas recomendaciones. Aquí se preguntó por qué no se 
habían tomado en cuenta. Cree que hay varias razones. Una de las que ha escuchado es que 
el planteamiento lleva a mejorar la calidad integral, no sólo desde el punto de vista de las 
especificaciones. En ésta o en otra oportunidad, podría plantear, dentro de ese tema, la cali-
dad residencial de los conjuntos habitacionales del país, que va más allá del problema con-
tingente y de los problemas constructivos técnicos. 
 Expresó que, al plantearse el tema de la calidad, hay un juicio de por medio y siempre la 
discusión ha estado en si ese juicio iba a ser subjetivo o no. Ése también fue el planteamiento 
al modificarse en 1984 la forma como se evaluaban las viviendas. O sea, a partir desde en-
tonces, se supone que había un juicio más objetivo, y la objetividad del juicio es la que ha 
primado para no modificar e introducir nuevamente factores que pudieran quizás tender a 
una subjetividad que haría peligrar los resultados, en cuanto a la participación también de las 
empresas constructoras en esta producción exitosa, en números, bastante grande de vivien-
das. Cree que hay factores que deben tenerse presentes. 
 A su modo de ver, señaló que la recomendación en 1992 contenía una serie de medidas en 
cuanto a la licitación de viviendas y a cómo mejorar y considerar aspectos como plus para 
ganar una licitación, en cuanto a calidad, tanto de diseño como de programas. 
 Finalizó diciendo que trata de explicarse y preguntarse, si las recomendaciones eran bue-
nas, por qué no se pudieron llevar a cabo; si un gobierno, desde el punto de vista internacio-
nal, muestra un país con mucho éxito en los resultados de las políticas habitacionales, por 
qué no se ha logrado cambiar, por qué no se han superado ciertos problemas que se han de-
tectado. 
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4.12. INTERVENCIÓN DEL REPRESENTANTE DE LA EMPRESA CONSTRUC-
TORA GARCÍA POPELAIRE HERMANOS, SEÑOR DANIEL AEDO. 
 El señor Daniel Aedo (representante de la empresa constructora García Popelaire Hnos.) 
expresó sus agradecimientos a la Comisión por la invitación para dar a conocer el punto de 
vista de su empresa respecto de los problemas que se presentaron, ocasionados por los tem-
porales en los conjuntos habitacionales visitados por la Comisión. 
 Aclaró que la empresa tiene más de diecisiete años de trayectoria en el mercado de la 
construcción, con aproximadamente setecientos mil metros cuadrados construidos, equiva-
lente a dieciséis mil viviendas construidas y ha tenido una presencia fundamental dentro de la 
Sexta Región, como motor de desarrollo. 
 Los conjuntos visitados responden claramente al esquema de vivienda social que se ha 
estado desarrollando en los últimos años, y presentaron defectos o fallas de especificaciones 
muy claramente, de la misma manera en que se presentaron en casi todos los conjuntos habi-
tacionales. 
 Hizo presente que el problema se desarrolló como fruto de un fenómeno muy puntual, 
como fueron los temporales pasados y, en el fondo, sólo debido a una deficiencia en las es-
pecificaciones, producto de lo requerido por parte del mandante, en este caso, del Servicio de 
Vivienda y Urbanismo, Serviu. 
 Entregó a la Comisión un completo informe con documentos, en el cual se explayan res-
pecto de las características técnicas de las viviendas y de los descargos por un sumario efec-
tuado por la Contraloría Regional, debido a una visita hecha al conjunto construido. 
 
4.13. INTERVENCIÓN DEL REPRESENTANTE DE LA EMPRESA CONSTRUC-
TORA GARCÍA POPELAIRE HNOS., SEÑOR ENRIQUE PÉREZ GARCÍA. 
 El señor Enrique Pérez (empresa constructora García Popelaire Hnos.) reiteró que su em-
presa lleva mucho tiempo construyendo este tipo de viviendas. Añadió que la adjudicación 
de las obras se gana a través de una licitación pública, en que la empresa recibe las bases 
técnicas generales y, a partir de ellas, elabora su proyecto. Ese proyecto termina con una 
serie de antecedentes técnicos y especificaciones técnicas que elabora la empresa, según los 
antecedentes incluidos en las bases. 
 Generalmente, la licitación la gana la empresa por ofrecer el mínimo precio, lo cual signi-
fica que, de todas las alternativas que se proponen en las bases técnicas, hay que escoger las 
más económicas. 
 Si las bases señalan que hay que hacer una casa que tenga cuarenta o más metros cuadra-
dos, se proyectará la que tenga cuarenta metros. Eso se debe a las determinaciones técnicas 
mínimas que permitan ganar la licitación. 
 Por ejemplo, el mínimo requerido es la superficie. Ahí hay un elemento base: la superficie 
mínima construida. Eso significa que se elabora un proyecto donde se contemplarán tres 
dormitorios, un baño, un comedor, en los cuarenta metros cuadrados, más una loggia, la co-
cina. Dentro de esos antecedentes, se indica, por ejemplo, “instale un wc”, el cual puede ser 
de losa, pero después dicen “ponga un estanque de asbesto cemento, o un estanque de losa o 
uno de plástico”. En consecuencia, hay que ver cuál es el más barato de los tres. En este caso 
es el plástico, que funciona bien durante un tiempo, pero, por ser plástico, su estándar es bajo 
y no va a tener un funcionamiento óptimo a través del tiempo. 
 Las bases señalan que el dormitorio principal debe tener un “tabique autosoportante”, el 
cual está hecho en base a una plancha de masisa y una estructura de madera de dimensiones 
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mínimas: media pulgada por pulgada y media cepillada, impregnada a presión y vacío cuan-
do va en contacto con el hormigón, o el hormigón del radier, lo cual conforma la separación 
entre los dormitorios y los pasillos. Ahí va una puerta. 
 Si se considera la forma como se cierran las puertas, esto es, dando un portazo, ese marco 
no va a funcionar óptimamente a través del tiempo, porque es un material muy liviano. El 
material con que está hecho es de lo mejor que hay en el mercado, pero la estructura misma 
no es buena. En el baño se utiliza un tabique que también es de estructura mínima, con es-
tructura de madera de 45 milímetros de escuadría, revestida, por un lado, con asbesto cemen-
to mínimo que existe en el mercado de 3,5 milímetros, y, por el otro lado, de volcanita de 8 
milímetros, cuando da a recintos secos, siendo su espesor mínimo. 
 En el caso de los marcos metálicos, también se especifican espesores mínimos de un mi-
límetro, los que, al soldarlos a la estructura de hormigón, no tienen una función óptima en el 
tiempo. Ahora, hemos visto que en los marcos metálicos de ventanas la gente cuelga la ropa 
de una ventana a otra, lo cual produce un deterioro lógico, porque se trata de materiales del 
estándar mínimo existente y no están considerados para el uso que se les da por el propieta-
rio. 
 En base a todas esas especificaciones técnicas se hacen este tipo de viviendas. Las empre-
sas deben ceñirse estrictamente a dichas especificaciones, que las propias empresas elaboran, 
que son las mínimas para ganar este tipo de licitaciones. 
 En la Comisión se consultó: ¿Cuándo tomaron la decisión y bajo requerimiento de quién se 
iniciaron las reparaciones de viviendas y en qué plazo se terminarán, y cuál es el costo adicio-
nal para la empresa, y si tienen que considerar cálculos de resistencia para enfrentar sismos? 
 El señor Enrique Pérez (representante de la empresa constructora García Popelaire Hnos.) 
respondió: Cuando se presentó el problema, el Serviu nos solicitó efectuar las reparaciones 
de las viviendas, y eso es lo que hemos estado haciendo. Nuestra meta es terminar dentro de 
este mes. Se están haciendo reparaciones de impermeabilización en los patios exteriores de 
los edificios, se colocaron canales de aguas lluvia en PVC, que hasta el momento es el único 
material que se puede garantizar por diez años (no hay otro), y siempre hemos mantenido 
personal para que se preocupe de solucionar los problemas de la gente, lo que, por lo demás, 
es nuestra intención.  
 Respecto al costo, en este momento, se están dando alrededor de 12 UF para solucionar 
los problemas y más o menos unas 3 UF sería el costo de la empresa, lo que alcanzaría a unas 
15 UF. En todo caso, es una cifra variable, porque no es igual el daño en todas las viviendas. 
Además, se están instalando celosías, porque a través de las loggias que van a los patios se 
mojaban igual los departamentos. 
 No tenemos problemas de tipo estructural. Se está probando en los edificios que se han 
ido terminando, Tenemos un tratamiento de impermeabilización, nuevas manos de pintura, y 
hasta ahora no hemos tenido otros problemas. 
 Respecto a soporte de sismos, no se podría afirmar que si hoy hubiera un sismo de grado 
ocho o diez no va a pasar nada. El cálculo de cada uno de estos proyectos está hecho en rela-
ción con las bases técnicas generales que el mandante entrega. Hay una especificación míni-
ma que el mandante pide y en base a eso se hacen nuestros cálculos. 
 En la Comisión se puso especial énfasis en que en las visitas a las poblaciones siempre se 
ha constatado que los edificios se pasaron de agua a causa de la calidad del material emplea-
do, y se destacó que lo más preocupante es lo observado en Quilicura y Colina, que son las 
fallas estructurales. 
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 Se hizo presente el caso de losas total y absolutamente partidas, con grietas de más de un 
milímetro y medio del permitido; incluso se hizo la prueba de la polca. Los baños tenían me-
nos de un milímetro de revestimiento de afinado, algunos estaban rotos y lo peor es que en 
algunas partes se tiraba la cadena en el tercer piso y el agua servida rebasaba el lavaplatos del 
primero. Por eso, a la Comisión le preocupa no basarse sólo en las filtraciones de agua, por-
que eso es una consecuencia lógica de un material excesivamente poroso. 
 Se dejó en claro que esta Comisión no es juez, sino que su misión es obtener mejorar la 
calidad de las viviendas y de los materiales que en ellas se emplean. En el fondo, pretende 
dar una solución, en conjunto con las empresas, por cuanto ellas son los ejecutores. Y es ne-
cesario centrar el debate en el tema de la calidad de los estándares para que la gente que ac-
cede a una vivienda quede conforme, no cuando le reparen la vivienda, sino cuando le entre-
guen una sin fallas, que no necesite reparación. 
 El señor Enrique Pérez (representante de la empresa constructora García Popelaire Hnos.) 
expresó que una fórmula para mejorar esta situación es cambiar el sistema de licitación. 
Cuando las licitaciones son en base a ofrecer el precio mínimo, las empresas buscan el están-
dar mínimo. Por ejemplo, en este momento, el conjunto que están construyendo es de 250 
UF, pero si hubiera presupuesto de 40 UF más, podrían ofrecer mejoras a esa vivienda para 
elevar su estándar, ya instalando ventanas de aluminio o poniendo un piso de 1,6 milímetros, 
reemplazar el tabique del dormitorio, etcétera. 
 Otro problema surge cuando las empresas proveedoras de materiales para este tipo de 
viviendas ven que se les está restringiendo su negocio. En un momento determinado, se plan-
teó la posibilidad de cambiar las cañerías de PVC por cobre y al día siguiente los proveedo-
res de PVC preguntaban por qué. 
 En la Comisión llamó la atención conocer de parte de las empresas constructoras que este 
tipo de construcciones se hace con estándares mínimos, de poca duración y que habrán de 
enfrentar problemas en un lapso determinado, y porque con ello se omite lo dispuesto en la 
ley de calidad de la construcción, ya que, a sabiendas, hayan tenido la honestidad de decirlo, 
porque esto significa que en las futuras especificaciones no se debería trabajar con estándar 
mínimo, sino garantizar la calidad de las viviendas. Lo anterior, sumado a que los proveedo-
res no entregan materiales sujetos a control de calidad. 
 Interviene el señor Daniel Aedo. 
 El señor Daniel Aedo (representante de la empresa constructora García Popelaire Hnos.) 
expresó que es importante dejar en claro que en una construcción hay grietas y grietas, y son 
un fenómeno manejable. De hecho, todas las estructuras funcionan agrietadas y cuando se 
diseñan se hace para que funcionen así, porque son materiales de elásticos deformables, es 
decir, se deforman y mantienen deformaciones en el tiempo. Entonces, de pronto la gente 
dice: mi casa está agrietada, se va a caer y resultan ser grietas absolutamente manejables, 
porque se sabe dónde van a estar y dónde se esperan. 
 En segundo lugar, en materia de alcantarillado, muchas personas piensan que el alcantari-
llado es la continuación del tarro de basura. Hemos encontrado las cosas más inimaginables 
que se pueden pensar. En una vivienda social el alcantarillado funciona exactamente igual y 
está hecho con los mismos materiales que en un edificio de 12.000 UF en San Damián en Las 
Condes. Son exactamente iguales; la única diferencia es que la gente de Las Condes no toma 
el alcantarillado como la continuación del tarro de basura. Pero en estos casos sí se hace. 
Entonces, queda obstruida la descarga del alcantarillado en el primer piso, el tubo se empieza 
a llenar rebasando por el primer punto de salida que tiene, que son los artefactos. En la ma-
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yoría de los casos, éste no es un problema de construcción, sino del mal uso que se le da a la 
vivienda, y esta Comisión debe tener muy claro que la gente de las viviendas sociales les da 
un pésimo uso a sus casas en general. 
 La mayoría de los representantes de empresas que estamos aquí construimos viviendas de 
tres pisos, que son edificios colectivos. Me ha tocado ver aberraciones cometidas por perso-
nas que han cortado un pilar del segundo piso por la mitad y lo han sacado, comprometiendo 
la estabilidad del edificio en el primer y tercer piso, por querer hacer un ventanal. Eso ocurrió 
en una población en La Pintana. Problemas a ese nivel se producen en estas poblaciones y si 
el día de mañana el edificio se cae la empresa constructora será culpable. 
 El material que habitualmente se usa en las descargas de alcantarillados es el pvc, y el pvc 
sanitario que se usa en las viviendas sociales o en cualquier tipo de vivienda. Existen dos 
tipos de soluciones de unión, una cementada y la otra que se llama unión goma. La única 
diferencia entre una y otra es que una se hace con un solvente y la otra es una solución que se 
puede sacar y poner. Pero, en general, el material de alcantarillado que se utiliza en todas las 
viviendas es exactamente el mismo. Antiguamente, para instalaciones en altura se usaba el 
fierro fundido, pero ahora sólo se usa el pvc en todas las viviendas. 
 La unión encementada en pvc se hace en base a un solvente. El pegamento es un solvente que 
disuelve el pvc y enlaza químicamente una pieza con la otra y las deja funcionando de una sola 
manera como pieza única. La otra unión funciona con una goma y se puede dilatar. Se usa cuan-
do se trata de instalaciones de mucha longitud, porque los plásticos se dilatan y se contraen con 
la temperatura. Entonces, cada cierto número de metros, hay que poner una de esas uniones. 
 Para responder a la inquietud de la Comisión, señaló que, en Colina o Temuco, las insta-
laciones sanitarias de plástico o de cobre comparativamente son muy parecidas. Y diría que 
en el tiempo, confiablemente, una buena instalación de plástico es mucho mejor que una ins-
talación de cobre. Las instalaciones de cobre funcionan con “fitting” y piezas especiales que 
son de bronce, las que no tienen un control de calidad riguroso. Habitualmente, uno ve en 
edificios de muy alto nivel que al año o dos años se tiene que romper el muro para reempla-
zar un codo de cobre que salió poroso o cualquier otra pieza que empezó a dar problemas. 
Sin embargo, en las piezas de pvc, los plásticos tienen muy pocas deficiencias y si queda una 
unión bien ejecutada no debiera tener problemas nunca, a menos que se le dé un mal uso 
desde el punto de vista de agresión mecánica.  
 Lo que pasa en las viviendas sociales es que las instalaciones quedan a la vista. Entonces, 
muchas veces la gente las pasa a llevar con los pies, los niños se suben o bien ocupan las 
instalaciones de colgadores. Pero no es porque la instalación sea de mala calidad, sino porque 
en la mayoría de las ocasiones se rompen por mal uso. 
 
4.14. INTERVENCIÓN DEL REPRESENTANTE DE LA EMPRESA CONSTRUC-
TORA MAYA, SEÑOR JOSÉ ALDANA. 
 El señor José Aldana (representante de la empresa constructora Maya) agradeció la invi-
tación de la Comisión y señaló que su presencia se justificaba por el propósito de informar el 
papel que habían tenido en los conjuntos habitacionales visitados por los integrantes de esta 
Comisión. 
 Estimó oportuno destacar que el sistema constructivo que se está observando en el país se 
remonta al año 1983, sobre bases mínimas de construcción con cuadros normativos de ese 
año. Así es como se contratan las obras. Se ha demostrado un funcionamiento bastante efi-
ciente en el tiempo, si se analiza el número de viviendas construidas. 
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 La mayoría de los cuadros normativos y especificaciones mínimas de hoy han probado su 
eficiencia en el tiempo en un período en el cual no se manifestaron grandes temporales ni 
menos lluvia de 6 días continuos, que finalmente terminaron por afectar las construcciones. 
 La experiencia que tiene el servicio mandante es más bien de tipo empírico, porque no ha 
sido probada en laboratorio con respecto al uso o mal uso que pueda tener una vivienda. 
 Por otra parte, expresó: Si nos referimos al comportamiento mismo de la vivienda, nue-
vamente debemos decir que es eficiente. Con especificaciones técnicas en un rango mínimo, 
no tiene por qué ser mala ni defectuosa, aun cuando existe un grado de responsabilidad, res-
pecto de lo que una empresa pueda ejecutar de buena o mala forma, lo que es supervisado a 
través de un control de calidad, el cual también en un momento dado puede fallar. 
 Como decía, si desde el año 1983 el nivel de observaciones a la construcción de los con-
juntos fue mínimo, ahora se manifiesta de forma bastante fuerte por distintos medios de 
prensa la filtración de muros, que, si bien es un problema conflictivo para las familias que ahí 
viven, ello no quiere decir que el sistema de construcción no sea el adecuado. El caso de las 
instalaciones de gas hizo crisis hace dos meses, en construcciones que no son precisamente 
viviendas sociales.  
 Si analizamos la parte que corresponde a la empresa Maya, puedo informar que, en el 
período de 1992-1996, construimos 8.500 viviendas, de las cuales el Serviu, considerando 
que se trataba de fallas de orden menor, ordenó que debíamos mejorar el estándar. Ello se 
debió a que, si en una población llueve durante 6 días, no podemos negar que las viviendas 
puedan tener defectos puntuales. A nuestro entender, la falla debe ser del tres al cinco por 
ciento.  
 Destacó que la empresa se queda con una unidad de posventa, visitando el conjunto para 
hacer las reparaciones. Añadió que una casa o un departamento es un elemento que entra en 
funcionamiento. Para su puesta en marcha, se debe hacer una tarea de instrucción para la 
gente, para que haya un orden, se atiendan los defectos y se dé buen uso a la vivienda. 
 Con las reparaciones vemos que estamos haciendo un mejoramiento del estándar, tales 
como las canaletas y bajadas de aguas lluvia. Además de todas las partidas ya conocidas, hay 
un reconocimiento de que esas partidas deberían haber sido incorporadas mucho antes. Por-
que, si tocan períodos secos de 5 ó 6 años, las canaletas de aguas lluvia no se van a ocupar y 
porque un temporal similar al que nos afectó no se registraba en el país desde hace cincuenta 
años. Y van a estar ahí, porque son necesarias para precaver alguna situación eventual. No 
podemos permitir que se repita nuevamente lo ocurrido. 
 Estimamos que el subsidio de doce unidades de fomento forma parte del ahorro oculto 
que tienen los pobladores, porque cuando se entrega un conjunto habitacional se presentan 
casos de viviendas en cuyos arreglos se invierten más de cincuenta unidades de fomento por 
el propietario en los siguientes tres meses. 
 Las empresas tenemos que poner todo de nuestra parte para hacer lo mejor respecto de 
estos problemas y coordinarnos tanto con los laboratorios como Idiem y demás, para norma-
lizar las partidas de materiales que son problemáticas. Cada empresa tiene su estadística para 
saber en qué falló. Eso lo hemos asumido directamente, más el mejoramiento propio que 
contrató el servicio. 
 Otro aspecto que hemos observado, y que lo señaló el señor Aedo, es la falta de informa-
ción por parte del ocupante, del poblador, porque no se le da importancia al manual de uso de 
la vivienda. Se habla de un manual que han hecho distintas instituciones, entre ellas el Ser-
viu. 
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 Si analizamos la experiencia de otros países con un nivel de desarrollo equivalente al 
nuestro, dicho manual es un capítulo que obliga a la persona a leer con respecto al uso que le 
debe dar a la vivienda para no incurrir en defectos que a veces son estructurales o de instala-
ción. Porque es muy habitual que, en una instalación mínima, se diga: “atienda artefactos 
lavamanos, wc y deje solamente un centro para un lavadero”. Hay personas que van a usar el 
lavadero directamente con una manguera y otros van a instalar una lavadora. Esa instalación 
eléctrica que a uno le pidieron no está concebida para que tenga una lavadora, porque necesi-
ta un tablero automático independiente; tampoco estaría prevista la carga eléctrica para poner 
otro artefacto como una campana extractora en la cocina. 
 Hoy tenemos problemas de humedad. Si focalizamos los defectos puntuales, se pueden 
atacar y es probable que el alza de precio en la vivienda no sea importante. Eso es lo que 
podría informar a la Comisión en términos generales, y lo apreciamos como algo totalmente 
controlable. Insisto en que la especificación mínima no tiene por qué ser deficiente y las fa-
llas puntuales que han tenido las empresas, en general, las han atendido; los demás son mejo-
ramientos propios aplicados a la vivienda. Nuestra empresa ha construido poblaciones en 
Punta Arenas, Coyhaique, Puerto Montt, Santiago y también en el norte, y las especificacio-
nes que tienen tanto las viviendas de Puerto Montt como de Coyhaique son distintas de las de 
Santiago. Ésas tienen un alero de cincuenta centímetros, en lugar de 30. El traslapo y la pen-
diente son distintas. Por lo tanto, el comportamiento ante la lluvia es distinto.  
 En Santiago también hay que acumular esta experiencia y el Ministerio de Vivienda tiene 
que considerar estos defectos para que las propuestas futuras contemplen que lo ocurrido no 
vuelva a suceder por causa de una economía mal aplicada. Tanto es así, que hoy día las lici-
taciones vienen con esas partidas de mejoramiento incorporadas y ya se tradujeron en parti-
das obligatorias. 
 En la Comisión se le consultó sobre el precio real que debiera tener una vivienda social 
con buen estándar. 
 El señor José Aldana (representante de la empresa Constructora Maya) respondió: “En 
este momento, el marco de precio es del orden de las 300 unidades de fomento. Aquí hay una 
parte bastante subjetiva respecto del precio por unidad, porque tenemos el caso de algunos 
sectores de Maipú en que el terreno incide en una vivienda en el orden de las cien unidades 
de fomento y hay otros, como en Puente Alto, que puede ser de veinticinco ó treinta unidades 
de fomento. 
 Si determináramos que el valor del terreno fuera estándar y suponiendo que todos van a 
poner el mismo valor pro forma de cincuenta unidades de fomento, dejamos doscientas cin-
cuenta unidades de fomento para construcción, en el entendimiento de que la vivienda míni-
ma debería tener cincuenta metros cuadrados. Por ejemplo, en conjuntos habitacionales PET, 
que acabamos de entregar al Servicio Nacional de Salud, en la comuna de Recoleta, cons-
truidos a través del Serviu, comprobamos que la superficie de cincuenta a cincuenta y un 
metros cuadrados es bastante más eficiente para el mismo grupo de personas que una vivien-
da de cuarenta metros. Incluso, la persona puede ordenarse mejor en ese espacio y tiene un 
mejor grado hasta de ambientación con esa superficie y altura que se está dando. Pensamos 
que el hecho de aumentar en ocho metros cuadrados subiría el valor en alrededor de cincuen-
ta unidades de fomento adicionales. 
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4.15. INTERVENCIÓN DEL REPRESENTANTE DE LA EMPRESA CONSTRUC-
TORA PROCTORA, SEÑOR HÉCTOR ZÚÑIGA. 
 El señor Héctor Zúñiga (representante de la empresa constructora Proctora) agradeció la 
invitación y felicitó a la Comisión por abordar un tema tan importante como es la calidad de 
la vivienda, sobre todo para los sectores de menores ingresos, y expresó estar de acuerdo en 
cuanto a los aspectos técnicos planteados en esta sesión.  
 A continuación, añadió: es indudable que el estándar aplicado actualmente es insuficiente. 
Basta entrar a una vivienda social para darse cuenta, al ver un tabique de veinticinco milíme-
tros de masisa o el marco en que se apoya y los materiales que se utilizan, de que no son ais-
lantes. 
 Es imposible pedir más a esos materiales, porque la definición de estándar, la calidad de 
la vivienda y el servicio que presta constituyen un problema fundamental de costos. Hay que 
definir los costos, lo que no es un problema fácil de resolver. No podemos subir mucho el 
estándar de la vivienda, porque si bien cuenta con subsidio, la mayor parte la pagan los pro-
pietarios. 
 Si se analizan las estadísticas, en Chile un veinte por ciento de la población gana me-
nos de cien mil pesos. Entonces, pretender que esas personas accedan, por sus propios 
medios, a una vivienda más cara, es muy difícil, salvo que se consiga por el sistema de 
subsidio. 
 Desde ese punto de vista, la cosa es simple: el estándar se mejora en la medida en que la 
vivienda sea de precio mayor. 
 Ahora bien, hay aspectos que no podemos desconocer. Como empresarios, estamos en 
condiciones de mejorar. Con la situación vivida, todas las empresas hemos aprendido a tener 
más cuidado en algunos aspectos. 
 Por un lado, está la calidad de los materiales; por el otro, los procedimientos constructivos 
y lo rigurosos que debemos ser en el método constructivo.  
 El control es muy importante, si bien implica un costo. Si nos fijamos en los proyectos 
que se llevan a cabo en los países desarrollados, se ocupa entre un tres al cinco por ciento en 
control, en inspección, en inversión. El control está concebido en términos de aumento de la 
productividad. 
 Nosotros no hemos incorporado ese concepto, no alcanzamos a gastar el uno por ciento en 
control. Lo que se invierte en un inspector del Serviu para que se preocupe de supervisar las 
viviendas es mínimo, del orden del cero coma algo por ciento. 
 Por otro lado, a las empresas constructoras, dentro de su esquema, producto del sistema, 
el sistema nos ha llevado al límite en la calidad de la vivienda. También nos vemos obligados 
a trabajar con los costos mínimos exigibles de acuerdo con las bases administrativas que 
rigen un contrato, más que de acuerdo con las normas, ya que si una empresa sube los están-
dares, es decir, sus costos, queda fuera de la propuesta. 
 Se trata, entonces, de cumplir con lo que especifica el mandante para participar en las 
propuestas. Es sabido de todos que las propuestas públicas no tienen las más altas utilidades; 
por el contrario, son contratos muy estrechos. 
 Si se han construido viviendas de doscientas cincuenta unidades de fomento, es porque el 
empresariado chileno ha sido muy eficiente en la administración de los recursos y ha logrado 
llegar a esos precios. 
 En todo caso, el sistema adolece de defectos y habría que revisarlo desde el punto de vista 
del control, lo que no significaría un aumento de costos muy importante. Si consideramos 
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una vivienda de doscientas cincuenta unidades de fomento y se invierte un dos por ciento en 
control, significa cinco unidades de fomento más de costo adicional por vivienda. 
 En este aspecto se requiere de mayor exigencia, y ello implica mayor inversión. Todo 
parte por las exigencias que establezca el Serviu. Si exige, por ejemplo, como se hace en 
Obras Públicas, que la empresa que construye tenga una oficina de ingeniería que inspeccio-
ne lo que se está construyendo -Emos trabaja con ese mismo sistema-, es indudable que de-
bemos incorporar en los costos la contratación de esa empresa de ingeniería para que realice 
las inspecciones. 
 En Chile, la manera más eficiente de inspeccionar se efectúa por otras empresas particula-
res que se dedican a estas tareas y asumen la misma responsabilidad o similares a las de las 
empresas constructoras. En ese sentido, el sistema se ha regulado muy bien. 
 En cuanto a la calidad, en términos de utilizar mejores materiales o aumentar el tamaño de 
la vivienda, son aspectos que es necesario evaluar, porque el problema es cómo se financia, 
quién lo va a pagar. Ésos son análisis estadísticos que hay que hacerlos en profundidad. 
 Ahora bien, es indudable que se deben cumplir los aspectos mínimos. Todos debemos 
tener clara la calidad estructural que debe tener una vivienda. En ningún caso puede aceptar-
se que una vivienda, por barata que sea, en su estructura no cumpla con las normas. 
 Las normas o exigencias a que son sometidas las viviendas sociales son exactamente las 
mismas que las de los edificios más caros de Chile. Se calculan con el mismo espectro sísmi-
co, porque se utiliza un sismo modelo para Chile; se le pone la misma cantidad de fierro, se 
exige la misma calidad de hormigón, etcétera. 
 Desde ese punto de vista, se puede sostener que si hay alguna falla de ese tipo, el proble-
ma, a lo mejor, va por el lado del control más que por la calidad, porque ésta debe ser exac-
tamente la misma, no tiene por qué ser mala. Lo primero que se precave es la seguridad de 
las personas. 
 Se mencionaron las fisuras en algunas poblaciones. Es efectivo que no todas las fisuras 
que aparecen en las estructuras ponen en riesgo la estabilidad de la estructura. En ese sentido, 
para determinar si una fisura se produjo por mala construcción, hay que hacer un análisis e 
investigación para determinar si realmente corresponde. 
 En general, una de las cosas que nos ha llevado a este límite es el hecho de que las bases 
hayan sido tan repetitivas a través del tiempo, que no se hayan modificado. Nosotros hemos 
ido optimizando el diseño de las viviendas y hemos llegado a lo óptimo para poder participar 
de estas propuestas, que son tremendamente competitivas. Eso mismo ha llevado a entregar 
lo mínimo permitido, por decirlo de alguna manera. 
 
4.16. INTERVENCIÓN DE LA JEFA DE POLÍTICA HABITACIONAL DEL MI-
NISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO, SEÑORA MARÍA DE LA LUZ NIETO. 
 La señora María de la Luz Nieto (Jefa de Política Habitacional del Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo) expresó que, dentro del tema de esta Comisión Investigadora, hay medidas que 
se están tomando en el Ministerio y, particularmente, por parte de la División de Política 
Habitacional, en relación con las futuras propuestas de viviendas. En ese sentido, se han rea-
lizado algunos cambios que permitan asegurar la calidad de las viviendas, apoyando la ejecu-
ción de programas privados a través de la creación del Registro de Constructores de Vivien-
das Sociales y de la prestación de asistencia técnica, que debería ser obligatoria para todos 
los programas privados destinados a la población de menores recursos. También se han esta-
blecido medidas destinadas a asegurar la calidad en los sistemas establecidos para la pobla-
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ción de estratos medios y medios bajos, como son los del subsidio unificado, a través de la 
declaración de la gestión de calidad que las empresas constructoras van a hacer y que está 
relacionada con la solicitud del permiso de edificación. 
 Por otra parte, al solicitar la recepción municipal, se deberá emitir un informe sobre las 
medidas de gestión de calidad que se tomaron durante la construcción. Además, se incluye en 
el reglamento del subsidio unificado una modificación por medio de la cual para todos los 
conjuntos superiores a diez viviendas se exigirá que el contratista tenga su inscripción vigen-
te en los registros del Serviu y del Ministerio de Vivienda de la región respectiva, ya que 
estos registros se mantienen constantemente al día y con la calificación de la acción de los 
contratistas respecto de los contratos hechos directamente por Serviu, para que permitan te-
ner una apreciación más certera de la calificación de la empresa constructora de que se trate. 
 Por último, en el caso de las viviendas que se producen a través del programa especial 
para trabajadores, se incluye una exigencia para que las entidades organizadoras de estos 
conjuntos contraten una inspección técnica durante todo el desarrollo de la ejecución de las 
obras. Esta inspección técnica siempre tiene que ser externa y ajena a la empresa constructo-
ra; puede ser parte de la propia entidad organizadora cuando ésta tenga los recursos técnicos 
para ejercer estas funciones o puede ser contratada con una empresa externa. 
 Ésas son las medidas fundamentales del superación de calidad que se han adoptado. 
 Se le hizo presente que el ingeniero señor Elías Arze expresó ante la Comisión que Chile 
tiene 600 normas para la construcción y que en cualquier país civilizado se aplican más de 
dos mil quinientas normas. Dentro de éstas, están las de impermeabilización y, a la vez, hay 
varios tipos de calidad y de durabilidad de las impermeabilizaciones. Por lo tanto, es de gran 
importancia lo señalado por el ingeniero señor Elías Arze, por tratarse de una autoridad en la 
materia. De conformidad a lo anterior, se le consultó si considera que existe carencia de 
normas y de especificaciones claras respecto de la construcción. 
 La señora María de la Luz Nieto (Jefa de Política Habitacional del Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo) respondió que, en lo relativo al número insuficiente de normas que regulan la 
construcción en el país, en el caso de la construcción de viviendas contratadas por los Serviu, 
las especificaciones se hacen en forma detallada en los contratos, ya sea por especificaciones 
incluidas en las bases por las cuales Serviu llama a las propuestas o por especificaciones de-
finidas por las empresas que realizan sus ofertas, las cuales también forman parte de los con-
tratos. De manera que, en materia de especificaciones, si bien hay insuficiencia de normas de 
aplicación general y estándar para toda obra de construcción, sea del sector público o del 
privado, en el caso específico de las obras que contrata Serviu, las especificaciones se deta-
llan en forma minuciosa. 
 En el seno de la Comisión se le hizo notar que la empresa Copeva, por ejemplo, tiene una 
calificación de la recepción de una obra de noventa y cinco sobre un total de ciento, lo que 
permite pensar que tiene buen comportamiento, de conformidad al mandato del Serviu. 
 La señora María de la Luz Nieto (Jefa de Política Habitacional del Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo), respondió que, si la empresa no tiene calificación de ciento, sobre ciento, no 
cumplió a cabalidad con el contrato y con todas las especificaciones señaladas en él. En todo 
caso, la materia de calificaciones de los contratistas es de competencia de la División Técnica 
de Estudio y Fomento Habitacional. 
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4.17. INTERVENCIÓN DEL EX DIRECTOR DEL SERVIU DE LA REGIÓN ME-
TROPOLITANA, SEÑOR FERNANDO GUERRA. 
 El señor Fernando Guerra (ex Director del Serviu de la Región Metropolitana) señaló que, 
en materia de condiciones de habitabilidad de la vivienda, la normativa a nivel nacional es 
pobre, por no decir que, en algunos ámbitos, simplemente no existe. 
 Respecto a la impermeabilización, no hay normas a nivel nacional en las cuales las espe-
cificaciones técnicas puedan llegar a establecer detalles precisos y de la profundidad que, tal 
vez, todos quisiéramos ver aplicados. Incluso, como producto de esta situación, el sector 
privado actualmente se está preocupando de avanzar y especificar materiales adecuados. 
 En su opinión, en gran medida, el fenómeno que se produjo en la población El Volcán 
San José es producto de una ignorancia a nivel nacional, de la que debemos responder todos 
los profesionales, porque hay un desconocimiento generalizado sobre el procedimiento de 
impermeabilización a aplicar en nuestro país, por no existir normas al respecto. 
 Expresó que, en materias estructurales, el problema sísmico en nuestro país, a pesar de 
haber constantemente movimientos telúricos, históricamente nunca se ha manifestado en un 
conflicto como los que ocurren en otros lugares del mundo. En este país se caen las casas que 
tienen que caer por defectos constructivos o por viejas, y ello se debe esencialmente al el alto 
nivel que poseen los profesionales que tenemos, a las normativas sobre el hormigón armado 
y al diseño antisísmico. Chile tiene una escuela al respecto. 
 El único edificio que se ha demolido en este país por sismo fue en Concón. Incluso, el 
director de obras está con un problema de carácter jurídico, porque todavía se duda si se de-
bió o no debió haber demolido. La normativa en torno a esta materia es muy amplia. Cuando 
se cometen errores, los profesionales los perciben rápidamente y pueden buscar una solución 
adecuada. Pero, en el ámbito de la impermeabilización, recordó a los parlamentarios que lo 
son por un segundo período que en el año 1990 tuvieron dificultades, incluso para entrar a 
este edificio, porque la losa del primer piso se inundaba en invierno y entraban las napas 
freáticas en el subterráneo de este edificio con enorme facilidad. 
 En Santiago fueron muy pocas las casas, de distinto valor, que no fueron afectadas por los 
temporales de mayo y de junio de este año, que no tuvieron hongos, humedad y problemas 
de filtración. Esto demuestra claramente que existe una falla desde arriba hasta abajo, desde 
un edificio público como éste, que a días de haber sido inaugurado presentó ese tipo de pro-
blemas, hasta casas habitacionales de distinto valor.  
 En Puente Alto, se filtraron las casas de mil cuatrocientas unidades de fomento, construi-
das por este sistema; se filtraron las casas de seiscientas, ochocientas y de novecientas unida-
des de fomento, todas, y también las de doscientas sesenta. Aquí se produjo un problema 
común, que es el desconocimiento tecnológico sobre el comportamiento de los bloques con 
estas características, más materiales hidrorrepelentes, que pueden ser de distinta gama, en los 
cuales entran a jugar situaciones de carácter químico que tienen que manejar especialistas, 
frente a elementos de absorción capilar, de presiones de viento, de succiones, de grietas, de 
fisuras que puede manifestar en cierto momento una determinada estructura. 
 Entonces, la falta de normas, es algo gravitante y no se conoce ninguna norma rigurosa 
sobre impermeabilización en nuestro país. 
 En la Comisión se expresó que se podía aceptar que haya desconocimiento respecto de las 
impermeabilizaciones. Pero no se puede aceptar que las construcciones presenten grietas y 
hundimiento de las losas en los edificios más allá de lo normal, lo que han constatado los 
diputados integrantes de la Comisión en las visitas a las poblaciones afectadas, más aún, si 
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todos los técnicos que han concurrido a la Comisión han expresado que, en materia de estruc-
turas, la construcción de nuestro país es una de las mejores del mundo 
 El señor Fernando Guerra (ex Director del Serviu Metropolitano) respondió que, paulati-
namente, el tiempo y los análisis técnicos hechos por especialistas van a ir colocando las 
cosas en su justa medida.  
 Agregó que, cuando se inició este conflicto, específicamente el caso de la población El 
Volcán San José, que es quizás el tema más gravitante y significativo, se dijo que los edifi-
cios se iban a caer, y se creó un conflicto de alarma pública terriblemente grande entre las 
personas, ya que se dijo que estos edificios iban a ceder porque estaban sobre un basural, que 
las losas estaban fisuradas y no resistirían, en fin, se argumentó mucho respecto de este tema. 
Pero El Volcán San José es una obra en la cual se han hecho tres pruebas de carga con alto 
nivel de exigencia y los edificios están incólumes.  
 Se hizo un chequeo por parte del Idiem que demostrará la naturaleza de las falencias. Hay 
un problema de carácter geométrico en muchas piezas estructurales, fundamentalmente en 
losa. Cuando se construye una losa en una obra gruesa a la vista, todo el sistema de nivela-
ción se hace por la parte superior; y en la inferior, queda el moldaje, y puede haber deforma-
ciones y defectos que, en una obra donde esa parte se enyesa o se le coloca un cielo falso, 
evitan que se perciban los defectos. 
 Una fisura de construcción o una grieta de trabajo es algo habitual que se produce en to-
das las obras que realiza el mundo de la construcción. Lo que sucede es que, en obras de 
mayor nivel de terminación, simplemente se tapa con un flexit, porque esa grieta no trabaja 
en sí, porque está totalmente enfierrada. El informe del Idiem que acabo de conocer deja 
claramente establecido que en El Volcán San José no existe ningún problema estructural. 
 En el caso de Quilicura, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo contrató a la empresa 
Rodrigo Flores y Asociados, especialista en estructura, la cual está haciendo un estudio al 
respecto. Se hicieron pruebas de carga en la población Padre Hurtado, de Puente Alto. Inclu-
so se realizaron simulaciones a través de computadoras con esa empresa antes de hacer di-
chas pruebas, y los resultados que nos dieron en terreno, aplicando los pesos correspondien-
tes, fueron de mejor calidad que lo estimado. Por lo tanto, esperaría que los especialistas 
fueran, caso a caso, emitiendo sus informes. 
 Cuando una persona entra en un departamento y ve que la losa tiene deformaciones, se da 
cuenta de que, en un altísimo porcentaje, son defectos causados en el proceso de fabricación 
de la losa, porque ésta es una obra gruesa a la vista. Todos los defectos de la construcción 
quedan a la cara e incorporados en el desarrollo habitual. Incluso, yo sería tan extremo, que 
me atrevería a decir que estas construcciones están sujetas a una inspección visual más acu-
ciosa y realista que la de un edificio que, posteriormente, recibe una alfombra, un techo flo-
tante o yeso, cuyos muros son empastados y completamente estucados por fuera. Incluso, en 
los errores constructivos que se produjeron en el caso de El Volcán San José y otros era cosa 
de conversar con la gente y detallar uno a uno los problemas que se presentaban. No hay 
nada que ocultar. Aquí las cosas están tal como quedaron. 
 En el caso de la población El Volcán San José, el Serviu se querelló contra la empresa 
Copeva, porque en un momento abandonó las obras de reparación que estaba llevando a ca-
bo. De esa forma se apartaron del marco jurídico contractual que tenían. 
 El decreto supremo Nº 29 regula y establece las relaciones entre el Serviu y las empresas 
constructoras. Ese decreto supremo establece que, si bien a la empresa constructora se le 
puede recibir la obra, se le pueden hacer inspecciones a esa obra y el Serviu puede hacer 



SESIÓN 27ª, EN MARTES 18 DE AGOSTO DE 1998 185

modificaciones e intervenir en el proceso constructivo. Finalmente, el único responsable de 
la calidad del producto final es la empresa constructora.  
 De acuerdo con las reglas corrientes de trato con la empresa constructora, cuando hay 
algún defecto, se le hace ver y la empresa constructora asume, dentro de este marco jurídico, 
su responsabilidad y efectúa las reparaciones correspondientes. En este caso, en un día de-
terminado la empresa Copeva abandonó las obras y no siguió con este desarrollo contractual, 
por lo cual el Serviu se querelló contra dicha empresa. 
 Consultado en la Comisión por los problemas de construcción que afectan a la población 
Claudio Arrau Nº 2, y no así a la Nº 1 de Colina, y a la población San Alberto, sobre cuáles 
han sido los sistemas o procedimientos de fiscalización en uno y en otro caso y si la empresa 
constructora Proctora, que no cumplió con sus obligaciones en las construcciones efectuadas, 
quedará sujeta a sanciones por incumplimiento. 
 El señor Fernando Guerra (ex Director del Serviu Metropolitano) respondió que las espe-
cificaciones son presentadas por las empresas constructoras. Agregó que hay que tener claro 
ese concepto. El Serviu solo presenta las bases generales, en las cuales hace requerimientos 
globales de las condiciones que deben cumplir las construcciones. Posteriormente, la empre-
sa constructora presenta las especificaciones con las cuales va a desarrollar el proyecto. 
 Añadió que se atrevería a decir que en las obras de Colina hay más bien problemas de 
carácter constructivo. Ahí existen dos tipos de situaciones, que hacen que un conflicto sea 
más o menos explosivo: uno, que cuando se presenta un defecto, el Serviu o la empresa cons-
tructora sea capaz de dar una respuesta a la gente, y que ésta acepte, incluso, que se haya 
cometido un error. Cuando esta situación se da y la empresa constructora es capaz de res-
ponder, porque corrientemente se pueden producir defectos constructivos, las personas no se 
manifiestan en términos de una protesta o de una molestia formal. Ése es uno de los efectos 
claves en Colina. Allí las personas, durante todo el tiempo que han manifestado malestar, no 
han recibido una respuesta coherente por parte de la empresa constructora. Si hubiese sido 
así, esto podría haber llegado a mejor término. Entiendo que en Colina se está haciendo un 
estudio estructural por parte del Ministerio de todas las obras en general. Eso dará una apro-
ximación igual a lo ocurrido con el Idiem. Posteriormente, el Ministerio podrá tomar las me-
didas correspondientes y debería presionar u obligar a la empresa constructora a hacer las 
correcciones correspondientes a las obras.  
 En virtud del decreto supremo Nº 29 y de las relaciones contractuales, ante cualquier de-
fecto que presente la obra, el Serviu tiene todo el derecho de hacer que las empresas cons-
tructoras cumplan, porque éstas tienen plazos que están establecidos en este decreto y deben 
responder en un lapso preestablecido si van a o no van a hacer las obras o si tienen una con-
traoferta frente a la proposición que les hace el servicio. Eso está debidamente reglamentado. 
En la eventualidad de que se nieguen a hacer las reparaciones correspondientes, se interpone 
una demanda y, a la vez, queda abierta la posibilidad de que el Servicio contrate a un tercero 
para hacer las reparaciones que estime convenientes y que correspondan a la obra frente a 
una situación de esa naturaleza. Además, se les puede aplicar la sanción correspondiente de 
sacarlas del registro. 
 
4.18. INTERVENCIÓN DEL EX MINISTRO DE VIVIENDA Y URBANISMO, SE-
ÑOR EDMUNDO HERMOSILLA. 
 El señor Edmundo Hermosilla (ex Ministro de Vivienda y Urbanismo) agradeció la invi-
tación y expresó que el tenor de ella le permite analizar en profundidad ciertos aspectos que 
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han concentrado, tanto a la opinión pública como a distintas autoridades del Gobierno, del 
Parlamento y, por supuesto, a las familias que han vivido en carne propia, lamentablemente, 
los efectos de los últimos temporales en sus viviendas, por cuanto han afectado en forma 
importante su vida cotidiana. 
 Señaló que con frecuencia se ha confundido en nuestro país, a propósito de los temas de 
vivienda, lo que es el estándar con la calidad y, sin embargo, ambos temas son totalmente 
distintos. Los estándares pueden ser de distinto nivel. Uno puede construir una casa, por 
ejemplo, con pisos de mármol, con radier o incluso sin piso, como muchas veces ocurre en 
los campos y la calidad es cómo queda aquel estándar. Es decir, una casa puede estar con 
mármol en el piso, pero a lo mejor quedó mal puesto el mármol, lo que sería un alto estándar 
con muy mala calidad. Al revés, por ejemplo, en una casa con radier, éste puede quedar muy 
bien afinado.  
 Por lo tanto, es básico distinguir que estándar y calidad son conceptos distintos en lo que 
se refiere al tema de la vivienda. Un ejemplo típico con el que se puede comparar es el auto. 
Hay autos muy caros y otros baratos, pero dentro de los caros a veces no funciona bien el 
alzavidrios y en otros que, aun cuando son muy baratos, funciona muy bien. Lo mismo ocu-
rre con la vivienda.  
 De esta manera, la primera precisión es no confundir estándar de la vivienda con calidad 
de la vivienda, porque, cualquiera que sea el estándar, la obligación de un constructor es 
hacer bien la construcción. El estándar está más definido normativamente en términos de 
política, de recursos y a lo mejor de la propia política de objetivo habitacional. 
 Por otra parte, la calidad de la vivienda es un proceso de continuo. En alguna información 
que hemos tenido la posibilidad de revisar y probablemente es de conocimiento de la Comi-
sión, desde hace años en nuestro país el tema del estándar se ha ido elevando y el de la cali-
dad ha ido cayendo en su propia situación. Lamentablemente, los problemas de la vivienda, 
sin referirse a la vivienda social, en Chile tienen larga data y de vez en cuando se nos recuer-
dan, positiva o negativamente. Con motivo del terremoto de 1985, se pudo comprobar que 
las especificaciones respecto de los movimientos telúricos eran insuficientes, debiendo ajus-
tarse los estándares y especificaciones para poder soportarlos, a tal punto que en el terremoto 
de 1995 en Antofagasta muchas viviendas sufrieron problemas, con excepción de las vivien-
das sociales construidas. Esto, citado a modo de ejemplo.  
 El tema del estándar es un proceso de continuo que tiene que ver con la política habitacio-
nal, con objetivos de cobertura y de entorno. Afortunadamente, a través del tiempo, en Chile 
se ha ido mejorando ese estándar. Hay que tener un cuidado importante al respecto, por lo 
que no se debe descuidar.  
 Expresó que, aun cuando sólo está involucrado como ciudadano, ojalá todo lo dicho por 
distintos sectores y distintos actores en este proceso presupuestario quede como una muestra 
vigente, porque, de lo contrario, todos aquellos que reciben críticas y las asumen en función 
de sus cargos van a decir después que sólo fueron palabras al viento. Están el proceso presu-
puestario, la inspección de obras, el mejoramiento del estándar y otros elementos que han 
demostrado ser importantes para el país. 
 Destacó que, durante los últimos años, que es el tiempo en que participó directamente, 
se modificó un amplio conjunto de normas. Dejó un documento sobre las modificaciones 
de la ley General de Urbanismo y Construcción, ley Nº 19.472, cuyo objetivo fue incor-
porar las normas relativas a la calidad de la construcción, que nació de un estudio realiza-
do por una comisión creada en 1992. En ese año se recogieron inquietudes de amplios 
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sectores y la propia ley Nº 19.472 es fruto de la iniciativa que se generó en dicha comi-
sión. 
 A partir de las modificaciones establecidas por esta ley, se publican distintos decretos 
supremos. El decreto supremo Nº 173 estableció que quien solicitara un permiso de edifica-
ción debía indicar al municipio las medidas de gestión y control de la calidad constructiva 
que emplearía. Lamentablemente, esta ley es posterior al problema de Puente Alto. Pero en 
esta oportunidad tuvimos la precaución de establecer que de aquí en adelante no bastaba sólo 
con el permiso de la construcción. El contratista, en este caso la empresa, tiene que dejar 
registrado cuál será su proceso de control de calidad y las especificaciones, de acuerdo con lo 
que exige el decreto supremo Nº 173.  
 También se publicó el decreto supremo Nº 64, de 1997, que modificó el decreto supremo 
Nº 44, relativo al Sistema General Unificado Habitacional, que establece lo siguiente: 
“a) El contrato de compraventa, tratándose de viviendas adquiridas en primera transferencia, 

debe incluir una cláusula contractual que indique: 
 -número del permiso de edificación; 
 -que el legajo de antecedentes archivado en la Dirección de Obras Municipales forma 
parte del contrato de compraventa. 
b) El contrato de construcción debe incluir una cláusula contractual que indique que las es-

pecificaciones técnicas detalladas y los planos completos de arquitectura e instalaciones 
domiciliarias de la unidad habitacional, conocidos y aprobados por las partes, forman par-
te del contrato. 

 También, el decreto supremo Nº 63, de 1997, aprueba el reglamento del Registro Nacio-
nal de Constructores de Viviendas Sociales, Modalidad Privada.  
 El decreto supremo Nº 167, de 1996, crea el Registro de Revisores Independientes.” 
 Éstos son algunos de los decretos que dan cuenta de esta mejora. 
 Agregó que hay otras disposiciones que se refieren al entorno. Recordó que le correspon-
dió determinar las cesiones de áreas verdes y espacios públicos, porque antes había discrimi-
nación al existir más espacio en sectores de ingresos altos y menos donde se construían vi-
viendas sociales. Se modificó esa norma y un grupo de diputados y senadores recurrió al 
Tribunal Constitucional por considerarlo ilegal. Por ello, estimó que hay que poner las cosas 
en su real perspectiva.  
 Destacó que, sin embargo, en diciembre de 1993, al final del Gobierno del ex Presidente 
Patricio Aylwin y a dos meses de que asumiera como Ministro, se acoge gran parte de las 
recomendaciones elaboradas por la Comisión Nacional de Calidad de la Construcción y se 
incorporan exigencias, dentro de las cuales destacó en forma rápida el nivel de los sobreci-
mientos y el problema de la evacuación de las aguas lluvia de patios, áreas públicas y copro-
piedad. Incluso, el 29 de julio de ese año ya se solicita la ejecución de drenaje. Y en diciem-
bre de 1993 se establece la obligatoriedad en el tratamiento de las aguas lluvia en las distintas 
poblaciones.  
 Añadió que también hay otros detalles que no por eso dejan de ser importantes, como la 
obligatoriedad de armar los antepechos; los contornos de marcos de ventanas y puertas exte-
riores, que deben llevar sellante que permanezca elástico y no pierda masa; las pendientes, 
traslapos y colocación de planchas deben cumplir con las disposiciones de la norma chilena 
194; las planchas de cubierta de cualquier tipo que sean deberán traslaparse con el caballete, 
por lo menos de 20 centímetros; los cielos horizontales deben tener 2,20 metros de altura 
mínima; los cielos inclinados, altura media de 2,10 con altura mínima de 1.80, entre otros. 
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 En diciembre de 1993 se incorporó un conjunto de elementos, tanto de los que nacen de la 
Comisión Nacional de la Calidad de la Vivienda como también de algunos, hasta ese mo-
mento, anexos. En el llamado a licitación se incorporaron ciertos anexos para precisar, pero 
esta vez como parte de las bases de licitación. De este modo, se produjo un conjunto muy 
importante de mejoras en la calidad de la vivienda. 
 De igual modo, está el tema de la descentralización, porque, a propósito de los temporales 
que afectaron las distintas regiones, el problema de la calidad de la vivienda se fue presen-
tando en distinta magnitud y profundidad.  
 Si bien a todos nos gusta hablar de la descentralización, cada Servicio de la Vivienda y 
Urbanización regional tiene distintas facultades para establecer calidades y estándares en sus 
respectivas regiones. Por ejemplo, hay algunos Serviu -y sin pronunciarse si es bueno o ma-
lo, simplemente hay que señalar que lo pueden exigir- que pueden establecer que los bloques 
de hormigón no pueden ser utilizados, sino solamente ladrillos. Eso es posible. Por lo tanto, 
si hablamos de descentralización, es importante tener claro que, cuando existen méritos, 
aquello es responsabilidad de todos, pero que cuando existen problemas, también son res-
ponsabilidad de todos y no sólo de algunos. De hecho, hay regiones con más pluviometría 
que la Metropolitana, como la Sexta y otras, que tienen sus propias bases técnicas, de acuer-
do con las características climáticas de la zona, las que últimamente han cambiado bastante y 
por eso también se han producido algunos de estos problemas. A eso responde por qué algu-
nas regiones no tenían incluida la canaleta de aguas lluvia y otras sí; o sea, ello depende de la 
exigencia que se establezca en cada región. 
 Otro elemento importante de mencionar son los tipos de bases de licitación que hacen los 
Serviu en términos conceptuales. Durante mucho tiempo, se construyó de acuerdo con lo que 
el Serviu decía. Prácticamente de ahí nació el ladrillo fiscal, porque la especificación decía 
que tenía que construirse con ese tipo de ladrillo. A fines de los años 80, se estableció un 
cambio en las bases de licitación, en términos de que el Serviu hace las exigencias y el tipo 
de respuesta viene de parte del contratista. Naturalmente, esto tenía algunas complicaciones, 
porque lo que hoy importa, por ejemplo, es el sellante o el hidrorrepelente y no la marca de 
los productos. Ésa es responsabilidad del contratista. Antes, al decirse “esto es lo que se tiene 
que usar”, había gran arbitrariedad, porque tenía que ser ése y no otro. Hoy se dice tiene que 
tener un techo de tanta altura, equis resistencia, etcétera. 
 Entonces, ese concepto tiene dos respuestas inmediatas. Una, hace muy responsable al 
contratista, al sector privado de cómo responder frente a la obra y, en segundo lugar, princi-
palmente por lo que hemos observado en este invierno, es una exigencia que debe mantener-
se. Estimó que hay que evitar la tentación de que el sector público sea el que determine cómo 
se hacen las cosas.  
 
4.19. INTERVENCIÓN DEL EX MINISTRO DE VIVIENDA Y URBANISMO, SE-
ÑOR ALBERTO ETCHEGARAY. 
 El señor Alberto Etchegaray (ex Ministro de Vivienda y Urbanismo) agradeció a la Comi-
sión de Vivienda de la Cámara de Diputados por pedirle su opinión sobre la situación global 
y por aquellas modificaciones de las normas de la construcción hechas durante el Gobierno 
de don Patricio Aylwin, a través de los respectivos decretos del Ministerio. 
 A continuación, expresó que en el Gobierno de don Patricio Aylwin se establecieron nor-
mas para mejorar los estándares. Sin embargo, recientemente se ha señalado, a través de la 
prensa, que para satisfacer el aumento de la demanda numérica, que era muy importante al 
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asumir el Gobierno del Presidente Aylwin, se habían disminuido los estándares o exigencias. 
Todo lo contrario. Dicha afirmación no se puede aceptar. Durante los 17 años del Gobierno 
militar el promedio de casas construidas fue de 42 mil y tantas, tomando el promedio anual 
de 17 años, y el espíritu del gobierno de don Patricio Aylwin fue duplicar dicha cifra, meta 
que se cumplió plenamente, y se superó; incluso, el Gobierno de don Eduardo Frei la ha 
mantenido e incrementado. 
 Los propósitos tendientes a mejorar la calidad de la vivienda han nacido de diferentes 
ámbitos, y se pueden agrupar en los cuatro siguientes. 
 En primer lugar, nos propusimos mejorar los estándares urbanos. Al respecto, debo recor-
dar que el gobierno militar levantó la obligación de que las viviendas sociales contaran con la 
pavimentación de sus conjuntos habitacionales, lo que provocó una situación muy delicada, 
porque, perdónenme la palabra, eso es antidemocrático y la ciudad tiene que construirse de-
mocráticamente. Las viviendas pueden ser de distinta superficie o terminación, pero no pue-
de haber una ciudad pavimentada y otra de tierra. Además, el costo para el Estado de reponer 
aquello ha sido muy alto, porque ha tenido que resolver situaciones de retraso que son endé-
micas. Por tal razón, se modificó la Ordenanza General de Construcciones y la norma respec-
tiva del decreto Nº 112, publicada en el Diario Oficial de 5 de enero de 1993, haciendo ex-
tensiva la urbanización completa a todas las viviendas del país. Esto significa alcantarillado, 
agua potable, electricidad -que ya la tenía- y también pavimentación. 
 En segundo lugar, se repuso la obligatoriedad de que quien urbanice debe costear la plan-
tación y ornato de todo el conjunto habitacional, para lo cual se modificó la ley Nº 19.057, de 
3 de mayo de 1991. En concreto, esto significa plantar un árbol frente a cada casa, hacer y 
construir la plaza correspondiente en el lugar de área verde que haya quedado claramente 
conformado y, simultáneamente, una serie de equipamientos dentro del ornato, tales como 
juegos infantiles, etcétera. 
 En tercer lugar, se modificó la normativa referente al equipamiento. En las viviendas so-
ciales se acostumbraba que la instalación de faenas utilizada para la construcción sirviera 
como futuro equipamiento en superficies que no excedieran los 40 ó 48 metros cuadrados, 
para conjuntos de 200 viviendas. Durante la Administración anterior, se obligó a que esa 
construcción fuera de, al menos, 100 metros cuadrados, para más de 200 viviendas, con una 
serie de requisitos. Ésta, aparte de quedar instalada junto con las viviendas, se entregaba a la 
unidad vecinal que se debía formar para estos efectos, porque muchas veces estas instalacio-
nes de faenas pasaban a ser patrimonio de un ciudadano que la dejaba con candado, siendo 
usada solamente por él. 
 Después, se inició la construcción en base a una superficie mayor. Entre 1984 y 1989, la 
construcción de viviendas básicas fluctuaba entre los 33 y los 36 metros cuadrados. En 1990, 
la superficie mínima que se impuso para la vivienda básica fue de 38 metros cuadrados, y su 
promedio dependía del valor del sitio y del sistema que se implementaba: 38 y 42 metros 
cuadrados. Esto se ha ido incrementando en forma creciente, lo que ha significado un aumen-
to de superficie del 25 por ciento. 
 Otro asunto muy importante para nosotros fue el ancho del sitio. Las viviendas construi-
das en los últimos cuatro años del gobierno militar tenían un frente de sitio de 3 metros. És-
tos eran los famosos barracones o chorizos, muy comunes en Santiago por el valor del suelo, 
pero tenían varias dificultades. Debido a los pocos metros de frente, resultaban muy profun-
das y poco iluminadas, y sus ampliaciones muy difíciles de realizar. Por ello se obligó a que 
el mínimo fuera de 4,5 metros, aumentándolo en el 50 por ciento en las ciudades de alta den-
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sidad, Santiago, Valparaíso y Concepción, porque en el resto del país éste supera los 5 me-
tros, lo que permite ampliar la vivienda fácilmente y le da mayor cantidad de luz. 
 Se modificaron también las normas relacionadas con los cierres perimetrales, los cuales 
eran de malla, y se obligó a colocar cierros sólidos, tales como pandereta de “buldog” o de 
madera, pero sin transparencia.  
 También se modificó la normativa referida al fuego. En nuestro país teníamos un proble-
ma bastante serio, por la forma en que se ponían los paramentos y las normas que los regían. 
Al respecto, debo informar que el aplicar esta normativa del fuego, en 1990, significó retras-
ar en cuatro meses el programa de viviendas sociales, con el riesgo de ser acusados de que el 
Gobierno del ex Presidente Aylwin era paupérrimo en producción de viviendas. Sin embar-
go, dicha normativa, que rige en la actualidad, es la más avanzada en América Latina en 
cuanto a resistencia al fuego, en los parámetros de los muros medianeros entre viviendas. El 
problema se presentaba cuando los techos eran continuos, en viviendas pareadas. 
 Finalmente, un tema bien importante y que tiene que ver un poco con lo sucedido en la 
Cuarta Región, se refiere a los estándares, pero después lo voy a retomar.  
 En cuanto a la incorporación del factor de riesgo natural en la Ordenanza General de 
Construcción, tengo entendido que en la Comisión de Vivienda ha tenido importante partici-
pación don Elías Arze, quien es la persona más autorizada en la materia, ya que en nuestro 
país las normas antisísmicas son más exigentes que las norteamericanas. Ello se debe a que, 
después del terremoto de Chillán, quedó una cultura de ingeniería; por lo tanto, frente a un 
sismo, nuestras casas no fallan. Basta recordar un terremoto casi simultáneo, con un mes de 
diferencia, en México y Chile, ocurrido en 1985. En México se cayeron 800 edificios y mu-
rieron más de 5 mil personas; en Chile el único edificio colapsado, no por cálculo, sino por 
mecánica de suelo, que es el mismo problema de la Cuarta Región, fue el de Reñaca, y debi-
do a su peligrosa inclinación debió ser demolido. 
 Al respecto, hubo gran polémica acerca de quién era la culpa. Al final, no era sólo la 
constructora, y las personas que lamentablemente fallecieron. Fue porque la mayoría de las 
casas eran construcciones muy antiguas o por problemas de salud, tales como ataques al co-
razón o bien mientras eran operadas en los hospitales. Sin embargo, no se tenía muy claro 
dónde estaban las zonas de riesgo en nuestro país. 
 Posteriormente, se comprobó que lo más común era que las viviendas, especialmente de 
los más pobres, eran construidas en las zonas donde los terrenos son más baratos, y por algo 
lo son, porque se inundan cada cierto tiempo, porque están en quebradas aluvionales, etcéte-
ra. Al respecto se incorporó una normativa estricta, la cual, aun cuando no todos los munici-
pios la cumplen ni la tienen incorporada dentro de su plan regulador, les obliga a tener un 
catastro de riesgo natural en todas las comunas del país donde existan problemas de bordes 
de cerros, quebradas, canales, ríos, etcétera. 
 Una segunda línea de mejoría del estándar de las viviendas en la época de don Patricio 
Aylwin tuvo que ver con los programas. En Chile hicimos 3 programas, entre varios otros, 
que fueron muy determinantes para mejorar la calidad de las viviendas sociales. El primero 
fue el relacionado con los parques urbanos. Se hizo un esfuerzo muy grande por que en todos 
los sitios, vertederos y pozos areneros abandonados, se iniciara un programa de parque urba-
no que hasta hoy continúa, el cual ha tenido mucha aceptación. 
 En Santiago esto fue muy emblemático, sobre todo con el parque La Bandera, porque 
después de que fue un pedregal por más de 30 años, se erigió ahí un busto del ex Presidente 
Allende y fue el lugar donde se recibió al Papa. Está frente a Américo Vespucio, donde antes 
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hubo siempre piedra y tierra. También hay pozos areneros que se han destinado a parques, 
como el antiguo pozo que está cerca de la población La Victoria, que va a ser el futuro par-
que Andrè Jarlán; Santa Mónica en Lo Espejo, otro en Renca, Temuco; las riberas y quebra-
das de Copiapó, Talca, etcétera. Esta labor ha sido continuada por el Gobierno del Presidente 
Frei en forma muy exitosa. Éste es un mejoramiento del estándar urbano para este tipo de 
viviendas, por cuanto necesitaban de esparcimiento. 
 Después está el Programa de Urgencias Urbanas, que se refiere a los equipamientos. Gran 
parte de las poblaciones no contaban con él, y como nadie discute que las casas son chicas, la 
gente necesita un lugar donde reunirse y los jóvenes donde realizar sus actividades. Para ello 
se crearon los programas de urgencias urbanas y también de equipamiento y pavimentos co-
munales. Estos pavimentos se realizan con participación de los vecinos, obra que el Gobierno 
del Presidente Frei ha continuado con mucho éxito, siendo conocidos como “pavimentos 
participativos”. 
 En tercer lugar, se abordó el problema de la calidad de la vivienda, para lo cual se consti-
tuyó la Comisión de Tecnología y Calidad de la Vivienda, presidida por don Elías Arze, 
quien elaboró 70 proposiciones. En esta comisión, como en otras, participaron las Comisio-
nes de Vivienda de la Cámara de Diputados y del Senado, en pleno. Además, se contó con la 
participación de todos los colegios profesionales, cooperativas, usuarios, institutos, universi-
dades, porque era una demanda muy sentida.  
 El tema del estándar y del análisis en cuanto a determinar las responsabilidades era 
algo que estaba pendiente. Fueron asumidos ciertos problemas que afectaban a conjuntos 
habitacionales construidos en los años 1985, 1986 y 1987, pero no se puede negar que 
también se presentaron en las viviendas construidas por la Administración anterior. Sin 
embargo, se puede advertir que también se han presentado dichos problemas en las que se 
han construido con posterioridad, incluso en las de hoy. En virtud de ello, se determinó 
que era urgente la creación de una instancia donde el usuario pudiera recurrir o demandar, 
ante dichas anomalías; por lo tanto, se modificó la normativa para determinar las compe-
tencias.  
 De las 70 proposiciones presentadas, las materias centrales que tuvo que estudiar esta 
Comisión fueron las siguientes: 
1º Definir las responsabilidades y competencia de los sectores que intervienen en la cons-

trucción, especialmente de viviendas sociales; 
2º Desarrollar un sistema de garantías y seguros; 
3º Proponer iniciativas relacionadas con la información y orientación de los usuarios; 
4º Incorporar estímulos a la calidad de los sistemas de contratación de viviendas del sector 

público, y 
5º Crear el Instituto Chileno de la Construcción. Esto se concretó con la publicación del Ma-

nual del Comprador de la Vivienda, el cual hasta hoy se le entrega al usuario para que éste 
sepa cómo usar su vivienda, qué debe requerir; la publicación de la Cartilla de Oferta a la 
Vivienda, donde se fija el puntaje que la persona debe cumplir para postular a una vivien-
da; el envío al Parlamento de un proyecto de ley que incorpora la responsabilidad del 
mandante ante las fallas de la construcción, el cual derivó en la ley de Calidad de la Cons-
trucción; un sistema de evaluación técnica de denuncias por problemas de calidad en las 
viviendas, que se elaboró con la participación de los Colegios de Ingenieros, de Arquitec-
tos y de Constructores Civiles, el cual, desde 1994, opera con algunas dificultades. Final-
mente, la implementación de sistemas de control de calidad y evaluación a nivel de los 
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sectores. Ahí es donde opera la competencia municipal, del Ministerio y de los grupos 
privados, que son los que requieren perfección para que operen mejor. 

 Por último, se ha dicho que las viviendas cuestan lo mismo que hace 10 años y que no se 
ha tomado en consideración el alza en el precio del suelo, de la mano de obra y de los mate-
riales. Al respecto, debo señalar que todos los programas de vivienda social implementados 
por el Ministerio de la Vivienda durante el período de don Patricio Aylwin tuvieron incre-
mentos en los valores máximos en los cuales se contratan. 
 Las viviendas básicas, cuyo promedio en la década de 1980 fue de entre 180 y 200 UF, 
terminó en el período de don Patricio Aylwin entre 215 y 330 UF, con un incremento que va 
desde el 25 hasta casi el 50 por ciento. El mayor valor final corresponde a las viviendas con-
tratadas en zonas de muy difícil acceso y con serios problemas de terrenos. Por ejemplo, en 
Punta Arenas o Coyhaique la vivienda básica supera las 400 UF. 
 El Programa Especial de Trabajadores, PET, creado durante los dos últimos años del Go-
bierno del General Pinochet, fue elaborado por los municipios, y correspondía a una vivienda 
básica con un poco de mejoras. En el gobierno de Aylwin, sube al 50 por ciento; o sea, sube 
de 200 UF a 300 UF, y cuando termina el gobierno, llega a 400 UF. O sea, aumenta en el 
ciento por ciento de lo cual partió hace 4 años, incrementándose también el subsidio de 70 a 
90 UF, con el objeto de que hubiera más participación empresarial de sindicatos y de todas 
las organizaciones que atienden la demanda. El programa ha sido muy exitoso, a pesar de 
que ha tenido algunas fallas, porque en dos o tres casos no han contratado la inspección téc-
nica, no ha habido respaldo. Pero, en el Gobierno de don Patricio Aylwin se construyeron 
cerca de 70 mil casas con este sistema, que se ha mantenido en el Gobierno del Presidente 
Frei. 
 Respecto del subsidio unificado, en el primer tramo se recibió de hasta 400 UF, después 
venía toda una escala descendente. Lo incrementamos a 500. O sea, se aplicó el 25 por ciento 
adicional para reconocer estas diferencias de suelo y de gestión. Mi impresión es que ha lle-
gado el momento de subir el primer tramo a 600 UF. Probablemente, sea muy dinámico, pero 
el subsidio unificado debería estar en 600 UF. 
 La vivienda rural se aumentó a 260 UF desde 150 y en otros sectores llegó a 400 UF.  
 Respecto de la vivienda progresiva, se dio una señal de 70 a 140 UF para el sitio urbani-
zado, como primera etapa para acceder a la vivienda. Éste fue el programa más conflictivo 
del Gobierno de Aylwin y mucha gente lo cuestionó, porque se trataba de una vivienda no 
terminada. Ello obedeció a que, cuando se recorrieron las poblaciones, se le preguntó a la 
gente qué quería, y se concluyó en que lo más solicitado era un sitio, porque vivían juntas 
cinco o seis familias. Pero en ese tiempo no se podía entregar un sitio en la forma en que se 
hacía en los gobiernos de Frei Montalva o de Allende, porque existía el problema del cólera. 
Es decir, había que ofrecer sanidad. Por lo tanto, resultaba importante que el baño y la cocina 
fueran incorporados a la vivienda, porque después, con los programas de mejoramiento de 
barrios implementados por los municipios y el Ministerio del Interior, deben esperar 5 años 
para contar con estos servicios. Además, antes la gente se tomaba los terrenos; no accedía a 
ellos legalmente. Generalmente, los tomaban en la noche, con las guaguas al frente. Conside-
raban que una forma de tener casa era contar primero con el terreno. Así lo hacían los secto-
res medios: profesionales y comerciantes, quienes primero compraban un terreno y más ade-
lante construían; los pobres pensaban lo mismo. No todos tenían que ir hasta el Ministerio de 
la Vivienda, pero allí se recogió esta inquietud.  
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 En segundo lugar, mucha gente del campo, en especial los que trabajan como temporeros, 
están 6 meses sin trabajo, pueden ampliar su vivienda con madera y así se construye lo difí-
cil; después la gente puede agregar una o dos piezas en forma fácil.  
 Éstos fueron los objetivos del Gobierno del ex Presidente Aylwin, tendientes a combinar 
el efecto de construir más, pero agregando estándar y mayor valor agregado a la vivienda, a 
su precio, al hábitat, etcétera. 
 Finalmente, en respuesta a una consulta, expresó que hay que reconocer honestamente 
que en Chile todo lo vinculado al estándar de la calidad de la construcción de nuestras vi-
viendas ha sido muy exigente en lo sísmico, pero se adolece de falta de experiencia y, al 
mismo tiempo, de precisión y de exigencia frente a dos temas que son importantes para el 
habitante de una vivienda, especialmente la social. Ellos son la ubicación y la impermeabili-
zación. 
 
4.20. INTERVENCIÓN DEL ALCALDE DE VIÑA DEL MAR Y VICEPRESIDENTE 
DE LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE MUNICIPALIDADES, SEÑOR RODRIGO 
GONZÁLEZ. 
 El señor Rodrigo González (Vicepresidente de la Asociación Nacional de Municipalida-
des) expresó que, en primer lugar, se referirá a la situación de las viviendas después del te-
rremoto que afectó a la Cuarta Región, donde la Asociación de Municipios ha desarrollado 
una actividad muy intensa de solidaridad con las comunas afectadas y, en segundo término, 
en general, a la opinión de la Asociación sobre las viviendas y las normas que las rigen y a 
las acciones efectuadas por las municipalidades para mejorar el hábitat, la vivienda y el desa-
rrollo urbano en las comunas. 
 A continuación, señaló: Tenemos una evaluación entregada directamente por los respecti-
vos municipios, copia de la cual dejaré en poder de la Comisión con los antecedentes perti-
nentes. 
 Nos preocupa el grado de destrucción y de daños producidos en la Cuarta Región, así 
como la insuficiente respuesta habida tanto de entidades de todo tipo, incluidos nosotros, y 
de la comunidad, aun sabiendo que una respuesta no puede ser inmediata y se necesita tiem-
po para paliar los efectos de una catástrofe de esta naturaleza. 
 En Vicuña hay 3.745 damnificados en vivienda y grandes necesidades, en términos de 
alimentos, de subsidios especiales para la reposición de viviendas, de viviendas de emergen-
cia y de profesionales para desarrollar proyectos que permitan enfrentar la emergencia. 
 En Monte Patria los daños, junto con desprendimiento de rocas, dan cuenta de 334 casas 
destruidas y de 1.239 con daños mayores, no habitables. No hay comunicación y la munici-
palidad está casi totalmente destruida. Se necesitan viviendas de emergencia, camiones alji-
bes, vigilancia policial, ingenieros, constructores y asistentes sociales. 
 En Punitaqui hay 443 casas destruidas; 2.000 con daños mayores, no habitables, y 25 de 
las 33 escuelas que existen están imposibilitadas de funcionar. Hay necesidad de mano de 
obra, sobre todo para el retiro de escombros, y se requieren constructores civiles, ingenieros 
civiles, arquitectos, médicos, asistentes sociales, técnicos en construcción. 
 En La Higuera hay 8 viviendas destruidas. Se necesitan materiales de construcción, ma-
quinaria de vialidad y apoyo de profesionales. 
 En Ovalle hay 750 viviendas destruidas en el sector rural y 1.784 en el urbano, y 22 es-
cuelas destruidas. Tienen necesidad de camiones aljibes, alimentos no perecibles y profesio-
nales. 



CÁMARA DE DIPUTADOS 194 

 En Combarbalá hay 1.091 viviendas destruidas, 8.800 familias afectadas y 5.000 damnifi-
cados. La municipalidad está destruida en el 70 por ciento. 
 En cada una de estas comunas, algún municipio de la región central o de distintos puntos 
del país se está preocupando de atender sus necesidades, sin duda de manera insuficiente, 
puesto que su apoyo lo ha basado en campañas de solidaridad con la comunidad, así como en 
ayuda municipal directa.  
 Desde luego, como los recursos con que cuentan los municipios son pocos, es poco tam-
bién lo que podemos hacer para superar los graves daños constatados. 
 En Combarbalá se necesitan viviendas de emergencia, frazadas, colchonetas y profesiona-
les, como ingenieros civiles, constructores civiles. 
 Éste es uno de los problemas más importantes, pues para desarrollar una planificación o, 
dentro de la desgracia, aprovechar la situación de destrucción producida para replanificar las 
ciudades, se debe contar con profesionales que permitan a las municipalidades y a las comu-
nas, sobre todo a las más pequeñas, cuantificar, efectuar catastros y diseñar las obras que se 
deben hacer. 
 Los Vilos no sufrió daños serios y no tiene necesidades urgentes. 
 En Canela hay 103 casas destruidas, 298 con daños mayores, 1.613 damnificados y 232 
albergados. Tienen necesidad de viviendas de emergencia, colchonetas, frazadas, apoyo de 
construcción, camiones, cuadrillas de personas y de profesionales: médicos, constructores 
civiles, ingenieros civiles. 
 En La Serena hay 421 damnificados, 46 albergados, 32 casas con daños mayores, no habi-
tables, y 72 casas destruidas. No hay necesidades urgentes. 
 En Paihuano hay 100 casas con daños mayores, no habitables, y 28 casas destruidas. Ne-
cesitan viviendas de emergencia y materiales de construcción. 
 En Salamanca hay 212 casas destruidas. Necesitan viviendas de emergencia, alimentos no 
perecibles, maquinarias, cuadrillas, profesionales. 
 En Andacollo se requieren viviendas de emergencia, cuadrillas para retirar escombros. No 
hay cuantificación de viviendas destruidas. 
 En Río Hurtado hay 109 casas destruidas, 149 con daños mayores, no habitables, y nece-
sidad de carpas, maquinarias, materiales de construcción, alimentos no perecibles. La necesi-
dad de maquinarias es muy grande y hay una enorme carencia, por la distancia de estos luga-
res. 
 En Illapel hay 490 casas destruidas y 1.100 con daños mayores. Necesitan viviendas de 
emergencia. 
 Hay cierta cuantificación en algunas tablas de evaluación de los daños y una evaluación 
aún preliminar de la cantidad de viviendas, frazadas, alimentos no perecibles, medicamentos, 
colchonetas, materiales de construcción que se han recibido para la ayuda, pero, sin duda, es 
aún absolutamente insuficiente, dada la magnitud de la situación. 
 Junto con dar este informe, quiero abordar un tema más general. 
 Sin duda, se necesita introducir importantes modificaciones en la política de vivienda y en 
las normas que regulan su construcción en las ciudades. 
 Respecto de la política de vivienda, junto con el déficit, se percibe, tal vez como la más 
urgente, la necesidad de mejorar su calidad, en especial el de la vivienda social y de las vi-
viendas intermedias que se construyen en el país. 
 La vivienda social carece de todos los elementos urbanos fundamentales que deben rodear 
la construcción de una vivienda con un espacio urbano humanamente habitable. No existe 
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equipamiento comunitario. No hay una política decidida, clara, precisa, en relación con la 
canalización de aguas lluvia y con la construcción de muros de contención, sobre todo cuan-
do se construye en terrenos con topografías difíciles, como es el caso de muchas ciudades 
chilenas.  
 Las ciudades que están en cerros tienen necesidades muy grandes en la materia. También 
se necesitan jardines y escuelas. Es decir, falta planificación urbana. Además, las normas 
sobre fiscalización no otorgan a las direcciones de obras instrumentos que permitan a las 
municipalidades exigir el cumplimiento de la normativa relativa a ese conjunto de condicio-
nes externas a las viviendas. Ello prácticamente nos obliga a recibirlas aisladas del contexto 
urbano. Debería, entonces, desarrollarse un conjunto de normas que permita a las direcciones 
de obras no efectuar la recepción de dichas viviendas si el conjunto de elementos urbanos 
que la rodean es insuficiente. 
 En general, una vez entregadas las viviendas, la municipalidad debe asumir la responsabi-
lidad de cubrir todos estos déficit, muchos de los cuales incluso se dan a nivel elemental. La 
implementación, por ejemplo, de los sistemas sanitarios de las viviendas es tremendamente 
deficiente. En gran cantidad de las viviendas sociales recepcionadas, hemos percibido que los 
asignatarios reciben sus casas ya con una cuenta de agua pendiente, como producto del tiem-
po transcurrido entre la entrega de la obra y la recepción del Serviu a Esval hasta la entrega 
de la vivienda a los pobladores. Una gran cantidad de viviendas se entregan con cuentas de 
agua de 10, 15, 20 ó 30 mil pesos, cuando aún el poblador que la recibe no ha cruzado el 
umbral de su casa. 
 Junto con esto, las viviendas sociales carecen de canaletas de los techos y de bajadas de 
aguas lluvia, lo que contribuye a producir humedad interna en los departamentos. Estos tra-
bajos de reparación deben realizarse por la empresa que construye. Pero, tratándose de po-
bladores de escasos recursos, dichas obras siempre quedan pendientes y las viviendas empie-
zan a deteriorarse rápidamente. 
 Los programas de viviendas sociales no son tan diferentes de los de otros niveles interme-
dios, como las viviendas PET, las cuales, a pesar de tener un mayor nivel de inversión y me-
jor calidad, también adolecen de deficiencias de esta naturaleza.  
 Por ejemplo, en general, no hay un valor diferenciado para la entrega de los subsidios a 
las personas que acceden a estas viviendas, de acuerdo con los lugares del país en que se 
construyen. Es muy distinto construir una vivienda en un terreno despejado del centro de 
Santiago o en lugares urbanizados de las ciudades en plano, a construir en un cerro o en una 
zona del norte o del sur del país extremadamente aislada, donde, sin duda, los costos de cons-
trucción son mucho más altos. Por lo tanto, los subsidios deberían ser diferenciados, según 
regiones, según la topografía de los distintos lugares donde se construye, de manera de con-
tar con estándares que permitan desarrollar una vivienda social de mejor calidad. 
 Todo esto, sin duda, requiere mayor inversión, pero desde el punto de vista de la Asocia-
ción es importante, tal vez, reducir la cantidad de viviendas construidas y mejorar la calidad 
en su proceso de construcción, teniendo presente que necesitamos ciudades vivibles, más 
que, simplemente, lugares de habitación de personas que carecen de ella, entendiendo que es 
necesaria una mayor inversión social y establecer formas y normativas de atracción de inver-
sión privada para el desarrollo de una política de viviendas más activa. 
 Finalmente, quiero agregar algo que no dice relación directa con las viviendas, pero que 
es muy importante. Me refiero al vacío legal que existe respecto de los colectores de aguas 
lluvia, problema que afecta especialmente a las ciudades que han crecido y se han desarrolla-
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do de forma muy dinámica. Pocas ciudades en Chile cuentan con niveles de urbanización 
adecuados como el centro de Santiago. Los sistemas de canalización de aguas lluvia hoy son 
absolutamente precarios. Para dar un ejemplo, en una ciudad como Viña del Mar, tenemos 
más del 50 por ciento de la ciudad sin cauce, incluso en barrios centrales. La población José 
Francisco Vergara no cuenta con cauce. Que no haya normas ni recursos para construir co-
lectores de aguas lluvia, nos parece un problema de la mayor envergadura, que, sin duda, el 
Parlamento puede contribuir a intentar resolver. 
 Consultado acerca de la forma como las municipalidades efectúan la fiscalización de los 
proyectos para otorgar los permisos de construcción y para realizar la recepción final de las 
viviendas y sobre el desarrollo urbano de las comunas, el señor Rodrigo González (Vicepre-
sidente de la Asociación Chilena de Municipalidades) señaló que los municipios grandes 
tienen capacidad suficiente, pero que no son, sin embargo absolutas, sino relativas. En el 
caso de Viña del Mar, diría que tenemos capacidad de fiscalizar en ciertos ámbitos, y, en 
otras ciudades quedan desbordados, porque las ciudades dinámicas, las que están creciendo, 
también son tan heterogéneas y diversas, que fiscalizar hoy un proyecto inmobiliario de gran 
magnitud, como los que se están construyendo en los grandes balnearios, y fiscalizar una 
vivienda social, son realidades muy diversas, tienen requisitos muy distintos y existen, ade-
más, normativas tremendamente heterogéneas y una confusión en la aplicación. 
 Recientemente, en relación con el edificio “El Faro”, muy conocido, que fue afectado por 
un terremoto hace varios años en Viña del Mar, la Corte Suprema resolvió que la municipali-
dad era responsable de las grietas y de los daños que había sufrido el inmueble, porque no 
había fiscalizado hasta el último detalle del proceso de construcción. Si a los municipios se 
nos pidiera fiscalizar el proceso de construcción de cada edificio que se levanta en una ciu-
dad, necesitaríamos un ejército de funcionarios, lo que es absolutamente imposible, ya que 
no podemos controlar el proceso constructivo, sino que debemos reconocer si una obra se 
atiene o no se atiene a las normas del plan regulador, dar el permiso y, posteriormente, fisca-
lizar las características generales del proceso de construcción y recibir la obra, hechas ciertas 
pruebas de que efectivamente se ha construido de acuerdo a las normas técnicas y que se ha 
cumplido con el plano de arquitectura y el programa de ingeniería que tenía la obra. Pero, no 
podemos controlar, por ejemplo, cuáles son los ingredientes de la mezcla de la construcción 
de la obra, pues no tenemos ni la capacidad técnica ni el personal para ello. Si nos piden eso, 
no tendremos ningún funcionario en la dirección de obras que sea capaz de aprobar un pro-
yecto, porque nadie se hará responsable de ello. Sin embargo, la Corte Suprema nos está 
pidiendo eso, y nos hace responsables y nos exige indemnizaciones. 
 Son tantos los temas y sólo me estoy refiriendo a uno de ellos. Es cierto que hay un déficit 
en las viviendas, pero sobre todo existe uno de infraestructura de las ciudades, en todo lo que 
es desarrollo y planificación urbana y de normativa.  
 Hay que reconocer que, respecto de las preguntas efectuadas en esta Comisión, considero 
absolutamente cierta la afirmación de que se ha avanzado más en un cierto tipo de normas 
que en otras, en las cuales nos sorprendieron, prácticamente en todo el país, de manera muy 
fuerte los temporales, y mostraron un déficit enorme en esta materia, aunque debemos reco-
nocer un avance en la política de vivienda social. Hoy tenemos una política de vivienda so-
cial que está cubriendo, por lo menos el crecimiento demográfico de la población, en cuanto 
la construcción crece más que el crecimiento demográfico.  
 Hay que procurar que la política de vivienda social se implemente con mayor calidad de 
la construcción y de recursos para llevarla a cabo, e incorporar mucho más al sector privado 
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y a la inversión privada en todos los tipos de construcción de vivienda, de manera tal que 
este sector tenga también interés en construir viviendas sociales. Hoy es cada vez más difícil 
encontrar empresas que construyan este tipo de viviendas y que utilicen los subsidios, porque 
son muy pequeños los márgenes de utilidad; por tanto, la calidad de la construcción es total-
mente precaria y se necesita autorregulación por parte de los profesionales de la construc-
ción. Para que las municipalidades puedan fiscalizar, necesitamos normas claras, proyectos 
bien hechos e ingenieros, arquitectos, constructores civiles y empresas que cumplan bien su 
función. 
 Finalmente, en lo relativo al desarrollo urbano en el país, éste es absolutamente espontá-
neo, no planificado. No hay ni planes regionales ni planes comunales ni planes estratégicos 
de ciudades ni estrategias de desarrollo en las regiones. Cuando en estas últimas se elaboran, 
parece que fueran libros que se meten en un cajón y que no sirven para orientar la acción, 
porque falta un sistema presupuestario en los municipios y que el Estado favorezca la plani-
ficación de largo plazo, con sistemas presupuestarios anuales, ya que, con los mínimos recur-
sos de que disponen los municipios para un plan de obras, no pueden planificar absolutamen-
te nada.  
 
4.21. INTERVENCIÓN DEL DIRECTOR NACIONAL DE LA OFICINA NACIONAL 
DE EMERGENCIA, SEÑOR ALBERTO MATURANA. 
 El señor Alberto Maturana (Director Nacional de Onemi) expresó que, de acuerdo a lo 
solicitado por la Comisión, haría algunas reflexiones en torno al tema que preocupa a los 
señores parlamentarios. 
 En relación con el tema de viviendas sociales, es conveniente precisar que Onemi carece 
de competencias legales. Históricamente, las tuvo; incluso, construyó este tipo de viviendas. 
Pero, a partir de 1976, diversas modificaciones legales dejaron a este órgano sin ninguna 
responsabilidad en esta materia. 
 Ya la situación actual es bastante conflictiva, porque confunde terminología, uso y aplica-
ciones en una materia que pareciera ser estrictamente de emergencia. Sin embargo, el destino 
final en estas soluciones de emergencia es constituirse en soluciones sociales. 
 Hoy, sus responsabilidades están radicadas en coordinación, planificación y respuesta en 
momentos de emergencias o desastres, en proveer acciones de emergencia, las cuales, clási-
camente y en todo el mundo, de acuerdo con estándares internacionalmente aceptados, se 
limitan a proveer transitoriamente techo, abrigo, alimentación, atención médica y encuestas 
de las necesidades de la población afectada o damnificada. 
 En el informe entregado a la Comisión hay un resumen ejecutivo, consideraciones técni-
cas, desde una visión de protección civil, respecto de esta materia, especificaciones técnicas 
sobre qué es una vivienda de emergencia hoy día, es decir, qué estándares podríamos exigirle 
a esta sencilla construcción de 18 metros cuadrados que no puede rebasar las 30 U.F., pero 
que, obviamente, debe cumplir algunos cánones mínimos y elementales. 
 También hice entrega de un informe consolidado de los temporales. Un documento de 
este tipo es posible de ser entregado en la actualidad con datos confiables, debido a que 
hemos conducido un proceso de normalización los últimos tres años que, a lo largo de todo el 
territorio nacional, utiliza iguales formularios para precisar cómo se configuran los daños 
frente a eventos destructivos.  
 También incluimos el informe consolidado del sismo de la Cuarta Región, el cual también 
cuenta con datos y cifras muy acotadas, debido a que pocas semanas antes de este sismo 
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habíamos realizado una capacitación dirigida fundamentalmente al mundo municipal, a la 
cual asistieron el 87 por ciento de las municipalidades de la región, el ciento por ciento de las 
gobernaciones y 4 funcionarios de la Intendencia Regional. 
 En teoría, obviamente esto podría haber significado un cambio. No estoy seguro de que 
los señores alcaldes hayan solicitado un juicio más experto de las personas que fueron for-
madas en administración de desastres, y, en la práctica, de las buenas pesquisas que ya he-
mos hecho. Gran parte de la conducción de la emergencia tiene la sinrazón de que califica-
mos o capacitamos a algunos, pero a los que les preguntan es a otros. Creo que esto es parte 
de un esfuerzo cultural que, obviamente, no se completará en uno, dos ni tres años.  
 Valorizo enormemente nuestra relación actual con la Asociación Chilena de Municipali-
dades, con la cual firmamos, en 1994, un completo acuerdo para tratar de explorar y profun-
dizar estas materias, como un esfuerzo también de descentralización por parte de la Oficina 
Nacional de Emergencia, la que, no obstante ser un organismo concentrado y centralizado 
por ley, ha querido, a través de la capacitación, lograr la descentralización que no le permite 
la misma. 
 También se incluye en el documento un informe de la situación actual. Es evidente que el 
manejo de una emergencia, y particularmente cuando ésta es compleja, es un proceso de cap-
tura de información. Sin tener la información, no podemos conducir ni decisiones acertadas 
ni enviar las cosas que se necesitan a los sitios que las requieren.  
 Además, el documento cuenta con un informe final respecto de los volúmenes de ayuda 
que Onemi ha enviado de sus propias bodegas.  
 Respecto de la vivienda de emergencia, como la ha definido la ley, nos gustaría puntuali-
zar algunas materias y reflexionar en torno a la lógica que actualmente impera. 
1. Las viviendas de emergencia actualmente en uso no representan soluciones de emergencia 

funcional, ni transitorias ni son fáciles de transportar. Sabemos que el cupo de un camión 
de treinta o cuarenta toneladas es para dieciocho viviendas de emergencia, ya que son pe-
sadas y están condicionadas a la capacidad de producción de diversos proveedores. 

2. Aunque el legislador o la autoridad hayan querido darle lógica, en la práctica, su utiliza-
ción como viviendas, y no como solución transitoria de emergencias puntuales, fácilmente 
las transforma en asentamientos permanentes y, muchas veces, ajenas a todo planteamien-
to urbanístico. 

3. El clima psicológico que acompaña a muchas de las emergencias favorece su rápido em-
plazamiento en terrenos de riesgo o de alto riesgo, sin estudios previos o de vulnerabilidad 
y, lo que es peor, de dudosa erradicación futura. 

 Por lo tanto, no siendo esta área de análisis de competencia directa de la Oficina Nacional 
de Emergencia en el tema de la vivienda social, son innumerables las acciones de rehabilita-
ción que se conducen a través de ella. Se agregan como materia de análisis las contradiccio-
nes de un sistema que debe modernizarse en términos de no esconder o soslayar los proble-
mas de pobreza y marginalidad subyacentes, con atenciones y acciones de emergencia, cuyos 
recursos, definidos por ley, debieran orientarse exclusivamente a acciones prontas, eficientes 
y transitorias y que, sin embargo, en la necesidad de atender problemas sociales, elige moda-
lidades de atención lentas, poco eficientes y definitivas. 
 Nos parece que éste es un tema de ley, probablemente de modificaciones importantes, 
pues se parte de una mala definición: “viviendas de emergencia”. El solo hecho de calificar-
las como “viviendas” las transforma en lo que hoy son: un problema. 
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4.22. INTERVENCIÓN DEL DIRECTOR DE LA DIRECCIÓN DE EXTENSIÓN EN 
CONSTRUCCIÓN DE LA PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DE CHILE, 
DECON, SEÑOR PABLO MATURANA. 
 El señor Pablo Maturana, (Director de la Dirección de Extensión en Construcción de la 
Pontificia Universidad Católica de Chile) señaló que el interés de la Comisión es que informe 
acerca del origen de los daños que han afectado a viviendas en diversas zonas del país con 
ocasión de los temporales. En este sentido, y en su calidad de Director del Decon de la Ponti-
ficia Universidad Católica de Chile, le ha correspondido participar en el estudio de los pro-
blemas originados en la Región Metropolitana y también en la Octava Región. Sobre esa 
base, expresó lo siguiente: “No puedo ni pretendo generalizar la situación que ha afectado a 
las viviendas a lo largo de todo el país, porque sería muy presuntuoso de mi parte. Más aún, 
por mi formación profesional, tal vez demasiado técnica, considero necesario abordar cada 
caso en forma específica. Sin embargo, en los antecedentes que en este momento voy a dejar 
en poder de la Comisión se resumen las observaciones que nos ha correspondido identificar 
en cada uno de los casos. En primer lugar, y por encargo del Serviu regional, en la Octava 
Región analizamos problemas ocurridos en 4 conjuntos habitacionales, que en total suman 
aproximadamente 2.600 viviendas. Estos 4 conjuntos habitacionales fueron construidos por 
una misma empresa, con soluciones constructivas muy similares, y corresponden a viviendas 
básicas, cuyas mayores deficiencias se observan en las cubiertas, planchas fundamentalmen-
te, con desprendimiento causado por los fuertes vientos. También apreciamos filtraciones en 
la gran mayoría de las viviendas, fundamentalmente en el perímetro de los muros, y filtracio-
nes por cubierta y ventilaciones. Además, comprobamos que se habían producido algunas 
fisuras que alarmaban un poco a la población, a las cuales me voy a referir en forma muy 
breve. 
 Respecto del tema de las cubiertas, igual que de las filtraciones por el perímetro, compro-
bamos que la mayoría de los casos obedecen a un proyecto inadecuado para las condiciones 
de la región, con una solución también inadecuada, por cuanto requería de una supervisión o 
control de ejecución bastante rigurosa, la que aparentemente no se ejecutó por parte de quien 
realizaba la obra. 
 En cuanto a las fisuras, tuve la oportunidad de seguir su evolución y puedo señalar que 
corresponden a un fenómeno típico en obras de hormigón armado. Se trata de fisuras de re-
tracción, las cuales se pudieron haber evitado, aunque siempre se presentan en obras de esta 
naturaleza. En todo caso, pueden ser reparadas. 
 En lo que se refiere a los problemas relacionados con las cubiertas y filtraciones perime-
trales, elaboramos un informe donde se plantean las soluciones, pero no nos corresponde 
vigilar su cumplimiento. Al respecto, se establecieron las recomendaciones que debían abor-
darse en cada uno de esos casos. Tal vez lo más riguroso sea el afianzamiento de la estructura 
de cubierta que, por ser bastante complicada, significa una obra también importante. 
 Respecto de lo que nos ha correspondido observar en la Región Metropolitana, puedo 
señalar que, debido a nuestro emplazamiento geográfico, es donde mayor cantidad de vivien-
das nos ha tocado revisar. Estoy hablando del orden de 10 mil viviendas. 
 Hemos concentrado nuestra atención, y aquí quiero ser bien preciso, en buscar una solu-
ción al problema de la permeabilidad de los paramentos exteriores de las viviendas, espe-
cialmente de las ubicadas en Puente Alto, San Bernardo y otras más que se detallan en el 
informe. En este momento, estamos hablando de 12 conjuntos habitacionales en la comuna 
de Puente Alto, otros en San Bernardo, Quilicura, Maipú y Pudahuel.  
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 En general, todos estos paramentos exteriores eran de albañilería de bloques y de ladrillos. 
Se trata de albañilerías en que el paramento no lleva ningún tipo de recubrimiento -ni exte-
rior ni interior-, salvo la aplicación de una pintura hidrorrepelente, tal como lo indican las 
especificaciones del Serviu.  
 En todos los casos hubo claras fallas del paramento exterior, situación que, desde el punto 
de vista académico, no nos llamó mucho la atención, porque en nuestra Universidad, a raíz 
del desarrollo de un proyecto financiado por la OEA en 1979, el profesor Gastón Barrios ya 
había establecido, a través de ensayos realizados con un túnel que simula condiciones de 
viento y lluvia, que desde la Cuarta Región al sur la solución con bloques y ladrillos sin al-
gún tipo de tratamiento especial podía presentar problemas como los que se observaron con 
ocasión de los temporales.  
 Aun cuando en las especificaciones se menciona como una solución aceptable, quedó 
claramente demostrado que no fue el adecuado para las condiciones climáticas que tuvimos 
este año. En este sentido, no propusimos sugerencia, porque teníamos presente que se podía 
producir esa situación.  
 Consideramos que el sistema de albañilería que se está usando es tremendamente sensible, 
tanto a la mano de obra, a los materiales, a la supervisión, a los procedimientos, etcétera, lo 
que lo hace bastante vulnerable. Y sobre esa base ofrecimos nuestra colaboración para pro-
poner soluciones, a fin de que ésta fuera rápida, eficiente, segura, durable y aplicable a las 
condiciones del momento que requería la albañilería. Ésta debía ser recubierta y en condicio-
nes que soportara la alta humedad; por lo tanto, la solución debía ser lo más elástica posible.  
 También, de alguna forma, supervisamos la ejecución de la reparación mediante instru-
mentalización confiable, que nos permitió evaluar cuantitativamente los parámetros más re-
levantes. 
 En ese sentido trabajamos en conjunto con una empresa constructora afectada y también 
con otra que provee insumos para la construcción, sobre la base del desarrollo de morteros 
acrílicos, que fueron previamente ensayados en nuestro laboratorio y sometidos a diferentes 
pruebas de envejecimiento acelerado, ciclo de dispersión y secado para, posteriormente, ser 
llevados a la práctica.  
 En la actualidad, como Decon, estamos supervisando la aplicación del producto conforme 
a las especificaciones que proporcionaron los fabricantes del mismo y la aplicación la está 
haciendo directamente la empresa constructora. Nosotros solamente nos preocupamos de 
verificar que el proceso se ejecute conforme a lo especificado y de someter a las pruebas 
finales el resultado, dejando claro que no nos hemos involucrado para nada en lo que se re-
fiere a otro tipo de humedades provenientes de cubiertas o vías de paso abierto que pudieran 
existir, sino solamente de aquellos paramentos que en una supervisión realizada por nosotros 
se consideran aceptables. 
 Hasta el 31 de octubre, todas esas supervisiones han sido certificadas por nosotros, lle-
gándose a aprobar 3.098 viviendas en diferentes comunas para diferentes empresas construc-
toras, y se sigue trabajando en ello. No sé cuántas de ellas irán a quedar con el certificado de 
conformidad gracias a esta aplicación. Nuestra labor es absolutamente independiente y, por 
lo tanto, estamos certificando la aplicación conforme a las especificaciones del fabricante.” 
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5. CONTINUACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN. 
5.1. SOLICITUD DE NUEVO PLAZO PARA EMITIR INFORME. 
 Con la constitución de la nueva Comisión en marzo de 1998, se solicita y se obtiene la 
aprobación de la honorable Cámara, de la ampliación del plazo en sesenta días para emitir el 
informe y de este modo proceder a dar cumplimiento al Proyecto de Acuerdo número 540 de 
1997. 
 
5.2. PETICIÓN DE NUEVOS ANTECEDENTES. 
5.2.1. Al señor Contralor General de la República. 
 Para cumplir con su cometido vuestra Comisión acordó dirigir oficio al señor Contralor 
General de la República para consultar si se solicitó efectuar sumarios a raíz de los proble-
mas ocasionados en la construcción de viviendas básicas afectadas por los temporales de 
1997. 
 
5.2.2. Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo. 
 Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo se le solicitó informar sobre las siguientes 
materias: 
a) Si se efectuaron sumarios internos en dicha Secretaría de Estado y en los Servicios de 

Vivienda y Urbanización, a raíz de los problemas que afectaron las viviendas básicas por 
los temporales ya mencionados; 

b) Si a consecuencia de dichos sumarios se efectuaron despidos de personal; 
c) Si el Ministerio y los Serviu entablaron demandas judiciales en contra de las empresas 

constructoras de viviendas básicas dañadas, y conocer cuál es el estado procesal de los 
juicios que en ellas inciden y el contenido de las resoluciones judiciales; 

d) Informar si las empresas responsables de los daños a las viviendas básicas afectadas fue-
ron eliminadas de los registros de contratistas de los Serviu;  

e) Si dichas empresas han continuado postulando a licitaciones de los Serviu; 
f) Informar sobre qué tipo de especificaciones técnicas han sido eliminadas y por cuáles han 

sido reemplazadas; 
g) Si existe acuerdo entre la empresa Copeva y los pobladores para la reparación de las vi-

viendas; 
h) Qué medidas se han adoptado con el objeto de evitar que en el próximo invierno puedan 

ocurrir casos similares; 
i) Cuántas viviendas fueron beneficiadas con el subsidio adicional de doce unidades de fo-

mento para efectuar las reparaciones; 
j) Informar si la población Villa Poetas, ex Portezuelo de Melipilla, fue considerada dentro 

de aquellas afectadas por los temporales, y  
k) Informar sobre las normas de fiscalización de la construcción de viviendas básicas que se 

está aplicando, su evaluación y los recursos humanos con que se cuenta para su control. 
 
5.2.3. Al señor Director del Instituto de Investigaciones y Ensayes de Materiales de la 
Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, Idiem. 
 Se dirigió oficio al señor Director del Idiem para solicitarle informar si durante el período 
comprendido entre la fecha en que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo solicitó a dicho 
Instituto evacuar el informe sobre la causa de los daños que afectaron a las viviendas de la 
comuna de Puente Alto con ocasión de los temporales del invierno pasado y, la fecha en que 
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dicho informe se evacuó, esto es, el mes de octubre de 1997, el señor Francisco Pérez Yoma 
era miembro del Directorio del Idiem. 
 Ante vuestra Comisión, se señaló que el directorio del Instituto de Investigaciones y En-
sayes de Materiales de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de 
Chile, Idiem, habría estado compuesto, entre otras personas, por el señor Francisco Pérez 
Yoma, que es a su vez, dueño mayoritario de la empresa constructora Copeva. 
 Se añadió que las primeras publicaciones sobre este tema daban cuenta que el Director de 
dicho Instituto señor Luis Ayala, manifestaba la inexistencia de este directorio y, posterior-
mente, el día 7 de julio de 1998, en una publicación de prensa, reconocía que el señor Pérez 
Yoma, sí fue director, pero que renunció en el mes de junio de 1997. 
 Por parte de esta Comisión, tal como se señaló anteriormente, solicitó al Director del 
Idiem, informar si a la fecha en que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, contrató el estu-
dio e informe sobre los daños causados a las viviendas por los temporales y el mes de octu-
bre de 1997, en que dicho informe fue emitido por el Idiem, si el señor Francisco Pérez   
Yoma era miembro del directorio de ese Instituto, y su respuesta fue la siguiente: 
 
“Santiago, julio 8 de 1998. 
MEMORÁNDUM DAC Nº 105/98 
 
DE: LUIS AYALA RIQUELME, DIRECTOR ACADÉMICO Y ESTUDIANTIL 
FACULTAD DE CIENCIAS FÍSICAS Y MATEMÁTICAS 
UNIVERSIDAD DE CHILE 
A: SEÑORA ELIANA CARABALL MARTÍNEZ 
PRESIDENTA COMISIÓN DE VIVIENDA Y DESARROLLO URBANO 
CÁMARA DE DIPUTADOS-CHILE 
 
MAT: INTEGRANTES DE UN DIRECTORIO CONSULTOR DE IDIEM 
 
 En relación a la información solicitada en el Oficio Nº 31-98 del 1º de julio del presente 
año, cúmpleme informar que el señor Francisco Pérez Yoma no era miembro del directorio 
de Idiem a la fecha en que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo solicitó el informe técnico 
sobre las causas que provocaron las filtraciones a las viviendas de la Villa Volcán San José 
de Puente Alto, construidas por la empresa Copeva, como tampoco antes o posterior a esa 
fecha. Al respecto puedo agregar a usted lo siguiente: 
1) El Instituto de Investigaciones y Ensayes de Materiales, Idiem, no tiene ni ha tenido nun-

ca un directorio. El Idiem es y ha sido dirigido por un académico de jornada completa que 
ejerce la función de Director, el cual es asesorado por un Comité Académico, integrado 
sólo por académicos también de jornada completa de la Facultad de Ciencias Físicas y 
Matemáticas (Ingeniería) de la Universidad de Chile, dependencia universitaria a la cual 
pertenece este Instituto, al igual que otros 14 departamentos académicos y 4 centros. 

2) Dentro del marco de un plan estratégico de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas 
para el año 97 (Acciones 97), que contemplaba un proyecto de modernización del Idiem, 
el Decano Víctor Pérez V. propuso al Consejo de dicha Facultad en su sesión del 2 de 
abril de 1997, la constitución de un directorio consultor para apoyar la Dirección del 
Idiem. Los miembros de ese directorio debían ser académicos y profesionales prestigiosos 
vinculados con el quehacer del Instituto, y además egresados de la Facultad. La proposi-
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ción fue aprobada en esta sesión y el acta correspondiente, en la sesión siguiente efectua-
da el 7 de mayo de 1997. Con fecha 12 de junio de 1997, el señor Francisco Pérez, uno de 
los invitados por el Consejo de Facultad a integrar el directorio consultor de Idiem, pre-
sentó su renuncia indeclinable dada la situación que afectaba a su empresa. La renuncia 
fue aceptada por el Decano Víctor Pérez V. mediante carta de fecha del 16 de junio de ese 
mismo año. 

3) El suscrito fue designado en la sesión del 2 de abril de 1997 Director del Idiem para poner 
en marcha el plan de modernización acordado por el Consejo de la Facultad. Este plan se 
inició a partir de esa fecha y ha sido continuado por el actual director Profesor Pedro    
Ortigosa, designado a partir del 7 de mayo del presente año, sin la necesidad de constituir 
el directorio consultor propuesto por el Decano. 

4) Con fecha 18 de junio de 1997, el señor Héctor López Alvarado, Arquitecto Jefe de la 
División Técnica de Estudio y Fomento Habitacional del Ministerio de Vivienda y Urba-
nismo solicitó evaluar los siguientes informes referidos a los edificios construidos por 
mandato del Serviu Metropolitano, ubicados en la Comuna de Puente Alto identificados 
como Volcán 1 y 2. 
1. Diagnóstico de causas por las que se produjeron filtraciones en los muros perimetrales. 
2. Alternativas de revestimientos para evitar futuras filtraciones. 
3. Análisis estructural de los edificios en el sentido de su comportamiento al incorporar 

una carga de estuco exterior en sus muros perimetrales. 
5) Con fecha 19 de agosto de 1997, mediante carta IEE Nº102/97 la Sección Investigación y 

Ensayes de Estructura (IEE) del Idiem hizo llegar al Minvu un preinforme (resumen) de 
los principales resultados y apreciaciones generales sobre una parte del estudio encargado. 
Posteriormente, el 10 de octubre de 1997, mediante carta IEE Nº136-97, se hizo entrega al 
Minvu del informe del estudio técnico completo sobre las posibles causas que provocaron 
las filtraciones de aguas lluvia a las viviendas de la Villa Volcán San José de Puente Alto. 

 Saluda atentamente, 
 
Luis Ayala Riquelme 
Director Académico y Estudiantil 
Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas 
Universidad de Chile 
Ex director del Idiem” 
 
6. PERSONAS INVITADAS POR LA COMISIÓN. 
 Vuestra Comisión estimó procedente invitar nuevamente al señor Ministro de Vivienda y 
Urbanismo, a la señora Subsecretaria de Vivienda, a determinadas autoridades ministeriales 
y del Servicio de Vivienda y Urbanismo Metropolitano y a representantes de las siguientes 
poblaciones:  
 Presidenta de la Junta de Vecinos de la población El Volcán uno, de Puente Alto, señora 
Berta Pavez Jiménez; Presidenta de la Junta de Vecinos de la población El Volcán dos, de 
Puente Alto, señora Doris Inyelco; Presidente de la Junta de Vecinos de la población Bruse-
las dos, de San Antonio, señor Juan Luis Villegas; Presidenta de la Junta de Vecinos de la 
población Valle del Sol, de El Bosque, señora Eugenia Navarrete; Presidenta de la Junta de 
Vecinos de la población Pascual Gambino, de Quilicura; Presidenta de la Junta de Vecinos 
de la población Cancha Rayada, de Ovalle, señora María Luz Moncada. 
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6.1. INTERVENCIÓN DEL MINISTRO DE VIVIENDA Y URBANISMO, SEÑOR 
SERGIO HENRÍQUEZ. 
 El señor Sergio Henríquez (Ministro de Vivienda y Urbanismo) señaló que respecto de 
este tema llevamos un año de trabajo. 
 Añadió que cumplirá un año como Ministro a fines de julio y la señora Subsecretaria, 
como tal, lleva un mes de labor. 
 A continuación resumió el estado en que se encuentran las cosas y señaló que comenzó el 
año pasado, a raíz de los fuertes temporales en la zona central. Eso produjo problemas en las 
viviendas y afectó a algunos grupos. Uno de ellos fueron las viviendas en la comuna de 
Puente Alto, el Volcán 1 y 2, seleccionadas por la prensa y por algunas personas para ejem-
plificar lo que sucedía.  
 Manifestó que, reflexionando, por qué sucedió este problema, estimó que ello tiene que 
ver con el arte constructivo en Chile, porque él parte con ciertos problemas, desde el diseño 
de la vivienda, producto de la masiva construcción.  
 Acotó que, antes de 1990, en Chile se construían menos de 5 millones de metros cuadra-
dos. El déficit habitacional aumentaba y, a partir de 1990, específicamente de 1991 y 1992, 
es cuando empieza un volumen de construcción.  
 Expresó que de acuerdo con la información del año pasado, se construyeron 136 mil vi-
viendas, cuando la demanda normal de este país se estima del orden de 70 mil viviendas 
nuevas que se requieren cada año. Se está reduciendo el déficit. Así lo dicen todas las esta-
dísticas. Agregó que eso llevó a que el sector privado se metiera en un tema bastante comple-
jo y que significaba que donde había mano de obra habitual, entrenada, se llegara a una mano 
de obra que no era tan entrenada y dedicada a la construcción, y que pasáramos de un núme-
ro de menos de 5 millones de metros cuadrados a más de 10 millones de metros cuadrados 
construidos; de 60 a 70 mil viviendas, a más de 130 mil al año.  
 Señaló que al hacer un repaso el año pasado, a estas alturas, con un volumen de construc-
ción tan grande y a todo nivel, teníamos una falta de compromiso de sus diseñadores, y falta-
ba tiempo a los arquitectos para lo que estaban haciendo, por ello era casi replicar uno tras 
otro ciertos modelos, sin renovar el diseño ni el tema urbanístico. Hubo una serie de cosas 
que se dejaron de lado en el ánimo de avanzar rápido y resolver un tema social tan urgente. 
 Destacó que los proveedores, que antes tenían ciertas dificultades para vender sus produc-
tos, por el contrario, lo que producían lo vendían, lo que demuestra que todos los controles 
de calidad estaban más relajados respecto del tipo de materiales que se estaba usando.  
 Hizo presente que en Santiago se empezó a usar el sistema de los bloques, que es un tema 
crítico en este caso. Hubo dos ocasiones en que se usó en Santiago: primero, en 1985, a raíz 
del terremoto, en que fueron dañados y destruidos alrededor de cien conjuntos habitacionales 
del Ministerio, tema que nunca se conoció por la prensa. 
 Enfatizó que desde entonces se empezó a usar el bloque, porque era imposible reconstruir 
todo rápidamente con ladrillo. Posteriormente, al iniciarse la construcción masiva y por no 
contar con suficiente ladrillo en Santiago, acuerdo en el que, además, los productores de blo-
ques estaban muy interesados, se siguió utilizando el bloque en Santiago sin que éste estuvie-
ra normalizado, es decir, el bloque cumplía con una condición básica para que se usara en la 
construcción, pero no estaba normada su utilización en cuanto al grado de permeabilidad que 
debía tener y a una serie de otras normas. 
 Señaló en tercer lugar, los constructores también se habían relajado, porque en el ánimo 
de construir mucho y rápido, los sistemas de trato se hicieron masivos y la subcontratación 
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en las empresas era constante, por lo cual nos encontramos con muchas empresas que existí-
an con el nombre, algunos ingenieros, un par de contadores y el resto eran todos subcontra-
tistas, provocando que el control de responsabilidad y calidad disminuyera.  
 Añadió que lo anterior se agrega el sistema de tratos que hizo que ocurrieran los hechos 
acaecidos en ciertas poblaciones, en que la flecha en las losas es mayor que la razonablemen-
te permitida, producto de que los trabajadores, como tenían trato de cumplimiento a la sema-
na, no cuidaban todas las normas en cuanto al alza primaje de las losas, mientras estaban en 
construcción. A eso, después, hay que agregarle que el Ministerio tenía un formato de ins-
pección técnica residente. Del total de viviendas dañadas, las encargadas por el Ministerio es 
sólo una parte; en las demás viviendas dañadas, el Ministerio lo único que otorga es el subsi-
dio, y no tiene ninguna responsabilidad. Se trata de un contrato directo entre privados, entre 
la gente y los constructores y organizaciones, como las cooperativas. En este tema, en toda la 
línea, tanto de las viviendas construidas por el Ministerio, como de las viviendas llamadas 
privadas, que se construían con los subsidios otorgados, hubo problemas de inspección.  
 La inspección residente, como concepto, requiere de un inspector de planta por lugar, con 
los medios técnicos, con tiempo, con vehículos etcétera. 
 Manifestó que el Ministerio, a raíz de la planta fijada en 1990, aumentó fuertemente su 
inversión, por la cantidad de viviendas que hacía. Sin embargo, su planta funcionaria no sólo 
se había mantenido, sino que había disminuido. De hecho, hay una ley vigente para el caso 
del Ministerio de Vivienda, conocida con “dos por uno”: por cada dos personas que jubilan o 
se van sólo una puede ingresar. Es decir, tenemos que esperar que dos personas jubilen para 
que entre una, que, además, queda en el grado más bajo que las dos personas que se han ido.  
 Ésta es una situación de detrimento muy compleja, que está en la ley, que es imposible de 
evitar, y que afecta la inspección residente principalmente. 
 Hizo presente que las especificaciones del Ministerio se habían ido convirtiendo en gene-
rales, producto de reiterados reclamos de muchos proveedores, a fin de evitar que en ellas se 
indicaran a un determinado proveedor o producto. De hecho, ya durante el gobierno militar 
hubo algunas acusaciones al Ministerio de corrupción, por indicar un producto o un provee-
dor en un determinado material. Por ello, las especificaciones se habían convertido en bas-
tante generales. Pero esa generalidad, en vez de ser utilizada en términos de no indicar a un 
determinado proveedor, estaba siendo utilizada para disminuir la calidad y los estándares 
constructivos. 
 Manifestó que ése es el resumen de la situación habida el año pasado. A eso, se agregan 
los temporales de viento y lluvia, que desde 1926 no afectaban con esa magnitud a nuestro 
país. 
 Destacó que no sólo en viviendas hubo problemas, sino también en obras públicas. De 
hecho, como consecuencia de estos temporales en Santiago, se destruyeron viviendas no 
sociales; se destruyeron viviendas de clase media y alta. En Providencia y Vitacura, fue por 
donde penetró el viento en esa zona de la ciudad y también hubo destrucción. Eso demuestra 
que nuestras viviendas están diseñadas para cierto régimen pluvial y para cierto régimen de 
viento, que no era el caso de lo que ocurrió el año pasado. 
 Expresó que a partir de ese momento, la primera meta fue resolver los problemas de la gente. 
No se podía dejar a cuarenta mil familias viviendo con las casas como estaban. Ése era el primer 
problema. Lo demás era accesorio. Se firmó un acuerdo con la Cámara Chilena de la Construc-
ción, en virtud del cual las empresas que tuvieren problemas, incluida la empresa que más se 
nombre habitualmente, se comprometieron a hacer todas las reparaciones en sus poblaciones. 
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 Enfatizó que en ese sentido, han sido muy estrictos y se ha cumplido. A la fecha esta repa-
rado prácticamente el ciento por ciento de las viviendas, excepto un pequeño grupo de vi-
viendas en Santiago, dentro del grupo habitacional de Puente Alto. 
 Según su parecer, estima que la gente, está mal informada y utilizada, por distintos gru-
pos, razón por la cual han postergado la firma de los mandatos, para efectuar las reparacio-
nes. Como son viviendas privadas, el Ministerio no puede intervenir si no tiene esos manda-
tos. No los han firmado, y hace pocos días nos dijeron que esta vez si querían firmarlos. Los 
están buscando su empresa y el Ministerio va a apoyarlos técnicamente en lo posible. Les 
hemos informado que sólo si tenemos los mandatos firmados se prorrogará del decreto       
Nº 79, que ya venció, para que, en el caso de ellos, se reparen y mejoren esas viviendas. 
 Expresó ante la Comisión que las empresas, en general, han cumplido. La nómina de ellas 
está en poder de la Comisión con el cuadro de las poblaciones, además, de la información 
adicional referida al tipo de daño por población, es decir, a viviendas con daño mayor. Esa 
información fue prorrogada a la Comisión el año pasado, y se ha utilizado para hacer a esa 
catastro las reparaciones de las viviendas. 
 Manifestó que nadie puede desconocer que para la gente lo primordial es tener solución 
habitacional y el presupuesto siempre es menguado y mucha gente continua esperando. 
 Por otra parte los precios de los terrenos suben, el país estaba creciendo muy fuerte, la 
competencia en el sector construcción era muy fuerte y el valor de la mano de obra muy cara. 
 Por ello se aceptaron algunas disminuciones de estándares, en ciertas cosas que se llama-
ron laterales, pero, en lo principal, los estándares siempre fueron aumentando en metraje. Por 
ejemplo, en 1990, la vivienda básica del Ministerio de Vivienda y Urbanismo tenía 32 metros 
cuadrados; la vivienda básica de 1997, tiene un promedio de 45 metros cuadrados. O sea, el 
estándar, en cuanto a tamaño de vivienda, claramente está aumentando. Hasta antes de 1992 
no había obligación de pavimentar calles, pasajes, y veredas, y sin iluminación. Hoy se in-
vierte en la gente más pobre del país, no sólo en las viviendas sino, además, en la urbaniza-
ción y el equipamiento. Desde ese punto de vista mal enfocado, se pensó que, para lograr un 
mayor equipamiento y metraje, había que estar dispuesto a sacrificar algunos estándares co-
mo las bajadas de aguas y los desagües de las aguas lluvia en las poblaciones. 
 Expresó que a raíz de ello, el Ministerio decidió invertir alrededor de doce millones en 
hacer mejoras en más de cuarenta mil viviendas. Y diecisiete mil setecientos setenta y un 
millones, en mejorar los estándares, que es distinto que hacer reparaciones, las que han sido 
hechas por las empresas. 
 Hizo presente que se lograron compromisos con los proveedores, los Colegios de Arqui-
tectos, de Ingenieros, de Constructores y con la Cámara de la Construcción sobre mayor ca-
lidad de la Construcción, urbanización y nuevos modelos de vivienda y no sólo un tipo, sino 
que conjuntos de diferentes tipos, de 50 metros, de 45, para matrimonios solos, para ancia-
nos, etcétera. 
 De esta manera entregará una oferta de vivienda muy distinta. 
 Por otra parte con la Cámara de la Construcción hemos realizado seminarios internos y 
contratado las mejores empresas de ingeniería del país. Ellas han hecho análisis independien-
tes lo han discutido, ellos y sus asociados respecto de los temas de mejoramiento de la cali-
dad. Se ha insistido en las inspecciones permanentes de las obras, más allá de lo normal. 
 Dijo que se han preocupado de las normas, que es otro tema que faltaba abordar respecto 
de la construcción. En los programas privados donde el Ministerio no intervenía, ahora existe 
inspección para la cual el Ministerio otorga un subsidio para esa contratación desde el inicio 
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de la ejecución y de la recepción de la obra, pero en esa área aun ha habido muchos proble-
mas con los proyectos privados. 
 En materia de responsabilidades explicó que en primer lugar, se debía comprobar si hay 
dolo y la mejor solución, que es tener un ministro en visita de la Corte de Apelaciones, que 
lleva un año investigando el tema, y a quien se le han aportado todos los antecedentes que se 
han requerido para su investigación. 
 En lo que corresponde a la parte administrativa que el Ministerio puede resolver, se solici-
tó a los Serviu respectivos que se instruyeran los sumarios administrativos cuando exista este 
tipo de anomalías. 
 En este momento en el Serviu de Santiago hay sumarios administrativos como el de la 
empresa constructora Transex, relacionado con las obras en la población Las Praderas Uno y 
Tres, en la comuna de Peñaflor, otro en la población Valle La Luna, en Quilicura, de la cons-
tructora Copeva, y un cuarto sumario por la población de El Volcán, San José, en Puente 
Alto. Este último sumario fue sobreseído por el fiscal sobreseimiento sobre el cual se ha soli-
citado recientemente al Director del Serviu que sea reabierto porque algunos puntos no están 
claros. 
 Finalmente, entre otras materias destacó que ésos son los problemas fundamentales de lo 
ocurrido y lo más importante es que, en primer lugar, el tema de la gente está resuelto, y el 
tipo de construcción que se está llevando a cabo en la actualidad es de un mejor estándar que 
el que se estaba realizando hasta el año pasado, con lo cual el gobierno, a través del Ministe-
rio de la Vivienda, ha aceptado un aumento de precio, que esperamos sea siempre el más 
razonable posible. 
 
6.2. INTERVENCIÓN DE LA SUBSECRETARIA DE VIVIENDA Y URBANISMO, 
SEÑORA BERTA BELMAR. 
 La señora Berta Belmar (Subsecretaria de Vivienda) expresó que en general el Ministerio 
de Vivienda, y los Serviu para la gente y para el país en general, son exactamente lo mismo. 
 Enfatizó que la actual legislación que rige a los servicios de vivienda y urbanización, Ser-
viu, data desde 1975, y es continuador de las antiguas corporaciones Corhabit, Corvi, Cormu 
y Covu, entre otras, para formar en definitiva los servicios de Vivienda y Urbanismo con el 
tiempo. 
 Explicó que sobre esa base, los Serviu tienen una generación, como servicio absolutamen-
te descentralizados, con patrimonio propio, cuyos jefes de servicio son los directores de los 
Serviu y no como la mayoría de las personas creen que los Serviu son divisiones regionales 
del Ministerio.  
 Agregó que los ministerios tienen en cada región un Secretario Regional Ministerial, que 
es el Secretario Regional de la respectiva cartera. Pero el Director del Servicio de Vivienda y 
Urbanización, es un jefe de servicio que nombra el Presidente de la República y que se rela-
ciona con él a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 
 Añadió que por lo tanto, no existe dependencia de los directores del Serviu con el Minis-
terio y que es bueno tener claro cuál es la estructura jurídica que tienen actualmente estos 
servicios de vivienda y urbanización, su relación con el Ministerio y por qué algunas mate-
rias, no pueden ser instruidas del Ministerio a los directores de los Serviu y por qué la super-
vigilancia estatuida sólo establece ciertas facultades que, según la Ley de Bases de la Admi-
nistración del Estado, no entrega facultades al Ministerio del ramo que tendría si estos fueran 
servicios jerarquizados y dependientes. 
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 Acotó que independientemente de que los servicios de vivienda y urbanización son des-
centralizados en cada una de las regiones, tampoco tienen relación de dependencia jerárquica 
con el Intendente, ni con el Seremi. Por lo tanto, se trata de servicios de vivienda y urbaniza-
ción dirigidos por un jefe de servicio que se relaciona con el Presidente a través del Ministe-
rio y de Vivienda y Urbanismo, que tiene un patrimonio propio y que ejecuta las facultades 
que establecen la Ley de Bases, el Estatuto Administrativo y los decretos correspondientes. 
 Terminó expresando que la relación más directa es a través de la planta, que es nacional, y 
la distribución del presupuesto que se hace una vez al año, pero el resto de las facultades 
competen al director y operan directamente. Entonces, es muy importante que no se use si-
nónimamente la palabra Ministerio con el Serviu, como si fueran lo mismo o como si los 
Serviu fueran las direcciones regionales del Ministerio. 
 
6.3. INTERVENCIÓN DEL DIRECTOR DEL SERVICIO DE VIVIENDA Y URBA-
NIZACIÓN DE LA REGIÓN METROPOLITANA, SEÑOR JORGE DEL FIERRO. 
 El señor Jorge del Fierro (Director del Serviu Región Metropolitana) expresó que debido 
a los acontecimientos del año pasado, el Ministerio de la Vivienda, y en particular el Serviu, 
que siempre ha sido su brazo ejecutor, se han dedicado a efectuar mejoramientos de vivien-
das sociales, tendentes, en una primera etapa, a mitigar los problemas de filtraciones que 
hubo en numerosos conjuntos habitacionales del área metropolitana. 
 Manifestó que ejerce el cargo desde octubre de 1997. Antes era Director Regional de la 
Primera Región, en marzo de 1997, se hizo cargo de la Subdirección de Vivienda de la Re-
gión Metropolitana. O sea, tenía tres meses de llegado a Santiago cuando ocurrieron los tem-
porales.  
 Se le señaló que el Ministro de Vivienda, con fecha 14 de mayo del presente año, hizo 
llegar un informe sobre la situación del proceso civil que el propio Ministerio de Vivienda, a 
través del Serviu Metropolitano, inició en el 24º Juzgado Civil por incumplimiento de contra-
to contra la empresa Copeva.  
 Del expediente han llamado la atención algunas situaciones, respecto de las cuales se le 
pidió explicar. Una de ellas sobre la lentitud con que el Serviu de la Región Metropolitana ha 
enfrentado este procedimiento. La demanda fue iniciada el 1 de julio de 1997, ampliada el 3 
de julio, donde se solicitaron inspecciones del tribunal para constatar el daño de las vivien-
das. Dichas gestiones fueron suspendidas por el Serviu y posteriormente reiteradas. Nuevamen-
te fueron suspendidas de común acuerdo entre el Serviu y Copeva. Junto con ello, por tres ve-
ces se pidió la suspensión del procedimiento por 30 días por parte del Serviu y Copeva. 
 Otra cuestión importante es que una resolución del tribunal, que debía ser notificada el 5 
de noviembre de 1997 -cuyo trámite debían realizar los abogados del Serviu ya que se trataba 
de una notificación especial por cédula- se efectuó recién el 25 de mayo de 1998. Es decir, 
cinco meses después. 
 La segunda inquietud dice relación con los sumarios internos que ordenó el Ministerio 
para perseguir la responsabilidad administrativa con respecto al caso Copeva, los que debían 
llevarse a cabo a través del Serviu. La información que entregó el Ministro de Vivienda a 
través de un oficio fechado el 14 de mayo último, fue que los sumarios no estaban termina-
dos, y hasta la fecha aún no lo están. 
 Se le pidió informar por qué el Ministerio de Vivienda a través del Serviu Metropolitano, 
después de 13 ó 14 meses de sucedidos los hechos, no ha concluido los sumarios internos y 
no tiene claro si existieron o no responsabilidades administrativas. 



SESIÓN 27ª, EN MARTES 18 DE AGOSTO DE 1998 209

 Se le consultó acerca del informe del Idiem que fue solicitado por el Ministerio de la Vi-
vienda y evacuado por dicho Instituto. Respecto de dicho informe habrían objeciones. La 
Comisión quiso conocer cuándo y quién hizo esas objeciones y si ha habido una respuesta 
del Idiem.  
 Se le preguntó también, sobre el congelamiento de los dividendos y cómo operó. 
 Asimismo la Comisión estimó necesario conocer sobre las viviendas dañadas, la inversión 
de 12 UF. Para reparaciones. Cuántas son las viviendas que tienen resueltos los problemas 
por el daño producido y qué pasó con aquellos propietarios que no quisieron que la empresa 
que construyó sus viviendas efectuara las reparaciones. 
 El señor Jorge del Fierro respondió que se optó por privilegiar la reparación de las vivien-
das. Evidentemente que el acuerdo de suspensión a que se llegó con la empresa Copeva tenía 
por objeto permitir que dicha empresa asumiera sus propias responsabilidades. Había dos 
diferentes acciones. Una era que la reparación de los daños o desperfectos que había en las 
viviendas fuera abordado por las empresas que las construyeron, de acuerdo con el protocolo 
firmado con la Cámara Chilena de la Construcción. La otra respecto al decreto supremo Nº 
79, de 1997, que permitió el mejoramiento de partidas que se adicionaron para mitigar los 
problemas que había en ese momento, por ejemplo, para la instalación de canales, bajadas y 
drenajes de aguas lluvia que no estaban incluidas en los contratos originales y se incorpora-
ban para mitigar el efecto de las lluvias que habían mojado totalmente los muros y producido 
una saturación. Por razones del clima no se podía actuar inmediatamente. 
 Es así como se estimó que al incorporar mejoras, como las señaladas, se protegían los 
muros que estaban saturados. También se determinó colocar techumbres a las escaleras y 
protección de las loggias de los departamentos, porque por ahí también había entrado la llu-
via y había mojado las lozas, lo que provocó filtraciones. Por lo tanto, se acordó que todas 
estas partidas serían financiadas con fondos provistos por el decreto supremo Nº 79, de 1997. 
 En el caso del impermeabilizante se descontaba lo que en el contrato original se había 
considerado como pintura o impermeabilizante. Por lo tanto, si la empresa había ofrecido un 
impermeabilizante, éste no se le reponía a la que lo había hecho mal, sino que era un costo 
adicional. Se fijó el monto máximo en 2 UF y, en algunos casos, por diferentes razones, por 
ejemplo, hay mayor recorrido de canales en un techo a cuatro aguas que en uno a dos aguas y 
los presupuestos excedieron dicho monto. De acuerdo con el protocolo celebrado con la Cá-
mara de la Construcción, solicitamos que las empresas abordaran esta situación en el espíritu 
de buena voluntad que se había establecido. 
 Mencionó que no habrían podido contar con la empresa Copeva si hubiéramos acelerado 
el juicio. No se puso fin ni caducó, sino que se suspendió para dar lugar a las reparaciones. 
Ese fue el espíritu que tuvo esta acción, tomando todas las precauciones para que no se exce-
dieran los plazos legalmente establecidos. Finalmente, en mayo de este año solicitamos los 
autos probatorios, y la demanda continuó en plena vigencia. 
 Agregó que hay una demanda motivada por el retiro de la empresa Copeva de las pobla-
ciones El Volcán 1 y 2, de Puente Alto, y desde que sucedieron los hechos, se recurrió a la 
empresa para que verificara las filtraciones y los desperfectos que reclamaban las personas 
afectadas y ésta inmediatamente puso gente en terreno. Llevaron planchas, maestros, etcéte-
ra. Posteriormente, dada la polémica suscitada y por las informaciones de prensa, hubo algu-
nos entredichos que motivaron a que la empresa Copeva retirara a sus trabajadores del lugar 
de las reparaciones. Ese retiro motivó la demanda en contra de esa empresa. 
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 Destacó que once distintas empresas tuvieron similares desperfectos y las demás se pusie-
ron a trabajar inmediatamente en las reparaciones y dar cumplimiento al protocolo suscrito 
con la Cámara Chilena de la Construcción, que establecía que les correspondía reparar los 
desperfectos.  
 Añadió que la demora fue porque parte de la población El Volcán accedió, el mismo de 
agosto, a que la empresa Copeva hiciera las reparaciones, y la otra parte no. Por falta de 
mandatos a esta empresa.  
 Posteriormente, los vecinos empezaron a entregar mandatos a la empresa Copeva. El ma-
yor problema que había para la contratación de reparaciones con empresas diferentes a la que 
construyó la población El Volcán como en todas las demás, era que si intervenía una empresa 
distinta, sólo le podíamos exigir que abordara las mejoras y no así las reparaciones estableci-
das en el protocolo suscrito con la Cámara Chilena de la Construcción. Por lo tanto, el proce-
so de reparaciones en algunos conjuntos, como El Volcán, Padre Hurtado, de Puente Alto, 
Quilicura, Pascual Gambino, Valle de la Luna, etcétera, fue gradual. A medida que se le iban 
despejando algunas dudas de la gente, como también, se realizaban estudios estructurales que 
se contrataron para dar tranquilidad a las personas que ponían en duda ciertas resistencias, 
etcétera, eso motivó la demora de las reparaciones hasta el verano de este año. 
 En lo relativo a los sumarios, señaló que el Serviu inició dos. Fundamentalmente, son los 
sumarios por responsabilidad que cupieron al Serviu en las poblaciones Volcán I y II, en 
Puente Alto, y responsabilidades que pudieron tener en Quilicura y Peñaflor, empresas como 
Transec, Copeva y otras. Ésos son los dos sumarios. Uno, se inició en agosto, y el otro, en 
noviembre del año pasado. El primero respecto a la población el Volcán San José, el fiscal 
entregó su análisis, proponiendo sobreseimiento a fines del año pasado. 
 Expresó que lo estudió y que no acogió la solicitud del fiscal, porque le pareció que había 
algunos aspectos que no se habían tocado suficientemente en la investigación y en marzo 
ordenó reabrir el sumario. Posteriormente, a fines del mes pasado, a insinuación del Ministro, 
se decidió entregar el sumario a un fiscal independiente ajeno del Serviu, que es el abogado 
señor Martín Santa María, del Comité del Ministro. En este momento, se están haciendo más 
investigaciones sobre este sumario. 
 Añadió que mientras no se emita un pronunciamiento no hay otros comentarios que hacer 
ya que es un asunto complejo. Se han restablecido un sinnúmero de responsabilidades y si-
tuaciones ambiguas, históricas, etcétera. 
 Respecto de otro sumario, que abarcaba alrededor de cuatro mil viviendas y se necesitan 
antecedentes, no tan sólo de la parte administrativa, sino también de la obra, visitas a la obra, 
terminar la etapa de análisis y de recopilación de antecedentes. Desde la semana pasada está 
en investigación. 
 En lo relativo al informe del Idiem, manifestó que fue solicitado por la División Técnica 
del Ministerio de Vivienda. Posteriormente, por problemas administrativos de pago se hizo 
un contrato con el Serviu. La idea era que, de nuevo, fuera un organismo externo al Serviu el 
que hiciera la investigación y tomara contacto con las asesorías técnicas. 
 En efecto, el primer informe del Idiem establecía en resumen que los materiales cumplían 
con las normas de procedimiento. En resumen, decía: “El dimensionamiento de los elemen-
tos conforme con los planos, la calidad de los materiales conforme con las especificaciones y 
normas; y, la calidad de la construcción en lo relativo a obra gruesa conforme con las prácti-
cas recomendadas”. 
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 Hubo este informe preliminar muy general y, posteriormente, después de una entrevista 
con el Idiem, otro en que se hacen afirmaciones sobre una serie de defectos constructivos, 
como grietas, deformaciones de losas y otra serie de elementos no constructivos. En su opi-
nión, la afirmación de la página resumen no daba cuenta de esos defectos. En consecuencia, 
de la conversación con el Idiem, resultó ser como pensábamos, que esta página, el resumen 
en la primera página era equívoca, y se nos contestó que el Idiem no hizo un análisis de la 
construcción, sino un análisis de laboratorio, de elementos de la construcción. En reunión 
con el jefe de la división técnica, le hicimos notar que los elementos que aquí se describían 
como defectuosos no aparecían en esa primera página. 
 Señaló que en el fondo, se trató de un problema de presentación, porque los elementos 
defectuosos de la construcción siguen estando en el largo informe. Cuando uno lee esta 
primera página, la impresión que da es: “aquí no pasó nada”, con lo cual estamos en des-
acuerdo. Ahora, si desde ese punto de vista ustedes proponen que no se tome en cuenta, 
para mí está perfecto, porque no participo de este informe en el sentido del resumen ejecu-
tivo que hace. Insistió que su opinión, es que hay defectos. El primero era un informe pre-
liminar. 
 Consultado si fue suprimida la utilización de bloques respondió afirmativamente, para 
aquellas zonas que no es recomendable. 
 En lo relacionado con el congelamiento de dividendos, manifestó que de algunas juntas de 
vecinos de los conjuntos afectados que solicitaron el congelamiento de dividendos. Esto se 
materializó en tres meses: junio, julio y agosto de 1997. Posteriormente se amplió a un cuarto 
mes, por un motivo de información, en razón que mucha gente no lo supo el primer mes y 
entendió que la congelación venía hasta por cuatro meses. 
 Agregó que se identificaron los conjuntos que estaban afectados en un principio y después 
se fueron agregando otros. También hubo un problema de comunicación con la empresa que 
hace la cobranza de los dividendos, pues ellos, anteriormente, ya habían efectuado la cobran-
za de junio, por eso hubo que ampliarlo a cuatro meses. En todo caso, el decreto mismo, en 
su tramitación y aprobación, salió promulgado el 4 de agosto de 1997, por eso se decidió 
incorporar un mes más. 
 En el caso de las viviendas PET, estas tienen cartera que maneja el Banco del Estado y se 
consiguió también una prórroga de cuatro meses, pero en este caso no era automático, sino 
que los afectados tenían que solicitarlo al Banco. 
 Finalmente señaló que las viviendas reparadas que se acogieron al decreto supremo Nº 79, 
de 1997, sumaron 25.045, de las cuales, alrededor del cincuenta por ciento tuvieron algún 
tipo de filtración y, el resto, fueron la extensión que se hizo en los conjuntos habitacionales, 
porque los vecinos así lo demandaron. Por ejemplo, en Puente Alto, el conjunto Coloane 
tuvo 20 viviendas con algún tipo de filtraciones de un total de 800 y se reparó la totalidad del 
complejo, porque tenían miedo de que en las próximas lluvias se pudieran filtrar. También 
estaba el problema de la copropiedad inmobiliaria, porque muchas de estas viviendas son 
bloques de departamento de tres o cuatro pisos.  
 Aclaró que cuando se habla de viviendas afectadas, fundamentalmente es sobre las vi-
viendas que tuvieron algún tipo de filtración, ya sea por defectos en techumbres, etcétera. 
 Los daños que se produjeron en estas viviendas fueron fundamentalmente de filtraciones, 
producto de planchas quebradas, de malos sellos de salidas de las ventilaciones del alcantari-
llado, de ajustes de ventanas en que el agua se filtró por el alféizar, o sea, la parte inferior de 
la ventana. En general, estamos hablando de un daño a la vivienda que si lo valoramos es de 
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alrededor del 3,5 por ciento del valor de esa vivienda, esa es la realidad. Ahora, las 12 UF 
corresponden, aproximadamente, a este mismo valor. 
 Consultado sobre cuál fue el mecanismo que se utilizó para dictar las resoluciones exen-
tas, respondió que fue un decreto que se cursó a la Contraloría y no una resolución; aquí 
había un derecho a este préstamo por un decreto de emergencia que condonaba el aporte. 
 Se le hizo ver si fue por eso que no se llamó a licitación, a lo que respondió que el decreto 
de emergencia siempre autoriza que, en períodos de emergencia, no se llame a licitación. 
 
6.4. INTERVENCIÓN DEL ASESOR JURÍDICO DEL MINISTRO DE VIVIENDA Y 
URBANISMO, SEÑOR ENRIQUE RAJEVIC. 
 El señor Enrique Rajevic (Asesor Jurídico del Ministro de la Vivienda) complementando 
lo señalado por el Director del Serviu Metropolitano, manifestó que el decreto supremo      
Nº 79, de 1997, de Vivienda, se dictó en ejercicio de la facultad del decreto que declaró la 
zona de emergencia, en virtud, a su vez, de la ley de sismos y catástrofes, que permitió otor-
gar préstamos subvencionados, designación tal vez extraña, pero era la única forma que ha-
bía para que la Contraloría General de la República permitiera otorgar un nuevo aporte a 
personas que ya habían recibido subsidios estatales, dado que la normativa de los subsidios 
establece que éstos sólo se otorgan una vez en la vida. 
 Añadió finalmente que esto permite, por el plazo de un año, hacer contrataciones directas 
para reparación de daños. Fue, precisamente, este mecanismo el que permitió dar a conocer a 
todas las empresas constructoras involucradas que si ellas daban un mandato al Serviu, éste, 
en virtud del protocolo suscrito, contrataba a la empresa que construyó el conjunto, gracias a 
lo cual dicha empresa podía mejorar las características que tenía el conjunto construido por 
ellas y, por otra parte, se haría parte de las reparaciones de los desperfectos que tuviera la 
construcción efectuada. En consecuencia, fue un sistema que se empleó de manera general, 
donde no hubo, como en todo lo que se hizo en este caso, ningún trato distinto para alguna 
empresa. 
 
6.5. INTERVENCIÓN DEL SEÑOR LEONARDO LEDESMA, PRESIDENTE DE LA 
JUNTA DE VECINOS DE LA POBLACIÓN CANCHA RAYADA, DE OVALLE. 
 El señor Leonardo Ledesma (Presidente Junta de Vecinos Población Cancha Rayada de 
Ovalle) señaló que sufrieron el embate de los temporales del año pasado debido al material 
con que fueron construidas las viviendas básicas, fabricadas con bloque, sin terminación 
exterior, teniendo como recubrimiento dos manos de látex, material que en ningún caso tiene 
propiedad hidrorrepelente. Por lo tanto, es lógico y natural que tratándose de un material 
poroso y rugoso, absorbiera la humedad y ésta se traslada al interior.  
 Informó que conversaron en forma personal con el delegado provincial del Serviu, sin 
llegar a ninguna solución. 
 Agregó que con la intervención de dos diputados del distrito obtuvieron la visita del Mi-
nistro de la Vivienda, el que se comprometió a darles una solución, después de aproximada-
mente cuarenta y cinco días de ocurridos los temporales. 
 Manifestó que, había mucho descontento en la población, porque mientras sus demandas 
no eran satisfechas, veían que en Santiago en menos de 15 días, para algunas poblaciones, 
específicamente El Volcán, ya se habían importado elementos para impermeabilizar las ca-
sas.  
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 Añadió que, en el intertanto, tuvieron que esperar la evaluación de los daños a las casas, y 
llegó el 14 de octubre, en que ocurrió el terremoto en la zona, lo cual llevó a que se conjuga-
ran las dos cosas: las reparaciones estructural, para finalmente impermeabilizar las casas con 
pintura hidrorrepelente, que está garantizada por un período de cinco años. Lo otro corres-
pondió a la reparación a causa del terremoto.  
 Consultado acerca de qué empresa construyó, respondió que Copeva. Son cuatrocientas 
sesenta y ocho viviendas básicas.  
 Expresó que se trata de casas de treinta y ocho coma cinco metros cuadrados construidas 
con losa de hormigón, y tanto el primer como el segundo piso tienen bloques, lo que se tra-
duce en demasiado peso para la estructura de la vivienda. Por eso, las casas no resistieron el 
movimiento sísmico. 
 Hizo presente que, posteriormente, una empresa con experiencia en la materia reforzó las 
estructuras y reparó las grietas. En tal sentido, notan más seguridad en las viviendas; sin em-
bargo, no han podido comprobar si resistirán las lluvias, pero confían en que los elementos 
utilizados en las reparaciones lograrán su objetivo. 
 Ante una consulta sobre si están conforme con las reparaciones, señaló que existe un gra-
do de conformidad de alrededor de un noventa y cinco por ciento. Se trata de una población 
conformada por más de cuatrocientas viviendas y es muy difícil que todos, sin excepción, se 
den por satisfechos. 
 Consultado sobre qué causó más estragos en las viviendas, si el sismo o el temporal. 
 Respondió que, si bien es cierto que el nivel pluviométrico fue bastante elevado, hay que 
decir que el bloque no es un elemento impermeabilizante en sí mismo y debe ser reforzado 
con algún constituyente que cumpla esa función. El bloque es un elemento rugoso que debe 
ser tratado con estuco o pintura repelente para resistir la humedad. 
 En lo que se refiere al terremoto y sus efectos, dijo que un sismo puede producir una pe-
queña grieta en la estructura de una vivienda -se considera grieta leve la que mide hasta 5 
centímetros-, pero por muy chica que ésta sea, siempre tendrá un impacto sicológico en el 
grupo familiar. Acotó que él es técnico en construcción, con estudios de Construcción Civil 
durante dos años y medio y que trabaja tres años en el área de la construcción. Cuando se 
produjeron los desastres, se dio cuenta de que la casa había soportado los embates, pero la 
inmensa mayoría de la gente que desconoce la materia y se ve enfrentada a una situación 
como la descrita no razona. 
 Consultado acerca de la congelación de los dividendos y a cuánto alcanza su valor, res-
pondió que ello depende del ahorro inicial y de la cantidad de años en que se pactó el pago 
de la vivienda. Con todo, oscila entre los catorce mil y los dieciocho mil pesos y el Ministro 
de la Vivienda prometió congelar los dividendos por el plazo de seis meses, esto es, mientras 
se realizaban las reparaciones. 
 En la Comisión se preguntó sobre cuál fue el método que utilizaron para reparar las vivien-
das, y se firmaron un convenio con Copeva o contrataron a una empresa particular con el aporte 
de las doce unidades de fomento por parte del Serviu, a lo que respondió que no tuvieron acce-
so a las doce Unidades de Fomento. Sus casas se encontraban en período de garantía y habían 
sido entregadas el 28 de mayo, es decir, cuatro meses antes de producido el desastre. En tal 
sentido, le correspondió a la empresa constructora responder por los daños, la que tuvo que 
desembolsar alrededor de ochocientos mil dólares, y las reparaciones terminaron a fines de 
febrero de este año, con la fiscalización del Ministerio sobre el estado de las reparaciones, antes 
de que faltara una semana para entregar los últimos detalles y hacer el acta de entrega. 



CÁMARA DE DIPUTADOS 214 

 Terminó diciendo que aprovecharon esa oportunidad a fin de obtener una sede social y un 
jardín infantil. La sede social se comienza a construir la próxima semana. Es un proyecto de 
alrededor de veinticinco millones de pesos. En la sede social, existe, además, la promesa de 
una cesión de los terrenos para una escuela. 
 
6.6. INTERVENCIÓN DE LA SEÑORA EUGENIA NAVARRETE, PRESIDENTA 
DE LA JUNTA DE VECINOS DE LA POBLACIÓN VALLE DEL SOL, DE LA CO-
MUNA DEL BOSQUE. 
 La señora Eugenia Navarrete (Presidenta de la Población Valle del Sol de El Bosque) 
expresó que su villa fue entregada en 1994, y desde entonces presenta múltiples problemas 
estructurales.  
 Confirmó que se les otorgó subsidio para impermeabilizar las viviendas, y se les integró al 
plan de reparaciones, algunos de los deterioros que afectaron las viviendas. La impermeabili-
zación se efectuó en marzo, con productos bastante buenos. Los trabajos fueron terminados 
aproximadamente el 25 de abril, a cuatrocientas treinta y ocho casas. 
 Consultada sobre que empresa construyó, respondió que la empresa Constructora Maya. 
Agregó que esta empresa aún tiene trabajos que hacer en la villa, falta al interior de las vi-
viendas. Esperan que eso suceda, por tratarse de problemas de arrastre desde hace cuatro 
años. 
 Finalmente, manifestó que la calidad de sus viviendas no es buena, porque esos terrenos 
anteriormente eran tranques, y, al parecer, no fueron compactados, puesto que las especifica-
ciones técnicas no indican que se hubiese hecho ese tipo de obras en el terreno. Debido a 
ello, existen calles que se están hundiendo; los patios también están hundidos. Mucha gente, 
como ha podido, ha hecho pequeñas ampliaciones, y tienen más seguridad en la ampliación 
que en la casa que les entregó el Serviu. 
 Señaló que están pagando una vivienda de mala calidad, con deuda hipotecaria, y tienen 
que pagar por una casa que no está en buenas condiciones. 
 
6.7. INTERVENCIÓN DEL SEÑOR SERGIO ROLANDO DÍAZ, PRESIDENTE DE 
LA JUNTA DE VECINOS DE LA POBLACIÓN BRUSELAS UNO DE SAN ANTO-
NIO. 
 El señor Sergio Rolando Díaz (Presidente de la Junta de Vecinos de la Población Bruselas 
Uno de San Antonio) señaló que cuando se suscitaron los problemas, a raíz de los temporales 
del año pasado, nadie sabía lo que había pasado en San Antonio, en circunstancias de que los 
problemas producidos eran tan graves como los de Santiago.  
 Agregó que la población, está ubicada en la parte norte alta de San Antonio, y a pesar de 
que esta zona está muy expuesta al viento, los departamentos fueron construidos con frente al 
norte, en lugar de haberlo hecho en forma lateral. Acotó lo anterior para que sirva de expe-
riencia para otros casos. 
 Destacó que se trata de una ciudad puerto, que soplan fuertes vientos, al igual como ocu-
rre en la ciudad de Valparaíso en el sector de Playa Ancha. Y según la Gobernación Maríti-
ma, el año pasado hubo rachas de viento de 107 kilómetros por hora, lo cual significó la vo-
ladura de muchos techos. Añadió que, como debe ser de conocimiento de los miembros de la 
Comisión, se produjo la penetración de las aguas lluvia por las paredes de las viviendas, de-
bido a que éstas carecían de estuco. 
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 Lo anterior produjo una situación dramática, porque durante once días hubo que soportar 
el embate de la naturaleza. 
 Destacó que lo anterior, trajo secuelas muy graves en la salud de la población, por lo que se 
llevó a cabo un operativo médico, el que determinó que el ochenta y cuatro por ciento de los 
niños quedaron con bronquitis. Se les recetó medicamentos y cama. Pero todos los departamen-
tos estaban totalmente inundados. Los primeros pisos tenían setenta centímetros de agua, inclu-
so se mojaron los enchufes. Se electrificaron todos los departamentos, por lo tanto no se podía 
tocar un solo fierro de las viviendas. Eso fue comprobado porque la televisión así lo mostró.  
 Manifestó que para solucionar esta situación, se dirigió a Su Excelencia el Presidente de 
la República. En el Palacio de La Moneda, se entregó un petitorio en el que dieron a conocer 
la situación que estaban viviendo.  
 Hizo presente que en Santiago no sabían lo ocurrido en San Antonio, de las poblaciones 
que se habían anegado, no tenían idea, por negligencia de las autoridades locales, por no 
haber notificado al Gobierno que ellos tenían problemas tan gravísimos como en Santiago. 
 Expresó que se dictó el decreto supremo Nº 79, de 1997, por medio del cual se entregó 
doce unidades de fomento para efectuar reparaciones. Rechazaron el ofrecimiento del Serviu 
para impermeabilizar sólo hasta donde dicho dinero alcanzara, porque el mismo decreto su-
premo dice que se podía optar por hacerlo en forma particular.  
 Basado en ello conversaron con el delegado del Serviu de San Antonio, autoridad que no 
quería que los trabajos fueran hechos por cuenta de los pobladores, quizás porque considera-
ba que no tenían capacidad o bien porque querían hacerlo ellos. Pero las autoridades locales 
vieron el esfuerzo asumido por los pobladores. 
 Enfatizó que lograron amarrar todas las techumbres con tornillos diamantados con una 
firma contratista particular, instalar canaletas y bajadas de aguas lluvia. Todo ello con aseso-
res técnicos e ingenieros químicos a cargo de la obra. Si algo estaba mal, se hacía de nuevo. 
 Las faenas duraron tres meses y día a día estuvieron, desde que se iniciaba la jornada, 
supervigilando para que no hubiera pérdidas de material y asegurarse de que fueran aplicadas 
las dos manos de impermeabilizante. 
 Destacó que con las doce unidades de fomento por vivienda se repararon los techos, se 
arreglaron todos los shaft de ventilación, canaletas, bajadas de aguas lluvia, se rasparon todas 
las paredes con maquinarias detectándose en el momento las canterías -porque era cuestión 
de meter un lápiz y éste entraba-, se sometió el muro a un procedimiento químico rehacién-
dose casi todos los departamentos, se aplicó ácido, repelente, lavado hidrofugante, dos manos 
de sellantes y dos manos de super látex acrílico. Todos estos materiales no están a la venta, 
porque aquí se jugó el prestigio la empresa Tricolor de Viña del Mar. 
 Consultado sobre qué empresa construyó la población, respondió que fue SAG S.A. 
 Mencionó que en su calidad de voluntario del Cuerpo de Bomberos de Viña del Mar, una 
vez finalizadas las obras obtuvo la colaboración de Bomberos de San Antonio que llevaron 
dos carros bombas y se sometió a dos viviendas a alta presión. Se le lanzaron 7.500 litros de 
agua para ver si habría penetración de aguas lluvia nuevamente. El resultado fue cero falta. 
De esa manera quedaron convencidos de que habían hecho un trabajo correcto, como debía 
haberse hecho en los departamentos. 
 Finalizó expresando que se sienten orgullosos porque de diversas partes del país han sido 
consultados por directivas de unidades vecinales, sobre cómo consiguieron tanto y que ade-
más dos poblaciones más de la provincia de San Antonio se sometieron al mismo procedi-
miento que ellos habían hecho. 
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6.8. INTERVENCIÓN DEL SEÑOR EDUARDO TOLEDO, PRESIDENTE DE LA 
JUNTA DE VECINOS DE LA VILLA LOS ARAUCANOS, DE MAIPÚ. 
 El señor Eduardo Toledo (Presidente Junta de Vecinos Villa Los Araucanos de Maipú) 
expresó que sus casas son viviendas PET, y fueron construidas por la constructora Copeva. 
 Manifestó que saben que la constructora Copeva es la punta del iceberg, y consideran que 
dicha constructora de una u otra manera ha asumido su responsabilidad, aunque no ciento por 
ciento, como hubieran querido. Sin embargo, ambas partes han llegado a una transacción de 
carácter ejecutivo, debido a la cual, en la actualidad, se están llevando a cabo las reparacio-
nes de la villa, a fin de mejorar las viviendas dentro de las normas técnicas que establece la 
ley. 
 Recalcó que no han obtenido plena satisfacción a sus requerimientos, porque saben que es 
difícil, pero están tratando de obtener lo mejor. 
 Expresó especial preocupación por las últimas declaraciones formuladas por el Ministro 
de Vivienda, en lo referente a que sus viviendas no pasaban a ser de responsabilidad del Es-
tado, por tratarse de contratos celebrados entre particulares. 
 Hizo presente que buscan solución a tres puntos importantes: la ética, la dignidad y la 
responsabilidad. Ética, porque no quieren seguir viviendo en casas mal construidas; digni-
dad, porque todos quieren vivir en casas dignas, y responsabilidad, para que, de una vez por 
todas, el Estado asuma su responsabilidad. 
 Terminó diciendo que el deseo es que esta Comisión escuchara y entendiera el problema 
de las personas afectadas de los Programas PET.  
 
6.9. INTERVENCIÓN DEL SEÑOR ARTURO RAMÍREZ, REPRESENTANTE DE 
LA VILLA SAN ENRIQUE, DE QUILICURA. 
 El señor Arturo Ramírez (Representante de la Villa San Enrique de Quilicura) señaló que 
a través de una entidad organizadora postularon a un programa especial de viviendas para 
trabajadores. 
 Manifestó que un estudio que hizo una inspección técnica a la villa San Enrique, ordenado 
por la Municipalidad de Quilicura, determinó lo siguiente: total de viviendas, 1.688; filtra-
ción de muros, 1.442; filtración de techos, 1.032; filtración de sistemas eléctricos, 555; fisu-
ras en lozas, 85; fisuras en muros, 201; fisuras en vigas y cadenas, 42; descenso de terreno, 
37; descenso piso interior, 103; filtraciones sanitarias, 191. 
 Agregó que, los trabajos efectuados, producto de los temporales ocurridos desde el 22 de 
junio del año pasado, son un desastre, lo cual originó la presentación de demandas, contra la 
empresa Copeva y contra el Estado, por la responsabilidad que les corresponde. 
 Añadió que han sostenido dos reuniones con el Ministro de la Vivienda quien les señaló, 
en forma categórica, que dicho Ministerio no tiene responsabilidad en lo que respecta a los 
planes PET. Insistió que se trata de contratos entre particulares. 
 Terminó solicitando que la Comisión de Vivienda de la Cámara de Diputados sepa de la 
situación que les afecta. 
 
6.10. INTERVENCIÓN DEL SEÑOR MIGUEL REYES, PRESIDENTE DE LA VI-
LLA LOS PUERTOS I Y II, DE PUDAHUEL. 
 El señor Miguel Reyes (Presidente de la Junta de Vecinos de la Villa Los Puertos I y II de 
Pudahuel) hizo presente que son personas que durante años han ahorrado para obtener las 
viviendas. 
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 Agregó que se trata de seis mil pobladores, quienes han sufrido daños en sus enseres. In-
sistió que hay que vivir el problema para entenderlo, porque en la actualidad sus viviendas 
están llenas de hongos. Están viviendo una situación que es increíble. 
 Terminó destacando que los representantes de los pobladores están luchando por los pro-
blemas de la comunidad y por eso le solicitan a la Comisión que se preocupe de la estafa 
hecha a la comunidad.  
 
7. LAS CONSIDERACIONES QUE SIRVAN DE BASE A LAS CONCLUSIONES O 
A LAS PROPOSICIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN. 
 Vuestra Comisión, por mayoría, sin debate, rechazó la proposición de conclusiones sus-
crita por las señoras Pérez, doña Lily, y González, doña Rosa; por los señores Caminondo, 
don Carlos; García, don René Manuel, y Pérez, don Víctor. 
 
8. LAS CONSIDERACIONES QUE SIRVAN DE BASE A LAS CONCLUSIONES O 
A LAS PROPOSICIONES APROBADAS POR LA COMISIÓN. 
 Vuestra Comisión procedió a aprobar sin debate, las conclusiones y proposiciones presen-
tadas por la señora Caraball, doña Eliana (Presidenta de la Comisión), y por los señores Bus-
tos, don Manuel; Hales, don Patricio; Letelier, don Felipe; Muñoz, don Pedro; Venegas, don 
Samuel, y Walker, don Patricio. 
 
9. CONCLUSIONES Y PROPOSICIONES DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y 
DESARROLLO URBANO RESPECTO DEL PROYECTO DE ACUERDO Nº 540, 
REFERIDO AL PROBLEMA SUSCITADO EN VIVIENDAS SOCIALES CON MO-
TIVO DE LOS TEMPORALES DE 1997. 
 Antes de entrar al detalle de las conclusiones, la Comisión quiere dejar establecido que, 
con justa razón las personas han exigido al Gobierno una solución, una respuesta y una res-
ponsabilidad por los daños sufridos en sus viviendas. Éstas fueron construidas por contratos 
en que el mandante de las diferentes empresas constructoras involucradas, mayoritariamente 
fue el Servicio de Vivienda y Urbanización y la gente recibió sus viviendas por medio de un 
programa habitacional del Gobierno. El Gobierno ha sido su interlocutor directo y es legíti-
mo que de él exijan respuesta y solución. La Comisión constató que el Gobierno asumió esa 
tarea y ha conducido las reparaciones que han estado ejecutando casi todas las empresas 
constructoras. 
 Establecido lo anterior, la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, en su carácter de 
investigadora, procedió al análisis de los antecedentes recogidos durante la investigación, 
como también al estudio de las declaraciones vertidas por las personas que concurrieron a las 
sesiones de trabajo. 
 Para esta Comisión la satisfacción de las necesidades de una vivienda digna para aquellos 
chilenos que requieren del apoyo del Estado para lograrlo, es el fundamento de la acción que 
debe desarrollar el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, en esta materia. 
 En este sentido, los estándares deben definir una vivienda que cuente con las dimensiones, 
diseño, resistencia a los sismos y otros desastres naturales (como el que dio origen a esta 
investigación) calidad de materiales y de construcción, como también las instalaciones e in-
fraestructuras que permitan el desarrollo de una vida familiar acorde con las exigencias de 
una sana convivencia entre sus integrantes y que a la vez reflejen las condiciones de desarro-
llo socioeconómico que ha ido alcanzando el país. 
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 A este respecto no debe confundirse estándares con calidad. Los estándares dicen relación 
con los tamaños de los espacios habitables, el tipo de materiales y elementos constructivos, 
durabilidad y grados de terminación que tendrán las viviendas, pero cualquiera que sea su 
estándar, éste debe materializarse conforme a reglamento para garantizar el cumplimiento de 
las normas técnicas. La Comisión entiende que las fallas de construcción pueden darse en 
viviendas de bajo o alto estándar, sin perjuicio de lo cual, el Estado en su misión de otorgar 
soluciones habitacionales que dignifiquen verdaderamente a sus propietarios, debe persistir 
en una política de mejora de estándares, pues mientras más bajo es el estándar más alto es el 
riesgo de incurrir en fallas o vicios de la construcción. 
 La calidad se refiere a la idoneidad con que deben ejecutarse las obras de construcción 
para el cumplimiento de los estándares determinados. 
 La Comisión entiende las restricciones que significan para el cumplimiento de lo señala-
do, las limitaciones económicas y financieras que objetivamente tienen, tanto los usuarios, 
como el Estado para hacer frente a la gran demanda existente.  
 Sin embargo, también entiende que esas restricciones no pueden afectar las condiciones 
mínimas de habitabilidad, tanto en estándares como en calidad, que deben tener los distintos 
tipos de viviendas que ofrecen tanto los Servicio de Vivienda y Urbanización como el sector 
privado para ser adquiridas con subsidio estatal. 
 Dicho mandato de construcción del Gobierno, involucró a las empresas constructoras, a 
los fabricantes de los materiales utilizados en las construcciones, a los diseñadores de los 
proyectos, a los organismos gubernamentales que elaboraron las bases técnicas generales y 
las especificaciones, a los funcionarios que controlaron el proceso y recepción de las obras, 
tanto de las empresas constructoras, del mandante, como de los municipios, involucró los 
procedimientos de ejecución, los de administración de los contratos, y las normas vigentes en 
Chile para los materiales y para construir. 
 Es decir que, en el producto final de las viviendas intervinieron muchos responsables. 
Esta Comisión escuchó y estudió, por eso mismo a las siguientes personas, instituciones y/o 
documentos: 
 Las respuestas de los diferentes organismos y personas especializadas, consultados por la 
Comisión, dejaron establecido, tal como consta en las actas y antecedentes acumulados en la 
investigación, que la humedad y el agua que dañó las viviendas fue producto de varios facto-
res y no de uno solo. Sin embargo, a juicio de esta Comisión, aún cuando las responsabilida-
des de origen pudieran, de acuerdo a los especialistas, estar repartidas entre diversos actores, 
ha sido correcto que las empresas constructoras asumieran la reparación de los daños bajo el 
mandato y administración del Ministerio de la Vivienda. 
 En opinión de esta Comisión el mayor agravante hubiese sido que en una responsabilidad 
repartida justificada por varios especialistas, se hubiere traducido en que nadie se hubiese 
hecho cargo de la responsabilidad de reparar las viviendas y que la gente que las habitaba no 
hubiese encontrado interlocutor para constatar sus daños y obtener la reparación. 
 La Comisión conoce de la existencia de sumarios internos en el Servicio de Vivienda y 
Urbanización Metropolitano, a propósito de los controles y de querellas entre el Ministerio 
de Vivienda y Urbanismo, y algunas empresas constructoras, especialmente el referido a la 
empresa Copeva, respecto a las responsabilidades de los daños y esta Comisión estará atenta 
la labor de la justicia. 
 Bajo estas premisas y teniendo presente los antecedentes recopilados por la Comisión, 
hemos llegado a las siguientes apreciaciones y conclusiones: 
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I. Magnitud del problema. 
 La inusual magnitud de los temporales del mes de junio de 1997, temporales cuya intensi-
dad no se registraba desde 1926, caracterizados por fuertes precipitaciones concentradas en 
un breve lapso de tiempo y unidas a vientos de gran fuerza, puso en evidencia una serie de 
defectos en la construcción de viviendas en nuestro país. Cabe advertir, tal como lo señala el 
informe del Colegio de Arquitectos de Chile y su Comisión de Tecnología, que en los años 
anteriores, con regímenes pluviométricos normales y bajo las mismas normas y especifica-
ciones técnicas no se produjeron mayores problemas, tanto con las viviendas investigadas 
como con otras viviendas construidas por mandato del Estado. 
 Tal como lo señala el Informe de la Contraloría General de la República a nuestra Comi-
sión, los severos temporales de lluvia y viento, ya descritos, dejaron al descubierto insufi-
ciencias que ocasionaron graves daños a no menos de 40.O00 viviendas sociales de más de 
65 Villas o Poblaciones distintas construidas por no menos de 17 Empresas Constructoras 
debidamente inscritas en los Registros respectivos a cargo Ministerio de Vivienda y Urba-
nismo, cuya lista detallada se inserta a continuación: 
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Empresa 

const. 
 
BÍO-BÍO 
BÍO-BÍO 
BÍO-BÍO 
BÍO-BÍO 
BÍO-BÍO 
BÍO-BÍO 
BÍO-BÍO 
BÍO-BÍO 
BÍO-BÍO 
CONCRETA 
CONCRETA 
COPEVA 
COPEVA 
COPEVA 
COPEVA 
COPEVA 
COPEVA 
COPEVA 
(*)COPEVA 
LITCO 
LITCO 
LITCO 
LITCO 
LITCO 
LITCO 
LITCO 
MAGAL 
MAGAL 
MAGAL 
MAGAL 
MAYA 
MAYA 
MAYA 
MAYA 
MAYA 
PROCTORA 
PROCADE 
SAG S.A. 
TRANSEX 
TRANSEX 
TRANSEX 
TRANSEX 
TRANSEX 
TRANSEX 
TRANSEX 
W.WALL 

Conjunto  
habitacional 

 
Arauco (Millaray1) 
Claudio Arrau 1 
Las Américas 
Lago Puyehue 
Quinto Centenario 
San Alberto 1 
San Fernando 1 
San Miguel 2-3-4 
Villa Los Héroes 
Lago Ranco 
Santa Teresa 3 
Claudio Arrau 
Parinacota 1-2 
P. Gambino 1-2 
Roberto Matta 
Simón Bolívar 1-2 
Valle de la Luna 
Volcán Sn.José 1 
Volcán Sn.José 2 
Nicanor Molinare 
Los Bosques 1 
Los Bosques 2 
P. de Lasana 
Santa Teresa 1 
Santa Teresa 2 
Villa Talacanta 
Aquelarre 
Millaray 2 
La Pradera 
San Miguel 1 
B.O"Higgins 1 
Caleuche 1-2-3-4 
Valle del Sol 
V.Esperanza 1 
V.Esperanza 2 
C.Arrau 2 
Padre Hurtado 
V. Antigua 
El Almendro 1 
El Almendro 2 
El Refugio I 
El Refugio II 
Las Praderas 1 
Las Praderas 2 
Las Praderas 3 
San Valentín 
 

Comuna 
 
 
La Pintana 
Colina 
La Pintana 
La Pintana 
La Pintana 
La Pintana 
Quilicura 
Pte. Alto 
El Monte 
Lo Prado 
La Florida 
Peñalolén 
Quilicura 
Quilicura 
Pudahuel 
Peñalolén 
Quilicura 
Pte. Alto 
Pte. Alto 
Peñaflor 
Peñaflor 
Peñaflor 
Quilicura 
La Florida 
La Florida 
Talagante 
Peñalolén 
La Pintana 
Quilicura 
Pte. Alto 
Maipú 
Pte. Alto 
El Bosque 
Maipú 
Maipú 
Colina 
Pte. Alto 
El Monte 
El Bosque 
El Bosque 
Pte. Alto 
Pte. Alto 
Peñaflor 
Peñaflor 
Peñaflor 
Lo Prado 
 
TOT. 

N° Vivs. 
 
 

399 
499 
498 
330 
461 
192 
540 

1.143 
293 
384 
314 
336 

1.680 
396 
312 
468 

1.356 
598 

1.708 
136 
200 
125 
564 
400 
668 
216 
276 
494 
480 
599 
588 

1.200 
438 
996 
696 
900 
984 
468 
288 
171 
718 
108 
499 
320 
498 
108 

 
25.045 

 

N% Vivs. 
Afectadas 

 
399 
319 
458 
330 
445 
192 

73 
732 
192 

39 
314 
150 

1.142 
269 
128 
210 
854 
478 

1.368 
50 

150 
80 
98 

400 
668 

70 
69 

494 
216 
363 
482 
120 
215 
450 
242 
400 
646 
220 
180 
120 
258 

65 
33 

160 
205 

29 
 

14.575 
 

% Vivs. 
Afectadas 

 
100% 

64% 
92% 

100% 
97% 

100% 
14% 
64% 
66% 
10% 

100% 
68% 
68% 
68% 
45% 
45% 
63% 
80% 
80% 
37% 
75% 
64% 
17% 

100% 
100% 

32% 
25% 

100% 
45% 
61% 
82% 
10% 
49% 
45% 
35% 
44% 
66% 
47% 
63% 
70% 
34% 
60% 

7% 
50% 
41% 
27% 

 
58% 

N° Vivs. a 
Reparar 

 
399 
499 
498 
330 
461 
192 
540 

1.143 
293 
384 
314 
336 

1.680 
396 
312 
468 

1.356 
598 

1.708 
136 
200 
125 
564 
400 
668 
216 
276 
494 
480 
599 
588 

1.200 
438 
996 
696 
900 
984 
468 
288 
171 
718 
108 
499 
320 
498 
108 

 
25.045 

% 
Avances 

 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 

99% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 

98% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 

95% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 

98% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 
100% 

 
99,78% 

 
II. Causas. 
 Con independencia de las “singularidades” como las denomina el Servicio de Vivienda y 
Urbanización al referirse a los daños específicos en cada caso analizado, la mayoría de las 
viviendas sociales afectadas, lo fueron por la penetración de las aguas lluvia a través de los 
muros perimetrales tratados con pintura hidrorrepelente, por la absorción ejercida por los 
bloques de hormigón, dada su permeabilidad. 
 A este respecto es preciso señalar que, según declaraciones del Servicio de Vivienda y 
Urbanización, en el año 1989 y a raíz de la escasez de ladrillos que presentaba el mercado, la 
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autoridad permitió el uso de bloques de cemento, para evitar que se detuviera el flujo de 
construcciones de viviendas sociales y que hasta los temporales de 1997 tuvieron, en general, 
un buen comportamiento. 
 Revisados los Informes Técnicos entregados a la Comisión por diversos organismos e 
instituciones especializadas, cabe señalar que respecto al bloque de hormigón no existe nor-
ma oficial alguna sobre índices de permeabilidad permitidos.  
 En efecto las normas chilenas (Nch 181 of. 65 y Nch 1928 of.93) limita sólo la porosidad 
o contenido total de poros del bloque o de las unidades de albañilería en general, pero este 
requisito no es suficiente desde el punto de vista del movimiento del agua a través del mate-
rial o permeabilidad. En este sentido se requiere que junto con limitar el volumen total de 
poros del material se controle la forma y dimensión (diámetro) de poros y capilares. Estos 
son factores de importancia crucial ya que determinan la capacidad de succión o velocidad de 
absorción de agua de los bloques en este caso, propiedad que está directamente relacionada 
con la facilidad de penetración y saturación de agua de los mismos. 
 La norma internacional considera como requisito para calificar la aptitud de los bloques o 
unidades de albañilería que quedarán expuestas a la intemperie (muros de fachadas no estu-
cados) un valor máximo para la tasa de absorción de agua por capilaridad. 
 Las filtraciones se agravan cuando dicho bloque se pega con un mortero inadecuado, o se 
coloca mal. Pero cuando el mortero fue el adecuado y la colocación correcta también ocurrie-
ron filtraciones en dichas albañilerías. 
 Por el contrario, las albañilerías de ladrillos, construidas por algunas constructoras, no 
presentan los daños de las viviendas que las mismas construyeron con bloques. 
 La norma chilena, del Instituto de Normalización, organismo oficial que formaliza la au-
torización del uso de materiales para construir, es una norma que autoriza a que el mandante 
en este caso el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y Servicio de Vivienda y Urbanización 
coloque en sus especificaciones técnicas el uso del bloque en las albañilerías y permite que 
las constructoras ofrezcan dicho bloque en sus proyectos, en sus concursos ofertas, en sus 
propuestas públicas y permite que las empresas privadas construyan muros exteriores con ese 
material en albañilería en sus propios proyectos. 
 La norma chilena para el bloque de cemento fue establecida en Chile sin someterla a en-
sayes que reprodujeran lluvias del tipo de las que sufrieron. 
 Es posible afirmar que se usó un material no experimentado en Chile para planes habita-
cionales de tan gran magnitud y sobre todo en regiones en que su uso no era extensivo como 
en el norte del país. 
 La Comisión considera urgente incorporar este factor a la norma chilena, para hacer obligato-
rio su cumplimiento en las Bases Generales para la Construcción de Viviendas subsidiadas por el 
Estado. (A la fecha los distintos Servicio de Vivienda y Urbanización del país simplemente han 
prohibido la utilización de bloques de hormigón en las licitaciones que están llamando) 
 La sensibilidad social que inspiró al Gobierno, para asumir un plan habitacional nunca 
visto en la historia de Chile, pasando de promedios de veinte mil viviendas anuales a ciento 
veinte mil viviendas anuales, superando lejos los récord de construcción de treinta o cuarenta 
mil viviendas construidas en los mejores momentos de la historia de la construcción, requería 
un país mejor preparado en este rubro. No basta con el prestigio de nuestras empresas cons-
tructoras, o de la tradición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, heredada de la Corpora-
ción de la Vivienda, Corvi, y puesta en práctica por empresarios que llevan décadas en la 
actividad constructora. 
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 Dar un salto tan grande, en la cantidad a construir requería, a lo menos: 
1. Tener los materiales experimentados. 
2. Especializar rápidamente las cantidades de obreros que exige tanta construcción. Los ofi-

cios artesanales se forman en el tiempo. 
3. Disponer de municipios efectivamente capacitados para hacer recepciones finales masi-

vas. 
4. Una planta de inspectores funcionarios de mayor magnitud y de una dedicación mayor. 
5. Un país más preparado para un plan tan ambicioso. 
 
III. Acciones de la Autoridad. 
 El país ha conocido particularmente lo sucedido con las viviendas construidas por Cope-
va. Respecto a ellas el Ministerio de Vivienda y Urbanismo entabló en el 24º Juzgado Civil 
de Santiago, una demanda civil en juicio ordinario contra la “Empresa Copeva S.A.” para 
obtener que se declarara judicialmente el incumplimiento de los contratos por los cuales se le 
encargó la urbanización y construcción de dos mil trescientas seis viviendas básicas, en la 
población “Volcán San José” de la Comuna de Puente Alto, solicitando además que se le 
condenara a pagar por los perjuicios causados. La causa rol Nº 2236-97 y esta caratulado 
“Serviu Metropolitano con la Constructora Copeva S.A.”. 
 El Ministerio debería informar al país para dar a conocer claramente los resultados de esa 
acción en los tribunales. 
 Las viviendas afectadas por los temporales de junio de 1997 adolecen de diversos defec-
tos constructivos que, tanto la Inspección Técnica de los Servicio de Vivienda y Urbaniza-
ción, como la recepción de las Direcciones de Obras Municipales (D.O.M.) fueron insufi-
cientes para detectarlos. La Comisión considera que tanto la Inspección Técnica de los Servi-
cio de Vivienda y Urbanización, como la recepción de las Direcciones de Obras Municipales 
tienen responsabilidades mayores que las que han asumido hasta la fecha respecto de las 
viviendas básicas por lo que es indispensable reforzar ambas instancias por parte de los Ser-
vicio de Vivienda y Urbanización y las Municipalidades. 
 Lo anterior, en caso alguno, puede servir de excusa a las empresas constructoras las cua-
les, independientemente de las instancias de fiscalización, deben cumplir a cabalidad con las 
bases, especificaciones y normas aplicables. Más aún, además del imperativo legal que obli-
ga a los órganos del Estado a efectuar las investigaciones correspondientes, lo que puede 
llevar a establecer responsabilidades legales y, en consecuencia, sanciones jurídicas, la cali-
dad de la construcción conlleva también un asunto de ética y seriedad profesional que obliga 
a que las empresas constructoras ejecuten las obras conforme a las mejores prácticas, cum-
pliendo con las normativas y haciendo presente a su mandante las deficiencias que pudieran 
advertir. 
 En Oficio respuesta del Ministerio de Vivienda y Urbanismo a la Comisión de Vivienda, 
entre otras cosas señala que tras una serie de conversaciones con la Cámara Chilena de la 
Construcción se firmó en julio de 1997 un protocolo con las empresas constructoras involu-
cradas, por el cual los Servicio de Vivienda y Urbanización financiarían, mediante préstamos 
subvencionados o aumentos de obras, una serie de obras de mejoramiento, de acuerdo a las 
características de cada conjunto, entre las que se contaban canales y bajadas de aguas lluvia, 
sistemas de recepción y drenaje de aguas lluvia, colocación de impermeabilizantes en las 
albañilerías de bloques de cemento, previa reparación de grietas y fisuras (de cuyo costo se 
descontaba el valor de esta partida en el presupuesto original, de modo que la empresa cons-
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tructora respondiera por la calidad de lo construido) y colocación de celosías en loggias. 
Además, las empresas se comprometieron a “reparar a su cargo todas las singularidades de 
cada vivienda relacionadas con techumbres, alféizares, canterías de pega de albañilerías y 
fisuras de muros”. 
 Para posibilitar ese acuerdo, se dictó el decreto supremo Nº 79, de Vivienda y Urbanismo 
publicado en el Diario Oficial 4 de agosto de 1997, mediante el cual se concedió un crédito 
no reembolsable, del equivalente de doce unidades de fomento, suma que los destinatarios 
debían utilizar en la reparación y mejoría de estándares de sus propias viviendas. 
 Este sistema permitió que la generalidad de las viviendas básicas que resultaron afectadas 
por los temporales de junio de 1997 estén reparadas y las que aún faltan se encuentran en 
proceso de reparación, sin perjuicio de lo cual aún queda un reducido número de propietarios 
que están en proceso de contratación de esos arreglos y mejoría de estándares con alguna 
empresa constructora de su confianza. 
 
IV. Responsabilidades. 
 La Comisión hace suyos los planteamientos que respecto a las responsabilidades que re-
caen en cada uno de los entes que participan en el desarrollo y materialización de los proyec-
tos de construcción de viviendas básicas, modalidad Servicio de Vivienda y Urbanización, ha 
hecho la Contraloría General de la República en su informe del 25 de agosto de 1997 y que 
hiciera llegar a la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano de la Cámara de Diputados, 
mediante oficio N º 29024 de septiembre 5 de 1997, en cuanto a lo siguiente: 
 
A. Respecto de los municipios, la Comisión considera que existe algún grado de responsabi-

lidad en estos casos específicos, por cuanto aunque los contratistas ejecutaron las obras 
conforme a los proyectos presentados para obtener los permisos de edificación respecti-
vos, en su recepción final se debe levantar un acta de detalle del cumplimiento de las es-
pecificaciones técnicas entregadas con el proyecto para obtener el permiso de construc-
ción respectivo. 

 Sobre esta materia cabe hacer presente que las Direcciones de Obras de los municipios, si 
bien es cierto que de acuerdo a la normativa vigente, sólo rechazan la recepción final 
cuando la obra no se ajusta al proyecto aprobado o faltan los certificados de recepción de 
las instalaciones que hubiere y de ensaye de los hormigones empleados en la obra, en con-
formidad con las normas oficiales situación que no se dio en la especie, según los antece-
dentes recaudados por Contraloría, no es menos cierto que deben revisar el cumplimiento 
de las especificaciones técnicas, como se señaló anteriormente. 

 
B. Referente a las responsabilidades de los contratistas y arquitectos de los conjuntos habita-

cionales revisados, es evidente que si hubieran estado en condiciones de mejorar en los 
proyectos las insuficiencias comprobadas de las Bases Generales del Servicio de Vivienda 
y Urbanización, se habrían evitado las situaciones ocurridas. Respecto de los Arquitectos 
en este tipo de proyectos su participación es muy limitada, ya que son contratados a las 
Empresas Constructoras o Inmobiliarias sólo para el diseño del proyecto y poco y nada 
tienen que ver en la ejecución de la obra. Ello derivado de lo exiguo de los montos que las 
empresas están dispuestas a pagar por los honorarios de dichos profesionales, siendo uno 
de los ítemes usados para rebajar los costos de los proyectos y hacerlos más competitivos 
en las licitaciones. 
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 En cuanto a los problemas de ejecución de las obras, que podrían representar vicios ocul-
tos de construcción o incumplimiento respecto a la calidad de los materiales -pese a que el 
Servicio de Vivienda y Urbanización al devolver las garantías, un año después de recibi-
das las obras verificó su buen comportamiento- deberían constatarse a través de ensayes 
de materiales específicos dirigidos a determinar fehacientemente, que los elementos cues-
tionados no se ajustaron a lo dispuesto en las Bases Generales del Servicio de Vivienda y 
Urbanización. 

 A este respecto cabe considerar que en los análisis hechos por el Instituto de Investigacio-
nes y Ensayes de Materiales de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Uni-
versidad de Chile, en las viviendas que examinó, determinó que se había dado cumpli-
miento a las Bases Generales del Servicio de Vivienda y Urbanización en todos los aspec-
tos evaluados. 

 
C. En relación con la responsabilidad de los Servicio de Vivienda y Urbanización, cabe seña-

lar lo siguiente: 
 La reglamentación que rigió estos contratos, específicamente las Bases Generales Servicio 

de Vivienda y Urbanización respecto de la permeabilidad de la envolvente, no precisó ni 
la calidad ni la duración exigible a los sellos y al material repelente al agua, normalmente 
este último aplicado en conjunto con la pintura exterior. Por otra parte, las especificacio-
nes técnicas definían la obligación del contratista de destacar en la obra a lo menos un 
profesional responsable con asistencia permanente, sin embargo es evidente que dicha 
exigencia debió ser proporcional a la cantidad de viviendas a ejecutar, a fin de asegurar 
una buena supervisión de las faenas. 

 Asimismo, la Comisión Técnica debió ser más acuciosa en la revisión del proyecto, espe-
cialmente en lo que se refería a la solución de la envolvente, con lo que se habrían evitado 
filtraciones relacionadas por ejemplo con el diseño de ventanas y loggias. 

 Por su parte, la Inspección Técnica de Obras (I.T.O.) y la Comisión Receptora debieron 
haber sido más rigurosas al fiscalizar la correcta aplicación de materiales repelentes al 
agua, aún cuando no se contemplara efectuar controles de calidad según normas sancio-
nadas por el Instituto Nacional de Normalización. Ello, sin perjuicio de reconocer que 
las numerosas funciones que desempeñan las Inspecciones Técnicas de Obras, incidie-
ron en su permanencia relativa en terreno, lo que no garantiza un control adecuado, más 
aún, si para ello no contaban con procedimientos previamente establecidos para ejercer 
sus funciones (Manual de Inspección Técnica), ni con elementos o instrumentos técni-
cos que les permitan efectuar controles de calidad “in situ”, optimizando así el proceso 
de inspección. 

 Finalmente y reconociendo que los propietarios de estas viviendas de interés social cuyo 
valor mínimo se aproxima a tres millones de pesos, son personas que disponen de recur-
sos muy limitados, es oportuno como resultado del estudio efectuado referirse también a 
la mantención de las viviendas. 

 Las viviendas tipo A y B construidas por diferentes empresas, pese a contar con más de 
dos años de su recepción, presentan problemas menores en su comportamiento frente a la 
acción de las aguas lluvia que las tipo C, incluso se han ejecutado simultáneamente. Este 
mejor comportamiento se debe a que la mayoría de las viviendas A y B han tenido una 
mantención adecuada, especialmente en lo que a pintura exterior con repelente al agua y 
cubierta se refiere, como consecuencia del régimen de propiedad individual al que se aco-
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gen. Por el contrario, las viviendas tipo C, reguladas por el régimen de copropiedad, gene-
ralmente no han tenido mantención de ninguna especie. 

 Manifestamos nuestra preocupación por el hecho que los dos sumarios que se han instrui-
do en el Servicio de Vivienda y Urbanización Metropolitano, no han arribado a establecer 
responsabilidades concretas en los funcionarios que no detectaron oportunamente las defi-
ciencias de las viviendas sociales construidas especialmente por la Empresa Copeva, de la 
comuna de Puente Alto. 
 Sin perjuicio que el señor Ministro de Vivienda ha pedido la reapertura de los sumarios 
incluso nombrando un nuevo Fiscal a cargo de la investigación, estima necesario que se ha-
gan todas las diligencias necesarias para que el resultado de esa investigación establezca los 
responsables del caso. 
 
10. PROPOSICIONES. 
a) Acoger, en lo que corresponda, los planteamientos que formula el informe de 25 de agos-

to de 1997 de la Contraloría General de la República, especialmente en aquello a que se 
refiere la exigencia que debe hacer el Servicio de Vivienda y Urbanización a los contratis-
tas en cuanto a que el número de profesionales a cargo de cada obra debe ir en proporción 
al volumen de la obra y no al número de obras; y a que se instruya a los destinatarios de 
las viviendas básicas en cuanto a la mantención que deben hacerle para su adecuada con-
servación. 

b) Crear canales que permitan consensuar las sugerencias que ha ofrecido el Instituto de In-
vestigaciones y Ensayes de Materiales de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas 
de la Universidad de Chile, la Cámara Chilena de la Construcción Asociación Gremial, y 
la Comisión Tecnológica del Colegio de Arquitectos de Chile Asociación Gremial, para 
introducir mejoría de estándares en la construcción de viviendas sociales. 

c) Instruir al Departamento Inspección del Servicio de Vivienda y Urbanización Metropoli-
tano y de los Servicio de Vivienda y Urbanización Regionales en orden a que sean más 
rigurosos en las inspecciones que deban realizar a las obras ejecutadas por los contratistas, 
dotándolos de los elementos y equipos necesarios para que este personal pueda desarrollar 
su labor con independencia de los contratistas y más eficientemente. 

d)  Concertarse asimismo con entes especializados para que se dicten normas oficiales acerca 
de la calidad de los elementos a emplearse en la construcción de viviendas sociales. Así 
por ejemplo, de modo que no sólo se establezcan requisitos respecto a su resistencia, sino 
también a su permeabilidad, etcétera. 

e) Instruir, como lo sugiere la Dirección de Extensión Construcción Civil de la Pontificia 
Universidad Católica de Chile, Decon, a los propietarios de viviendas respecto del fenó-
meno de “condensación”, el cual en muchos casos es la causa real de la humedad interior 
de las viviendas. 

f) Las Bases Técnicas Generales para Viviendas Básicas debieran prohibir expresamente el 
uso de materiales de construcción que carezcan de Normas Técnicas Oficiales y que no 
estén debidamente reglamentadas, con excepción de las viviendas básicas rurales aisladas, 
que deben tener bases especiales de acuerdo a disponibilidad y uso de materiales. 

 
-o- 
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 Acordado en sesiones 10ª; 11ª; 12ª; 13ª, celebrada los días 14, 15, 21 y 22 de julio de 
1998, con la asistencia de la señora Caraball, doña Eliana (Presidenta); Bustos, don Manuel; 
Caminondo, don Carlos; Galilea, don Pablo; García, don René Manuel; González, doña   
Rosa; Hales, don Patricio; Letelier, don Felipe; Jiménez, don Jaime; Muñoz, don Pedro;  
Pérez, doña Lily; Pérez, don Víctor; Venegas, don Samuel, y Walker, don Patricio. 
 Concurrieron, además, la señora Allende, doña Isabel; Longton, don Arturo; Luksic, don 
Zarko, y Melero, don Patricio. 
 

-o- 
 

 Se designó Diputada informante, a la señora Caraball doña Eliana (Presidenta). 
 

-o- 
 

 Sala de la Comisión, a 22 de julio de 1998. 
 
 (Fdo.): HÉCTOR PIÑA DE LA FUENTE, Secretario de la Comisión”. 
 

DOCUMENTOS RECIBIDOS POR LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y  
DESARROLLO URBANO, EN CALIDAD DE INVESTIGADORA, EN RELACIÓN 

CON LA INVESTIGACIÓN SOBRE LA CALIDAD DE LA VIVIENDA  
ENCOMENDADA EN VIRTUD DEL PROYECTO DE ACUERDO NÚMERO 540 

 
I. DEL MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO: 
 
1. Catastro de las viviendas afectadas a consecuencia de los temporales acaecidos en el mes 

de junio de 1997. 
2. Oficio Nº 5606, de fecha 3 de septiembre de 1997, por el que remite las calificaciones 

efectuadas por los Serviu a lo largo del país, respecto de las empresas constructoras de vi-
viendas básicas y PET de las poblaciones afectadas por los últimos temporales. 

3. Informe final de Idiem, sobre “Evaluación del Comportamiento de Viviendas Villa     
Volcán San José Puente Alto”, de fecha octubre de 1997 y anexo de certificados. 

4. Medidas adoptadas, frente a las consecuencias del invierno de 1997, para salvaguardar la 
calidad de la vivienda social. Octubre de 1997. 

5. Oficio Nº 6294, de fecha 29 de octubre de 1997, por el que informa acerca de la inclusión 
en Dicom de los deudores de dividendos morosos, afectados por los temporales. 

6. Oficio Nº 1518, de fecha 14 de mayo de 1998, por el que informa en relación al estado de 
los sumarios administrativos internos por presuntas responsabilidades administrativas; a la 
aplicación de medidas de despidos; al estado procesal de las demandas que el Ministerio 
hubiere deducido en contra de empresas constructoras de viviendas básicas; a la elimina-
ción de las empresas responsables de daños del registro de contratistas del Serviu y si 
aquéllas han continuado postulando a las licitaciones de los Serviu; a las especificaciones 
técnicas que han sido eliminadas y por cuáles han sido reemplazadas; a la existencia de 
acuerdo entre los pobladores y la empresa Copeva para la reparación de las viviendas; a 
las medidas adoptadas para evitar que en el invierno próximo ocurran casos similares; al 
número de viviendas beneficiadas con el subsidio adicional de las doce unidades de fo-
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mento y, por último, en relación a las normas sobre fiscalización de la construcción de vi-
viendas básicas y su evaluación. 

7. Oficio Nº 1960, de fecha 15 de junio de 1998, por el que informa cuáles fueron los pro-
ductos hidrorrepelentes usados en las viviendas afectadas. 

8. Oficio número 2438, de fecha 14 de julio de 1998, por el que informa diversos aspectos 
en relación a la aplicación de las especificaciones técnicas entregadas por los Serviu para 
la construcción de viviendas sociales. 

9. Dos álbumes fotográficos del Conjunto Habitacional “Marta Brunet” de Puente Alto, de la 
Región Metropolitana y “Costa del Sol III”, de Rancagua. 

10. Guía de cuidado y mantención del departamento. Programa de vivienda básica modalidad 
Serviu. 1998. 

 
II. DEL DIRECTOR DEL SERVIU DE LA REGIÓN METROPOLITANA: 
 
1. Cuadros con número de viviendas afectadas y porcentaje de avance de reparaciones. Vi-

viendas básicas con título de dominio, acogidas al decreto supremo Nº 79. 
2. Un fax por el que remite la Resolución Nº 69, de 14 de enero de 1998, que deja sin efecto 

las resoluciones números 17, 18, 21, 22 y 23 de fecha 8 de enero de 1998. 
 
III. DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA: 
 
 -Oficio Nº 017182, de fecha 15 de mayo de 1998, por el que remite antecedentes en rela-
ción a una investigación efectuada por dicho órgano contralor, para establecer quiénes son 
los responsables de que en las distintas etapas de los procesos de construcción de viviendas 
de carácter social o colectivo -especialmente el Programa de Viviendas Básicas- se cumpla 
con los requerimientos técnicos legales y reglamentarios a fin de asegurar que los usuarios 
reciban su vivienda de acuerdo a lo convenido. 
 
IV. DE LA SECRETARÍA REGIONAL MINISTERIAL DE VIVIENDA DE LA SEX-
TA REGIÓN: 
 
 -Publicación del diario “El Rancagüino”, relativa a la visita a terreno que efectuó la Co-
misión a poblaciones de la zona el día lunes 15 del mes de septiembre de 1997; 
 
V. DEL EX MINISTRO DE VIVIENDA, SEÑOR MIGUEL ÁNGEL PODUJE: 
 
 -Informe relativo a las viviendas sociales. 
 
VI. DEL EX MINISTRO DE VIVIENDA, SEÑOR EDMUNDO HERMOSILLA: 
 
 -Informe relativo a la visión sobre la política habitacional desarrollada durante el período 
marzo 1994 a julio 1997. 
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VII. DE LA DIPUTADA LILY PÉREZ: 
 
 -Copia del juicio ordinario por incumplimiento de contrato, Serviu Metropolitano con 
Constructora Copeva Limitada, Rol Nº 2236-97 del 24 Juzgado Civil de Santiago. 
 
VIII. DE LA EX DIPUTADA SEÑORA EVELYN MATTHEI: 
 
 -Una comunicación por la cual hace presente la situación que afecta a las viviendas cons-
truidas por la empresa Copeva en la IV Región, a raíz del reciente movimiento telúrico. Soli-
cita se disponga la investigación de los hechos denunciados a fin de determinar responsabili-
dades y se oficie al Ministro de Vivienda y Urbanismo a objeto de hacer efectiva la garantía 
entregada por Copeva; proceder a la devolución de los dineros gastados por concepto de aho-
rro previo, pago de dividendos y mejoras realizadas por los propietarios y, por último, estu-
diar la posibilidad de otorgar, en una nueva postulación, una condición privilegiada a los 
pobladores afectados. 
 
IX. DEL DIPUTADO ALEJANDRO GARCÍA-HUIDOBRO: 
 
1. Informe de ICR Consultores Limitada, sobre los daños ocasionados en la Población Vicu-

ña Mackenna de la ciudad de Rancagua. 
2. Informe sobre la construcción de viviendas de la Población Vicuña Mackenna de Ranca-

gua, de la Contraloría Regional del Libertador O’Higgins. 
 
X. DEL INGENIERO SEÑOR ELÍAS ARZE LOYER: 
 
1. Informe del grupo de trabajo Nº 1 sobre Calidad en la Construcción, Comisión de Calidad 

y Tecnología en la Vivienda, Ministerio de Vivienda y Urbanismo, diciembre de 1992. 
2. Minuta relativa a la exposición dada a conocer en la sesión 100ª de la Comisión de Vi-

vienda y Desarrollo Urbano, de fecha 3 de septiembre de 1997. 
 
XI. DE LA CÁMARA CHILENA DE LA CONSTRUCCIÓN: 
 
1. Minuta relativa a la exposición dada a conocer en la sesión 100ª de la Comisión de Vi-

vienda y Desarrollo Urbano, de fecha 3 de septiembre de 1997. 
2. Documento titulado “Solución global a los problemas producidos por los últimos tempo-

rales en los conjuntos habitacionales de viviendas básicas y viviendas PET.”, más conoci-
do como “Protocolo de Acuerdo”. 

 
XII. DE LA DIRECCIÓN DE EXTENSIÓN EN CONSTRUCCIÓN DE LA PONTI-
FICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DE CHILE, DECON: 
 
 -Informe relativo a las obras supervisadas en Puente Alto, San Bernardo, Quilicura, Mai-
pú y Pudahuel. 
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XIII. DEL INSTITUTO DE INVESTIGACIONES Y ENSAYES DE MATERIALES 
DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE. IDIEM: 
 
 -Una comunicación del Director Académico y Estudiantil de la Facultad de Ciencias Físi-
cas y Matemáticas de la Universidad de Chile y ex Director del Idiem, por la que informa 
diversos antecedentes en relación a la supuesta integración del señor Francisco Pérez Yoma 
como director del Idiem. 
 
XIV. DE LA DIPUTADA SEÑORA ELIANA CARABALL: 
 
1. Copia de una comunicación de fecha 12 de junio de 1997, del señor Francisco Pérez   

Yoma al Decano de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de 
Chile. 

2. Copia de una comunicación, de fecha 16 de junio de 1997, del Decano de la Facultad de 
Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, dirigida al señor Francisco 
Pérez Yoma. 

3. Copia de un acápite del acta de fecha 7 de mayo de 1997 del Idiem. 
 
XV. DE LOS DIPUTADOS SEÑORES VÍCTOR PÉREZ Y LILY PÉREZ: 
 
 Informe de la Comisión Investigadora. Caso viviendas sociales dañadas por temporales. 
 
XVI. DE LA EMPRESA CONSTRUCTORA GARCÍA POPELAIRE HERMANOS 
S.A.: 
 
 Un informe de la situación de conjuntos Serviu de la Sexta Región. 
 
XVII. DE LA OFICINA NACIONAL DE EMERGENCIA, ONEMI: 
 
1. Minuta de la exposición del Director Nacional en la sesión del día 4 de noviembre de 

1997. 
2. Informe consolidado relativo a los daños acaecidos con ocasión de los temporales del mes 

de junio de 1997, de fecha 30 de julio de 1997. 
3. Consideraciones sobre la vivienda social básica y solución habitacional de emergencia. 
4. Especificaciones técnicas mínimas para viviendas de emergencia prefabricadas de made-

ra. 
5. Informe al 3 de noviembre de 1997, relativo a las acciones emprendidas por la Oficina 

Regional de Emergencia de la Intendencia de la IV Región a raíz de los daños producidos 
por el sismo acaecido en la zona. 

6. Informe consolidado relativo a los daños provocados por el reciente sismo, en la IV Re-
gión. 

 
XVIII. DEL ARQUITECTO SEÑOR SERGIO GONZÁLEZ ESPINOZA: 
 
1. Informe técnico sobre daños en viviendas situadas en diversas comunas de la Región Me-

tropolitana, en especial en las poblaciones Parinacota, Pascual Gambino y Valle de la Lu-
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na, de la Comuna de Quilicura. Asimismo expresa su interés de concurrir ante la Comi-
sión y solicita tener acceso a los antecedentes relativos a la investigación que ha llevado a 
cabo. 

2. Antecedentes relativos al plan habitacional del período 1992-1997 del Ministerio de Vi-
vienda y Urbanismo, los que a su juicio constituyen una contribución a la investigación 
que lleva a cabo la Comisión. 

 
XIX. DE LA COORDINADORA DE PUENTE ALTO: 
 
 -Listado de los dirigentes vecinales de las distintas villas que acoge dicho organismo. 
 
XX. DE LOS DIRIGENTES VECINALES: 
 
1. Informe del Municipio de Puente Alto, por el cual da a conocer las acciones que se toma-

rán en relación a la situación que afecta a los pobladores. 
2. Una comunicación del gerente de operaciones de la empresa constructora Copeva Limita-

da, por la cual da a conocer las medidas implementadas para mitigar la emergencia. 
3. Formularios de solicitud de postulación al préstamo y subvención de reparación extraor-

dinaria del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y de mandato especial para postular al 
sistema de financiamiento regulado por el decreto supremo número 79, de Vivienda y Ur-
banismo, de 1997. 

4. Informativo del Serviu Metropolitano para los vecinos del conjunto habitacional Volcán 
San José I y II de Puente Alto. 

5. Decreto Nº 79, de 11 de julio de 1997, que dispone el otorgamiento de préstamos y sub-
venciones a favor de afectados que indica. 

6. Comunicados del Departamento de Comunicaciones, Unidad de Difusión y Fomento del 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo, por los cuales se explican los beneficios que otor-
gan los decretos números 79 y 88, de 1997. 

7. Comunicado del Departamento de Comunicaciones, Unidad de Difusión y Fomento del 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el cual consigna un extracto del Informe de Idiem, 
respecto de las Villas Volcán San José. 

8. Comunicación del jefe de sección de investigaciones y ensayes del Idiem, de fecha 18 de 
agosto de 1997, al Director del Serviu de la Región Metropolitana. 

9. Informe técnico relativo al diagnóstico de problemas presentados en las poblaciones Lago 
Puyehue y Millaray II. Dirección de Obras, Municipalidad de La Pintana. 

10. Carta de los pobladores de la Villa San José II, de Puente Alto. 
11. Carta de los dirigentes de la Población José Fuentes Guerra, de Colina y de Las Praderas 

1, de Peñaflor. 
12. Resultados de mediciones efectuadas por Idiem el día 4 de septiembre de 1997. 
13. Informe final de daños causados por temporales en conjuntos de vivienda social. Presi-

dencia Nacional del Colegio de Arquitectos de Chile. 
14. Carta de los dirigentes de la junta de vecinos de la Población Villa El Volcán San José 3 

y 4, de Puente Alto. 
15. Informe técnico de daños de Asesoría Técnica Maipo 21, de fecha 28 de junio de 1997, 

respecto de las poblaciones Andes 1, Andes 2, Cordillera y Los Héroes. 
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16. Carta de la Presidenta de la Junta de Vecinos de la Villa Volcán San José, Unidad Veci-
nal B-13, de Puente Alto e informe de daños de las viviendas de la Villa Volcán San José 
1 y 2. 

17. Carta de fecha 11 de junio de 1998, por la que la Presidenta de la Junta de Vecinos de la 
Villa Volcán 1-2 solicita a la Comisión constituirse en terreno para constatar el estado de 
las reparaciones de las viviendas y remite una nómina de los pobladores afectados. 

18. Antecedentes relativos a la Población Las Acacias, Llolleo, San Antonio, Quinta Región. 
19. Antecedentes de la Población Villa Los Puertos Uno, de Pudahuel Sur, de Santiago. 
 
 
9. Moción de los Diputados señores Juan Pablo Letelier, Juan Bustos y Montes. 
 Modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas, estableciendo mayores exigencias 

para inscribir un arma, prohibiendo el porte de las mismas, y realiza otras modificaciones. 
(boletín Nº 2219-02) 

 
 “Ideas matrices. 
 La presente moción tiene por objeto aumentar las exigencias que la actual ley contempla 
para inscribir un arma; prohibir el porte de ellas fuera de los lugares en los que expresamente 
se autorizó su tenencia; prohibir que una persona inscriba más de un arma; aumentar las mul-
tas, en los casos en que la ley contempla esta sanción, para quienes posean o tengan armas 
sin contar con la autorización e inscripción correspondiente, para quienes porten armas y 
para quienes tienen armas inscritas y abandonen o no comuniquen a las autoridades compe-
tentes la pérdida o extravío de la especie. Por último, contempla la obligación de las personas 
que cuentan con armas inscritas, de reinscribirlas cada cierto lapso y de informar a las Comi-
sarías de Carabineros y de la Policía de Investigaciones correspondientes a su domicilio, que 
cuenta con un arma inscrita, sin perjuicio de las facultades de la Dirección de Movilización 
Nacional y de las autoridades fiscalizadoras que señala el Reglamento. 
 

Consideraciones generales 
 De acuerdo a encuestas recientes, la seguridad ciudadana y el combate a la delincuencia 
se han constituido en una de las principales preocupaciones de la gente. Por ello, este tema ha 
ocupado un lugar de relevancia en las políticas públicas desde principios de esta década. 
 Si bien no existe consenso entre las distintas fuerzas políticas respecto al supuesto aumen-
to de la delincuencia en los últimos años, es por todos reconocido que se ha registrado un 
preocupante ascenso de los delitos de robos con violencia y de los robos con fuerza. 
 Es así como en 1986, ingresaron a los tribunales de justicia, 12.012 causas por robos con 
violencia, aumentando en el año 1995 a 20.463 (Anuario de estadísticas criminales, 1997, 
Fundación Paz Ciudadana). 
 

Derecho comparado 
España 

 La actual legislación española se caracteriza por ser un sistema controlado y restringido, 
donde se requiere autorización de las autoridades competentes para cualquier actuación rela-
cionada con armas. 
 Entre las principales características de la normativa española (Real Decreto Nº 137/93, 
por el que se aprueba el Reglamento de Armas) se cuentan: 
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a) Se necesita autorización previa para adquirir armas de fuego. 
b) Toda transferencia de la propiedad de un arma debe ser informada a la Intervención de 

Armas de la Guardia Civil. 
c) Cada arma se debe documentar con las correspondientes guías de pertenencia expedidas 

por las Intervenciones de Armas y deben pasar revista periódica. 
d) Nadie puede poseer armas de fuego sin disponer de la correspondiente autorización expe-

dida por los órganos administrativos correspondientes. Pueden ser licencia, autorizaciones 
especiales o tarjetas de armas. 

e) El uso está reglamentado, restringido y sancionado en determinadas circunstancias. 
f) Se prohíbe el porte de armas. 

 
Gran Bretaña 

 Este país también se caracteriza por tener una legislación que restringe el uso de las armas 
de fuego. Su actual ley data de 1968, a la cual se realizaron importantes modificaciones con 
posterioridad a la aprobación de la Directiva del Consejo de la Unión Europea de 1991. 
 Entre otros, contempla los siguientes requisitos para la obtención de un certificado de 
tenencia de armas: 
a) Salud mental compatible. 
b) Para escopetas y rifles, el peticionario debe ser avalado por una persona que demuestre 

conocerlo, por al menos dos años y que dé fe de su buena conducta. 
 

Argentina 
 Su legislación, en términos generales, presenta las siguientes características: 
a) Prohíbe la adquisición, uso o tenencia a los menores de edad. 
 Requiere para la adquisición de armas la condición de “legítimo usuario”, según requisi-

tos y condiciones establecidas por el Ministerio de Defensa a través del Registro Nacional 
de Armas. La condición de “legítimo usuario” se acredita por medio de una credencial 
oficial que emite el Registro Nacional. 

b) Fiscaliza la adquisición o transmisión, el uso, la tenencia y el porte de armas de uso civil. 
c) Requiere para la tenencia de armas la “autorización de tenencia” que otorga la autoridad 

correspondiente. 
d) Prohíbe el porte de armas salvo las excepciones contempladas en el Reglamento de Ar-

mas. 
e) Reglamenta y restringe el uso de armas. 
 

Normativa actual 
 Quién puede autorizar la posesión o tenencia de armas. 
 El artículo 4º de la Ley de Control de Armas, establece en su inciso 2º que ninguna perso-
na natural o jurídica, podrá poseer o tener las armas indicadas en el artículo 2º, letras a, b, c, 
d y e, sin la autorización de la Dirección General de Movilización Nacional o de las Coman-
dancias de Guarnición de las FF.AA., o por la autoridad de Carabineros de Chile de mayor 
jerarquía, designados en uno y otro caso por el Ministro de Defensa Nacional, a proposición 
del Director General de Movilización Nacional, el que podrá también señalar para este efec-
to, a nivel local, a otras autoridades militares o de Carabineros de Chile. A todas las autori-
dades recién mencionadas el Reglamento de la Ley, las llama “autoridades fiscalizadoras”. 
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 En el caso de las armas indicadas en la letra a), del art. 2º, la autorización sólo podrá ser 
otorgada por la Dirección General de Movilización Nacional. 
 El artículo 2º de la ley estable lo siguiente: “Quedan sometidos a este control (se refiere al 
que le corresponde a la Dirección General de Movilización Nacional en cuanto a la supervi-
gilancia y control de las armas, explosivos y otros elementos similares de que trata esta ley)”: 
a) El material de uso bélico, entendiéndose por tal, las armas cualquiera sea su naturaleza, 

construidas para ser utilizadas en la guerra por las FF.AA. y los medios de combate terres-
tres, navales y aéreos, fabricados o acondicionados especialmente para esta finalidad; 

b) Las armas de fuego, sea cual fuere su calibre, y sus partes y piezas; 
c) Las municiones y cartuchos; 
d) Los explosivos, bombas y otros artefactos de similar naturaleza, y sus partes y piezas; 
e) Las sustancias químicas que esencialmente son susceptibles de ser usadas o empleadas 

para la fabricación de explosivos, o que sirven de base para la elaboración de municiones, 
proyectiles, misiles o cohetes, bombas, cartuchos y los elementos lacrimógenos o de efec-
to fisiológico, y 

f) Las instalaciones destinadas a la fabricación, armaduría, almacenamiento o depósito de 
estos elementos. 

 
Inscripción de las armas 

 Toda arma de fuego que no sea de las señaladas en el art. 3º de la ley (aquéllas cuya te-
nencia o posesión está prohibida) deberá ser inscrita ante las autoridades recién mencionadas. 
 Para este efecto la Dirección General de Reclutamiento y Movilización llevará un Regis-
tro Nacional de las inscripciones de armas. 
 Esta inscripción sólo autoriza a su poseedor o tenedor para mantener el arma en el bien 
raíz declarado, correspondiente a su residencia, a su sitio de trabajo o al lugar que se pretende 
proteger. 
 El artículo 3º señala lo siguiente: “Ninguna persona podrá poseer o tener armas largas 
cuyos cañones hayan sido recortados, armas cortas de cualquier calibre que funcionen en 
forma totalmente automática, armas de fantasía, entendiéndose por tales aquellas que se es-
conden bajo una apariencia inofensiva; ametralladoras, subametralladoras, metralletas o 
cualquiera otra arma automática y semiautomática de mayor poder destructor o efectividad, 
sea por su potencia, por el calibre de sus proyectiles o por sus dispositivos de puntería. 
 Asimismo, ninguna persona podrá poseer o tener artefactos fabricados sobre la base de 
gases asfixiantes, paralizantes o venenosos, de sustancias corrosivas o de metales que por la 
expansión de los gases producen esquirlas, ni por los implementos destinados a su lanza-
miento o activación. 
 Se exceptúa de estas prohibiciones a las FF.AA. y a Carabineros de Chile. La Policía de 
Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y la Dirección de Aeronáutica Civil, estarán 
exceptuadas sólo respecto de la tenencia y posesión de armas automáticas livianas y semiau-
tomáticas, y de disuasivos químicos, lacrimógenos, paralizantes o explosivos y de granadas, 
hasta la cantidad que autorice el Ministro de Defensa Nacional, a proposición del Director 
del respectivo Servicio. Estas armas y elementos podrán ser utilizados en la forma que señale 
el respectivo Reglamento Orgánico y de Funcionamiento Institucional. 
 En todo caso, ninguna persona podrá poseer o tener armas denominadas especiales, que 
son las que corresponden a las químicas, biológicas y nucleares”. 
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Permiso para portar armas 
 El artículo 6º de la ley establece que ninguna persona podrá portar armas fuera del bien 
raíz declarado, sin permiso de las autoridades señaladas en el art. 4º antes reseñado. El per-
miso durará un año como máximo y sólo autorizará al beneficiario a portar un arma. Estas 
autorizaciones se inscribirán en el Registro Nacional de Armas. 
 Por su parte, el Reglamento de la Ley (Decreto Nº 77, del año 1982, del Ministerio de 
Defensa Nacional) establece en su artículo 19, lo siguiente: “A las autoridades fiscalizadoras 
les corresponde: 
a) Inscribir las armas de fuego a nombre de las personas naturales que sean poseedoras o 

tenedoras que residan en la zona de su jurisdicción, y las de personas jurídicas que se 
guarden en dicha zona. 

b) Otorgar permisos para portar armas que estén inscritas en su jurisdicción. 
 

Principales modificaciones que se proponen en la presente moción 
 
1. Aumento de las exigencias que la actual ley y su reglamento contemplan para adqui-

rir un arma. 
 El artículo 5º de la ley, en su inciso final establece que “las referidas autoridades sólo 
permitirán la inscripción del arma cuando, a su juicio, su poseedor o tenedor sea una persona 
que, por sus antecedentes, haga presumir que cumplirá lo prescrito en el inciso anterior (man-
tener el arma en el bien raíz declarado)”. 
 
Normas del Reglamento referidas a las exigencias establecidas para inscribir un arma. 

 El artículo 36 señala “Para efectuar compras de armas, los particulares, tendrán presente 
las limitaciones relacionadas con la tenencia de ellas, que se indican en el artículo 44 del 
presente Reglamento”. 
 El artículo 37 establece: “La Dirección General y las autoridades fiscalizadoras podrán 
exigir los antecedentes que estimen necesarios relativos a la idoneidad personal de los solici-
tantes, y a las características y finalidad de la operación de que se trata”. 
 El artículo 44 al que hace referencia el artículo 36 se limita a clasificar las armas en aque-
llas de posesión prohibida y aquellas de posesión permitida. 
 El artículo 45 establece que toda arma de fuego de uso permitido debe ser inscrita ante las 
autoridades fiscalizadoras a nombre de su poseedor o tenedor (en general, según lo dispuesto 
por el artículo 17 del Reglamento, son las Comandancias de Guarnición de las FF.AA. y en 
ciertos casos, Comisarías de Carabineros). 
 El artículo 46 sostiene que “todas las armas de fuego deberán someterse al examen del 
Banco de Pruebas de Chile o al de los delegados de éste, a fin de que se certifique sobre su 
naturaleza, calidad, condiciones de seguridad y exacta identificación”. 
 Por último, el artículo 47 establece que para su inscripción deberá presentarse el certifica-
do del Banco de Pruebas al que alude el artículo anterior. Asimismo, se consagra la obliga-
ción de la autoridad fiscalizadora de verificar los antecedentes de seguridad de las personas 
involucradas. 
 

Exigencias que se incorporan a la ley, a través de la presente moción 
 La persona que pretende inscribir un arma a su nombre, deberá cumplir, además de los 
requisitos señalados en el Reglamento, los siguientes: 
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1. Ser mayor de edad. 
2. Haber cursado enseñanza básica y media. 
3. Acreditar que tiene un trabajo lícito. 
4. Acreditación de salud física o psíquica compatible con el uso de armas. 
5. Haber aprobado un curso que le proporcione los conocimientos necesarios sobre conser-

vación, mantenimiento y manejo del arma que pretende inscribir. El Reglamento de esta 
ley establecerá la autoridad que impartirá el curso y las demás especificaciones relaciona-
das con el mismo. 

6. No padecer de alcoholismo ni ser adicto a alguna sustancia prohibida por la ley. 
7. Declaración de cinco personas mayores de edad, que aseguren conocer a la persona que 

solicita la inscripción del arma, y que den fe de su honorabilidad y prudencia. 
8. Que no se trate de una persona que haya sido eliminada de alguna de las instituciones 

pertenecientes a alguna de las ramas de las FF.AA. o de Orden, o Gendarmería, por algu-
na causa deshonrosa. 

9. Contar con un lugar seguro donde guardar el arma, que evite o procure evitar la sustrac-
ción, pérdida o robo de la misma, pudiendo acreditarse este requisito a través de una ins-
pección que efectuará la autoridad fiscalizadora. 

10. Que el lugar que se pretende proteger con el arma, se encuentre en un sector desprovisto 
de vigilancia policial. 

11. No debe estar procesado ni haber sido condenado por delito en que se haya utilizado vio-
lencia psíquica o física. 

12. No debe estar procesado ni haber sido condenado por delito que contemple una pena 
privativa de libertad, superior a la de presidio o reclusión menor en su grado medio. 

13. No debe existir sentencia condenatoria en su contra por causas de violencia intrafamiliar. 
 
2. Obligación de informar a la Comisaría de Carabineros y de la Policía de Investiga-

ciones correspondientes a su domicilio, que cuenta con un arma de fuego debida-
mente inscrita. 

 Actualmente la ley contempla que la persona inscriba su arma, por lo general, ante las 
Comandancias de Guarnición de las Fuerzas Armadas. 
 Asimismo, el artículo 16 inciso 3º establece: “Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de 
Defensa Nacional dispondrá, en la forma que estime conveniente y para los efectos de la 
prevención e investigación de delitos, que la Dirección General de Movilización Nacional 
proporcione a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones de Chile, información 
expedita y permanente sobre las armas y elementos similares inscritos en el registro nacional 
a que se refiere el artículo 5º de esta ley”. 
 Al respecto creemos que es posible proporcionar tanto a Carabineros como a la Policía de 
Investigaciones una información más directa, proveniente de las propias personas que inscri-
ben un arma. 
 Por ello, proponemos que, además de la obligación de inscribir el arma y de lo dispuesto 
en el artículo 16, se informe de esta inscripción a la Comisaría de Carabineros y de la Policía 
de Investigaciones correspondiente al domicilio de la persona, dando una completa especifi-
cación de las características del arma. 
 De esta forma, ambas policías podrán conocer, efectivamente, la cantidad de armas inscri-
tas que existe en una determinada población y las características de las mismas, lo que les 
permitirá contar con una información más específica y localizada respecto del número de 
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armas de fuego inscritas por Comisaría, antecedentes que con el sistema actualmente vigente 
resulta difícil de obtener, ya que por más expedita y permanente que sea la información que 
se les remite por parte de la Dirección General de Movilización Nacional, no se equipara a la 
que se podrá obtener de aprobarse la presente iniciativa. 
 Ello, porque de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 17 del Reglamento, las autoridades 
fiscalizadoras ante las cuales deben practicarse las inscripciones que establece la presente 
ley, se dividen en regionales o locales. 
 Por ejemplo, en Valparaíso, la autoridad fiscalizadora local es la Comandancia de Guarni-
ción de Valparaíso, y las áreas y comunas que controla son Valparaíso, Viña del Mar, Quin-
tero, Quilpué, Villa Alemana, Casablanca, Puchuncaví y Juan Fernández. 
 En cambio, de acuerdo a la modificación que se propone, las Policías podrán contar con 
una información bastante más detallada, conociendo las armas inscritas por sectores dentro 
de cada comuna. 
 
3. Prohibir el porte de armas fuera de los lugares indicados. 
 Actualmente la ley en su artículo 6º establece que para poder portar armas se requiere 
autorización de las autoridades señaladas en el artículo 4º. 
 Al respecto estimamos absolutamente innecesario el permitir que personas que carecen de 
mayores conocimientos en el manejo de armas circulen armados por las calles. 
 Por ello proponemos que sólo las personas señaladas en el artículo 3º de la ley (FF.AA., 
Carabineros, Investigaciones, Gendarmería y Dirección General de Aeronáutica Civil) y los 
funcionarios de servicios de vigilantes privados que estén legalmente constituidos de acuerdo 
a las disposiciones del Decreto Ley Nº 3.607 de 1981, e inscritos en la Dirección General, 
podrán portar armas. 
 
4. Aumento de las multas establecidas para quienes posean o tengan armas sin contar 

con la autorización e inscripción correspondientes o abandonen las armas o no co-
muniquen a alguna de las autoridades la pérdida o extravío de las mismas, así como 
también el aumento de las multas para el porte de armas, en los casos en que la ley 
contempla esta sanción, sin perjuicio de mantener las penas privativas de libertad 
que la propia ley contempla. 

 El artículo 9 de la Ley de Control de Armas establece: “Los que poseyeren o tuvieren 
algunos de los elementos señalados en las letras a), b), c), d), y e) del artículo 2º, sin las auto-
rizaciones a que se refiere el artículo 4º, o sin la inscripción establecida en el artículo 5º, se-
rán sancionados con presidio menor en su grado mínimo a presidio mayor en su grado míni-
mo. (Es decir, la pena puede ir desde 61 días hasta 10 años). 
 No obstante, si las circunstancias o antecedentes del proceso permiten presumir fundada-
mente que la posesión o tenencia de las armas o elementos a que se refieren las letras b), c), 
d) y e) del artículo 2º no estaban destinadas a alterar el orden público, a atacar a las Fuerzas 
Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública o a perpetrar otro delito, se aplicará única-
mente la pena de multa de diez a quince ingresos mínimos. Si, además de las circunstancias o 
antecedentes referidos, consta en el proceso la conducta anterior irreprochable del inculpado, 
podrá el tribunal aplicar una multa de hasta nueve ingresos mínimos, sobreseer definitiva-
mente o dictar sentencia absolutoria”. 
 Al respecto, proponemos aumentar las multas contempladas en este artículo, sin perjuicio 
de mantener la pena privativa de libertad establecida por esta norma. 
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 En cuanto a las personas que abandonen las armas o no comuniquen a alguna de las auto-
ridades la pérdida o extravío de las mismas, el artículo 14 de la ley establece lo siguiente: 
 “Los que abandonaren armas o elementos sujetos al control de esta ley, incurrirán en la 
pena de multa de cinco a diez ingresos mínimos. 
 Se presumirá que existe abandono cuando no se haya comunicado a alguna de las autori-
dades indicadas en el artículo 4º, la pérdida o extravío de la especie dentro de los cinco días 
desde que se tuvo o pudo tenerse conocimiento de dicha pérdida o extravío”. 
 Dado el sensible aumento de los delitos cometidos con armas robadas a particulares, 
creemos necesario aumentar la multa impuesta a quienes abandonen las armas u otros ele-
mentos sujetos al control de esta ley, para incentivar de alguna manera, a que las personas 
guarden sus armas en un lugar seguro, y adopten las medidas necesarias para evitar su pérdi-
da, robo o sustracción. 
 En cuanto a la pena establecida para el porte de armas de fuego, el artículo 11 de la ley 
establece lo siguiente: “Los que portaren armas de fuego sin el permiso establecido en el 
artículo 6º, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo a presidio 
mayor en su grado mínimo. (61 días a 10 años). 
 Sin embargo, si las circunstancias o antecedentes del proceso permiten presumir funda-
damente que la posesión o porte del arma no estaba destinado a alterar el orden público, a 
atacar a las Fuerzas Armadas o a las de Orden y Seguridad Pública, o a perpetrar otro delito, 
se aplicará únicamente la pena de multa de diez a quince ingresos mínimos. Si, además de las 
circunstancias o antecedentes referidos, consta en el proceso la conducta anterior irreprocha-
ble del inculpado, podrá el tribunal aplicar una multa de hasta nueve ingresos mínimos, so-
breseer definitivamente o dictar sentencia absolutoria”. 
 Al igual que en los casos anteriores, proponemos aumentar la multa contemplada en este 
artículo, sin perjuicio de mantener la pena privativa de libertad establecida por esta norma. 
 
5. Reinscripción de las armas cada año. 
 Con el fin de permitir que las autoridades respectivas cuenten con la información actuali-
zada respecto del número de armas inscritas en poder de particulares, se establece la obliga-
ción de reinscribirlas cada año. 
 Asimismo, se contempla que quien no cumpla con esta obligación, sufrirá la cancelación 
de la inscripción de su arma. 
 Respecto de las personas que con anterioridad a la publicación de la presente ley ya ten-
gan inscrita un arma, se establece un artículo transitorio que ordena su inscripción en el plazo 
de un año a contar de la publicación de la ley. 
 
6. Se prohíbe que una persona inscriba más de un arma. 
 El inciso 2º del artículo 7º de la ley señala: “Sin embargo, por resolución de la Dirección 
General de Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas, se podrán otorgar las 
referidas autorizaciones y los permisos e inscripciones de más de dos armas a personas jurí-
dicas o a personas naturales debidamente calificadas”. 
 A través del presente Proyecto, junto con la modificación del inciso 1º del citado artículo, 
proponemos la derogación de su inciso 2º antes transcrito. 
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7. Actualización del Reglamento conforme se apruebe el presente Proyecto de Ley. 
 Dado que la aprobación del presente Proyecto repercutirá en el Reglamento que comple-
menta la actual Ley de Control de Armas, es que estimamos necesario efectuar las modifica-
ciones pertinentes al Reglamento a fin de que concuerde con las normas aprobadas. 
 Además, creemos conveniente que se modifique el artículo 48 del Reglamento, a fin de 
que éste contemple que el padrón que se otorgue a la persona que inscribe un arma señale: a) 
La cédula nacional de identidad del titular del arma; b) Datos personales del propietario del 
arma, y c) Especificación lo más completa posible de las características del arma. 
 Por último, hacemos presente que, todas las modificaciones propuestas dejan a salvo las 
disposiciones que regulan las armas en lo que dice relación con la caza y las armas de colec-
ción. 
 En virtud de las consideraciones antes expuestas, los diputados abajo firmantes vienen en 
proponer el siguiente: 
 

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY DE CONTROL DE ARMAS 
 
 Artículo 1º: Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 17.798, sobre control 
de armas: 
1) Modifícase el artículo 5º en la siguiente forma: 

A) Reemplázase el inciso 4º del artículo 5º, por el siguiente: “Las referidas autoridades só-
lo permitirán la inscripción del arma cuando su poseedor o tenedor cumpla los siguien-
tes requisitos: 
a) Ser mayor de edad; 
b) Haber aprobado la educación básica y media; 
c) Tener domicilio conocido y un trabajo lícito; 
d) Aptitud física o psíquica compatible con el uso de armas, según lo determine la res-

pectiva autoridad fiscalizadora; 
e) Haber aprobado un curso que le proporcione los conocimientos necesarios sobre 

conservación, mantenimiento y manejo del arma que se pretende inscribir, curso 
que estará regulado por el Reglamento de la presente ley; 

f) No padecer de alcoholismo ni ser adicto a alguna sustancia o droga prohibida por la 
ley; 

g) Tener una conducta anterior irreprochable, lo que se acreditará mediante declara-
ción jurada de al menos cinco personas, que den fe sobre su honorabilidad y pru-
dencia; 

h) No haber sido eliminado de alguna de las instituciones de las Fuerzas Armadas o de 
Orden, ni de Gendarmería, por alguna causal deshonrosa; 

i) Contar con un lugar seguro donde guardar el arma, que evite o procure evitar la sus-
tracción, pérdida o robo de la misma, lo que se acreditará mediante una inspección 
efectuada por la autoridad fiscalizadora; 

j) Que el lugar que se pretende proteger con el arma, se encuentre en un sector des-
provisto de vigilancia policial, según informe emitido por Carabineros; 

k) No hallarse condenado o procesado por crimen o simple delito que contemple una 
pena privativa de libertad superior a la de presidio o reclusión menor en su grado 
medio; 
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l) No hallarse condenado o procesado por crimen o simple delito en que se haya utili-
zado algún grado de violencia psíquica o física, y 

m) No hallarse condenado en causas de violencia intrafamiliar. 
B) Incorpóranse los siguientes incisos 5º y 6º: 
 “Las armas indicadas en el inciso primero de este artículo, deberán reinscribirse cada 

año, teniendo como plazo fatal hasta el último día hábil del mes de diciembre. En caso 
de infringir esta disposición se cancelará la correspondiente inscripción. 

 Sin perjuicio de las facultades que la ley otorga a la Dirección de Movilización Nacional y 
a las autoridades fiscalizadoras, quienes tengan o posean un arma de fuego inscrita a su nom-
bre, deberán informar de esta inscripción a las Comisarías de Carabineros y de la Policía de 
Investigaciones correspondientes a su domicilio, dando una completa especificación de las 
características del arma”. 
2) Reemplázase el artículo 6º por el siguiente: 
 “Artículo 6º: Ninguna persona podrá portar armas fuera de los lugares indicados en el 
artículo anterior. 
 Están exceptuados de esta prohibición, el personal señalado en el inciso tercero del artícu-
lo 3º, sin perjuicio de lo que disponga la reglamentación institucional respectiva, y los aspi-
rantes a oficiales de Carabineros y de Investigaciones Policiales, que cursen tercer año en las 
Escuelas de Carabineros y de Investigaciones Policiales, durante la realización de las respec-
tivas prácticas policiales. 
 También se exceptúan los vigilantes privados que cumplan los requisitos exigidos en el 
artículo 55 del Reglamento. 
 Corresponderá a la Dirección General de Movilización Nacional velar por la regularidad 
de las inscripciones a que se refiere el artículo anterior, representando a las autoridades seña-
ladas en el inciso tercero del artículo 4º cualquier situación ilegal o antirreglamentaria en las 
inscripciones autorizadas, para su inmediata corrección. 
 La Dirección General y las autoridades antes aludidas podrán denegar, suspender, condi-
cionar o limitar las autorizaciones que exige esta ley, sin expresión de causa, salvo la inscrip-
ción de que trata el artículo 5º. 
3) Modifícase el artículo 7º en la siguiente forma: 

 A) Reemplázase el inciso 1º por el siguiente: 
 “Las autoridades indicadas en el inciso tercero del artículo 4º no podrán conceder las 

autorizaciones ni aceptar las inscripciones que se establecen en los artículos 4º y 5º de 
más de un arma de fuego a nombre de una misma persona”. 

B) Suprímese el inciso 2º del mismo artículo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso 
segundo, y así sucesivamente. 

4) Modifícase el artículo 9º en la siguiente forma: 
A) Reemplázase en el inciso 2º la frase “de diez a quince ingresos mínimos.” por la si-

guiente: “de treinta a cuarenta y cinco ingresos mínimos”. 
B) Reemplázase en el inciso 2º la frase “nueve ingresos mínimos”, por la siguiente: 

“quince ingresos mínimos,”. 
5) Modifícase el artículo 11 en la siguiente forma: 

A) Reemplázase en el inciso segundo la frase “de diez a quince ingresos mínimos.” por la 
siguiente: “de treinta a cuarenta y cinco ingresos mínimos.”. 

B) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “nueve ingresos mínimos,” por la si-
guiente: “quince ingresos mínimos,”. 
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6) Reemplázase en el inciso 1º del artículo 14 A la frase “de cinco a diez ingresos mínimos.” 
por la siguiente: “de veinte a treinta ingresos mínimos.”. 

7) Artículos transitorios: 
 Artículo 1º: Las personas que a la fecha de la publicación de la presente ley tengan o po-
sean un arma de fuego inscrita a su nombre, deberán reinscribirla, teniendo como plazo para 
ello, hasta el último día hábil del año calendario siguiente a la fecha recién indicada. Para 
ello deberán acreditar que cumplen con cada uno de los requisitos exigidos por la ley”. 
 
 
10. Moción de los Diputados señores Elgueta, Luksic, Juan Bustos, Gutenberg Martínez, 

Huenchumilla, Andrés Palma y Aníbal Pérez. 
 Modifica la ley de votaciones y escrutinios, regulando los gastos que efectúen candidatos, 

y adopta otras medidas para la transparencia del proceso electoral. (boletín Nº 2220-06). 
 
“Honorable Cámara: 
 
 Las recientes elecciones parlamentarias abocaron a la sociedad chilena a procedimientos 
de marketing comercial y gastos electorales, por algunos candidatos, de tal envergadura y 
cuantía, que pueden implicar, en los hechos, la destrucción de todo el sistema democrático en 
cuanto a expresión de la libre voluntad de los electores. 
 Ponderaciones prudentes han estimado los gastos de algunos candidatos a diputados en 
cantidades superiores a los US$ 2.000.000, en algunos distritos donde viven personas pu-
dientes, y en cantidades superiores a los US$ 500.000, en distritos donde viven, principal-
mente, personas de escasos recursos o de clase media. 
 Para que se pueda ponderar adecuadamente lo que significan estos gastos (que en las can-
tidades citadas fluctúan entre aproximadamente $ 220.000.000 y los $ 1.000.000.000), po-
demos señalar que ellas corresponden a las dietas de un parlamentario por períodos que fluc-
túan entre 15 y 60 años. 
 Por otra parte, estas cantidades son evidentemente mayores tratándose de las candidaturas 
senatoriales por corresponder éstas a circunscripciones electorales más extensas. 
 La primera gran interrogante es saber de dónde surgen estas sumas de dinero tan cuantio-
sas y en qué medida, al provenir ellas, principalmente, de poderosos sectores financieros o de 
otros poderes fácticos, comprometen seriamente la independencia de los parlamentarios ele-
gidos. Por otra parte, si bien es efectivo que no en todos los distritos se han implementado 
campañas por sumas equivalentes a las señaladas, no es menos efectivo que se puede afirmar, 
en términos generales, que los gastos electorales resultan inalcanzables para los sectores po-
pulares y medios de la población. 
 Pensamos que esta realidad de que algunos candidatos convierten las elecciones en verda-
deras ferias, implica un gravísimo atentado en contra de la igualdad ante la ley (artículos 5 y 
19, Nº 2 de la Constitución Política), pues dificulta o hace absolutamente imposible el acceso 
al Parlamento de personas pertenecientes a los sectores económicamente modestos de la po-
blación. Tememos, fundadamente, que si no tomamos medidas legales urgentes podríamos 
estar caminando hacia un tipo de sociedad gobernada por los más poderosos económicamen-
te o por aquellos que favorezcan a los que controlan los grandes poderes financieros. Ello 
constituiría el comienzo de una corrupción generalizada y la destrucción de nuestra democra-
cia. 
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 También los gastos excesivos por algunas candidaturas y la forma como se emplean los 
recursos, constituyen un gravísimo atentado en contra de la libertad de elegir que tienen los 
ciudadanos, pues enormes diferencias en los gastos de propaganda, sistemas subliminales de 
influir sobre las conciencias, ciudades que pierden su identidad bajo capas de pintura y mi-
llonarios afiches, centenares de activistas rentados que manipulan la verdad, pagos importan-
tes que efectúan los candidatos de cuentas atrasadas de luz, agua, vivienda o contribuciones, 
regalos pequeños distribuidos masivamente o erogaciones más cuantiosas efectuadas a orga-
nizaciones sociales o a “caciques electorales”, engañosos campeonatos o competencias de-
portivas con el nombre de los candidatos, etc., etc., son todos elementos cercanos al cohecho 
y que manipulan, engañan o fuerzan la voluntad de los electores para elegir en conciencia. 
 Pensamos que esta aberrante corrupción en el proceso electoral desprestigia gravemente a 
la política y a los políticos; atenta contra la dignidad de los ciudadanos e implica desvirtuar 
una legítima confrontación de ideas, realizaciones y programas entre los candidatos, trans-
formando las contiendas electorales en un verdadero mercado, absolutamente desvinculado 
de factores morales o de connotación ética. 
 En el ánimo de subsanar los vicios hoy existentes y velando por la transparencia de los 
procesos electorales, que es la idea matriz del proyecto de ley, se sugieren, entre otras, las 
siguientes medidas: 
 -Limitar los gastos que puedan efectuar los candidatos, sea en la elección de concejales, 
parlamentarios o Presidente de la República; 
 -Disponer que los candidatos lleven contabilidad obligatoria de las entradas y gastos de 
sus campañas; 
 -Limitar los montos de las donaciones electorales y someter dichas donaciones a determi-
nadas exigencias; 
 -Considerar como donación todo servicio gratuito efectuado por empresas y, en general, 
todo pago hecho por éstas para efectuar trabajos electorales; 
 -Establecer sanciones y tipos delictuales en relación con la infracción de las normas rela-
cionadas con la transparencia del proceso electoral. 
 Cabe señalar que este proyecto fue presentado en su oportunidad por los Diputados     
Andrés Aylwin y Sergio Elgueta y que fue aprobado por la Comisión de Constitución, Legis-
lación y Justicia de la Cámara de Diputados con fecha 25 de octubre de 1995, y que al ser 
votado en la Sala no alcanzó el quórum constitucional, por lo atendido que las razones que 
motivaron su presentación mediante el boletín Nº 1146-07 se mantienen vigentes, es que 
venimos en presentar el siguiente proyecto de ley: 
 “Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.700, Orgánica 
Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios: 
a) Agrégase, en el Título I, un nuevo Párrafo 7º, pasando los actuales Párrafos 7º, 8º, 9º, 10º 

y 11º a ser 8º, 9º, 10º, 11º y 12º, respectivamente: 
 “Párrafo 7º. 
 De los límites a las donaciones y gastos electorales de los candidatos. 
 “Artículo 35 bis.- Los candidatos a Presidente de la República, senadores, diputados y 
concejales estarán obligados a llevar un libro de entradas y gastos que incluirá todos los in-
gresos y egresos de su campaña electoral. Las partidas de entradas y gastos serán anotadas en 
el libro en el plazo de diez días hábiles, contado desde que fueron efectuados los respectivos 
ingresos o egresos. 
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 Al inscribirse, los candidatos deberán designar un encargado financiero de la campaña, 
quien será responsable del mantenimiento del libro y de la documentación contable a que se 
refiere este artículo, así como del cumplimiento de las limitaciones y demás disposiciones 
establecidas por esta ley. 
 Artículo 35 bis a.- Los candidatos a concejal no podrán recibir donaciones por cantidades 
superiores a veinticinco unidades tributarias mensuales, cuando el donante fuere una persona 
natural, o a ochenta de esas unidades, si el donante fuere una persona jurídica. 
 Las donaciones que una misma persona natural o jurídica efectúe en favor de diversas 
candidaturas en un mismo año calendario no podrán exceder, en conjunto, de setenta y cinco 
o de doscientas cuarenta unidades tributarias mensuales, respectivamente. 
 Los límites establecidos en los dos incisos anteriores se elevarán al doble, o al triple, se-
gún se trate de candidatos a senadores o a diputados, o a Presidente de la República. 
 Todas estas donaciones estarán exentas del trámite de insinuación. 
 Artículo 35 bis b.- Ningún candidato a senador o diputado podrá gastar durante su campa-
ña electoral una cantidad superior a cero coma cero dos unidades tributarias mensuales por 
cada elector de la circunscripción o del distrito que pretenda representar. 
 Si se tratare de candidatos a Presidente de la República, tal cantidad se elevará al doble. Si 
fueren candidatos a concejales, se restringirá a la mitad. Dichas limitaciones se relacionan 
con los electores inscritos en todo el territorio nacional, en el primer caso, o en la respectiva 
comuna, en el segundo. 
 Artículo 35 bis c.- A los treinta días de finalizado el proceso electoral, los candidatos de-
berán rendir informe detallado de las entradas y gastos de su campaña, mediante declaración 
jurada autorizada ante notario, extendida en triplicado, quedando una copia en poder del can-
didato y otra en poder del notario. La tercera copia será enviada al Servicio Electoral, dentro 
de tercero día desde que haya sido extendida. 
 Artículo 35 bis d.- Desde el momento de la inscripción oficial de las candidaturas en el 
Servicio Electoral, queda prohibido a los candidatos efectuar cualquier erogación o donación 
a organizaciones o a personas naturales o jurídicas, incluido el patrocinio de eventos cultura-
les, deportivos o de cualquier otro tipo. 
 Artículo 35 bis e.- Se presumirá legalmente que todo gasto superior a los límites que fija 
esta ley constituye renta del candidato, afecta a la tributación del decreto ley Nº 824, de 
1974, y que el exceso se ha originado en donaciones objeto, asimismo, del tributo correspon-
diente.”. 
b) Agrégase, a continuación del artículo 141, un nuevo artículo 141 bis, del siguiente tenor: 
 “Artículo 141 bis.- La declaración de una o más partidas del libro de entradas y gastos a 
que se refiere el artículo 35 bis, a través de la cual se ocultare o simulare indebidamente un 
gasto que, considerado en su conjunto, incidiere en un resultado que significare un gasto 
excesivo, será sancionado por la autoridad correspondiente con una multa equivalente a un 
300% del tributo que genera el exceso considerado renta. 
 A la misma sanción estará afecta la persona natural o jurídica que done más de lo que 
conforme a esta ley está permitido donar y el candidato que reciba de una misma persona 
natural o jurídica más de lo que puede recibir, en cuyos casos el monto de la multa será cal-
culado sobre el exceso de lo donado o de lo recibido, según corresponda. 
 El no cumplimiento oportuno de las obligaciones de llevar libros y de rendir informe de 
las entradas y gastos podrá ser sancionado con multas de diez a cincuenta unidades tributa-
rias mensuales.”. 


